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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL SISTEMA DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES.

_____________________________________________________________
BOLETÍN N° 10368-04
Honorable Cámara:

La Comisión de Educación pasa a informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional y reglamentario, con urgencia calificada de “suma”, originado en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

Asistieron en representación del Ejecutivo:


-La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma; la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga Canahuate; la Subsecretaria de Educación Parvularia, señora María Isabel Díaz; la Subsecretaria de Educación Parvularia (S) señora Pamela Godoy; el Secretario Ejecutivo de Nueva Educación Pública, señor Rodrigo Roco Fossa; la Vicepresidenta Ejecutiva de la JUNJI, señora Desireé López de Maturana Luna; el Jefe de la División de Educación General, señor Gonzalo Muñoz; la Secretaria Ejecutiva de Educación Técnico Profesional, señora Marcela Arellano; los Asesores de Nueva Educación Pública señores Misleya Vergara, Claudio González, Víctor Soto, Manuel Alcaíno y Laura Mancilla, y los Asesores del Equipo Educación Parvularia, señores Mario Cabello y Felipe Torrealba.

-El Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; el abogado del Departamento Institucional de la Dirección de Presupuestos, señor Branko Karelovic, y el Economista del Departamento de Estudios de esa Dirección, señor Gabriel Villarroel Neira.


-Por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social concurrieron los asesores de la señora Ministra, señores Claudia Donaire Gaete y Francisco Del Río.
I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1) Idea matriz o fundamental del proyecto.


La iniciativa legal propone crear una nueva institucionalidad, especializada en la gestión educacional y dotada de la estabilidad, coordinación y capacidades para hacerse cargo de la administración, desarrollo, acompañamiento y apoyo a los establecimientos educacionales públicos hoy administrados por los municipios. Este nuevo sistema asume que el establecimiento educacional constituye su unidad fundamental, propiciando un marco adecuado para el desempeño de sus equipos directivos, docentes y de asistentes de la educación, y para la formación integral de los y las estudiantes, así como para la integración de las familias y la comunidad en general a su orientación y mejora.


Al mismo tiempo, se establece el deber de proponer una política de fortalecimiento de la educación pública, que cada gobierno deberá definir cada cuatro años.
2) Normas de quórum especial.


Tienen el carácter de disposiciones de rango de ley orgánica constitucional los artículos 6°, 7°, letra a); 10, que ha pasado a ser 9, inciso final; 16, que ha pasado a ser 15; 17, que ha pasado a ser 16; 32, que ha pasado a ser 30; 33, que ha pasado a ser 31; 34, que ha pasado a ser 32; 35, que ha pasado a ser 33, letra j), que ha pasado a ser k); 36, que ha pasado a ser 34; 47, que ha pasado a ser 46, numerales 1), 2), 3), 4), 5) y 6); 52, 54, 56, numeral 5); 57, numerales 1) y 2); 58 numerales 9), 13) y 17), permanentes, y cuarto, séptimo, octavo, noveno, décimo quinto, décimo sexto, décimo séptimo, décimo octavo, vigésimo cuarto, que ha pasado a ser vigésimo quinto; vigésimo sexto, que ha pasado a ser vigésimo séptimo, letra c), vigésimo noveno, que ha pasado a ser trigésimo, y cuadragésimo sexto transitorios.


Los artículos 6°, 7°, letra a) y 10, que ha pasado a ser 9°, inciso final, tienen el carácter de orgánicos constitucionales toda vez que establecen una función de coordinación de los Servicios Locales de Educación para la Dirección de Educación Pública, materia respecto de la cual el Tribunal Constitucional en fallo rol 2205, de 24 de abril de 2012 ha señalado que la creación de una “Autoridad Coordinadora”, modifica el régimen de organización básica de la Administración del Estado que establecen los artículos 21 a 42 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y que ello importa que se esté en presencia de una disposición de rango orgánico constitucional.


Los artículos 16, que ha pasado a ser 15, y 17, que ha pasado a ser 16, tienen el mismo carácter, en atención a que establecen causales de cesación en el cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales y el procedimiento de remoción del mismo, cargo que según lo que establece el artículo 49 de la ley de Bases Generales de la Administración del Estado corresponde que sea de exclusiva confianza.

Los artículos 32, que ha pasado a ser 30; 35, que ha pasado a ser 33, letra j), que ha pasado a ser letra k) y 36, que ha pasado a ser 34, en cuanto crea los Consejos Locales de Educación Pública, establecen una atribución relativa a la remoción del director y la responsabilidad de sus integrantes, toda vez que ejercen función pública.


Según la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, en fallos como el 115, de 1990, relativo a la ley de Pesca, que creó los Consejos Zonales de Pesca, si bien es cierto que en la organización de los Ministerios y de los servicios públicos pueden existir organismos con denominaciones distintas a las señaladas en la ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, estos deben ser creados por ley orgánica constitucional y no por ley común.


Si bien la jurisprudencia varió con posterioridad, haciéndose la distinción respecto del carácter de los Consejos, en cuanto a si tenían facultades resolutivas o meramente consultivas, en sentencia rol N° 2390/2012 el Tribunal Constitucional consideró en este carácter la creación de Comités Científicos Técnicos pesqueros, como organismos asesores y,o de consulta de la Subsecretaría de Pesca y la creación de Comités Científicos Técnicos de Acuicultura, como organismos asesores y de consulta
.

Los artículos 33, que ha pasado a ser 31, y 34, que ha pasado a ser 32, en cuanto disponen la integración de los Consejos Locales de Educación Pública por parte de los alcaldes respectivos y su duración en el cargo, en cuanto incide en materias propias de ley orgánica, según el artículo 118 de la Constitución Política de la República.


El artículo 47, que ha pasado a ser 46, en cuanto modifica la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, lo que debe hacerse mediante una ley de igual carácter.

El artículo 52, que modifica el artículo 46 de la ley de rentas municipales, también tiene este carácter.  Mediante fallo 446, de 2005, el Tribunal Constitucional estableció que una modificación al artículo 46 a esta norma era propia de ley orgánica constitucional, en cuanto legislaba sobre diversas atribuciones de las municipalidades.  En la misma situación se encuentra el artículo 54, que sustituye el artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, norma que fue declarada orgánica constitucional mediante fallo 422, de 2004.

El artículo 56, numeral 5), que modifica el inciso tercero del artículo 28 de la ley N° 20.529, al establecer una causal para la revocación del reconocimiento oficial del establecimiento educacional en recuperación, cuando no logre los estándares nacionales para esa categoría, son propias de la ley Orgánica Constitucional de Enseñanza en conformidad con lo dispuesto en el artículo 19, N° 11, inciso quinto, de la Constitución Política, tal como fuera señalado por fallo rol 1022, de 2008.

El artículo 57, numerales 1) y 2), que modifican los artículos 46 y 89 de la ley General de Educación, en atención a que tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.

El artículo 58, numerales 9), 13) y 17), en cuanto agregan un artículo 31 bis, relativo a la pérdida del reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales -materia que ha sido reiteradamente declarada de carácter orgánico constitucional por el Tribunal Constitucional- y modifican los artículos 76 y 94 de la ley de Aseguramiento de la Calidad, que tienen ese mismo carácter, según fallo rol N° 2009, de 2011, del Tribunal Constitucional.

Los artículos cuarto, séptimo, octavo y noveno transitorios, en cuanto regulan el traspaso del servicio educacional que prestan las municipalidades a los Servicios Locales, en cuanto incide en las facultades de los municipios, materia propia de ley orgánica, según el artículo 118 de la Constitución Política de la República.


Los artículos décimo quinto, décimo séptimo, décimo octavo y cuadragésimo sexto transitorios, en cuanto regulan el traspaso de los establecimientos de educación parvularia administrados por las municipalidades a los Servicios Locales, el registro de bienes destinados a la prestación del servicio educacional y las obligaciones de las municipalidades en esta materia, en cuanto incide en las facultades de los municipios, materia propia de ley orgánica, según el artículo 118 de la Constitución Política de la República.


Los artículos vigésimo cuarto, que ha pasado a ser vigésimo quinto, y vigésimo sexto, que ha pasado a ser vigésimo séptimo, letra c), transitorios, en cuanto establece la obligación de las municipalidades de dar cumplimiento a las observaciones que el Ministerio de Educación realice al proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal y su incumplimiento, por las mismas razones señaladas en los dos párrafos anteriores.


El artículo vigésimo noveno, que ha pasado a ser trigésimo, transitorio, en cuanto faculta al administrador provisional para ejercer sus funciones respecto de la totalidad de los establecimientos educacionales de administración municipal, en determinadas circunstancias, así como la aprobación del plan por el Concejo Municipal, en virtud de los artículos 118 y 119 de la Constitución Política de la República.

El proyecto no contempla normas de quórum calificado.

3) Normas que requieren trámite de Hacienda.


De acuerdo con el artículo 220 del Reglamento de la Corporación, los artículos 5°; 7°, letra j); 9°, que ha pasado a ser 8°; 10, que ha pasado a ser 9°; 11, que ha pasado a ser 10, inciso tercero; 12, que ha pasado a ser 11, letras b) y k); 13, que ha pasado a ser 12; 15, que ha pasado a ser 14, letra d); 19, que ha pasado a ser 18; 20, que ha pasado a ser 19; 29, que ha pasado a ser 28; 37, que ha pasado a ser 35; 44, que ha pasado a ser 42; 51, número 3), letra b); 52, 54 y 62, que ha pasado a ser 61, permanentes, y sexto, séptimo, noveno, undécimo, décimo cuarto, décimo quinto; vigésimo, vigésimo primero, que ha pasado a ser vigésimo segundo; vigésimo segundo, que ha pasado a ser vigésimo tercero; vigésimo tercero, que ha pasado a ser vigésimo cuarto; vigésimo cuarto, que ha pasado a ser vigésimo quinto; vigésimo sexto, que ha pasado a ser vigésimo séptimo; vigésimo séptimo, que ha pasado a ser vigésimo octavo; vigésimo octavo, que ha pasado a ser vigésimo noveno; trigésimo segundo, que ha pasado a ser trigésimo tercero; trigésimo tercero, que ha pasado a ser trigésimo cuarto; trigésimo cuarto, que ha pasado a ser trigésimo quinto; trigésimo quinto, que ha pasado a ser trigésimo sexto; trigésimo sexto, que ha pasado a ser trigésimo séptimo; trigésimo séptimo, que ha pasado a ser trigésimo octavo; trigésimo octavo, que ha pasado a ser trigésimo noveno; cuadragésimo primero, que ha pasado a ser cuadragésimo tercero, y cuadragésimo sexto transitorios del proyecto de ley aprobado por la Comisión deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

4) Aprobación general del proyecto de ley.


El proyecto fue aprobado, en general, por mayoría de votos, con los votos a favor de los diputados Fidel Espinoza Sandoval, Cristina Girardi Lavín, Felipe Letelier Norambuena (en reemplazo de Rodrigo González Torres), Giorgio Jackson Drago, Yasna Provoste Campillay, Alberto Robles Pantoja, Mario Venegas Cárdenas y Camila Vallejo Dowling; votaron en contra los diputados Jaime Bellolio Avaria, Osvaldo Urrutia Soto (en reemplazo de Romilio Gutiérrez Pino), María José Hoffmann, José Antonio Kast Rist y Felipe Kast Sommerhoff.
5) Diputado informante.


Se designó diputado informante al señor Alberto Robles Pantoja.

6) Reserva de constitucionalidad.


Se hace presente que la Ministra de Educación hizo reserva de constitucionalidad respecto del inciso tercero del artículo trigésimo séptimo, que ha pasado a ser trigésimo octavo, y del inciso tercero del artículo trigésimo octavo, que ha pasado a ser trigésimo noveno, en atención a lo dispuesto por el artículo 65 de la Constitución Política de la República.  En efecto, dichas disposiciones fueron agregadas mediante indicaciones parlamentarias, las que, luego de ser declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión, y solicitada su reconsideración, de conformidad con el artículo 25 de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, fueron estimadas admisibles, por mayoría de votos y aprobadas, de igual forma.


Por su parte, el diputado Jaime Bellolio hizo reserva de constitucionalidad respecto del inciso segundo del artículo 9°, en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República, en lo relativo a determinar funciones o atribuciones de los servicios públicos, y de los numerales vi) de las letras a) y b) del artículo 31, en conformidad al artículo 19 N° 2 de la Constitución la Constitución Política de la República, que establece la igualdad ante la ley.  En efecto, dichas disposiciones fueron agregadas mediante indicaciones parlamentarias, las que, luego de ser declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión, y solicitada su reconsideración, de conformidad con el artículo 25 de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, fueron estimadas admisibles, por mayoría de votos y aprobadas, de igual forma.

II. ANTECEDENTES DEL PROYECTO.

A) Fundamentos.


Según se expresa en el mensaje remitido por S.E. la Presidenta de la República, los avances que Chile ha tenido en materia educacional, y que lo ubican en una destacada posición a escala latinoamericana, son también logros de la educación pública, en especial, de sus docentes y asistentes de la educación, y de los y las trabajadoras que se desempeñan en esta área en cada municipio.


En esa misma línea, es justo resaltar que la educación pública municipalizada ha sido todos estos años una alternativa de educación laica y pluralista, que ha asumido sin temor la diversidad de la sociedad chilena. En ella estudian hoy cerca de un millón trescientos mil chilenos y chilenas de todas las edades, en todas las modalidades y todos los niveles educativos con sus respectivas formaciones diferenciadas, en especial, en el ámbito técnico profesional así como en el artístico.


Añade el mensaje que la educación pública está hoy presente en todo el territorio, desde la Escuela Villa Las Estrellas en la Antártica, hasta la Escuela Internado de Visviri en el extremo norte. Ella acoge hoy al 71% de los estudiantes de nuestras zonas rurales y se hace presente en cárceles y hospitales, en islas y en sectores costeros y cordilleranos, permitiendo educarse a niños, niñas, jóvenes y adultos, más allá de si viven en comunas ricas o en comunas pobres. En 2014, la educación pública chilena acogió al 59% de los hijos, hijas y familiares de inmigrantes que estudian en el país, así como al 52% de los hijos e hijas de nuestros pueblos originarios. Así también, son públicas, por ejemplo, la mayoría de las escuelas que hoy enfatizan la formación artística de sus estudiantes o el 70% de los establecimientos educacionales que acogen a estudiantes con necesidades educativas especiales en el país, abarcando a más de 190 mil estudiantes, es decir, a un 67,5% del total nacional que participa en programas de integración. 


Sin embargo, nunca, desde los primeros decenios del siglo XIX, la educación pública había atendido a una proporción tan baja de la población escolar y nunca su imagen se había visto abiertamente deteriorada. La educación que el Estado provee y administra a través de las municipalidades se encuentra hoy en su momento más crítico.


Diversos estudios y análisis realizados en el país, entre los que se destacan los informes de la OCDE sobre política educacional (2004), del Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación (2006) y del Panel de Expertos para una Educación de Calidad (2011), han puesto de manifiesto el déficit de la actual institucionalidad de la educación pública, señalándolo como un problema mayor. En efecto, la administración municipal no está en condiciones de garantizar, a causa de su heterogeneidad y falencias, de manera permanente y en todo el territorio, condiciones de gestión y de uso de recursos que aseguren la calidad, la mejora y el futuro de la educación pública chilena.


Además de las múltiples razones por las que los países más desarrollados del mundo valoran y fortalecen la educación que proveen sus Estados, en Chile también hay argumentos poderosos para comprometerse a asegurar, a un alto estándar, la existencia de una provisión educacional pública en el contexto de nuestro sistema mixto. Por un lado, se trata de dar cumplimiento al mandato constitucional que expresa el consenso social en torno a la obligatoriedad de la educación, desde el segundo nivel de transición de educación parvularia hasta el final de la educación media, y con total independencia de la posición social o ubicación geográfica de cada cual. Lo anterior supone el deber del Estado de financiar y administrar un sistema gratuito destinado a asegurar el acceso y derecho a la educación de toda la población en todo el territorio. Por otro lado, la educación pública es la única que tiene, como obligación expresa, el deber de asegurar la existencia de proyectos educativos de carácter plural y laico y, por ende, no excluyentes ni particularistas.


En ese marco, nuestra educación pública se obliga, además, a otros deberes, tales como:


-Aportar a la democracia y a la cohesión social, por la vía de dar oportunidad de convivir en un mismo espacio pedagógico y formativo a niños, niñas, jóvenes y adultos de las más diversas condiciones y pensamientos, avanzando así en disminuir la segmentación social que hoy tenemos.


-Hacerse responsable por que los criterios de excelencia exigibles para el conjunto del sistema educativo sean especialmente exigibles para la educación pública, convirtiéndose en referente para la aplicación de la normativa y el cumplimiento de los estándares que la sociedad, a través del Estado, establece, fiscaliza y evalúa para todos los establecimientos educacionales, privados o públicos.


-Dotarse de las herramientas para destinar esfuerzos especiales y sistemáticos hacia los grupos que más requieren reducir las desigualdades de origen o que demandan ser atendidos de manera diferente. El jardín infantil, la escuela y el liceo públicos buscan asegurar, tanto el acceso como acompañar a sus estudiantes garantizándoles trayectorias educativas a lo largo de la vida.


-Garantizar la existencia de proyectos educativos que, junto con poseer un marco común y componentes universales propios de la educación pública, se obligan a cobijar y promover las singularidades asociadas a cada territorio y comunidad, así como dar cuenta de los procesos de multi e interculturalidad que ocurren hoy en nuestra sociedad, en un marco de respeto e inclusión. A través de sus proyectos educativos, la educación pública debe promover la cooperación entre las personas y grupos, la formación ciudadana y el reconocimiento de los Derechos Humanos como las bases de una convivencia democrática y de la socialización de niños, niñas y jóvenes.


En ese contexto, es misión de la educación pública y del sistema que este proyecto crea, construir los ambientes de aprendizaje necesarios para garantizar que todos sus estudiantes, sin distinciones de género, socioeconómicas o de cualquier tipo, tengan las oportunidades y recursos para desarrollar al máximo los conocimientos, talentos, habilidades, aptitudes y valores que les permitan, a cada uno, alcanzar su máximo desarrollo espiritual, ético, afectivo, intelectual y físico, tal como lo establece la ley General de Educación. Una educación pública inserta de lleno en el siglo XXI, debe orientarse por una noción integral de calidad y fomentar actitudes tales como la creatividad, la innovación, la colaboración, el pensamiento crítico, la solidaridad, la responsabilidad y la autonomía, entre otras.


De manera específica, el presente proyecto se propone abordar los siguientes problemas:


a. Ausencia de horizontes de desarrollo y proyección de largo plazo.  El actual esquema institucional consagra que aspectos relevantes de la calidad, la equidad y el desarrollo de la educación pública en el territorio, dependan fuertemente de la voluntad de las autoridades municipales y de los particulares énfasis que legítimamente cada una de ellas desee otorgarle al sector. Esta dependencia está estrechamente relacionada con una excesiva influencia de los ciclos político-electorales del municipio en la educación pública. 


Políticas, gestiones y equipos de trabajo, en general se ven discontinuados al cambiar las autoridades municipales, lo que dificulta el trabajo de los equipos directivos de los establecimientos educacionales y obstaculiza la implementación y evaluación de las orientaciones nacionales y locales. Se impide así una gestión educacional fundada en diagnósticos adecuados y en criterios técnicos, capaz de planificar en el mediano y largo plazo las políticas y acciones que garanticen los aprendizajes de los estudiantes, asegurando la existencia y continuidad de los ciclos de mejora educativa en cada establecimiento educacional.


b. Baja rendición de cuentas y dilución de responsabilidades.  Otra característica del esquema de administración vigente es su baja o inexistente rendición de cuentas sobre lo propiamente educacional. Los tiempos y la profundidad que requieren los aspectos sustantivos de la mejora educativa no son elementos de juicio presentes a la hora de evaluar las gestiones edilicias por parte de los electores. Más aún, la administración de establecimientos educacionales no es percibida como una prioridad entre los deberes que la ciudadanía asocia con el municipio.


El modelo actual presenta una ambigua delimitación de responsabilidades. Mientras el rol administrativo recae por entero en los municipios, el rol técnico pedagógico queda en segundo plano, siendo entregado mayormente a las estructuras del Ministerio de Educación. La educación parvularia tampoco escapa a esta problemática, no teniendo las municipalidades responsabilidades claras frente a los procesos y resultados pedagógicos, educativos o nutricionales de las salas cuna y jardines infantiles, que hoy administran por vía de transferencias de fondos desde la JUNJI.


En definitiva, en este esquema se diluyen las responsabilidades entre múltiples intervinientes que presionan a los establecimientos educacionales, limitando el desarrollo de políticas y acciones coherentes, e impidiendo una gestión y una planificación educativa integrales.


c. Capacidades dispares e insuficientes.  Un tercer ámbito se refiere a la insuficiencia y disparidad de capacidades y recursos que poseen los municipios chilenos para dar cuenta de las exigencias que significa administrar los establecimientos educacionales.


Según datos para 2013 y 2014 del Sistema Nacional de Información Municipal (SINIM), del total de recursos adicionales que entre todos los municipios declaran destinar a educación, el 70% se concentra en el 25% de las comunas del país. Los datos también muestran que la tendencia es a que existan mayores aportes municipales en aquellas comunas en donde los estudiantes son, en promedio, socialmente más aventajados, contribuyendo de esa manera a acentuar las desigualdades.


Al mismo tiempo, conforme a los datos reportados por parte de los propios municipios al Ministerio de Educación durante 2014 y 2015, tan solo un 22,5% del total del personal de las entidades de administración educacional, tales como Departamentos de Administración de Educación Municipal (DAEM), Direcciones de Educación Municipal (DEM) y equipos de educación de las Corporaciones Municipales, trabaja en una función directamente educacional o relacionada con algún tipo de apoyo técnico-pedagógico. En contrapartida, un 59% del total de dicho personal se desempeña en áreas administrativas.


En la gran mayoría de las 345 municipalidades del país se aprecian limitadas capacidades para otorgar a los establecimientos educacionales apoyo técnico pedagógico sustantivo, oportuno, sistemático y acorde a las necesidades que existan por nivel, modalidad, tamaño, proyectos o problemáticas educativas. Más aún, si se consideran municipios que podrían catalogarse como de “buen desempeño”, se puede ver que al interior de estos conviven realidades muy diversas. De hecho, si se observan los 100 municipios que, con un mínimo de tres establecimientos municipales evaluados, poseen al menos uno de ellos clasificado en nivel de Alto Desempeño según la ordenación de la Agencia de la Calidad en 2013, en más de la mitad de los casos éstos también poseen establecimientos en los niveles inferiores de la misma clasificación.


d. Atomización y escala inadecuada.  Un cuarto ámbito se refiere a la escala y la atomización que caracterizan al conjunto de la educación municipalizada, en donde los 345 municipios del país se asumen como sostenedores independientes y aislados, con una baja coordinación territorial y un funcionamiento desarticulado. Al mismo tiempo, las diferencias de tamaño resultan considerablemente altas. En efecto, al comparar el 10% de sostenedores comunales de mayor matrícula escolar con el 10% inferior, los primeros son quince veces más grandes que los segundos.


La existencia de una alta proporción de sostenedores demasiado pequeños redunda en dificultades para: i) la contratación de equipos técnicos, directivos, docentes y asistentes de la educación, en número y calidad suficiente; ii) la generación y consolidación de redes de intercambio profesional y directivo; iii) el mejor aprovechamiento de las capacidades de gestión e infraestructura, y iv) las posibilidades de heterogeneidad social y cultural, impidiendo una mayor mixtura social en los establecimientos y el territorio. Los principales afectados por estas limitantes son los propios establecimientos y las comunidades educativas, que no encuentran un soporte efectivo desde el cual impulsar, apoyar o acompañar, según sea el caso, sus respectivos procesos de mejora y de desarrollo de capacidades.


La escala comunal no permite garantizar adecuados niveles de sustentabilidad ni el desarrollo de las condiciones que se requieren para asegurar calidad y equidad en el conjunto del sistema. Estudios recientes, como el trabajo de los economistas Hanushek, Link y Woessman (2013), apoyan dicha constatación, evidenciando que una acentuada descentralización a escala local o de escuela, no constituye un esquema recomendable para garantizar la calidad de los sistemas educativos en los países en vías de desarrollo como Chile. Los Estados con altos logros en calidad y equidad educativa, y que han alojado su gestión educacional en los municipios, son países que gozan de grados de desigualdad social y económica considerablemente inferiores a los de Chile, además de poseer, mayoritariamente, una matrícula pública cercana al 100%.


La experiencia de la mayoría de los países desarrollados muestra que el nivel intermedio, en este caso el llamado sostenedor, tiene la obligación de asegurar el impulso y potenciamiento de los esfuerzos de mejora y cambio educativo, garantizando que cada establecimiento educacional pueda focalizarse en el mejoramiento de la enseñanza y de los logros de aprendizaje de sus estudiantes, ayudando a superar la resistencia al cambio, a enfrentar las dificultades que ofrece cada medio social y a desarrollar la innovación y la contextualización educativa.


Además debe asegurar el soporte, acompañamiento y fortalecimiento de las capacidades de cada establecimiento para mejorar por sí mismo y enfrentar sus propias necesidades; el desarrollo profesional de directores, docentes y asistentes de la educación, aumentando las capacidades humanas del sistema, principal base para su desarrollo; la generación, análisis y entrega a cada establecimiento educativo de información relevante para la mejora; el soporte administrativo adecuado para que los procesos de aprendizaje y enseñanza puedan ocurrir sin problemas, y el apoyo al liderazgo directivo a través de redes de trabajo colaborativo, intercambio de buenas prácticas, promoción de la innovación pedagógica, entre otras.


Todos estos factores inciden directa e indirectamente en la calidad de los aprendizajes y de la enseñanza que los establecimientos educacionales son capaces de lograr. En Chile, el esquema municipal de administración educativa presenta, en todos ellos, debilidades y ausencias mayores. Por lo mismo, su capacidad para garantizar la calidad y equidad de la educación pública en todo el territorio, es frágil y en algunos casos, inexistente.


Por ello, el presente proyecto propone una nueva estructura institucional para la educación pública, capaz de hacerse cargo de ejecutar y desarrollar los deberes señalados más arriba. Se busca así generar una nueva relación del Estado con sus establecimientos educacionales y una nueva alianza con las familias y las comunidades; para que los primeros puedan focalizarse en su trabajo pedagógico y fortalecer su rol educativo, y para que las segundas recuperen la confianza en la educación pública.
B) Comentario sobre el articulado del proyecto.


El proyecto consta de sesenta y dos artículos permanentes y cuarenta y dos artículos transitorios.

El régimen permanente está destinado, en primer lugar, a crear el Sistema de Educación Pública, sus órganos y a regular su funcionamiento. En segundo lugar, se contemplan modificaciones a trece cuerpos legales para adecuar la regulación atingente a la entrada en vigencia del nuevo sistema. Por su parte, el régimen transitorio regula el mecanismo de transición y traspaso de funciones, bienes y personal desde los actuales proveedores del servicio educativo a la nueva institucionalidad.


Las disposiciones permanentes del proyecto de ley se abocan a la creación del Sistema de Educación Pública. El Sistema estará integrado por la Dirección de Educación Pública, por los Servicios Locales de Educación Pública y por los establecimientos educacionales que hoy administran las municipalidades y corporaciones municipales. Su objeto será proveer, a través de los establecimientos educacionales ya señalados, una educación gratuita y de calidad conforme a lo establecido en la Ley General de Educación y a los principios específicos que el proyecto propone que rijan el funcionamiento del Sistema de Educación Pública. En ese marco, el sistema garantiza el derecho a la educación en sus distintos niveles y modalidades y en todo el territorio nacional.


El proyecto crea la Dirección de Educación Pública como servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Educación. Su objeto es la coordinación de los Servicios Locales de Educación Pública, velando por que éstos provean una educación de calidad en todo el territorio nacional. Asimismo, propondrá al Ministerio de Educación, la política nacional de fortalecimiento de la educación pública. 


La dirección y administración de la Dirección estará a cargo de un funcionario denominado Director de Educación Pública, quien será el jefe superior de dicho servicio. A este Director le corresponderá dirigir, organizar y administrar el funcionamiento del servicio; proponer al Presidente de la República, a través del Ministerio de Educación, la remoción, según corresponda, de los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales; ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio; y el delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia.  


El proyecto de ley contempla la creación de sesenta y siete Servicios Locales de Educación Pública, descentralizados funcional y territorialmente, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Estos servicios ejercerán su competencia en unidades territoriales que comprenderán el territorio de una comuna o de una agrupación de comunas dentro de una misma región y serán, para todos los efectos, los sostenedores de los establecimientos educacionales de su dependencia. 


Su objeto será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de la educación pública. En particular, deberán velar por la mejora continua de la calidad del servicio educativo, según las particularidades de su territorio, promoviendo el desarrollo de todos los establecimientos educacionales de su dependencia. 


La administración y dirección del Servicio Local estará a cargo de un Director Ejecutivo, que será nombrado mediante el procedimiento de Alta Dirección Pública y será responsable de gestionar la educación pública en el territorio desde el nivel parvulario hasta el fin de la enseñanza media.


El personal del Servicio Local tendrá estatus de funcionario público, de acuerdo a las disposiciones definidas por el Estatuto Administrativo y la Escala Única de Sueldos.


El proyecto de ley contempla los siguientes instrumentos de gestión educacional: el convenio de gestión educacional, el plan estratégico local y el plan anual. 


Al momento de su nombramiento, el Director Ejecutivo suscribirá un convenio de desempeño con el Ministro de Educación denominado “convenio de gestión educacional”, que tendrá una duración de seis años y fijará los objetivos del cargo durante su periodo, las metas, y los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento del mismo. El convenio será elaborado por la Dirección de Educación Pública, con la participación del Consejo Local de Educación respectivo, que podrá proponer prioridades para la gestión del Director Ejecutivo.  

Además del convenio de gestión educacional, el Servicio Local contará con su propio instrumento de gestión: el Plan Estratégico Local, que deberá contener un diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia; objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo, los que deberán ser concordantes con los objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional y la política nacional que, para estos efectos, elabore el Ministerio de Educación; y estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan. Este plan deberá ser sancionado dentro de los primeros seis meses de gestión del Director Ejecutivo y tendrá un horizonte de seis años. 


Asimismo, existirá un Plan Anual que contemplará un estado de avance del cumplimiento de los objetivos y metas contenidos en el convenio de gestión educacional y el Plan Estratégico Local; la dotación de profesionales y asistentes de la educación de cada establecimiento; y una planificación anual de las acciones de apoyo técnico-pedagógico para los establecimientos de su dependencia. Este Plan deberá ser sancionado a más tardar el 15 de diciembre de cada año.


El proyecto de ley contempla que cada Servicio Local de Educación contará con un Consejo Local de Educación Pública en el cual estarán representados distintos actores y representantes territoriales de la comunidad educativa y local. El Consejo funcionará como un órgano colegiado que colaborará con el Director Ejecutivo del Servicio Local en el cumplimiento de sus funciones, representando los intereses de las comunidades, propiciando que el servicio incorpore las particularidades de cada territorio.


Se establece que los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, en virtud de la cual se orienta la acción de sus integrantes.


El objeto de los establecimientos educacionales es contribuir a la formación de los y las estudiantes que los integran y propender a asegurar el logro de aprendizajes en las distintas etapas de la vida de las personas, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de conformidad a lo establecido en la ley general de educación. 


El proyecto establece responsabilidades especiales que los Servicios Locales deberán cumplir para con sus establecimientos educacionales, tales como velar por que estos cuenten con un equipo directivo y docente calificado; proveer una oferta curricular acorde al currículum nacional; velar por el acceso de sus estudiantes a recursos para el aprendizaje, tecnología y bibliotecas; promover la calidad y pertinencia de las especialidades técnico-profesionales, entre otras. 


Otra característica relevante en el proyecto es que el Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública establecerá,  cada cuatro años una política nacional de fortalecimiento de la educación pública  respecto de los establecimientos educacionales del Sistema de Educación Pública. Esta política considerará las áreas de implementación curricular y gestión pedagógica, convivencia escolar, liderazgo escolar, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, y apoyos para el aprendizaje.

Finalmente, se define la función principal del director o la directora de cada establecimiento educacional del Sistema, la cual es dirigir y liderar el proyecto educativo institucional, y se añade una serie de nuevas funciones y atribuciones, tales como coordinar el trabajo técnico-pedagógico del establecimiento; orientar el desarrollo profesional de los docentes y asistentes de la educación; proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo y proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, consultando previamente al consejo escolar, entre otras.


El proyecto de ley contempla la modificación de trece cuerpos legales, a objeto de incorporar la nueva institucionalidad al ordenamiento legal vigente. 


Entre esas leyes, se encuentran las modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, que permitió el inicio del proceso de municipalización. Asimismo, se introducen cambios de nomenclatura y otras modificaciones formales al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, sobre estatuto de los profesionales de la educación. 


Por otra parte, se introducen modificaciones respecto del Plan Anual de Desarrollo de la Educación Municipal (PADEM), regulado en la ley N° 19.410, que será reemplazado por el Plan Anual del Servicio Local, y, en el régimen de administración delegada establecido en esa misma ley, donde se añade a los recursos delegables el 10% de la subvención escolar preferencial.


Se modifica la ley N° 19.979, otorgándoles a los Consejos Escolares de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales nuevas facultades resolutivas, respecto de la programación anual y el reglamento interno. 


Finalmente, se modifica la ley N° 20.529, con el objeto de velar por la coherencia de las normas que rigen al Sistema de Educación Pública con el Sistema de Aseguramiento de la Calidad. Al mismo tiempo, se establecen mayores exigencias de calidad respecto de los sostenedores públicos, instaurando la obligación de una evaluación de la gestión del Servicio Local, adicional a la evaluación de sus establecimientos educacionales, aunque estrechamente vinculada a ella.


Las disposiciones transitorias del proyecto de ley tienen como objeto establecer la gradualidad de la transición hacia la nueva institucionalidad, los mecanismos de traspaso del servicio educacional desde los actuales sostenedores a los Servicios Locales considerando el traspaso de bienes, del personal y el plan de transición para que lo anterior se produzca en las mejores condiciones posibles.


El proyecto establece una transición de seis años desde la entrada en vigencia de la ley, transición que considera la necesaria gradualidad en el ingreso al nuevo régimen de las diferentes regiones del país y por ende, de los Servicios Locales en cada una de ellas. Cinco regiones iniciarían su traspaso a partir del primer año de transición, cuatro a partir del segundo año y las restantes seis a partir del tercer año.


Se establece como fecha para el traspaso del servicio educacional el 1º de enero del año siguiente a la entrada en funcionamiento del Servicio Local. Dicho traspaso se efectuará por el solo ministerio de la ley.


En la misma fecha ya señalada debe concretarse el traspaso de los establecimientos educacionales. Se definen como traspasables aquellos que cuenten con reconocimiento oficial al 31 de diciembre de 2014, ya sea que se encuentren en funcionamiento o en receso, así como aquellos que se creen a partir de dicha fecha hasta el momento del traspaso.


Por otra parte, se establece que los establecimientos de educación parvularia que reciben aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, serán traspasados el 1 de enero del año siguiente a la entrada en funcionamiento del Servicio Local.


En cuanto a los bienes que se traspasan, estarán afectos los bienes inmuebles pertenecientes a órganos de la Administración del Estado o a sus órganos dependientes, en los cuales desarrollen sus funciones los establecimientos educacionales ya señalados. Asimismo, se incluye entre los bienes afectos los bienes muebles que guarnecen dichos inmuebles, los bienes muebles que resulten necesarios para la prestación del servicio, y los bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales para la prestación del servicio educacional.


Traspaso de personal. Se establece un plazo de un año para la fijación de la planta de la Dirección de Educación Pública, así como las reglas básicas para los traspasos desde el Ministerio de Educación a este nuevo servicio público.


Asimismo, se establecen las normas para la fijación de las plantas de los Servicios Locales, instaurando como plazo para ello un año desde la publicación de la ley. Por otra parte, se contemplan las reglas básicas para que dichas plantas sean completadas, considerando los respectivos traspasos a que habrá lugar. La ley señala, además, que todo el personal que se desempeñe a nivel de los establecimientos educacionales, será  traspasado sin solución de continuidad.


En todos los casos la ley establece los resguardos necesarios para que el traspaso no afecte los derechos del personal que se desempeña tanto en los municipios y corporaciones municipales, como en los establecimientos educacionales que aquellos administran. 


El Plan de Transición tiene por objeto mejorar la calidad del servicio educativo y la gestión de la educación municipal de manera a facilitar la instalación de los futuros Servicios Locales. 


Entre los objetivos a alcanzar a través de este plan, destaca el contribuir al equilibrio financiero del servicio educacional municipal. Para materializar el plan, cada municipio podrá suscribir con el Ministerio de Educación convenios de ejecución anuales, que establecerán obligaciones en distintos ámbitos definidos en el proyecto de ley. 


Como contrapartida, el Ministerio de Educación, se comprometerá a contribuir a la reducción de la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, así como del desequilibrio financiero asociado. En dicha transferencia de recursos tendrán prioridad las deudas previsionales y otras relacionadas con los trabajadores. Estos convenios serán fiscalizados por la Superintendencia de Educación e incluirán la obligación de los municipios de incorporar las observaciones que haga el Ministerio de Educación respecto del Plan Anual de Desarrollo de la Educación Municipal (PADEM).
C) Informe financiero.

A continuación se reseña el informe financiero que acompaña este proyecto de ley.


En el marco de la reforma educacional el presente proyecto de ley establece un Sistema de Educación Pública constituido por el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, los Servicios Locales de Educación Pública, y los establecimientos educacionales públicos. Tanto la Dirección de Educación Pública como los 67 Servicios Locales de los cuales dependerán estos establecimientos son instituciones nuevas que crea este proyecto de ley.


Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal:

El mayor gasto en régimen de la Dirección de Educación Pública y de los 67 Servicios Locales de Educación Pública, demanda el siguiente nivel de financiamiento:



Millones de $ 2015

1. La Dirección de Educación Pública


    6.929
Incluye: costo de dotación de personal y operación

2. Los 67 Servicios Locales de Educación Pública


193.587

Incluye: costo de dotación de personal, operación y evaluación integral
TOTAL


200.516

Posteriormente, con fecha 2 de marzo de 2016, el Ejecutivo presentó un grupo de indicaciones, los que acompañó con un nuevo informe financiero.
I. Antecedentes.


Mediante la presente indicación se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de ley en relación a: i) adscripción de los Servicios Locales de Educación al sistema de Alta Dirección Pública; ii) funciones y atribuciones de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales; e iii) incorporar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos administrados bajo el DL N° 3.166, de 1980, entre otras.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Con la presente indicación y la actualización a pesos de 2016, el gasto en régimen se ve modificado como a continuación se indica:








Millones de $, 2016

1. La Dirección de Educación Pública


    7.213

Incluye costo de dotación de personal y operación

2. Los 67 Servicios Locales de Educación Pública



201.730 

Incluye: costo de dotación de personal, operación y evaluación integral

TOTAL







208.943

Luego, con fecha 12 de abril de 2016 se presentó otro grupo de indicaciones, a la que se acompañó un nuevo informe financiero que, en síntesis, señala que las modificaciones contenidas en ella no representan mayor gasto fiscal, por lo tanto, se mantienen las cifras del informe financiero del informe anterior, de marzo de 2016.
D) Incidencia en la legislación vigente.

1. Constitución Política de la República.


El artículo 19 asegura a todas las personas:


10°.- El derecho a la educación. La educación tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida. 


Los padres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos. Corresponderá al Estado otorgar especial protección al ejercicio de este derecho.


Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso único a éste y sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, siendo requisito para el ingreso a la educación básica.


La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. En el caso de la educación media este sistema, en conformidad a la ley, se extenderá hasta cumplir los 21 años de edad.


Corresponderá al Estado, asimismo, fomentar el desarrollo de la educación en todos sus niveles; estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación. Es deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación.


11°. La libertad de enseñanza incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales.


La libertad de enseñanza no tiene otras limitaciones que las impuestas por la moral, las buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional. 


La enseñanza reconocida oficialmente no podrá orientarse a propagar tendencia político partidista alguna. 


Los padres tienen el derecho de escoger el establecimiento de enseñanza para sus hijos.


Una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de la enseñanza básica y media y señalará las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento. Dicha ley, del mismo modo, establecerá los requisitos para el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel.

2. Decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980.


Este DFL, que reglamenta aplicación del inciso segundo del artículo 38° del decreto ley N° 3.063, de 1979, contiene las normas generales por las cuales se regirá la inversión de los recursos del Fondo Común Municipal, en lo relativo al traspaso de servicios del sector público y su consecuente transferencia de activos, recursos financieros, recursos humanos y normas de administración financiera, al control del destino de los recursos del Fondo y a la suspensión temporal de la asignación de recursos del Fondo.


Se modifican los artículos 3° y 12 de este decreto con fuerza de ley, en lo referido específicamente a establecimientos educacionales y los servicios de las áreas de educación.

3. Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


Este DFL fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


Se modifican los artículos 5°, 23, 47, 56, 65 67 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Mediante fallo rol N° 50-87, el Tribunal Constitucional, en control de constitucionalidad del proyecto de “Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades”, las declaró de quórum orgánico constitucional, entre las cuales se encuentran aquellas que este proyecto modifica.
4. Ley N° 18.883.


La ley N° 18.883 aprueba el estatuto administrativo para funcionarios municipales.  Se modifica su artículo 3°, para establecer que el personal que se desempeñe en las funciones educativas se rija por las normas del Código del Trabajo.


Mediante rol N° 85, de 22 de noviembre de 1989, el Tribunal Constitucional se pronunció respecto del proyecto de ley que aprueba estatuto administrativo para funcionarios municipales, señalando que sus artículos 156 y 161 se declaraban de rango orgánico constitucional, artículos que no se modifican en esta oportunidad.

5. Decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Esta norma fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación.  Se introducen cambios de nomenclatura y otras modificaciones formales.

Para tales efectos, se modifican los artículos 1°, 3°, 5°, 7°, 7° bis,  Epígrafe del Título IV, 19, 19 Y, 20, 21, 22, 24, 26, 27, 29, 30, 31, 31 bis, 32, 32 bis, 33, 34, 34 A, 34 B, 34 C, 37, 39, 41 bis, 42, 43, 44, 46, 47, 51, 52, 62, 64, 70, 70 bis, 71, 72, 73, 73 bis, 74, 75 y 76 y se derogan los artículos 34 D, 34 E, 34 F, 34 G, 34 H, 34 I y 34 J.
6. Ley N° 19.247.


Esta ley introduce modificaciones a la ley sobre impuesto a la renta; modifica tasa del impuesto al valor agregado; establece beneficio a las donaciones con fines educacionales y modifica otros textos legales que indica.  Su artículo 3° aprueba el texto de la Ley de Donaciones con fines Educacionales, cuyos artículos 1° y 7° se modifican.
7. Ley N° 19.296.

Esta ley establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado.  Se modifica su artículo 2° para permitir la constitución de asociaciones de funcionarios en los Servicios Locales de Educación Pública.
8. Ley N° 19.410.


La ley N° 19.410 modifica la ley N° 19.070, sobre estatuto de profesionales de la educación, el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1993, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otorga beneficios que señala.


Se derogan los artículos 4°, 5° y 6°, y se modifican los artículos 21, 22, 24, 25 y 26, para introducir modificaciones respecto del Plan Anual de Desarrollo de la Educación Municipal (PADEM), que será reemplazado por el Plan Anual del Servicio Local, y el régimen de administración delegada, donde se añade a los recursos delegables el 10% de la subvención escolar preferencial.
9. Decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior.


El decreto N° 2.385 fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales.

Se modi
fica el artículo 46, en lo relativo a la forma de invertir el producto de las herencias, legados y donaciones que se hicieren a las municipalidades.
10. Ley N° 19.464.


La ley N° 19.464 establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica.  Se modifican los artículos 1°, 2°, 4°, 5° y 7°.
11. Decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Este DFL fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales.


Se sustituye su artículo 4° que permitía a los establecimientos educacionales que las municipalidades tenían a su cargo acogerse al beneficio de la subvención establecido por esta ley.
12. Ley N° 19.979.


Esta ley modifica el régimen de jornada escolar completa diurna -ley N° 19.532- y otros cuerpos legales.  Se modifica el artículo 8°, otorgándoles a los Consejos Escolares de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales nuevas facultades resolutivas, respecto de la programación anual y el reglamento interno.

El Tribunal Constitucional por sentencia de 18 de octubre de 2004, dictada en los autos rol N° 422, declaró respecto del proyecto de ley que modifica el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y otros cuerpos legales que los artículos 1°, N° 8); 2°, N° 1), 5°, N° 12), 6° y 10 del proyecto remitido, son constitucionales y que no se pronuncia sobre el artículo 5°, N° 11) del proyecto remitido por versar sobre una materia que no es propia de ley orgánica constitucional.

13. Ley N° 20.248.


Esta ley regula la subvención escolar preferencial.  Se modifican los artículos 7°, 8°, 11, 26, 28, 29 y 33 bis para adecuarlos a las nuevas normas que se dictan.

El Tribunal Constitucional mediante rol N° 1022 de fecha 23 de enero de 2008 declaró que la letra b) del artículo 6°, el inciso tercero del artículo 28 y la letra c) del número 6) del artículo 37 del proyecto remitido son constitucionales y que no le corresponde al Tribunal pronunciarse respecto de la letra f) del artículo 7° del proyecto remitido, por versar sobre materias que no son propias de ley orgánica constitucional.

14. Decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.


Este DFL fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, esto es, la ley General de Educación.

Se modifican los artículos 46 y 89.  El artículo 46 fue sometido a control previo de constitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional, el cual, mediante rol N° 1363 (considerando décimo), de fecha 28 de julio de 2009, declaró que eran constitucional, con algunas prevenciones, y que revestía carácter orgánico constitucional.

Tal como el propio Tribunal lo ha declarado en diversos fallos (entre ellos, rol 548 considerando séptimo), y lo dispone la propia Carta Fundamental en su artículo 66, las normas que modifican a una ley orgánica constitucional revisten su misma naturaleza.
15. Ley N° 20.529.


Esta ley establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización.  Se modifica con el objeto de velar por la coherencia de las normas que rigen al Sistema de Educación Pública con el Sistema de Aseguramiento de la Calidad. Al mismo tiempo, se establecen mayores exigencias de calidad respecto de los sostenedores públicos, instaurando la obligación de una evaluación de la gestión del Servicio Local, adicional a la evaluación de sus establecimientos educacionales, aunque estrechamente vinculada a ella.  Se modifican los artículos 3°; 11, 12, 13, 14, 26, 27, 29, 35, 41, 68, 76, 89, 92, 94 y 95.  Se agrega un artículo 31 bis, nuevo, y se deroga el artículo 96.

El Tribunal Constitucional, en el proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización, por sentencia de 4 de agosto de 2011 en los autos rol N° 2.009, declaró:


-Que, no obstante ser consultadas, este tribunal no se pronuncia en control preventivo de constitucionalidad sobre las siguientes disposiciones del proyecto de ley remitido, por no contener normas propias de Ley Orgánica Constitucional: artículos 9°, 10, 11, 19, inciso primero, 34, 35, 41, letras c), d), e), f), h), i), j), k), l), m), n), ñ) y o), 42, 43, 45, 47, 48, 49, letras a), c), d), e), f), g), h), i), j), 1), m), n), ñ), o), p), q), r) y s), 84, 85, incisos segundo, tercero y cuarto, 98, 101, 102, 103, 104, 108 y 112 del aludido proyecto de ley;


-Que son orgánicas constitucionales y constitucionales las siguientes disposiciones del Proyecto de Ley remitido: artículos 1°, 3°, letras a), b) y g), 4°, inciso primero, 19, incisos segundo, en la parte que dispone: "Dicha resolución podrá ser impugnada mediante los recursos administrativos señalados en la ley N° 19.880, y tercero, 32, 33, 38, 41, letras a). b) y g), 49, letra k), 50, 73, letras c), d), e) y f), 74, 76, letras c) y d), 81, en la parte que dice: “ni la de revocación del reconocimiento oficial del Estado”, 83, 85, inciso quinto, y 94, serán declaradas conformes a la Constitución Política.
E) Legislación comparada.


Se analiza la institucionalidad de las decisiones en materia de educación escolar pública, en tres países: Canadá (Ontario), Francia y Holanda, en 4 niveles de la organización: central, intermedio, local y establecimiento escolar
.
	
	Canadá (Ontario)
	Francia
	Holanda

	Central
	Provincia
	Gobierno Nacional
	Gobierno Nacional

	Intermedio
	Sub divisiones censales
	Regiones
	Provincias

	Local
	Municipios
	Municipios
	Municipios

	Establecimiento
	Escuela
	Escuela
	Escuela



No existe un modelo único de institucionalidad educativa en el mundo. Los modelos varían según el nivel de descentralización de la toma de decisiones en materia educativa.


Canadá (Ontario) representa un modelo de descentralización moderada, y porque ha sido un antecedente bibliográfico para la reforma.


Francia tiene un modelo de descentralización baja y representa un modelo paradigmático en la provisión de educación pública y laica.


Holanda tiene un modelo de provisión mixta de una descentralización alta, y caracterizada por la libertad y autonomía en la provisión educativa, comparable al modelo chileno de los últimos años.
Según OECD: Decisiones en materia educativa por nivel político administrativo

	Nivel político administrativo
	Canadá
	Francia
	Holanda
	Promedio de OECD

	Central
	31%
	32,24%
	14%
	36%

	Intermedio
	49%*
	36%
	0%
	6%

	Local 
	
	s/i
	s/i
	17%

	Establecimiento
	19%
	32%
	86%
	41%


Síntesis inicial. Sistemas de educación pública. Arquitectura institucional para la distribución de toma de decisiones

	
	Canadá  (Ontario)
	Francia 
	Holanda 

	CENTRAL
	Ministerio de Educación

Oficina de Responsabilidad de la calidad
	Ministerio de Educación

Inspección General de Educación Nacional
Inspección General de la Administración de la Educación Nacional
	Ministerio de Educación

Inspección de la Educación 

	INTERMEDIO
	Juntas Escolares

Municipios
	Academias
	Consejos Provinciales

	LOCAL
	
	Municipios
	Municipios

	ESTABLECIMIENTO
	Director

Consejo Escolar
	Director

Consejo Escolar
	Junta Escolar

Director /órgano de Administración

Órgano de Supervisión

Consejo de Participación


Matrícula de gestión pública en casos seleccionados
	
	Canadá
(Ontario)
	Francia
	Holanda (Primaria)

	Pública
	1.388.106 

(68,33%) 
	10.215.800

(83,15%) 
	496.000

(31%)

	Privado/

Confesional
	643.089
	-
	992.000

	Privados
	-
	2.069.900
	128.000

	Total
	2.031.195
	12.285.700
	1.616.600


Resultados PISA casos seleccionados

	
	Canadá
	Francia
	Holanda
	Promedio OECD

	Matemáticas
	518 (+24)
	495 (+1)
	523 (+29)
	494

	Lenguaje
	523 (+27)
	505 (+9)
	511 (+15)
	496

	Ciencias
	525 (+24)
	499 (-2)
	522 (+21)
	501


1. Canadá, provincia de Ontario.


Contexto político administrativo. Está dividida en 10 provincias y tres territorios. Cada provincia está estructurada en divisiones censales y sub divisiones censales o municipalidades.  La provincia de Ontario tiene 50 divisiones censales.


Según la Constitución Política de Canadá las provincias tienen autoridad e independencia para determinadas materias legales, dentro de las cuales se incluye la Educación.  Cada Provincia tiene sus propias políticas educativas y su propio Ministerio de Educación.

a) Principios del sistema escolar:

La ley de Educación de Ontario (artículo 1°) establece que un sólido sistema de educación pública es la base de una próspera y solidaria sociedad civil.  La finalidad de la educación es proporcionar a los estudiantes la posibilidad de desarrollar todo su potencial y convertirse en ciudadanos calificados y solidarios.


Todos los agentes del sector de la educación deben desempeñar un rol para mejorar el rendimiento y bienestar de los estudiantes, cerrar las brechas de rendimiento, y mantener la confianza en los sistemas educativos financiados con fondos públicos de la provincia.

b) Organismos por nivel de descentralización.


En el nivel central se encuentra el Ministerio de Educación. Sus atribuciones consisten en elaborar políticas y lineamientos generales en materia educativa, regular las Juntas Escolares, evaluar los aprendizajes e inspeccionar los establecimientos escolares.


En el nivel intermedio esta la Junta Escolar.  Se trata de Corporaciones de derecho público que no dependen del Ministerio de Educación.  Ejercen su jurisdicción sobre Distritos Escolares. Los Distritos Escolares son territorios definidos por el tipo de establecimiento que agrupan. 

•
La Ley define 4 tipos de establecimientos: públicos de habla inglesa (31 juntas escolares); católicos romanos de habla inglesa (29 juntas escolares); públicos de habla francesa (4 juntas escolares); y católicos romanos de habla francesa (6 juntas escolares).


Las atribuciones de la Junta Escolar consisten en desarrollar las políticas educativas en los establecimientos escolares, asegurar la oferta educativa en el distrito escolar, bajo su jurisdicción, contratar docentes y asegurar su perfeccionamiento, administrar los recursos que le transfiere el Ministerio de Educación y construir, equipar y mantener la infraestructura escolar.


Administración de la Junta Escolar. La Junta está integrada por personas naturales que residen en el Distrito Escolar donde esta ejerce su jurisdicción. Se eligen cada 4 años en las elecciones municipales.


Pueden tener un total de 22 miembros y un mínimo de 5 miembros. El Ministro, por solicitud de la Junta, puede aumentar el número de miembros. Los alumnos pueden participar en calidad de asociados, sólo con derecho a voz. 


La Junta es supervisada por un funcionario llamado Oficial de Supervisión, el cual es contratado por la propia Junta. Este cumple dos roles: de supervisión y de apoyo.  Para ejercer como Oficial, se debe contar con un certificado del organismo que regula la carrera docente en Ontario (Ontario College of Teachers).


En el nivel local se encuentran las municipalidades.  Son subdivisiones censales insertas dentro de los distritos. En materia educacional, sólo cumplen un rol en las elecciones de los miembros de la Junta Escolar. 


En el establecimiento escolar está el Director, que organiza y gestiona la enseñanza de los establecimientos escolares y el Consejo Escolar, que es consultado sobre materias que afectan la organización de la escuela. Su contraparte es el Director y la Junta Escolar, conformado por miembros que representan a la escuela y la comunidad.

2. Francia.

Francia tiene una organización descentralizada y posee varias divisiones territoriales (comunas, departamentos y regiones).  Actualmente se encuentra dividida en 13 regiones (reforma implementada desde el 1 de enero de 2016). 


El Código de Educación establece que la educación es un servicio público nacional proporcionado por el Estado, sin perjuicio de las competencias del nivel local en la materia.

a) Principios del sistema escolar.

El Código de Educación (artículo L111-1) establece que la educación es la primera prioridad nacional.


El servicio público de la educación debe contribuir a la igualdad de oportunidades y luchar contra las desigualdades sociales y territoriales en el éxito educativo. 


Debe proveer una educación inclusiva para todos los niños, sin distinción, asegurando la diversidad social en las instituciones educativas de las escuelas públicas.

El servicio público de la educación es para que todos los alumnos adquieran el respeto de la igual dignidad de los seres humanos, la libertad de conciencia y laicidad, fomentando la cooperación entre los estudiantes.

b) Organismos por nivel de descentralización.

En el nivel central se encuentra el Ministerio de Educación. Tiene atribuciones para elaborar la política nacional educativa y curricular e inspeccionar el Sistema Educativo global y de los establecimientos, a través de dos organismos: la Inspección General de Educación Nacional (IGEN) y la Inspección General de la Administración de Educación Nacional (IGAEN). 


La Inspección General de Educación Nacional (IGEN) es el organismo encargado de la evaluación global del funcionamiento y resultados del Sistema Educativo, con un fuerte énfasis en el currículum.  Está compuesto por 202 inspectores generales divididos en asignaturas (14 grupos permanentes y especializados).


La Inspección General de la Administración de Educación Nacional (IGAEN) es el organismo responsable de observar y apreciar la organización y funcionamiento del Sistema Educativo, en todos los niveles de la educación.


Específicamente es responsable del control e inspección del personal docente y no docente de las Academias, y a solicitud de una Academia puede investigar el funcionamiento de establecimientos públicos. 


Está dirigido por un jefe de servicio, nombrado por el Ministro de Educación, que dirige a 77 inspectores generales, dividido en 6 grupos territoriales que cubre 3 a 5 Academias .


En el nivel intermedio se encuentran las Academias, servicios descentralizados dependientes del Ministerio de Educación, en el nivel regional.


Hasta el 31 de diciembre del 2015, existían 30 Academias que cubrían 26 regiones. Sin embargo a partir de una reforma territorial, desde el 1 de enero de 2016, estas se reagruparon en 17 regiones académicas. Cada uno de ellas constará de 1 a 3 Academias, ya existentes, las que se mantendrán en sus límites geográficos.


Las atribuciones de las Academias en todos los niveles educativos dicen relación con garantizar la aplicación de todas las leyes y reglamentos relativos a la política de educación nacional, a nivel regional; contratar y gestionar el personal docente; definir la estrategia académica para la aplicación de la política nacional de educación, a nivel regional, y definir la organización de los servicios de educación nacional entre los departamentos de la Academia.  En el nivel de educación secundaria (lycee), le corresponde gestionar los establecimientos escolares y asegurar la gestión del personal no docente.


El responsable de la dirección de las Academias es el Rector. Es elegido por decreto del Presidente de la República con aprobación del Consejo de Ministros, previa evaluación de una comisión de expertos. Deben tener no menos de 10 años de experiencia en el campo de la educación, formación, educación superior o investigación.


Es supervisado por funcionarios de la Inspección General de Educación (IGEN) y de la Inspección General de la Administración de la Educación Nacional (IGAEN). 


En el caso de la IGEN, existe un delegado regional nombrado por el Ministerio de Educación (por 3 años), cuya función es implementar, junto con el Rector de la Academia, el programa de trabajo y las tareas permanentes del cuerpo de inspectores generales.


En el caso de IGAEN, existen los Inspectores de la Academia y los Inspectores Pedagógicos. Estos son los responsables de garantizar la aplicación de la política de educación nacional en las aulas, y evaluar, inspeccionar, y asesorar el trabajo de los docentes.


En el nivel local se encuentran las municipalidades. Sus atribuciones incumben sólo a la Educación Primaria, lo que implica gestionar los establecimientos del nivel, en cuanto a su ubicación, construcción, equipamiento, operación y mantención. Adicionalmente son los encargados de contratar al personal no docente. 


En el establecimiento escolar, el Director administra la operación del establecimiento, se encarga de la organización de la enseñanza, y de los procedimientos en la escuela. En la educación primaria, representa a la escuela ante la Municipalidad; en la educación secundaria, representa a la escuela ante la Academia.


El Consejo Escolar es consultado sobre aspectos asociados a la gestión operacional, el reglamento del establecimiento, los tiempos de instrucción y las actividades extracurriculares. Participan maestros, padres electos, alcaldes y concejales.

3. Holanda.

Está dividida en 12 provincias, las cuales se dividen, a su vez en municipios. En cado municipio existe un órgano legislativo (Consejo Municipal), elegido democráticamente; y un órgano ejecutivo, conformado por Alcalde y Concejales, elegido por Decreto Real.


Una característica esencial de su institucionalidad educativa, es por una parte, una política educativa centralizada, y por otra una administración y gestión de los establecimientos autónoma.

a) Principios del sistema escolar.

La Constitución Política (artículo 23) declara en primer lugar que la educación debe ser la preocupación constante del Estado. Además establece que todas las personas son libres de proporcionar educación, sin perjuicio del derecho de supervisión de las autoridades (Libertad de Enseñanza).

Esta libertad de enseñanza, consagrada en la constitución política implica libertad para establecer una escuela; libertad de organización de la enseñanza; libertad de convicción, es decir libertad para determinar los principios en que se basan las escuelas, y libertad de los padres de elegir una escuela para sus hijos.

b) Organismos por nivel de descentralización.

En el nivel central está el Ministerio de Educación. Sus atribuciones consisten en organizar el sistema educativo a nivel nacional, lo que incluye normar la creación y cierre de escuelas, los tiempos de instrucción, y las materias curriculares; regular los estándares de competencia de los docentes, y su escala de sueldos a nivel nacional; inspeccionar y evaluar la calidad de los establecimientos a nivel nacional, y apoyar a los establecimientos para su mejora, a través de la Inspección de Educación (Dutch Inspectorate of Education).


En el nivel intermedio se encuentra el Consejo Provincial. Tiene atribuciones para supervisar las obligaciones legales de los municipios y constituye un órgano de apelación respecto a una decisión del gobierno municipal.


En este contexto, el Consejo, en materia educacional, asegura que exista un número adecuado de establecimientos públicos y, a su vez, actúa como un órgano de apelación para las escuelas privadas ante las decisiones adoptadas por las autoridades municipales.


En el nivel local se encuentran las municipalidades. Sus atribuciones consisten en financiar la infraestructura y costos de operación de los establecimientos educacionales, fiscalizar la creación de establecimientos privados y planificar la creación de establecimientos públicos y monitorear el cumplimiento de la ley de Educación Obligatoria. Existencia de un oficial de asistencia en cada municipio. 


La Junta Escolar es el organismo competente que administra, gestiona y supervisa el establecimiento educacional. Existen 2 tipos de Junta Escolar, las que administran establecimientos públicos, y las que administran establecimientos privados.

Puede tener a su cargo 1 establecimiento educacional o más de uno. Sin embargo la mayoría de las Juntas administran sólo 1 establecimiento. Existían 1.138 Juntas Escolares el 2013, de las cuales el 50% administra sólo 1 establecimiento educacional.


Las atribuciones de las Juntas Escolares son las siguientes:

-Administrar y gestionar los establecimientos educacionales, amparado en la libertad de organización de la enseñanza (artículo 23 de la Constitución Política). 


-Gestionar los recursos financieros del establecimiento, y decidir sobre la creación y cierre de establecimientos. Sin embargo las Juntas públicas no tienen libertad formal para fundar escuelas.


-Decidir sobre la admisión o exclusión de alumnos. Sin embargo las Juntas públicas no pueden negar la admisión a ningún alumno. 


-Determinar la organización interna de la escuela, incluido el grado de participación de alumnos, apoderados y profesores.


-Está facultada para nombrar y destituir personal docente y no docente, y para fijar sus condiciones laborales, dentro del marco regulatorio fijado por el nivel central.


Las Juntas Escolares pueden ser administradas por un Director o un Consejo de Administración, dependiendo del número de establecimiento a su cargo. Son responsables del funcionamiento de la escuela, de la utilización del presupuesto de la escuela, del bajo ausentismo, y de la organización eficiente de docentes y personal no docente. 


Por ley, todos los establecimientos deben tener un Consejo de Participación, integrado por padres, alumnos, docentes y personal no docente. Cumple una función consultiva y de consentimiento. 


Pueden ser supervisadas por un funcionario u órgano de supervisión, dependiendo del número de establecimientos a su cargo. Son los responsables de nombrar, suspender, destituir y establecer las remuneraciones de los miembros de la Junta Escolar. 


En su rol de supervisión, además aprueba el presupuesto y el informe anual, supervisan el uso eficiente de los recursos, y realiza el informe anual de rendición de cuentas a la Inspección (Dutch Inspectorate of Education). 

Conclusiones.

En el caso de Ontario (Canadá) el desarrollo de las políticas educativas es facultad de Juntas Escolares, que ejercen su jurisdicción sobre un territorio en el nivel intermedio de la división político administrativa. El Ministerio de Educación debe desarrollar los lineamientos sobre los cuales deben basarse estas políticas y requerir a las Juntas que las sigan. A su vez evalúa los logros de aprendizaje de los alumnos.


En el caso de Francia el desarrollo de la Política Nacional de Educación es facultad del Ministerio de Educación. La estrategia de implementación de esta política es facultad de organismos llamados Academias, que ejercen su jurisdicción sobre regiones. El Ministerio, a su vez, debe realizar la inspección del Sistema Escolar y de los establecimientos, para asegurar el cumplimiento de las leyes y reglamentos.


En el caso de Holanda, la libertad de enseñanza consagrada en la Constitución Política holandesa genera que los establecimientos escolares posean una alta autonomía. La gestión y operación de los establecimientos escolares es facultad de Juntas Escolares, las cuales operan en su mayoría un establecimiento. El Ministerio de Educación ejerce un fuerte rol de inspección de los establecimientos a través del “Dutch Inspectorate of Education”.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.

A) Presentación del proyecto.

La Ministra Adriana Delpiano
 precisó en su presentación que el propósito del Sistema de Educación Pública en el marco de la reforma, se encuentra consagrado en el artículo 2° de la ley General de Educación, esto es: “La educación es el proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas dela vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas.

Se enmarca en el respeto y valoración de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la diversidad multicultural y de la paz, y de nuestra identidad nacional, capacitando a las personas para conducir su vida en forma plena, para convivir y participar en forma responsable, tolerante, solidaria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y contribuir al desarrollo del país”.


Enfatizó que potenciar la educación pública es crucial para mejorar todo el sistema educacional, porque la reforma en el nivel escolar tiene un carácter sistémico que abarca las condiciones para la calidad y equidad, a través de un marco normativo y reglas del juego adecuadas (ley N° 20.845, de Inclusión y la ley N° 20.835, sobre nueva institucionalidad para la educación parvularia); la práctica pedagógica docente y sala de clases (proyecto de ley sobre sistema de desarrollo profesional docente, actualmente en segundo trámite constitucional), y este proyecto de ley sobre nueva educación pública, recaído en la gestión institucional (directivos y capacidad nivel intermedio) que mira hacia el fututo con innovación, profesionales especializados, trabajo en red, participación, mejor gestión y alianzas en el territorio.


Precisó que una educación pública es esencial en una sociedad democrática, con un sistema de provisión mixto como el chileno, ya que la alternativa de educación estatal permite:


-Asegurar, por mandato explícito, la existencia de proyectos educativos que sean plurales, no excluyentes gratuitos y laicos.


-Cumplir con la obligación constitucional del Estado de garantizar la educación para todos y en todo el territorio nacional, favoreciendo trayectorias educativas a lo largo de la vida.


Adicionalmente, la educación pública se obliga a:


-Ser un referente en cumplir los criterios de excelencia que la propia sociedad a través del Estado define como aceptables para todos.


-Contribuir sistemáticamente a la disminución de las desigualdades, destinando esfuerzos especiales hacia todos quienes lo necesiten.


Enfatizó que la educación pública es importante porque: incorpora una noción integral de calidad que fortalece la ciudadanía y el desarrollo personal, social y espiritual; aporta a la cohesión social reuniendo en un mismo espacio formativo a niños, niñas, jóvenes y adultos de diversas condiciones y pensamientos, y garantiza la existencia de proyectos educativos alineados con las características de cada territorio y comunidad.


Puntualizó que se requiere de una política de Estado para garantizar el futuro de la educación pública, porque potenciarla es crucial para mejorar todo el sistema educacional. El Estado debe ser responsable por la calidad de la educación pública, garantizando su proyección, desarrollo y calidad para las futuras generaciones. En consecuencia, la pérdida de la relevancia social de la educación pública perjudica a todo el sistema educacional chileno, acrecentando la segregación dentro de él.


El Secretario Ejecutivo del proyecto de ley, señor Rodrigo Roco afirmó que todos los países valoran y potencian su educación pública, siendo el promedio de matrícula pública en países OCDE de un 89% en la educación básica y cerca de un 86% en la secundaria (OCDE 2014). En los países que no pertenecen a la OCDE estas proporciones son similares (OCDE 2014), y en los países con sistemas mixtos y una matrícula pública más reducida tampoco se descuida la educación pública.


Asimismo, entre los países OCDE (2015) existen diferentes maneras de organizar los sistemas educacionales, en especial respecto al nivel responsable de los establecimientos educacionales o nivel intermedio (sostenedor). Los sistemas descentralizados no son necesariamente municipales.


Además, los países OCDE que administran su educación obligatoria a través de sus municipios poseen dos características muy diferentes a Chile: 1) son menos desiguales y 2) su matrícula pública es, en casi todos los casos, mayoritaria (OCDE 2014).


La evidencia reciente muestra que una fuerte autonomía a escala local y de escuela, no constituye un esquema recomendable para garantizar la calidad de los sistemas educativos en los países en vías de desarrollo (ver por ej.: UNESCO, 2015; Hanushek, Link y Woessmann, 2013).


Luego, se refirió a la importancia del nivel intermedio, entendiéndose como tal al sostenedor, cuyo rol en el proceso de mejoramiento educativo y de calidad consiste en: proveer soporte y apoyo técnico a las escuela y verificar su avance; vincular a las escuelas con el nivel nacional y facilitar la comunicación entre ambos, promover el trabajo colaborativo entre sus escuelas e impulsar y facilitar el cambio y la mejora.


En este sentido expresó que el informe Mcinsey & Co., 2010, muestra que la importancia del nivel que administra los establecimientos educacionales es ampliamente reconocida por la experiencia y por la investigación educacional. En la mayoría de los sistemas escolares con altos logros en calidad y equidad, el nivel intermedio (“sostenedor”) es un agente activo y con capacidades para impulsar la mejora en calidad de todos los establecimientos a su cargo.


En relación a la actual educación pública en Chile, apuntó que conforme a los datos del Mineduc 5.331 escuelas y liceos públicos que hoy administran los municipios reciben a cerca de 1 millón 300 mil niños, niñas, jóvenes y adultos en todo el país. En esos establecimientos educacionales trabajan directamente cerca de 77.613 mil docentes de aula y 56.945 asistentes de la educación (2014). Por su parte, los y las trabajadoras de las administraciones municipales de educación (DAEM, DEM y Corporaciones) ascienden a cerca de 11.300 según los datos reportados por los propios municipios.


Enfatizó que la educación pública en Chile hoy, se encuentra afectada por problemas estructurales que dificultan la mejora, desarrollo y calidad de la educación municipalizada, y que consisten en una:


a) Ausencia de horizontes de desarrollo y proyección de largo plazo: se carece de planificación estratégica, porque la mayor parte de la expansión urbana no ha sido acompañada de la construcción de establecimientos educacionales públicos y existe una discontinuidad temporal y territorial según el énfasis de cada alcalde con una marcada dependencia del ciclo político electoral.


b) Baja rendición de cuentas por lo propiamente educacional y dilución de responsabilidades: que se refleja en una mala o deficiente gestión educacional que no tiene consecuencias salvo para quienes las sufren; en  autoridades que no son premiadas y,o castigadas por su gestión educacional; en una administración educacional que no es percibida como una prioridad que debe asumir el municipio, y una ambigua y escasa responsabilización entre los actores del sistema.


c) Capacidades dispares e insuficientes: que caracterizan por la existencia de recursos y capacidades inequitativamente distribuidos; un foco eminentemente administrativo; solo un 22,5% del personal trabaja en funciones educacionales más o menos críticas, y brechas al interior de la gestión educacional de los propios municipios (incluso en los que destacan algo).


d) Atomización y escala inadecuada: producto de la geografía extrema de nuestro país, entre otras consideraciones; los 345 municipios difícilmente pueden funcionar como un sistema articulado; las buenas experiencias no irradian; los tamaños son poco sustentables, existen dificultades para la contratación de equipos calificados, para la generación de redes de intercambio, para lograr economías de escala y heterogeneidad social.


Luego, se refirió a los principios que orientan el Sistema de Educación Pública, esto es, se reafirman los principios establecidos en la ley General de Educación y se incorporan principios específicos para la educación pública:


-Calidad integral.


-Mejora continua de la calidad.


-Cobertura nacional y garantía de acceso.


-Desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades.


-Colaboración y trabajo en red.


-Desarrollo de proyectos educativos inclusivos, laicos y de formación ciudadana


-Pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad.


Posteriormente continuó la exposición la Ministra Delpiano, quien en relación a la nueva institucionalidad, precisó que las escuelas, los jardines y liceos son la unidad básica del sistema local, donde:


1. Se potencia el liderazgo de los directores y directoras escolares, en los ámbitos técnico y administrativo y de gestión. 


En el ámbito técnico mediante la elaboración de instrumentos de gestión de la escuela (proyecto educativo institucional y proyecto de mejora educativo); la coordinación del trabajo técnico pedagógico y desarrollo profesional de los docentes y asistentes de la educación, y la promoción de la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local. 


En el ámbito administrativo y de gestión, se aumentan los recursos de administración delegada por el sostenedor agregando un 10% de los recursos SEP (ley N° 19.410).


2. Se amplían los espacios de participación dentro de las escuelas.  Los consejos escolares tienen atribuciones resolutivas (reglamento interno y actividades extracurriculares).


A continuación, expresó que la política nacional de fortalecimiento de la educación pública contempla que el Mineduc a propuesta de la Dirección de Educación Pública, establezca cuatrienalmente una política nacional de fortalecimiento de la educación pública, que deberán cumplir los establecimientos pertenecientes al Sistema de Educación Pública. Política que deberá considerar la implementación curricular y gestión pedagógica, la convivencia escolar, el liderazgo escolar, la inclusión y atención diferenciada a los estudiantes y el apoyo para los aprendizajes.


En relación a los Servicios Locales de Educación, puntualizó que se crearan 67 que funcionaran en una comuna o una agrupación de comunas y que contaran con la calidad de servicios públicos descentralizados con personalidad jurídica y patrimonio propio y cuyo objeto único será ser especialistas en educación y responsables de impulsar la mejora de los aprendizajes.


Asimismo, las funciones de cada Servicio Local consistirán en apoyar técnico pedagógicamente a las escuelas y sus equipos directivos a través del proyecto educativo institucional y el plan de mejora escolar como ejes; administrar los recursos humanos, financieros y materiales de los establecimientos educacionales; desarrollar el trabajo en red entre establecimientos; desarrollar profesionalmente a docentes, asistentes de la educación y directivos; fomentar la participación de la comunidad, y coordinarse con otros servicios descentralizados locales o regionales (JUNAEB, SAC, SENDA, etc.).


Los Servicios Locales estarán a cargo de un director ejecutivo, nombrado por el Presidente de la Republica por medio del mecanismo de selección de Alta Dirección Pública y será el principal responsable de la gestión del servicio. Además, le corresponderá suscribir un convenio de gestión educacional con la Dirección de Educación Pública a 6 años plazo (renovable por una vez) y elaborar los instrumentos de gestión del servicio; plan estratégico local y su correspondiente plan anual.


Por último, su salida está sujeta a causales legales regladas, a saber: incumplimiento convenio gestión educacional y negligencias graves.


En relación a los Consejos Locales de Educación, manifestó que se trata de un órgano colegiado de carácter consultivo y propositivo que forma parte de cada Servicio Local de Educación, compuesto por:


a) Representantes de la comunidad educativa: centro de estudiantes, centro de padres y apoderados, docentes y asistentes de la educación.


b) Representantes de las comunidades locales: alcaldes de los municipios respectivos o sus representantes.


C) Representantes de nivel regional: universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica de la región y un representante del GORE nombrado por el Intendente


La función de los Consejos, consistirá en:


• Representar los intereses de la comunidad educativa ante el Servicio Local de Educación.


• Conocer y hacer recomendaciones sobre el Plan Estratégico Local.


• Proponer a la Dirección de Educación Pública el perfil del director ejecutivo y objetivos para su convenio de desempeño.


• Puede solicitar al director de educación pública, en algunos casos y fundadamente, la remoción del director ejecutivo del Servicio Local.


La Dirección de Educación Pública está concebida como un servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Educación, cuya función será coordinar los Servicios Locales de Educación velando por la adecuada provisión de la educación pública a nivel nacional; proponer al Ministro o Ministra políticas, planes y programas para la educación pública (en especial la Política Nacional de Educación Pública); promover el trabajo colaborativo en red de los Servicios Locales; asistir técnicamente la gestión de los Servicios; asignar recursos para la celebración de convenios de transferencia; diseñar y supervisar los Convenios de Gestión Educacional entre el Ministro de Educación y los Directores Ejecutivos de Servicio Local de Educación, y proponer la remoción de los Directores Ejecutivos.
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Respecto del rol de los municipios en el marco del Sistema de Educación Pública, manifestó que: continuaran apoyando el proceso educativo; suscribirán convenios con los Servicios Locales de Educación; mantendrán y facilitaran la red de protección social y los programas que desarrollan (salud, cultura, deporte); podrán hacer donaciones a los Servicios Locales, mantendrán el acceso a la infraestructura escolar para uso comunitario y aportaran en el proceso de implementación gradual del nuevo sistema.


En relación con el financiamiento explicó que los Servicios Locales administrarán todos los recursos que le correspondan por concepto de subvenciones y otros aportes del Estado, y que el proyecto compromete recursos directos para la existencia y el funcionamiento del Sistema de Educación Pública y de cada Servicio Local. Estos recursos son provistos en la ley de Presupuestos.


Respecto de la justificación de la escala territorial de los Servicios Locales de Educación, aclaró que los criterios a considerar son: los tamaños críticos (cantidad de estudiantes y establecimientos), el respeto de las actuales divisiones territoriales, la cercanía respecto de centros urbanos, la distancia y conectividad, las capacidades profesionales y técnicas disponibles y la validación local.


Se proyecta que, en promedio, los Servicios Locales agruparán aproximadamente 4 comunas y poco menos de 20.000 estudiantes. En cantidad de establecimientos educacionales, considerando la alta cantidad de escuelas públicas rurales, cada Servicio administrará en promedio 80 establecimientos. No obstante, en zonas urbanas este número se reduce a 50.


Acerca del proceso de transición, precisó que se impulsa una transición gradual que asegure un traspaso exitoso del servicio educativo que contempla que la totalidad de los Servicios Locales entraran en funcionamiento al cabo de 6 años y que estos se instalen 6 meses antes del traspaso de la calidad de “sostenedor”, Asimismo, el traspaso de bienes muebles e inmuebles se realiza por el sólo ministerio de la ley, y los inmuebles educacionales no podrán ser destinados a otra finalidad durante la transición. El Mineduc acordará un plan de transición con los municipios (que se llevará a cabo a través de convenios de ejecución.)


Precisó que el sentido del plan consiste en promover el fortalecimiento de la Educación Pública; un adecuado traspaso del personal y bienes, el apoyo y asistencia técnica a los municipios durante la transición y la transferencia de recursos para contribuir al pago del desequilibrio financiero y deuda de los municipios en educación.


Para lograr lo anterior, los municipios deben comprometerse a: que sus establecimientos funcionen y tiendan a cumplir con estándares de calidad; equilibrar financieramente el servicio educacional y concordar con el Ministerio de Educación objetivos específicos en sus planificaciones anuales.


Finalmente, se refirió a las acciones que actualmente está llevando adelante el Ministerio, esto es, fortalecer a la educación pública mediante mejora de infraestructura, pintado de escuelas y liceos, equipamiento y mobiliario, transporte escolar, recursos pedagógicos, mejoramiento de gestión, saneamiento financiero, pago de deudas previsionales y otras, y normalización de dotación de docentes y asistentes.


Asimismo, se está trabajando colorativamente para mejorar la calidad de la educación, con los municipios, escuelas y liceos, a través de:


a) Mesa de trabajo con los municipios (345) como una instancia permanente a nivel provincial y regional, con foco en PADEM y ejecución de FAEP, cuyo objeto es mejor gestión y garantías de calidad.


b) Apoyo técnico directo a las escuelas y liceos (1.100 establecimientos), mediante visitas mensuales a establecimientos públicos, acompañamiento para diseño y ejecución PME y articulación de programas en la escuela.


c) Redes de mejoramiento escolar (4.431 establecimientos en red), a través de un trabajo mensual con directivos y sostenedores, intercambio de experiencias territoriales y planificación de la red a 4 años.


El diputado Edwards pidió al Ministerio algún estudio cualitativo y,o cuantitativo de por qué este modelo es mejor que otro y consultó cuáles son las variables que se quieren mejorar, cómo se define calidad y qué es lo que se quiere maximizar en la elección de este sistema. Además, pidió a la Biblioteca del Congreso Nacional un informe sobre los diversos modelos comparados.


El diputado Venegas expresó que se trata de un proyecto complejo, y que si bien comparte el diagnóstico y los fundamentos, luego en el análisis del articulado se podrían generar complicaciones. En relación al sistema de transición consultó cómo habrá equilibrio financiero.  Asimismo, preguntó por la duración de los distintos cargos en los Consejos Locales y cómo se llevará a cabo este proceso de transición de seis años.


El diputado Jackson precisó la importancia de reconocer que este proyecto es fruto de una demanda histórica. Consultó cuánto es lo que actualmente aportan los municipios a la educación versus lo que aportarán los Servicios Locales, porque lo lógico sería esperar que hubiese más recursos con este proyecto, pero no hay reemplazo de recursos, por lo que incluso podrían disminuir.


 Destacó que el ex Ministro Eyzaguirre se comprometió a eliminar el sistema de voucher de la educación, cosa que no ocurre, consultó cuándo y cómo se hará, y cómo se corregirán las desigualdades propias del voucher en los Sistemas Locales, si no hay un fondo de educación pública.


Por otra parte, estimó que los Consejos Locales de Educación no tienen una real vinculación o incidencia en la educación que gestionarán los Servicios Locales de Educación.


El diputado Bellolio sostuvo que está muy bien construir un sistema que reporte mejoras en la calidad, pero no es obvio que esta sea la mejor forma, entre otros, por la economía de escala, por lo que consultó cuánto se ahorra con estos servicios locales.  Del mismo modo, cuántos funcionarios quedarían desvinculados durante el traspaso.


Asimismo, preguntó si existe alguna dificultad legal con las corporaciones que son propietarias de colegios, y con los establecimientos construidos directamente con dineros municipales; cómo se fija el estándar de calidad en la educación integral que proponen y cómo se puede medir.  También consultó cómo se articulará con la Agencia de la Calidad y la Superintendencia de Educación y qué pasará con las escuelas rurales y semi rurales.


La diputada Girardi hizo presente que el Estado debe volver a asumir la responsabilidad de la educación pública, y que la creación de un Servicio Local al que se le denomina sostenedor le parece complejo, además, de que se le traspasarán los recursos del mismo modo que a los sostenedores actuales.


Destacó que los 200 mil millones que hoy aporten los municipios a la educación más la subvención no son suficientes para sostener mínimamente el sistema. Estimó que la responsabilidad del Estado tiene que ver con asumir seriamente el financiamiento de la educación pública, y se mostró preocupada en el ámbito de las donaciones, ya que con ello se perpetuarán las diferencias de los municipios en los Servicios Locales, porque hay municipios que pueden y otros que no.


El diputado Felipe Kast observó que se espera que quienes estén a cargo de las Servicios Locales sean los mejores, sin embargo, es sabido que el sistema de alta dirección pública no es el mejor camino, prueba de ello es lo ocurrido en el área de la salud donde ya funciona este modelo, por lo que no garantiza que sea el mejor camino para elegir a los directores.


Consultó si están de acuerdo con generar un piloto de su propuesta, de modo similar a la reforma procesal penal y por qué no se reconoce que el sistema escolar tiene un déficit y se aplica lo mismo a los particulares subvencionados para equiparar la cancha.


El diputado Espinoza destacó que este proyecto fija una gradualidad en su implementación, y que es muy importante que no exista diferencia entre las escuelas públicas y privadas.  En relación a los actores del sistema educativo, preguntó cómo se integran en este proyecto a las manipuladoras de alimentos y a los asistentes de la educación.


Asimismo, puso de relieve que es esencial que no se pierda la conexión y tradición de la ruralidad, ya que podría producirse una lejanía de los Servicios Locales con los niños y sus familias.  También preguntó cómo se visualiza el problema de mala utilización de los recursos destinados a la educación y qué nuevos mecanismos de fiscalización se implementaran con tal objeto.


La diputada Cariola consultó cómo se hará el proceso de traspaso de los establecimientos y qué medidas se adoptarán para evitar que se vendan o cierren colegios en el proceso de transición.


Asimismo, preguntó cuáles son las razones de por qué el Ministerio no realizó en este proyecto un cambio real de la estructura de financiamiento, poniendo fin al voucher.


La diputada Hoffmann consultó si el porcentaje del 20% en relación a los colegios emblemáticos es adicional, toda vez que la ley de inclusión fija un 30% de selección. Asimismo, preguntó cuál será la figura concreta del traspaso.  Estimó que no hay claridad en cuanto a que con este sistema no permita que se diluya la responsabilidad del Estado.


Finalmente, afirmó que el proyecto no se hace cargo del déficit estructural de financiamiento.  Incluso podría haber menos recursos en este nuevo sistema, por cuanto no se reemplazan los recursos que hoy aportan los municipios.


La diputada Provoste preguntó por qué no se optó por fortalecer la actual institucionalidad -Direcciones Provinciales- en lugar de crear una nueva, los Servicios Locales. Sostuvo que esto puede provocar una alta burocratización y duplicidad de funciones.


Por otra parte, consultó por qué en el informe financiero aparece que habrá traspaso de personal del Ministerio a los nuevos Servicios Locales.  Asimismo, recalcó la necesidad de contar con un estatuto para los asistentes de la educación.


El diputado Robles expresó que este proyecto rescata que todos los chilenos tengan una educación de calidad sin importar su capacidad económica.  Pidió que se invite al Ministro Hacienda a una próxima sesión.


Consultó si vale la pena incorporar los jardines infantiles a los Servicios Locales o deben mantenerse separados por la especialidad de su función. Lo anterior, porque teme que los Servicios propuestos no relevarán las particularidades de la educación parvularia.


El diputado Romilio Gutiérrez señaló que es necesario abrir una discusión respecto al sistema de financiamiento. En relación con el informe financiero, hizo presente que no contempla recursos adicionales para apoyar los programas y acciones que se deben implementar con el objeto de asegurar la calidad. Además, establece que el Ministerio va a sanear la deuda de los municipios, pero no dispone los recursos necesarios.


Por último, el proyecto expresa que la infraestructura se entregará a título gratuito, pero qué tratamiento tendrán los establecimientos que fueron construidos con recursos propios de los municipios.  Solicitó que se explique el traspaso de cada uno de los tipos de colegios.


La diputada Vallejo consultó que aspectos del proyecto significan una descentralización y cuales son centralizadores, en lo que dice relación con la administración con los Servicios Locales.  Añadió que la idea de lo técnico pedagógico es empoderar a lo local, por tanto, consultó cómo garantizar la buena educación con pertinencia a la realidad local y cómo se asegurará que se cumpla con sus objetivos y tenga financiamiento.


La Ministra Delpiano expresó que la ausencia de la eliminación de sistema de voucher dice relación con la erogación de gastos mayores, porque implica incorporar un polinomio de factores complejos, no implica solo cambiar asistencia por matricula. Lo anterior, sin perjuicio, de que comprende la necesidad de que el Gobierno enfrente en algún momento el término del voucher.


Precisó que no hay claridad de cuanto aportan los alcaldes a la educación y que no se debe olvidar de que viene la SEP mejorada y la subvención de gratuidad.


En relación a las consultas sobre el impacto del proyecto sobre la calidad y cómo medirla, explicitó que la iniciativa busca impulsar que los niveles intermedios sean garantes de la calidad integral que proveen por medio de sus escuelas, en atención a que existe una correlación altísima entre los cuerpos directivos y los resultados de una escuela. 


Precisó que lo más novedoso del proyecto dice relación con el rol del cuerpo intermedio. El proyecto busca potenciarlos, juntando los aspectos pedagógicos con los administrativos para así facilitar su gestión y armar las redes y economías de escala. Insistió en la importancia del eje de los proyectos educativos y programas, y los Servicios Locales como elementos intermedios de gran relevancia y con gran impacto en la calidad.


Asimismo, apuntó que los responsables primeros de la mejora escolar siempre son las escuelas y sus equipos directivos. El Sistema de Educación Pública plantea un modelo sistémico, donde la escuela sigue al centro de las responsabilidades pedagógicas pero en el cual la responsabilidad administrativa última recae en el Director del Servicio 


Respecto a la gobernanza, y su vinculación con el Sistema de Aseguramiento de la Calidad, precisó que este proyecto lo fortalece, estableciendo mayores exigencias de calidad y cumplimiento de la norma para administraciones públicas respecto del resto:


-Hacia un accountability del nivel intermedio: los Servicios Locales serán objeto de evaluación de su desempeño por parte de la Agencia de la Calidad (artículo 10 letra b) de la ley N° 20.529). 


-Los Servicios Locales serán fiscalizados por la Superintendencia de Educación, a través de las visitas regulares a cada uno de sus establecimientos.


En cuanto a la forma en que se garantizará que el mecanismo para elegir y,o remover los directores de los Servicios Locales no sean funcionales a consideraciones electorales, destacó en primer lugar que los Directores Ejecutivos son elegidos por el sistema de Alta Dirección Pública, lo que asegura su idoneidad técnica. En segundo lugar, el proyecto de ley les otorga un nivel de autonomía inédito en el derecho administrativo: a) duran seis años en el cargo, por lo que escapan al ciclo político (el periodo de seis años empieza y potencialmente termina en Gobiernos distintos) y b) no son cargos de exclusiva confianza del Presidente de la República, ya que sólo pueden ser removidos en caso de incapacidad o incumplimiento grave del convenio de gestión educacional, y por negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones.


Ahora, ante la pregunta de por qué no se fortaleció a la actual institucionalidad en vez de crear una nueva, precisó que en el diseño estratégico del sistema se privilegió la existencia de servicios públicos descentralizados, que cuenten con personalidad jurídica y patrimonio propio, para aportar independencia en las labores administrativas. Realzó que no se produce duplicidad en la gestión, debido a que los órganos desconcentrados del Ministerio, esto es, las Secretarías Regionales Ministeriales y los Departamentos Provinciales de Educación mantienen sus funciones.


Explicó que el sistema mantiene la descentralización de la administración de la educación pública, pero eleva la escala, creando un nuevo nivel intermedio, constituido por los Servicios Locales. En este nivel descentralizado se radica la administración del servicio y el apoyo técnico-pedagógico a las escuelas, entre otras cosas. 


Por otro lado, se crea en el nivel central una Dirección de Educación  Pública, que tendrá por objeto coordinar a estos nuevos servicios públicos. Asimismo, velará por la calidad integral y la mejora continua de todos los Servicios Locales, pudiendo entregarles asistencia técnica cuando sea necesario. Con esto se asegura la existencia de un sistema articulado, y se fortalece la responsabilidad del Estado central en este punto. 


Por último, el proyecto se orienta a un fortalecimiento de las capacidades de los establecimientos educacionales y sus comunidades educativas. Así, respecto de los establecimientos educacionales, se establecen mayores atribuciones para los directores de establecimientos y sus equipos directivos y se permite una mayor delegación de recursos a la escuela (artículo 10 de la ley N° 20.248). Por otro lado, respecto de las comunidades educativas, se fortalece el rol de los consejos escolares, entregándoseles facultades resolutivas en ciertos ámbitos.


En respuesta a las consultas sobre los Consejos Locales de Educación, manifestó que son concebidos como órganos innovadores en la administración del Estado, que combinan elementos técnicos con elementos participativos (por ejemplo, proponer al jefe de servicio iniciativas de mejora en la gestión y hacer recomendaciones al Plan Estratégico y Plan Anual), y si bien tendrá un carácter consultivo, tiene atribuciones que le permiten incidir en los procesos de toma de decisión de los Servicios Locales (por ejemplo, pedir la remoción del jefe de servicio y requerir la fiscalización de la Superintendencia).


Precisó que el Consejo Local de Educación no tiene más atribuciones resolutivas porque: i) asemejarlo con características propias de un gobierno corporativo, diluye la responsabilidad del Estado; ii) no tiene responsabilidad administrativa (de tenerla, cabría preguntarse quién sería el responsable entre los representantes), y la periodicidad de sesiones y otras características operativas de este no le permiten una profundidad técnica o ejecutiva mayor.


En relación a la justificación del modelo y escala elegida, apuntó que más de un 40% de los municipios cuenta con tamaños críticos para asegurar la viabilidad financiera, con costos administrativos alrededor de un 20 a 25% del total de ingresos percibidos.


Por otra parte, la literatura recomienda la consolidación de distritos de bajo tamaño, especialmente rurales para generar economías a escala y reducción de costos.  La fuerte autonomía a escala local y de escuela no constituye un esquema recomendable para garantizar la calidad de los sistemas educativos en los países en vías de desarrollo. 


Respecto a los modelos comparados que existen y cuál es que el Ministerio tuvo a la vista, precisó que existen diversos modelos de gobernanza en el mundo y, en especial, entre los países miembros de la OCDE que presentan modelos descentralizados. 


Añadió que la descentralización de un sistema educativo no puede ser equiparada a una municipalización del mismo.  Un modelo en el cual se ha inspirado la construcción técnica del proyecto es el de la provincia de Ontario, Canadá que promueve sostenedores con objeto único, funciones relevantes de acompañamiento técnico pedagógico y el liderazgo de directores escolares.


Respecto a las consultas sobre las escuelas rurales, y especialmente sobre su posible lejanía o distancia de los Servicios Locales con los niños y las familias, explicó que el diseño territorial y de gestión de dichos Servicios reconoce la existencia de territorios aislados que requieren de especial atención.


Para hacer frente a lo anterior se establece lo siguiente:


-Facultad de los Servicios Locales de Educación de crear Oficinas Locales en territorios con problemas de conectividad. 


-Redes al interior de los Servicios Locales que consideran a todos los establecimientos del territorio. 


-Financiamiento que depende de factores como la conectividad, asegurando recursos para llegar a todos los establecimientos. 


-Ampliación de delegación de recursos para directores de establecimiento.


Afirmó que el diseño de gestión de los Servicios Locales reconoce a las escuelas rurales, porque el Estado debe proveer el servicio educativo donde viven las personas, aun cuando sea más caro proveer el servicio en comunidades aisladas. Los Servicios Locales contarán con una economía de escala para estos efectos, y ya se encuentran en convenio con el Ministerio de Transporte para proveer un mejor servicio de traslado de los niños. 


Complementó la Subsecretaria de Educación, señora Quiroga, quien se refirió al proceso de transición y traspaso, destacando que el traspaso es la última etapa del proceso de transición. Además, resaltó que el proyecto de ley propone un plan estratégico que se traduce en la firma de convenios anuales, y establece el concepto de plan de transición y traspasos de los distintos elementos que componen la educación.


Explicó que el personal que se desempeña al interior de establecimientos se traspasa sin solución de continuidad y el que trabaja en la administración municipal, se hará mediante concurso cerrado, fijándose un marco en atención a que esas personas pueden desarrollar otras áreas de la gestión municipal.


Realzó que el proceso de transición se trabaja en paralelo con los 365 municipios y que existe una mesa de trabajo con los municipios que son los que cuentan con mayor “expertise” en la materia.


El señor Roco puntualizó que una parte mayoritaria de los recursos nuevos, en particular, en el proyecto de carrera docente y este, vienen por un conducto diferente a la subvención por asistencia. 


En relación a la calidad de la educación pública y el rol del nivel intermedio (especificación de la situación de los directores de establecimientos educacionales), apuntó que desde el 2012 en adelante y hasta 2016, 3.960 establecimientos educacionales municipales deberán contar con un director nombrado por el Sistema de Alta Dirección Pública (ley N° 20.501). La situación a octubre de 2015 es la siguiente: 58,1% de esos establecimientos todavía están pendientes, y solo 24 municipios en el país cuentan con todos los establecimientos correspondientes concursados.
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Proyección del financiamiento a la Educación Pública pre y post régimen reforma (2013-2023) según tipo de ingreso (valor USE 2014)
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Acotó que el cuadro anterior considera como hipótesis la normativa vigente en materia de subvenciones, la ley de inclusión, la futura ley de carrera docente y la futura ley de nueva educación pública. Adicionalmente, la educación pública concentrará aproximadamente $170.000 millones (USD $260 millones) correspondientes a recursos de continuidad para infraestructura.


En relación a la situación patrimonial en establecimientos educacionales hoy administrados por los municipios, manifestó que hoy existe muy poca información al respecto, ya que se carece de registros sistemáticos de los traspasos realizados en los años 80, tanto en el Ministerio de Educación como en el de Bienes Nacionales, incluso considerando que el decreto ley N° 3.063, de 1979, que generó el traspaso a los municipios mandataba a aquellos a regularizar la situación patrimonial de los mismos.


Ahora, vía convenios por el Fondo de Apoyo a la Educación Municipal 2015 (FAEP), a enero 2016 se contará con datos respecto al patrimonio de bienes inmuebles destinados a educación, los que serán provistos por los propios municipios y debidamente verificados.


Además, la Contraloría General de la República ha señalado que los municipios deberán mantener obligatoriamente un registro actualizado sobre su patrimonio y bienes inmuebles (a partir de 2016).
Situación general de funcionamiento de los establecimientos educacionales del país según dependencia administrativa
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Finalizadas las exposiciones, el diputado Jackson consultó cómo el proyecto se hace cargo, sin mayor inyección de recursos, de establecimientos pequeños con pocos alumnos, qué pasa con el FAEP, por qué duplicar funciones en el caso de la JUNJI, y por qué se aumenta la selección en los liceos emblemáticos, si se legisló precisamente para eliminarla.


La diputada Girardi expresó que le extraña que el Estado en este proyecto no asuma su responsabilidad, sino que nuevamente se la delega a otro. Entonces, preguntó cómo el Estado a través de un tercer sostenedor va a asumirla.  También consultó cómo se va a trabajar en el periodo de transición con los 30 municipios complejos, ya que hay algunos que se encuentran desfinanciados por falta de recursos y otros porque los destinan a otros objetos.


En materia de selección estimó que esta implica señalarle a determinados niños que no sirven. Pidió que se elimine todo tipo de selección de estudiantes.  Finalmente, consultó cuáles son los recursos que se sumaran, mantendrán y perderán en este nuevo sistema, en relación con lo que existe en la actualidad.


El diputado Felipe Kast reiteró su consulta respecto a instalar este proyecto a través de un piloto y la posibilidad de que la ley se revise en un plazo prudente. 


Afirmó que el director nacional de este sistema no es elegido por el Sistema de Alta Dirección Pública, sin perjuicio, de que dicho sistema permite declarar los concursos desiertos mientras se encuentra a alguien en particular. Consultó si están abiertos a evaluar la posibilidad de corregir ese defecto.


Planteó que se obligue a quienes administren el sistema a efectuar propuestas de cambio en un plazo prudente que se acuerde.


El diputado Bellolio consultó si están dispuestos a hacer distintos modelos e implementar el mejor; cuál es la potencia que le quieren entregar a los proyectos educativos locales, especialmente los de los establecimientos emblemáticos donde se valora el mérito; por qué se puede sostener que al agrupar a las escuelas se puede obtener ganancia, qué pasa con los municipios que hoy lo hacen bien, y cuánto de la deuda que no está considerada como anticipo se va a reintegrar.


El diputado Romilio Gutiérrez preguntó cuál será la fórmula para llevar a cabo y resolver la situación de la deuda municipal educacional, especialmente la previsional; cómo ven el modelo de aseguramiento de la calidad, porque en este proyecto no se ve aumento de subvención, sino solo medidas administrativas y de gestión, y cómo ven el modelo en general. 


La diputada Vallejo consultó cómo es posible lograr los objetivos del proyecto con planes estratégicos de seis años, pero ajustados a leyes de presupuestos anuales.


En respuesta a las consultas anteriores, la Ministra Delpiano destacó que este es un proyecto profundamente innovador que se apoya en una enorme bibliografía y dos proyectos previos en el país.


Precisó que se iniciará con dos proyectos pilotos, que permitirán abarcar seis servicios locales, es decir, el diseño considera una gradualidad de seis años en la implementación, así como un plan de anticipación que comenzará su implementación en el 2016. Además, explicó que la gradualidad dice relación con tener cuidado con un sistema nuevo, y que se omita en la ley la revisión de la ejecución y,o eficacia de una ley, no implica que ello no pueda realizarse.


También manifestó que no tiene sentido contar con un fondo de administración pública si la ley financiará anualmente vía ley de presupuestos, que es la regla general en el sistema nacional.


En materia de selección, expresó que no se puede obviar que el 50% de todas las gerencias del país provienen de cinco colegios, situación que calificó de brutal y que implica una concentración de poder o de elite, de ahí que el aumento en la selección que consagra este proyecto dice relación con compensar en el corto plazo esta situación. Se mostró dispuesta a discutirlo y destacó que no es un problema de principios sino practico.


Respecto a la consulta relativa a las deficiencias del Sistema de Alta Dirección Pública, recordó que existe un proyecto de ley en segundo trámite constitucional para perfeccionarlo (boletín N° 10164-05), el que debería dar garantías a todos.


Por último, destacó que lo más importante de la iniciativa es el fortalecimiento a los equipos directivos mediante los Servicios Locales; que se debe distinguir la gestión de los alcaldes porque algunos de comunas pobres (y también ricas) han administrado muy bien y se encuentran sin deuda, pero también hay otros que contando con los recursos, los han administrado muy mal. Precisó que los alcaldes que no administren adecuadamente en el período de transición podrán ser acusados de notable abandono de deberes.


Luego, el diputado Venegas precisó que su preocupación radica en saber si efectivamente habrá descentralización; qué ocurrirá respecto a la planta de los servicios locales, y el traspaso de funcionarios, especialmente los asistentes de la educación, que suponen actualmente sobredotación, y cuál será el rol de las direcciones provinciales, si la asistencia técnica pedagógica será entregada a los servicios locales.


El señor Karelovic explicó en relación a la deuda municipal que el informe financiero del proyecto expresa que al 31 de diciembre de 2014 asciende a $79.571 millones y se refiere exclusivamente a los elementos que constan en el artículo vigésimo séptimo transitorio de la iniciativa, esto es, deuda con proveedores, deuda previsional y deuda por descuentos voluntarios con el personal. Manifestó que se eligió este mecanismo para distinguir entre quienes tenían una gestión eficiente de aquellos que no, de forma de acercarlo a la realidad.


Luego, precisó que los $ 79.571 millones no se dejaron expresados de otra forma en el informe financiero, porque eventualmente podría ser distinto y específicamente menor por la aplicación del FAEP 2016. Distinto es el caso de las deudas relacionadas con los anticipos, que se extinguirán por el solo ministerio de la ley.


Destacó que los $182 millones del informe financiero corresponden a los seis primeros municipios traspasados y los $263 millones que se contemplan al 2019 corresponden a nueve municipios traspasados a los que se debe agregar los seis anteriores, ya mencionados.


En definitiva, realzó que en los $79.571 millones no se incluye la deuda por anticipo y que el aporte por deudas que se efectuará a la municipios se va a determinar por ley de presupuestos de cada año según sea el comportamiento de los mismos, de acuerdo a los convenios que se vayan suscribiendo y el aporte que realice el propio Ministerio de Educación.


La Subsecretaria Quiroga precisó que las deudas deben entenderse en todos sus conceptos y con un equilibrio entre los recursos que ingresan y los que se gastan. Además, enfatizó que gran parte de la información financiera, y de deuda es auto reportada por los propios municipios y deben verificarla. En relación a la deuda previsional se está chequeando RUT a RUT.


En definitiva, se debe distinguir entre dos diversos conceptos, deuda y desequilibrio financiero, que implica análisis de ingresos y gastos y si dichos gastos son pertinentes con la prestación del servicio educativo en razón de la realidad local.


Asimismo, expresó que existen planes de anticipación y se está trabajando con tres módulos: modelo de gestión territorial, módulo de acompañamiento y trabajo con el Ministerio de Educación y módulo de trabajo con la comunidad.
B) Exposiciones.

A continuación se indican los expositores que asistieron a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto, con un link al acta de la sesión en que cada uno de ellos asistió y de su presentación, en el caso de que la haya dejado a disposición de la Comisión. Las opiniones vertidas por los expositores son esquematizadas temáticamente en los capítulos siguientes.

1. Investigador del Centro de Investigación Avanzada en Educación (CIAE) de la Universidad de Chile, señor Cristián Bellei Carvacho.

El señor Bellei expuso en la sesión 152ª, celebrada el día lunes 16 de noviembre de 2015 y copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
2. Premio Nacional de Ciencias de la Educación 2009, señor Mario Leyton Soto.

El señor Leyton expuso en la sesión 152ª, celebrada el día lunes 16 de noviembre de 2015 y copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

3. Premio Nacional de Ciencias de la Educación 2007 y ex Ministro de Educación, señor Ernesto Schiefelbein Fuenzalida.


El señor Schiefelbein expuso en la sesión 152ª, celebrada el día lunes 16 de noviembre de 2015 y copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

4. Premio Nacional de Ciencias de la Educación 2015, señor Iván Núñez Prieto.


El señor Núñez expuso en la sesión 153ª, celebrada el día lunes 16 de noviembre de 2015 y copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
5. Directora Ejecutiva de la Fundación 2020, señora Mirentzu Anaya.


La señora Anaya expuso en la sesión 153ª, celebrada el día lunes 23 de noviembre de 2015, acompañada por el Director de Política Educativa, señor Manuel Sepúlveda y el profesional de esa institución, señor Mathías Gómez.  Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

6. Investigador del Centro de Políticas Comparadas de Educación de la Universidad Diego Portales, señor Cristóbal Villalobos Dintrans.

El señor Villalobos expuso en la sesión 153ª, celebrada el día lunes 23 de noviembre de 2015. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

7. Presidente de la Comisión de Educación de Alcaldes y Concejales, Alcalde de Lo Prado, señor Gonzalo Navarrete Muñoz.


El señor Navarrete expuso en la sesión 154ª, celebrada el día martes 24 de noviembre de 2015, acompañado por el Coordinador de Educación, señor Raciel Medina. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

8. Presidente de la Comisión de Concejales de la AChM, Concejal de San José de Maipo, señor Marco Quintanilla Pizarro.


El señor Quintanilla expuso en la sesión 154ª, celebrada el día martes 24 de noviembre de 2015.
9. El Presidente de la Asociación de Municipalidades de Chile (AMUCH), Alcalde de Colina señor Mario Olavarría Rodríguez.

El señor Olavarría expuso en la sesión 154ª, celebrada el día martes 24 de noviembre de 2015. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

10. Presidente de la Federación Nacional de Trabajadores de Administración Central de Corporaciones Municipales de Chile -FENATRACOM-, señor Ricardo Oyarzo Cárcamo.


El señor Oyarzo expuso en la sesión 155ª, celebrada el día lunes 14 de diciembre de 2015, acompañado por el Secretario, señor Héctor Contreras Gamin, el Presidente Trabajadores Administrativos de la Educación de Santiago señor Eduardo Valdés Valdés, el Presidente Sindicato de Trabajadores Corporación de Castro señor José Torres Caucaman, la Presidenta del Sindicato de Trabajadores Corporación de Iquique señora Patricia Carvajal Vargas, el Presidente del Sindicato de Trabajadores Corporación de Villa Alemana señor Jaime Muñoz Estay, y el Presidente Sindicato de Trabajadores Corporación de Punta Arenas señor Javier Quintul Soto.  Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

11. Presidente de la Federación Nacional de Funcionarios de Departamentos de Educación Municipal -FENFUDEM-, señor Edward Conley Candia.


El señor Conley expuso en la sesión 155ª, celebrada el día lunes 14 de diciembre de 2015. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

12. Presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios DAEM de Chile -CONFUDECH-, señor Iván Zambrano Navarro.


El señor Zambrano expuso en la sesión 155ª, celebrada el día lunes 14 de diciembre de 2015, acompañado por el Tesorero y Presidente de la Federación de Funcionarios DEM, provincia Biobío, señor Alex Faris Luengo; el Encargado de Comunicaciones y Presidente de la Federación de Funcionarios DEM, provincia Concepción, señor Christian Figueroa Constanzo, y el Presidente de la Asociación de Funcionarios DAEM Talca, señor Cristian Osorio Rosales. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

13. Presidente del Colegio de Profesores de Chile A.G., señor Jaime Gajardo Orellana.


El señor Gajardo expuso en la sesión 156ª, celebrada el día martes 15 de diciembre de 2015, acompañado por el Secretario General señor Darío Vásquez; el Asesor de Presidencia señor Mario Domínguez, y el periodista señor Víctor Vargas.  Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

14. Presidente del Consejo Nacional de Asistentes de la Educación y Presidente de la Confederación Nacional de Asociaciones de Funcionarios Asistentes de la Educación de Chile -CONFEMUCH-, señor Arturo Escárez Opazo.


El señor Escárez expuso en la sesión 156ª, celebrada el día martes 15 de diciembre de 2015, acompañado por el Vicepresidente, señor Miguel Castro Zamora y el Secretario General, señor Miguel Araneda Arriagada. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

15. Vocera de la Agrupación de Coordinadoras y Federaciones Regionales de Asistentes de Educación, señora Tamara Moya Moyano.


La señora Moya expuso en la sesión 156ª, celebrada el día martes 15 de diciembre de 2015, acompañada por la dirigente de la Federación de Asistentes de la Educación de la Región del Libertador Bernardo O'Higgins, señora Yasna Sánchez Rubio y el Vicepresidente de CONFEMUCH, señor Manuel Valenzuela. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

16. Profesor de la Facultad de Ciencias Económicas de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Francisco Gallego Yáñez.


El señor Gallego expuso en la sesión 157ª, celebrada el día lunes 22 de diciembre de 2015. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

17. Investigadora de Asesorías para el Desarrollo S.A., señora Dagmar Raczynski von Oppen.


La señora Raczynski expuso en la sesión 157ª, celebrada el día lunes 22 de diciembre de 2015. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

18. Director Ejecutivo de ORT Chile, señor Marcelo Lewkow Katz.

El señor Lewkow expuso en la sesión 157ª, celebrada el día lunes 22 de diciembre de 2015.

19. Director del Centro de Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Ignacio Irarrázaval Llona y Profesora de la Facultad de Educación UC, señora Verónica Cabezas Gazaga.


El señor Irarrázaval y la señora Cabezas expusieron en la sesión 158ª, celebrada el día lunes 4 de enero de 2016. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

20. Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública, señor Rodrigo Egaña Baraona.


El señor Egaña expuso en la sesión 158ª, celebrada el día lunes 4 de enero de 2016, acompañado por los Consejeros de Alta Dirección Pública, señores Manuel Inostroza, María Loreto Lira, y Eduardo Abarzúa; la Jefa del Área de Educación, señora Angélica Fuenzalida, y la Secretaria Técnica del Consejo, señora Mariana GeorgeNascimento Avendaño. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

21. Investigador del Centro de Investigación y Desarrollo de la Educación (CIDE) y Jefe del Departamento de Política Educativa de la Universidad Alberto Hurtado, señor Juan Eduardo García-Huidobro Saavedra.


El señor García-Huidobro expuso en la sesión 159ª, celebrada el día martes 5 de enero de 2016. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

22. Investigadora de la Fundación Nodo XXI, señora Javiera Toro Cáceres.


La señora Toro expuso en la sesión 159ª, celebrada el día martes 5 de enero de 2016, acompañada por el Director de la Fundación Nodo XXI, señor Víctor Orellana.  Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

23. Coordinadora de Políticas Públicas de Enseña Chile, señora Pamela Meléndez Madariaga y miembro del Grupo de Políticas Públicas e Investigador UC, Departamento de Ciencias de la Computación, señor Daniel Araneda Quiroz.


La señora Meléndez y el señor Araneda expusieron en la sesión 159ª, celebrada el día martes 5 de enero de 2016, acompañados por la Jefa del Área Alumni de Enseña Chile, señora Camila Bustamante.  Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

24. Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación -ANDIME-, señor Egidio Barrera Galdames.


El señor Barrera expuso en la sesión 159ª, celebrada el día martes 5 de enero de 2016, acompañado por la Secretaria Nacional, señora Ximena Castro Poulsen, y el Tesorero Nacional, señor Mario Ulloa Martínez. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

25. Presidenta de la Agrupación de Jardines Infantiles Vía Transferencia de Fondos - VTF- Red Primera Infancia, señora Claudia Fasani Haupt.


La señora Fasani expuso en la sesión 161ª, celebrada el día lunes 11 de enero de 2016, acompañada del Director de la Agrupación, señor Justo Valdés. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

26. Secretaria de la Federación de Trabajadores de Jardines VTF de Chile, señora Clarisa Seco Tapia.


La señora Seco intervino en la sesión 161ª, celebrada el día lunes 11 de enero de 2016. Copia íntegra de su presentación, remitida a la Comisión después de la sesión respectiva, se encuentra disponible para consulta.

27. Presidenta de la Federación Nacional Movimiento VTF, señora Andrea García Jiménez.


La señora García expuso en la sesión 161ª, celebrada el día lunes 11 de enero de 2016, acompañada de la Directora, señora Paola Andrea Valdés Aliante; la Coordinadora VTF Región de Valparaíso, señora Bárbara Fernández Escudero, y la Secretaria, señora Chris Parra Riffo.  Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

28. Secretario Nacional de la Asociación Pro Funcionarios Junji -APROJUNJI-, señor Bernabé Vilaxa Zuleta.

El señor Vilaxa expuso en la sesión 161ª, celebrada el día lunes 11 de enero de 2016, acompañado del Presidente Nacional, señor Christian San Martín Romo; la Directora Nacional, señora Teresa Molina Valenzuela, y el Asesor Jurídico, señor Luis Parra Veliz.  Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.

29. Presidente de la Confederación Nacional de Federaciones y Sindicatos de Trabajadores de la Enseñanza Media Técnico Profesional -CONFESITEP-, señor Eduardo Alfaro Castro.


El señor Alfaro expuso en la sesión 162ª, celebrada el día martes 12 de enero de 2016, acompañado del Director Nacional de CONFESITEP, señor Enrique Villalón Baez y del Director de Educación, señor Juan Vásquez. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
30. Secretario de la Confederación Nacional de Trabajadores de la Educación Chilena -CONATECH-, señor Luis Durán Medina.

El señor Durán expuso en la sesión 162ª, celebrada el día martes 12 de enero de 2016, acompañado del Presidente de CONATECH, señor Alfonso Pastene Uribe; del Vicepresidente, señor Luis González Carrasco, y del Tesorero, señor Galvarino Flores Guzmán. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
31. Presidenta del Colegio de Educadores de Párvulos de Chile A.G., señora María Soledad Rayo Quintana.

La señora Rayo expuso en la sesión 162ª, celebrada el día martes 12 de enero de 2016, acompañada de la Directora, señora Mónica de Mesa Contardo, y de APROJUNJI, la señora Teresa Molina Valenzuela. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
32. Presidenta de la Asociación Nacional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles -AJUNJI-, señora Julia Requena Castillo.

La señora Requena expuso en la sesión 162ª, celebrada el día martes 12 de enero de 2016, acompañada de la Tesorera Nacional, señora Grimilda Bruna Castillo, y la 1ª Directora, señora Sandra Sepúlveda Herrera. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
33. Presidente del Sindicato de Asistentes de la Educación de la Corporación Municipal de Educación de Punta Arenas, señor Javier Quintul Soto y Asesor Jurídico, señor Hermes Hein Bozic.


Los señores Quintul y Hein expusieron en la sesión 163ª, celebrada el día miércoles 13 de enero de 2016, acompañados del Secretario, señor José Vargas Paredes. Copia íntegra de su presentación y una propuesta de indicaciones se encuentra disponible para consulta.
34. Vicepresidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Corporaciones Municipales -FENASICOM-, señor Pedro Pablo Ramos y la Presidenta Nacional de FETECOM de la provincia de Chiloé, señora Haydee Vera Águila.


Los señores Ramos y Vera expusieron en la sesión 163ª, celebrada el día miércoles 13 de enero de 2016, acompañados del Tesorero del Sindicato de Asistentes de Educación de la Corporación Municipal de Punta Arenas, señor Juan Carlos Contreras Ruiz. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
35. Alcalde de la comuna de Castro, señor Nelson Águila Serpa y el Secretario General de la Corporación Municipal de Castro, señor Carlos Delgado Álvarez.

Los señores Águila y Delgado expusieron en la sesión 163ª, celebrada el día miércoles 13 de enero de 2016. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
36. Presidente del Sindicato Único de Trabajadores de la Educación -SUTE Chile-, señor Luis Yáñez Saavedra y Encargada Nacional, señora Alejandra Flores Hernández.

Los señores Yáñez y Flores expusieron en la sesión 164ª, celebrada el día jueves 14 de enero de 2016, acompañados del Encargado de Comunicaciones, señor Álvaro Muñoz Chávez. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
37. Coordinador Nacional de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios -CONES-, señor Fabio Salinas Bugueño; Vocero, señor Ricardo Paredes Brito y Secretaria General, señorita Bárbara Navarrete.


Los señores Salinas, Paredes y Navarrete expusieron en la sesión 164ª, celebrada el día jueves 14 de enero de 2016. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
38. Ex Rector de la Universidad de Chile, señor Luis Riveros Cornejo.


El señor Riveros expuso en la sesión 165ª, celebrada el día lunes 18 de enero de 2016. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
39. Director del Programa Doctorado en Estudios de la Educación Superior de la Universidad Diego Portales, señor José Joaquín Brunner Ried.


El señor Brunner expuso en la sesión 165ª, celebrada el día lunes 18 de enero de 2016. Copia íntegra de su presentación se encuentra disponible para consulta.
40. Investigadora del Instituto Libertad y Desarrollo, señora María Paz Arzola e Investigador del Área Legislativa de la Fundación Jaime Guzmán, señor Felipe Rössler Hargous.


Copia íntegra de las presentaciones del señor Rössler y de la señora Arzola, quienes expusieron en la sesión 165ª, celebrada el día lunes 18 de enero de 2016, se encuentra disponible para consulta.
Resumen de las presentaciones.


A continuación se resumen las opiniones vertidas acerca del diagnóstico del estado actual de la educación pública, se sintetizan las opiniones relativas a los principios que deberían regir en la nueva educación pública y las opiniones acerca de la nueva institucionalidad que crea el proyecto de ley, distinguiendo aquellas según se refieren a la creación de la Dirección de Educación Pública, los Servicios Locales de Educación, los Consejos Locales de Educación, y el rol de los establecimientos educacionales
.
I) Diagnóstico de la educación municipal.

En su presentación Ernesto Schiefelbein comentó que el diagnóstico del estado actual de la educación chilena revela que los esfuerzos legislativos deben estar puestos en reducir la desigualdad en el acceso al aprendizaje. Sobre el mismo punto añade que esta desigualdad debe corregirse en la infancia temprana, para que tenga un efecto significativo y de largo plazo en la reducción de las brechas en los logros de aprendizaje. Argumenta, con respecto al proyecto de ley en discusión, que las reformas a la estructura institucional no serían un factor relevante para combatir la desigualdad a la que hace mención. 


En la misma línea de argumentación, José Joaquín Brunner señaló que el foco de la reforma educacional debe estar puesto en la calidad de los aprendizajes. Afirma que, según la literatura especializada, los resultados de aprendizaje de los estudiantes dependen significativamente del nivel socioeconómico de los alumnos, y de la efectividad de la escuela. Los factores institucionales, por su parte, tendrían una incidencia menor sobre el aprendizaje de los alumnos en el sistema educativo. Asimismo, Ignacio Irarrázaval sostuvo que el objetivo de la reforma al diseño institucional de la educación pública debe ser el mejoramiento del aprendizaje de los alumnos.


Con respecto al deterioro de la calidad de los aprendizajes en el sector municipal, Francisco Gallego observó que éste está en desventaja frente a proveedores privados debido a su sistema de financiamiento, el cual genera cargas financieras que se vuelven insostenibles para las municipalidades. Asimismo, estimó que las municipalidades no tienen capacidades suficientes para administrar establecimientos educativos, ni tampoco una mirada de largo plazo, argumentando que una parte de esta situación es porque hay una escala muy baja de operación, y una ausencia de un nivel intermedio sobre las escuelas.


Con relación a lo anterior, Cristóbal Villalobos mencionó que uno de los aspectos institucionales que podría contribuir a mejorar la calidad de la educación pública, es la eficiencia en el gasto, y que esto puede realizarse a través de la generación de economías de escala. A modo de propuesta, señala la necesidad de reestructurar y potenciar la educación pública, generando un sistema con identidad y que tenga un carácter colaborativo.


Por su parte Egidio Barrera señaló que existe un profundo deterioro del sistema de educación municipal que abarca aspectos pedagógicos, financieros, de gestión y administración. Esta situación generaría una aguda exclusión y segregación socioeconómica en el sistema educacional, el deterioro de los procesos de enseñanza y aprendizaje, y finalmente generaría desigualdad de oportunidades. Como dato menciona que entre 1990 y el 2004, el número de establecimientos municipales se redujo en 191, y las escuelas particulares subvencionadas aumentaron en 1.580.

II) Principios de la nueva educación pública.

Con respecto a los principios que deberían regir una nueva Educación Pública, Iván Núñez aseveró que uno de los principios que debería inspirar la educación pública es el concepto de calidad integral. A su vez, menciona que la mejora continua de los procesos de aprendizaje, debería estar presente en el concepto de calidad mencionado. En la misma línea, Cristóbal Villalobos sostuvo que el proyecto de ley en cuestión es una oportunidad para hacer una transformación respecto de lo que entendemos por calidad educativa, y que esta no sólo se restrinja al cumplimiento de ciertos estándares, y a la medición de resultados de aprendizaje. 


Por su parte, Cristián Bellei planteó ocho principios que deberían orientar a una nueva educación pública: 


1. Calidad educativa integral y creciente: la educación pública debe asegurar la adquisición de conocimientos, competencias y actitudes que desarrollen integralmente a los estudiantes y les habiliten para participar crítica y productivamente en la sociedad en el campo económico, cultural, social, y político; desarrollar autónomamente sus proyectos de vida; y seguir aprendiendo a lo largo de la vida. 


2. Equidad e igualdad de oportunidades: la educación pública debe generar las condiciones para que todos sus estudiantes alcancen los objetivos y estándares de aprendizaje nacionalmente establecidos por el Ministerio de Educación, implementando las políticas compensatorias que sean necesarias para corregir las desigualdades de origen o condición entre los alumnos. 


3. Integración y universalidad: la educación pública debe ser una opción educacional para todos los niños y jóvenes, dar un trato no discriminatorio a todos los estudiantes, y evitar activamente la segregación social, étnica, religiosa, política, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades de los estudiantes, eliminando todas las barreras de acceso y permanencia, y desarrollando políticas de integración. 


4. Educación laica y respetuosa de la libertad de conciencia: la educación pública debe velar por el pleno respeto de la libertad de conciencia y pensamiento en el proceso educativo, garantizando un espacio de convivencia y formación no sectario abierto a todos los cultos y creencias religiosas. 


5. Pluralismo y multiculturalidad: la educación pública debe reconocer y valorar la diversidad de doctrinas e ideas en el plano cultural, económico, político y social, siempre respetando los derechos humanos y la convivencia democrática. Especialmente debe promover el respeto hacia las culturas de los pueblos originarios que conviven en nuestro país, sus historias, lenguas y cosmovisiones. 


6. Derechos humanos y democracia: la educación pública debe formar a sus estudiantes en el respeto, valoración y promoción de los derechos humanos, y debe constituir un espacio formativo privilegiado para la convivencia democrática, la vida republicana y el ejercicio de una ciudadanía activa, ética y responsable. 


7. Participación y responsabilidad pública: la educación pública debe garantizar y promover la participación de los estudiantes, sus familias y comunidades en el desarrollo de los proyectos educativos de los establecimientos y de la educación pública local, garantizando su derecho a la información, organización y expresión de sus intereses en los asuntos que les afectan. Adicionalmente, debe rendir cuentas ante sus comunidades educativas y locales, y hacerse responsable ante ellas por sus decisiones. 


8. Cooperación y desarrollo de comunidades educativas: la educación pública organiza sus instituciones para promover la cooperación y complementariedad entre ellas, incentivando el aprendizaje horizontal, el trabajo en red, y el desarrollo de capacidades formativas en todos sus establecimientos. Asimismo, busca conformar comunidades educativas sanas, con sentido de pertenencia y comprometidas con el bienestar de todos sus miembros.


A su vez, Iván Núñez enumeró los siguientes 8 principios de un carácter más operativo, que deberían estar presentes en la educación pública. Estos son:


1. Garantizar una cobertura y acceso universal al aprendizaje de calidad.


2. Garantizar un desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades para todos los estudiantes.


3. Garantizar el apoyo y fortalecimiento de las capacidades técnicas en cada establecimiento.


4. Asegurar el carácter especializado, multiprofesional y sistemático de la labor de apoyo y soporte técnico dirigido a los establecimientos educacionales.


5. Potenciar la participación de la comunidad local y regional en el desarrollo de la educación pública de cada territorio.


6. Favorecer la colaboración estratégica entre el sistema de educación pública con cada municipio, con las universidades y con el entorno productivo y social.


7. Basarse en una red de servicios públicos de educación con una escala y un tamaño adecuados para promover la calidad y equidad educativa. 


8. Establecer un financiamiento propio para el sistema de educación pública.


Por su parte Juan Eduardo García-Huidobro mencionó tres principios orientadores de la educación pública:


1. La eliminación de cualquier modalidad de selección de estudiantes, teniendo sólo en consideración excepciones como la aceptación de hermanos. La no selección, observa, permitiría hacer posible “procesos educativos integrados y no segregados que abran espacio para que estudiantes de distinta procedencia se encuentren.


2. La coeducación como un principio que debería regir en todos los establecimientos de la educación pública, que permitiría una socialización temprana entre hombres y mujeres, lo que finalmente superaría las fuertes desigualdades que subsisten con respecto a la situación y trato de la mujer.


3. Que los establecimientos sean completos, es decir, que impartan todos los niveles educativos, desde la educación pre escolar hasta la educación media, por las ventajas prácticas implícitas para las familias, y porque reduciría la presión por seleccionar alumnos. 


Por último, Jaime Gajardo señaló que la nueva educación pública debería incorporar como principios el laicismo y la libertad de conciencia; el pluralismo; la gratuidad; el respeto a la diversidad cultural; el compromiso con la democracia y la cultura cívica; la transparencia; la integración, la inclusión, y la calidad integral. 

III) Organización institucional de la nueva educación pública.
1) Dirección de Educación Pública.
Funciones.

Francisco Gallego consideró que el proyecto de ley entrega demasiado poder a la Dirección de Educación Pública, y se preguntó cómo ella pueda hacer su trabajo sin tener mecanismos de monitoreo y acompañamiento adecuados. En una misma línea argumentativa Ignacio Irarrázaval comentó que el organismo  interviene fuertemente sobre los Servicios Locales de Educación, lo que tendería a anular el arraigo local de los mismos. Destacó que se debe precisar el mecanismo y duración del Director del Departamento de Educación Pública, con el fin de evitar caer en ciclos políticos, que es uno de los ejes que fundamentan el proyecto de ley.

Bajo un argumento similar Nelson Águila hizo presente que la creación del Departamento de Educación Pública incorpora una nueva dependencia a la saturada burocracia del sector, desviando los esfuerzos de las autoridades de los Servicios Locales de Educación, hacia el nivel central y no hacia las escuelas donde se requieren

Con respecto a las funciones específicas del órgano que se crea, Cristóbal Villalobos observó que el proyecto otorga a la Dirección de Educación Pública funciones de coordinación y supervigilancia, mientras que él considera que la Dirección debería cumplir un rol centrado en la planificación y desarrollo de la educación pública. 


En la misma línea argumentativa, Tamara Moya estimó que el Departamento de Educación Pública no debe tener sólo un carácter administrativo sino que debe propender a la unidad de propósitos entre establecimientos escolares de todo el país. Esto debe lograrse resguardando las particularidades locales, con una malla curricular nacional, y con un marco regulatorio común. Sobre el mismo punto Jaime Gajardo propuso que el Director de la Dirección de Educación Pública tenga la obligación, y no solamente la facultad, de crear servicios regionales que vinculen los proyectos educativos de las comunas pertenecientes a los Servicios Locales de Educación, con las directrices que propone la Dirección de Educación Pública.

Asimismo Mirentxu Anaya sugirió que la Dirección Nacional de Educación cuente, al menos, con áreas de apoyo técnico-pedagógico, planificación y control de gestión, administración y finanzas, para convertirse en una contraparte efectiva para la red de los Servicios Locales. Sobre el punto anterior, Francisco Gallego comentó que no queda claro cómo el funcionamiento de la Dirección de Educación tendrá un impacto práctico sobre la calidad de la educación. 

Duplicidad de funciones entre la Dirección de Educación Pública y la institucionalidad educativa vigente.

Por otro lado Gonzalo Navarrete y Mirentxu Anaya advirtieron que en el proyecto de ley hay duplicidad de funciones. Por una parte, Navarrete señala que habría duplicación innecesaria de funciones entre las actuales Secretarías Regionales Ministeriales (SEREMIS) y las oficinas regionales, que la Dirección de Educación Pública puede crear discrecionalmente. Asimismo, Anaya señaló que en el proyecto se le exige por una parte a la Dirección de Educación Pública evaluar cada Servicio Local de Educación, y por otra parte, se le pide igual función a la Agencia de Calidad. 


En la misma línea argumentativa, Nelson Águila sugirió una revisión de las funciones, atribuciones, vínculos y coordinación entre las agencias que se crean y el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. A su vez, observó que existe una duplicidad y paralelismo de funciones entre las actuales estructuras del Ministerio de Educación y la Dirección Nacional de Educación Pública. Comenta, que las funciones que cumpliría la Dirección de Educación Pública deberían hacerse a través de estructuras existentes, como son la Dirección de Educación General y las Secretarías Regionales Ministeriales (SEREMIS). Continuó su argumento comentando que el proyecto de ley no precisa cómo se dará la articulación entre el Departamento de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación, y las agencias del Ministerio de Educación a nivel central, local y regional, es decir, con las SEREMIs y las DEPROVs, en cuanto al apoyo a los establecimientos educacionales, principalmente. Menciona que la creación del Departamento de Educación Pública, es innecesaria y contraria a la descentralización y regionalización del país, y representa una desconfianza de las elites hacia las comunidades escolares y, en definitiva, hacia las regiones del país. 


Asimismo, Ignacio Irarrázaval comentó respecto a la Dirección de Educación Pública, que no se observa una coordinación clara entre las funciones del nuevo departamento, y el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación (SACE), vigente. Observó que podría darse una duplicidad de atribuciones entre los organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad y el Departamento de Educación Pública. 


Con mayor énfasis, María Paz Arzola, estimó que se está “bypaseando” el Sistema de Aseguramiento de la Calidad creado a través de la ley N° 20.529, y se están estableciendo normas paralelas y asimétricas para los establecimientos administrados por los Servicios Locales de Educación y particulares subvencionados, antes siquiera de que la institucionalidad mencionada esté totalmente operativa. Como ejemplo de lo anterior, mencionó que, bajo la nueva institucionalidad no procederá nunca la designación de un administrador provisional para un establecimiento público, sino que en las circunstancias que lo amerite, tomará la responsabilidad, en reemplazo de éste, la Dirección de Educación Pública. 

2) Servicios Locales de Educación.
Funciones.


Cristóbal Villalobos expresó que el proyecto de ley les otorga a los Servicios Locales de Educación la facultad de desarrollar la oferta de educación pública en el territorio, determinar la apertura, fusión y cierre de establecimientos educativos. Sin embargo, el académico consideró que este rol debe cumplirlo la Dirección de Educación Pública, y no los Servicios Locales.


Por su parte, Mirentxu Anaya señaló que para que cumplan las funciones que el proyecto propone, los Servicios Locales requieren una planta altamente profesionalizada; gran necesidad de innovación pedagógica, y capacidad para la gestión de los nuevos territorios fusionados.

Elección de los funcionarios.


Con respecto a la elección de los funcionarios de los Servicios Locales de Educación, Rodrigo Egaña comentó que en el marco general del Estado chileno, el Sistema de Alta Dirección Pública (SADP) se aplica irrestrictamente a los servicios de la Administración Central del Estado que ejecutan políticas públicas. Dada la estructura y misión de los Servicios Locales de Educación, y que pertenecerán a la Administración Central del Estado y ejecutarán políticas públicas, deben formar parte del SADP. Continúa señalando que, los cargos de primer y segundo nivel jerárquico de los Servicios Locales de Educación deben adscribirse al SADP, lo que significa que se les aplicará no sólo su modelo de selección, sino que también sus normas sobre gestión del desempeño, acompañamiento, desarrollo, y modelo de compensaciones.


En esta materia, Mario Olavarría consideró que en la elección del Director Ejecutivo del Servicio Local opera una lógica de politización centralista, dado que los primeros Directores Ejecutivos serán nombrados por el Presidente de la República. Al respecto, Mirentxu Anaya comentó que el proyecto sólo contempla que el Director Ejecutivo de los Servicios Locales de Educación sea elegido por Alta Dirección Pública. Sin embargo, no se implementaría la misma modalidad de elección para los cargos de segunda línea. Agregó que la elección del primer Director Ejecutivo de los Servicios Locales de Educación debe realizarse también a través del Sistema de Alta Dirección Pública. Esto debido que el proyecto contempla que sea el Presidente de la República que lo haga.


En la misma línea argumentativa Gonzalo Navarrete sostuvo que la atribución de escoger al primer Director Ejecutivo no debiera ser del Presidente de la República, sino del Ministro de Educación, o ser nombrado por el Consejo Local de Educación, previa propuesta de la Alta Dirección Pública. Por su parte, Nelson Águila propuso que los profesionales de los servicios locales de educación sean elegidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, para asegurar su competencia y buena remuneración.


Jaime Gajardo consideró preocupante que los Servicios Locales de Educación dependan exclusivamente de su Director Ejecutivo, dado que el desarrollo de políticas nacionales no tendría las mismas condiciones en todo el país.

Funcionamiento.


Francisco Gallego planteó que en el proyecto de ley no existe una fundamentación clara para la existencia en el sistema educativo de un nivel intermedio representado por 67 Servicios Locales de Educación, y que su creación implique necesariamente el aprovechamiento de economías de escala.


En una línea argumentativa similar María Paz Arzola señaló que sacar a los municipios como sostenedores de la educación pública tiene sentido en tanto se reemplacen por entidades con mayores capacidades y con los incentivos correctos. Sin embargo, mencionó que no hay antecedentes para creer que esto se vaya a lograr con la institucionalidad propuesta y, agrega que el proyecto no propone cambios sustanciales en cuanto al funcionamiento e incentivos de los nuevos Servicios Locales de Educación. Asimismo, mencionó que los Servicios Locales de Educación serán instancias superiores a los municipios, que estarán más lejos de la comunidad, contrarios al sentido común y a la recomendación de los expertos en relación a la necesidad de avanzar hacia una mayor descentralización.

Con respecto a la definición de los Servicios Locales de Educación, Ignacio Irarrázaval cuestionó la falta de criterios específicos para la asignación de los municipios entre los Servicios Locales de Educación que el proyecto propone crear. Observó que el tamaño promedio de los Servicios Locales de Educación (20.000 alumnos) podría ser excesivo, tomando en cuenta que los estudios académicos hablan de un tamaño óptimo de entre 3.500/8.000 alumnos. A su vez, solicitó aclarar cuáles serán los indicadores utilizados y sus ponderaciones, para definir el tamaño de cada Servicio Local. Consideró que se deberían considerar aspectos como la distancia intra regional de los establecimientos, y las diferencias que existen entre ellos. A su vez, estimó que el proyecto asume que existe una causalidad entre el tamaño del Servicio Local de Educación y su desempeño, lo cual no ocurriría automáticamente, dado que hay otros factores que intervienen en el proceso.


Nelson Águila observó que los Servicios Locales de Educación, deben recoger la heterogeneidad geográfica, aportando a la integración territorial, evitando el riesgo de convertirse en solo una agrupación de comunas o escuelas. A su vez, comentó que el trabajo de los Servicios Locales debe estar orientado al desarrollo de capacidades en red, para la mejora de la calidad de la enseñanza que imparten los profesores. En este sentido, Cristóbal Villalobos propuso estructuras y directrices comunes a los Servicios Locales, y la colaboración y participación entre los mismos Servicios Locales, como al interior de éstos.


En la misma línea Mirentxu Anaya señaló que los Servicios Locales deben ser territoriales, lo que se debe explicitar más en la ley. Deben funcionar armando equipos interdisciplinarios que articulen redes y trabajen con los establecimientos abordando tres focos centrales para el mejoramiento escolar: bienestar y condiciones para el aprendizaje (convivencia, relaciones con la comunidad, apoyo a los estudiantes); gestión integral de los aprendizajes (trayectoria educativa; innovación; análisis de resultados); gestión del cambio (liderazgo, procesos de mejora). Además, propuso que haya a lo menos 50 profesionales en cada Servicio Local. El proyecto, argumentó, no asegura estructura mínima, sino que deja todo en manos de un decreto con fuerza de ley.


Ricardo Oyarzo, Edward Conley e Iván Zambrano, comentaron que es necesario crear oficinas locales anexas al Servicio, en las localidades que estén dentro de su competencia territorial y que por criterios de distancia, concentración de matrícula, razones de buen servicio o conectividad (ruralidad), se justifiquen con el objeto del apropiado cumplimiento de sus funciones. 


En otro orden, Ignacio Irarrázaval estimó que en cuanto a la capacidad que existe en el diseño institucional, para que los directores de los Servicios Locales de Educación cumplan las responsabilidades que se les otorgan, puede darse que los Convenios de Desempeño y el Plan estratégico de Educación Pública se constituyan simplemente en “formalismos declarativos, sin capacidad de hacerse exigibles”. Por lo anterior, propone incentivos, además de restringir el financiamiento de los Servicios Locales al cumplimiento de las responsabilidades asignadas.

Por último, Juan Eduardo García-Huidobro señaló que el proyecto no explicita la conexión de los Servicios Locales de Educación con las Secretarías Regionales Ministeriales (SEREMIs), ni con los Departamentos Provinciales de Educación (DEPROVs).
Financiamiento de los establecimientos dependientes de los Servicios Locales.

Jaime Gajardo comentó que el proyecto mantiene el financiamiento a la demanda, es decir, sigue condicionando el financiamiento a la elección que realicen las familias, lo que no fortalece la educación pública. Propone que el sistema de financiamiento cuente con un presupuesto administrado directamente por el Ministerio de Educación y sus instancias descentralizadas.

En la misma línea argumentativa, Arturo Escárez señaló que es imprescindible que el financiamiento provenga del Estado a través del presupuesto, considerando la realidad de cada establecimiento, y no vía subvención por asistencia, para otorgar a las escuelas y liceos una estabilidad financiera que les permita concentrarse en las tareas pedagógicas.

Fabio Salinas agregó, con respecto al sistema actual de financiamiento de la educación pública, que éste perjudica a los establecimientos municipales, dado que estos albergan a los estudiantes con mayor grado de vulnerabilidad del sistema, los que tienen las mayores tasas de deserción e inasistencia del sistema. El financiamiento por asistencia, entonces, perjudica de mayor manera a este sector educativo. Por su parte Tamara Moya y Andrea García propusieron cambiar el sistema actual de financiamiento, por un presupuesto basal que asegure estabilidad financiera, considerando la realidad de cada establecimiento.


Por su parte, Luis Durán consideró que la definición territorial para la jurisdicción de los Servicios Locales de Educación que se crearán, podría redundar en una perpetuación del déficit financiero que se observa en los municipios, dado que se agruparían en territorios que contienen municipalidades históricamente pobres. En este sentido, Juan Eduardo García-Huidobro propuso que el financiamiento de los Servicios Locales, se diseñe en una lógica de discriminación positiva, es decir, entregarle una mayor dotación de recursos, teniendo en cuenta su vulnerabilidad, dispersión y ruralidad.


A su vez, Cristóbal Villalobos sugirió generar mecanismos y protocolos para asignación justa (no necesariamente equitativa) de fondos a establecimientos, para que no quede a discrecionalidad de los Servicios Locales. Diseñar una nueva política de financiamiento ligada a condiciones de calidad y basada en una combinación de fondo basal más fondo variable. Adicionalmente, sugiere promover la sostenibilidad financiera de los establecimientos públicos con medidas, tales como: i) pago directo a docentes los que representan entre un 70% y un 90% de los gastos; ii) monto “histórico” que recibe la educación pública independiente de matrícula/asistencia en año en curso; iii) Diferenciar monto de subvención entre establecimientos públicos y establecimientos privados, como ocurriría en Canadá, Suecia, Alemania.


En esta materia, Cristián Bellei propuso que el financiamiento de la educación pública debería estar estructurado en cuatro líneas de financiamiento, cada una con sus propias lógicas y mecanismo de asignación. Agregó que el proyecto avanza parcialmente hacia el modelo propuesto. Las cuatro líneas de financiamiento son:


1. Costo del Servicio Local: El proyecto financia vía presupuesto a los Servicios Locales de Educación. Los recursos que se destinan, deberían ser suficientes para contar en cada Servicio Local con un staff profesional de alto nivel. Sin embargo, menciona que se debe realizar un análisis exhaustivo del informe presupuestario del proyecto para determinar los criterios técnicos con los cuales el Ministerio de Educación ha estimado el personal profesional que requiere cada Servicio Local.


2. Costos de operación de la escuela: El investigador considera que es importante y urgente revisar el sistema actual de subvenciones para corregir los efectos indeseados de una subvención por asistencia. Con respecto al proyecto de ley señala que, dada la mayor escala del Servicio Local, este tendrá mayores márgenes de libertad para asignar los recursos provenientes de la subvención. Los costos de operación de las escuelas debieran ser completamente cubiertos por la subvención.


3. Inversión en infraestructura educativa: Se deben crear nuevos mecanismos de planificación territorial y de inversión para la creación de establecimientos y mantención de establecimientos públicos en cada zona. Considera que el proyecto de ley, debiera ser más explícito en definir dicha planificación y establecer compromisos. 


4. Inversión en el desarrollo de la educación pública: Considera que debiera existir además una línea de financiamiento para el mejoramiento de los establecimientos públicos, distribuida en base a las necesidades del desarrollo nacional y local, las necesidades sociales y educativas, y las políticas de mejoramiento educacional nacional y local específicas de la educación pública. Este fondo debiese contar con criterios compensatorios que busquen la equidad territorial del sistema y criterios de calidad que respondan a las falencias detectadas por el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad.


Por último, Gonzalo Navarrete sostuvo que es imposible financiar un sistema con a lo menos 10 fuentes de financiamiento distintos. Propuso que el nuevo sistema de educación pública debe asegurar el financiamiento de los siguientes planes y programas:


1. Implementación del Plan de Estudio para todos los establecimientos (públicos y privados).


2. Programas de mejora asociado al cumplimiento de condiciones de calidad y superación de las brechas educacionales, con énfasis en el desarrollo de docentes y asistentes de la educación.


3. Programas o proyectos de innovación y desarrollo estratégicos.

Los Servicios Locales y la Educación Parvularia.

Según Christian San Martín que los Servicios Locales de Educación no tengan un foco específico en la educación parvularia, representaría un riesgo de sobre escolarización de la educación parvularia, fenómeno que se observaría en la actualidad, en la prestación de servicios educacionales en este nivel educativo. Observó que con el traspaso de los Jardines Infantiles a los Servicios Locales se replicará la práctica escolarizadora a los demás niveles, dado que la administración de los establecimientos estará dirigida preferentemente por profesionales especializados en Educación Básica y/o Media, quienes promoverán con mayor fuerza la preparación anticipada para el sistema escolar. En una línea argumentativa similar, Julia Requena destacó que el proyecto no distingue entre niveles educativos, y no hace una referencia específica a la educación parvularia.


A su vez, AJUNJI destacó que se desconoce el rol que ha jugado la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) en el desarrollo de la educación parvularia, al no hacer una referencia específica a una coordinación entre los Servicios Locales de Educación y la JUNJI, para la elaboración de los Planes Anuales de Educación.

En el mismo sentido, María Soledad Rayo destacó la constante exclusión de los y las educadores de párvulo en el diseño e implementación de los proyectos de ley educativos. Observa que el proyecto de ley, no es claro en cuanto a cómo podrían intervenir los profesionales y educadores de párvulo en las políticas del sector. Esta participación se podría generar a través de convenios entre la JUNJI y los Servicios Locales de Educación, o entre la JUNJI y la Dirección de Educación Pública, que crea el proyecto de ley.


Asimismo Ignacio Irarrázaval, con respecto al traspaso de establecimientos de educación preescolar a los Servicios Locales de Educación, observó que el proyecto  establece múltiples atribuciones y obligaciones a los establecimientos educacionales, sin embargo, no especifica si estas se aplican de igual manera a los jardines infantiles y salas cunas. A su vez, advirtió que los Consejos Locales de Educación no incorporan necesariamente a representantes de la educación parvularia. Por otro lado, destaca que la absorción de los Jardines infantiles Vía Transferencia de Fondos (VTF) por parte de los Servicios Locales de Educación, tendrá los mismos problemas de financiamiento actuales. Dado lo anterior, destaca que el mero cambio de administrador de los VTF no asegura un mejoramiento de su calidad.


Por último, Claudia Fasani manifestó ciertas interrogantes con respecto al rol que tendrían las fundaciones e instituciones privadas que administran los jardines infantiles y salas cunas, así como también cómo sería la administración de los recursos humanos, financieros y materiales y la participación en el diseño del apoyo técnico pedagógico y de gestión.

Servicios Locales y los liceos de Educación Técnico Profesional.

Enrique Villalón hizo hincapié en que el proyecto de ley no se hace cargo directamente de los liceos técnico profesionales de administración delegada, ni tampoco se define cuál será el rol de la educación técnico profesional media en el nuevo diseño de educación pública. Observó una contradicción entre los fundamentos del proyecto, que señala que el Estado debe favorecer y administrar un sistema de educación público y democrático, y el hecho que los liceos de administración delegada, si bien son de propiedad pública, son administrados por privados.

En la misma línea, Luis Durán señaló que son estos establecimientos los que primero deberían pasar a la Educación Pública, ya que son de propiedad del Estado.


En esta materia, Juan Eduardo García-Huidobro planteó que los liceos técnicos de administración delegada sean traspasados a los Servicios Locales de Educación, proponiendo dos modalidades de gestión dependiendo de la evaluación que se haga del régimen actual. En el caso de que exista una evaluación positiva de la gestión actual, estos se traspasarían a los Servicios Locales de Educación, manteniendo el régimen privado de administración. En el caso que exista una evaluación negativa de la gestión actual, el investigador propone que sean traspasados a los Servicios Locales de Educación, y que se cambie la administración de los mismos.

Por su parte, Luis Durán observó que el proyecto no toma en cuenta las denuncias de los educadores y asistentes de la educación que trabajan en los establecimientos técnico profesional de administración delegada. A su vez, dio cuenta de las asimetrías de las condiciones laborales entre los distintos establecimientos de administración delegada, destacando la falta de un marco común para la regulación de las condiciones laborales de los trabajadores de la educación.

Traspaso de trabajadores a los Servicios Locales de Educación.

Por su parte, Luis Durán destacó que en el proyecto no se hace mención alguna a las condiciones contractuales de los trabajadores de la educación municipalizada; sin embargo, sí se encuentra bien desarrollado el traspaso de bienes muebles e inmuebles. Además, consideró como débil la dependencia de los Servicios Locales de Educación del Ministerio de Educación, lo que redundaría en que los trabajadores no pasarán a ser considerados como funcionarios dependientes de la Administración Pública.


En esta misma línea argumentativa, Pedro Pablo Ramos resaltó que un proyecto de ley que desconoce los derechos laborales adquiridos por los trabajadores de la educación en otras leyes especiales, como son el derecho a la asociación y el derecho a la negociación colectiva, sería inconstitucional. Dado lo anterior, los trabajadores sindicalizados estarían interesados en analizar previamente sus derechos laborales, principalmente porque consideran que estos no están contemplados en el artículo 38 del proyecto de ley. Asimismo, Jaime Gajardo sostuvo que en el traspaso de los trabajadores se debe asegurar y mejorar sus actuales condiciones laborales, sin sufrir menoscabo alguno.


Por su parte, Luis Yáñez observó que las condiciones laborales de los trabajadores de la educación se precarizará, debido a que los Servicios Locales serán organismos autónomos, con patrimonio propio, que obedecen a una lógica de externalización y tercerización de servicios educativos. Así, la Dirección de Educación Pública operará como la empresa principal encargada de llevar adelante el rol del Estado, y ésta delegará en los Servicios Locales, empresas tercerizadoras, el funcionamiento inmediato del sistema, pero estas empresas no contarán con los suficientes trabajadores para desarrollar todas sus funciones, por la escasa planta que se le asigna en el proyecto, y por lo tanto tendrán que recurrir a la contratación de mano de obra tercerizada, de forma directa o a través de otros para llevar adelante el servicio.


Ricardo Oyarzo, Edward Conley e Iván Zambrano con respecto al traspaso de los trabajadores de un sistema a otro, señalaron lo siguiente:


1. Debe instalarse una mesa técnica de nueva educación pública, para resolver, por ejemplo, temas de remuneración (hoy cada municipio tiene su propio sistema de remuneraciones), reorganización de funciones administrativas según las necesidades del territorio, la determinación de los derechos adquiridos caso a caso, en el entendido que existen gremios que cuentan con contratos o convenios colectivos vigentes, etc.


2. En cuanto a la posibilidad de los municipios de contratar personal bajo el régimen de Código del Trabajo, esta excepción debe tener como objeto el mantener al personal administrativo que por algún motivo no ingrese a los nuevos Servicios Locales. Se debe modificar el articulado para que cumpla exclusivamente este objetivo, y no otro, como abrir la puerta para que por esa vía se contrate personal nuevo.


3. Sobre el procedimiento de traspaso del personal municipal a los nuevos Servicios Locales, es necesario establecer garantías mínimas en el traspaso, que los concursos abiertos que contempla la ley se realicen luego de que se traspase el servicio educacional en el territorio correspondiente, ya que para poner en marcha los nuevos Servicios Locales, el país actualmente cuenta con el personal administrativo necesario en el mundo municipal para estos efectos. Luego del traspaso de los servicios educacionales, y con el objeto de mejorar la gestión educativa del modelo, se pueden realizar los concursos abiertos que sean necesarios para encontrar otro tipo de capacidades que no estén hoy en el sistema y que ayuden a especializar aún más el modelo. 


4. Deben respetarse los derechos adquiridos de los trabajadores involucrados a la fecha del traspaso.


Por su parte, Arturo Escárez hizo presente que el traspaso de los Asistentes de la Educación, sin solución de continuidad, creará desigualdades en un mismo Servicio Local respecto a las condiciones laborales y de remuneraciones. En este orden propone un estatuto propio, con un nuevo régimen laboral para trabajadores Asistentes de la Educación. Sobre el mismo punto Tamara Moya sostuvo que:


1. Es importante que los Asistentes de la Educación cuenten con un plan de retiro para aquellos funcionarios que no están en edad de jubilar, pero quieren salir voluntariamente del sistema antes del traspaso. 


2. El artículo 31 del proyecto, que fija una modalidad de despido tipo necesidades de la empresa como el Código del Trabajo, debiese salir del proyecto, porque atenta contra la estabilidad laboral.

3. Los Asistentes de Educación serán traspasados sin solución de continuidad. Debe haber un estatuto propio de los Asistentes de la Educación.

3) Consejos Locales de Educación.
Funciones.


Con respecto al Consejo Local, Luis Riveros consideró que el proyecto de ley no debería tender hacia una excesiva centralización, sino que más bien, mantener un vínculo fuerte con la comunidad de base. En relación con lo anterior, propone centralizar el control de las líneas de política educativa, y descentralizar la gestión, fortaleciendo el rol de los Consejos Locales de Educación, es decir, que estos tengan una mayor incidencia en la gestión de los establecimientos educacionales. Para llevar a cabo esto, propuso que los Consejos Locales tengan un órgano ejecutivo que trabaje directamente con el director ejecutivo, sin perjuicio de contar con un órgano consultivo, como se plantea en el proyecto de ley.


Bajo el mismo argumento, Fabio Salinas destacó la importancia de empoderar en mayor medida a la comunidad escolar en el nuevo esquema de administración de la educación pública, dándole facultades resolutivas en cuanto al plan estratégico del establecimiento, y la elaboración de los Planes de Mejoramiento Educativo (PME) y los Proyectos Educativos Institucionales (PEI). Consideró que potenciar la organización democrática de las comunidades educativas debe ser un criterio a evaluar en los convenios de desempeño que firman los servicios locales con el Ministerio de Educación, representado en el Departamento de Educación Pública.


Por su parte, Juan Eduardo García-Huidobro ahondó sobre el punto anterior, al destacar la importancia de que los Consejos Locales no solo tengan un carácter consultivo, sino que resolutivo sobre algunas materias. Entre las cuestiones en que el Consejo Local debería tener un rol más resolutivo, el investigador menciona la apertura, fusión o cierre de establecimientos, la elaboración de los convenios de desempeño entre el Servicio Local y la Dirección de Educación Pública, y en la elección de los directores ejecutivos de los Servicios Locales.

Asimismo, Claudia Fasani cuestionó el rol consultivo asignado al Consejo Local de Educación, al igual que Pamela Meléndez, que cuestionó que dentro de las competencias de los Consejos Locales no se consideren facultades resolutivas, y propone que el Consejo Local de Educación tenga una participación concreta en la elaboración de un currículum local, que contenga valores, contenidos y habilidades pertinentes a la realidad local del establecimiento educacional. Sin embargo, señaló que en aquellos Servicios Locales de Educación que comprenden comunas muy distantes, es poco factible que exista participación real de la comunidad educativa. En este orden, propuso una mayor participación de directores y actores de la educación preescolar en los Consejos Locales de Educación.

Por otra parte, Mirentxu Anaya sostuvo que el Consejo Local debería participar en la elaboración de una política territorial con objetivos y particularidades propias de la zona, que se base en la política nacional de educación pública. A partir de esta política regional, debe elaborar los planes estratégicos, promoviendo que se haga con la participación de las escuelas. Sin embargo, estimó que no es adecuado que el Consejo tenga injerencia directa en la elaboración del Convenio de Gestión Educacional. 

Conformación y elección de miembros del Consejo Local de Educación.

Con respecto a los miembros del Consejo Local de Educación Juan Eduardo García-Huidobro propuso la presencia de representantes de los pueblos indígenas y de sectores productivos, entre otros.

Por su parte, Nelson Águila aseveró que deberían incorporarse a los Consejos Locales de Educación miembros del mundo del trabajo y de las empresas del territorio, y que la duración en los cargos de los miembros del Consejo no debería ser prorrogable, sino más bien deberían llamarse a elecciones. A su vez, consideró que el Intendente participe en la designación de los integrantes de Universidades, Centros de Formación Técnica, Institutos Profesionales y Gobierno Regional no tiene justificación, dado que provienen de instituciones autónomas.

Una opinión similar tiene Mirentxu Anaya que también afirmó que en el Consejo debiera haber actores pertenecientes al sector productivo. Asimismo, mencionó que la selección de los representantes de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica, no debe dejarse en manos del Intendente. Por último, agregó que debería someterse a revisión el que el representante del Gobierno Regional en el Consejo Local tenga una reelección indefinida.

Con respecto al representante de las Universidades, Institutos Profesionales y los Centros de Formación Técnica en los Consejos Locales, Cristóbal Villalobos hizo presente que el proyecto contempla que estos provengan de instituciones acreditadas, sin embargo, considera que sólo debiera incorporarse a las instituciones públicas.

Por otro lado, sostuvo que no queda claro porque existe una duración diferenciada de los miembros del Consejo Local de Educación. Por su parte, Pamela Meléndez señaló, con respecto a la composición de los Consejos Locales, que no se considera a directores de establecimientos educacionales, ni a actores ligados a la educación preescolar.


En la misma línea argumentativa, Ricardo Oyarzo, Edward Conley e Iván Zambrano afirmaron que es necesario que los trabajadores de la educación estén representados en el Consejo Local de Educación. Esto dado que son una parte fundamental del proceso educativo, y que el Director del Servicio de Educación no necesariamente los va a representar, ya que por definición, es un funcionario transitorio y, por lo tanto, su visión puede ser distinta a la que tienen los trabajadores de la educación que se relacionan de manera permanente con las comunidades educativas.


Asimismo, Tamara Moya estimó que no debiera incorporarse a los Alcaldes a los Consejos Locales, por la pérdida sostenida de confianza debido a la gestión deficiente del actual sistema. Consideró, a su vez, que es necesario que se cree un Consejo de Asistentes de la Educación que, reconociendo su rol educativo y social, analice y evalúe su apoyo constante a la labor docente y comunidad educativa.


Por último, Mario Leyton postuló que los miembros del Consejo Local sean designados por distintas instancias de la comunidad local. Al respecto, le complica la utilización del término designados, le parece más pertinente señalar que sean miembros electos por la comunidad, lo cual le daría mayor legitimidad y representatividad al Consejo Local.

4) Rol de los establecimientos en la nueva institucionalidad de la educación pública.

José Joaquín Brunner comentó que el diseño institucional no reforzaría ni ampliaría la autonomía de los establecimientos educacionales, ni tampoco les entregaría herramientas para instalar y desarrollar capacidades de gestión, y prácticas más efectivas de enseñanza dentro de la sala de clases. Basado en la experiencia internacional, observó que el sistema educativo chileno ha alcanzado un grado de madurez suficiente como para traspasar gradualmente más responsabilidades a los establecimientos, junto con apoyo al desarrollo de sus capacidades, con el fin de que mayores grados de autonomía les permitan transformarse en organizaciones que aprendan continuamente e innoven.


En la misma línea argumentativa, Francisco Gallego añadió que el proyecto no responde la pregunta de cómo la escuela pública logrará lo que se busca de ella. El proyecto es una apuesta a la estructura institucional y a los procesos a nivel intermedio, pero falta institucionalidad a nivel de escuela y, en algunos aspectos, en el nivel intermedio.


Por su parte, Cristóbal Villalobos comentó que falta una mención explícita al rol de la comunidad local (territorio escolar) y al de los Consejos Escolares. Propuso que se incorpore y coordine a los Consejos Escolares, y otras instancias de participación escolar, a la nueva Educación Pública.

Asimismo, con respecto a los Consejos Escolares, Gonzalo Navarrete señaló sobre las funciones del Director del Establecimiento, que el proyecto de ley omite políticas y acciones relacionadas a actividades extracurriculares, vulnerabilidad y convivencia. Acerca del tamaño del personal docente y no docente, propuso que la planta esté vinculada al menos al Plan de Estudio y la cantidad de alumnos por curso en el establecimiento.
C) Votación en general.

La Ministra Delpiano destacó su disposición a escuchar a todos y cada uno de los invitados, y se comprometió a presentar un listado con los aspectos que serán objetos de indicaciones de parte del Ejecutivo y a presentar las indicaciones formalmente en marzo.


Precisó que este proyecto es manifestación de lo que la sociedad quiere, estos es, que se garantice calidad sin importar el territorio, y que el sistema sea verdaderamente mixto y no que la educación pública sea una opción residual.


Destacó que el proyecto sin duda es perfectible y así lo han vislumbrado, de ahí que luego de escuchar a los 40 expositores invitados a la Comisión, así como las preguntas y opiniones formuladas por los diputados durante el período de audiencias públicas, el Ministerio consideró relevante abordar, entre otros, el rol rector del Ministerio de Educación, las funciones de la Dirección de Educación Pública, las funciones de los SLE, la vinculación del nuevo sistema con el Sistema de Alta Dirección Pública, la participación e incidencia del Consejo Local en la definición del Plan Estratégico Local, la vinculación de los liceos técnico profesionales del sistema de administración delegada (decreto ley Nº 3.166) con el nuevo sistema de educación pública, las precisiones en torno a la protección de los derechos laborales de los trabajadores, el rol y atribuciones del consejo de profesores y la educación parvularia en la Nueva Educación Pública.


A continuación, reiteró que el proyecto de Sistema Nacional de Educación Pública es una política de Estado cuyo principal objetivo es mejorar integralmente la calidad de la enseñanza que reciben niños, niñas, jóvenes y adultos que asisten a establecimientos públicos del país. Para lo cual el proyecto propone: 


-Una nueva y mejor Institucionalidad para la educación pública, que contará con una estructura institucional con 67 SLE distribuidos en todo Chile, que serán funcionalmente descentralizados y tendrán como foco único mejorar la calidad integral de todos los jardines, escuelas y liceos públicos, a través del apoyo en recursos humanos, financieros y pedagógicos especializados.


-Principios para la educación pública, ya que junto con crear una institucionalidad pertinente y eficaz que enfrente los desafíos educacionales, el proyecto además establece principios que provean un marco orientador y un horizonte a alcanzar para el desarrollo de la educación pública.


-Elevar el estándar de lo público, por cuanto compromete recursos basales directos a la administración de los SLE, que alcanzan los 304 millones de dólares, los cuales serán provistos cada año vía ley de Presupuestos.


-Servicios Locales que acompañan y apoyan a sus establecimientos, es decir, el proyecto busca romper la separación funcional que existe hoy entre los municipios que administran y el Ministerio de Educación que entrega apoyo técnico. Los SLE deberán hacerse responsables integralmente de la educación de los niños, niñas, jóvenes y adultos del país, con particular énfasis en el apoyo y acompañamiento técnico pedagógico de los establecimientos.


-Equilibrio entre rendición de cuentas nacional y local. El proyecto busca lograr un equilibrio entre una rendición de cuenta nacional, donde se evalúe el cumplimiento de logros establecidos en los convenios de gestión educacional y los SLE, que a través del Plan Estratégico Local sean evaluados por diferentes integrantes de la comunidad local, en especial, el Consejo Local.


-Trascender los ciclos políticos. Destacó que un aspecto central del proyecto es asegurar que los Directores Ejecutivos que lideran la administración de la educación pública no queden expuestos a los ciclos políticos electorales en forma desmedida. Por esto, se plantea una duración del Director Ejecutivo de 6 años, una remoción circunscrita al incumplimiento del convenio de gestión y una adscripción al Sistema de Alta Dirección Pública.


-La escuela en el centro. El rol de las escuelas y comunidades educativas serán el centro de esta política pública, a través de la generación de espacios de reflexión, discusión y construcción de estrategias al interior y alrededor de los establecimientos. Para ello, se ha dispuesto en el proyecto de ley que cada cuatro años el Gobierno deberá establecer una Política de Fortalecimiento de la Educación Pública, que deberá traducirse en acciones y prestaciones concretas respecto de las escuelas y sus estudiantes. 


-Promoviendo un liderazgo escolar efectivo, precisó que esta educación pública a la que se aspira como país reforzará, entre otras cosas, el liderazgo de los equipos directivos, otorgará a los jardines, escuelas y liceos mayores atribuciones en la definición y conducción de sus planes de mejoramiento.


-Colaboración y trabajo en red. Los equipos directivos, docentes, asistentes de la educación y las comunidades educativas trabajarán en redes de colaboración, con espacios de participación para compartir experiencias, aprender entre todos y promover el desarrollo de estrategias colectivas para responder a los desafíos educativos de sus comunidades. 


-Un sistema de educación pública que de garantías de participación y transparencia, para lo cual se pondrán en marcha Consejos Locales de Educación, con representantes de las comunidades educativas, autoridades municipales, académicas y regionales. Se dará mayores atribuciones a los consejos escolares y se establecerán alianzas estratégicas con actores del entorno social, cultural y productivo, entre otros.


-Gradualidad, ya que la implementación de este sistema educacional será gradual, tal como la ley de Inclusión y la Política Nacional Docente que hoy se discute en el Senado. El Estado tardará seis años en incorporar a todos los establecimientos municipales a los SLE, que será la nueva entidad administradora.

Puesto en votación general el proyecto de ley, la Comisión resultó aprobado en general, por 8 votos a favor y 5 en contra.  Votaron por la afirmativa los diputados Fidel Espinoza Sandoval, Cristina Girardi Lavín, Felipe Letelier Norambuena (en reemplazo de Rodrigo González Torres), Giorgio Jackson Drago, Yasna Provoste Campillay, Alberto Robles Pantoja, Mario Venegas Cárdenas y Camila Vallejo Dowling (Presidenta); votaron en contra los diputados Jaime Bellolio Avaria, Osvaldo Urrutia Soto (en reemplazo de Romilio Gutiérrez Pino), María José Hoffmann, José Antonio Kast Rist y Felipe Kast Sommerhoff.

Los diputados fundamentaron su voto de la siguiente forma:

El diputado Bellolio lamentó que no se haya postergado su votación, ya que el ánimo de los diputados ha sido siempre de colaboración. Además, expresó que ojalá este proyecto no sea una oportunidad perdida para mejorar la educación pública, ya que el estado actual del sistema no resiste más. Luego, el problema radica en saber si cualquier proyecto lo resolverá, y la respuesta es no, afirmó. En ese contexto, realzó que esta iniciativa lo que hace es pasar los municipios a los SLE sin entregar ninguna evidencia de que lo mejorará, además, de que basar el proyecto en economías de escala y ámbito no hace por si solo el cambio, apuntó.


Expresó que debe empoderarse a la comunidad local, por cuanto tal como lo ha demostrado la investigación, lo que más incide en las personas es la familia y, luego lo que ocurre en la interior de la escuela, esto es, el clima de la escuela y de la sala de clase, el currículum, el involucramiento de los apoderados, el empoderamiento de los directivos, entre otros, y este proyecto no toca ninguno de esos aspectos, sino solo a la institucionalidad. En este proyecto se cambia un RUT por otro, y se preguntó qué pasará con los municipios que lo hacen bien.


Manifestó que la clave es responder quién se hace cargo de lo que ocurre en las escuelas y ante quien responde el SLE, entre otros aspectos que no están claros en el proyecto.


Llamó a actuar desde una mirada de confianza hacia las comunidades educativas y manifestó su voto en contra.


La diputada Hoffmann destacó que los consensos se generan conversando. Además, precisó que si el Ejecutivo no ha formulado las indicaciones que presentará al proyecto, es difícil entender cuál es el apuro de votarlo hoy, ya que existen muchas dudas, por ejemplo, si se está retrocediendo en centralizar, cómo se compatibilizará el proyecto con la Agencia de la Calidad, cuál será el rol de los Consejos Locales, cuál será la situación de los jardines VTF, entre otras.


Precisó que en este momento se está cambiando una burocracia por otra, sin generar cambios en la calidad, pidió que se sea riguroso y se entienda que se está de acuerdo con la necesidad de cambiar el sistema, pero no con el texto del proyecto. Votó en contra.


El diputado Espinoza apuntó que es un hecho objetivo e indiscutible que el proyecto requiere de un análisis profundo y de varias modificaciones que lo perfeccionen. Pidió al Ejecutivo entregar los plazos y tiempos necesarios para mejorar el proyecto de ley. 


Asimismo, expresó que en marzo de este año ya se verán los frutos de los proyectos aprobados en el Congreso, y llamó a buscar un mecanismo que haga más igualitario el sistema de financiamiento de la educación. Votó a favor.


La diputada Girardi expresó que quienes han administrado la educación municipal conocen de las problemáticas e injusticias que provoca el financiamiento actual de la educación pública. Expresó que el sistema genera la mayor de las perversiones y ello debe eliminarse.


Además, destacó que todos los expertos han coincidido en el problema del financiamiento, de ahí que le preocupa que se cometa nuevamente un error, ya que tiene serias dudas respecto de si el financiamiento a través de la subvención y el voucher dará cuenta de las necesidades que tiene la educación hoy día. Asimismo, expresó que hay que solucionar el problema de las deudas de los municipios, y que es necesario reconocer la deuda del Estado con estos por el abandono y no haberles entregado los recursos necesarios, pese a que también se debe precisar que algunos municipios lo han hecho mal.


Finalmente, expresó que se debe solucionar la situación de los jardines VTF, que han sido abandonados por el Estado, y que espera que el Estado asuma con responsabilidad e integridad la educación. Votó a favor.


El diputado Letelier (en reemplazo del diputado González) expresó que el objetivo del proyecto consiste en mejorar integralmente la calidad de la educación. Asimismo, compartió con la diputada Girardi la existencia de deudas, por ejemplo, la deuda histórica que ha implicado que algunos profesores se hayan muerto esperando.


Expresó que Chile es uno de los pocos países del mundo en que la educación pública ha sido olvidada, y que el sistema ya no resiste más y deben recuperarse los principios de la educación pública. Voto a favor de la iniciativa.


El diputado Osvaldo Urrutia (en reemplazo del diputado Romilio Gutiérrez) expresó que fue parte del proceso de municipalización y está orgulloso de ello, ya que en esa época los municipios recibieron establecimientos sin baños, sin comedores y con otras condiciones precarias. Sin perjuicio, de que incluso muchos municipios abrieron enseñanza media donde no la había.


Expresó que con la municipalización se logró que los alcaldes se preocuparan de lo importante, la educación, y que no viniera un funcionario del Gobierno central a decirle que hacer en su comuna. Además, precisó que inicialmente nunca se pensó que fuera el municipio quien financiara los establecimientos, sino el Estado, responsabilidad que después se diluyó. Votó en contra.


El diputado Jackson expresó que se trata de un proyecto muy importante con virtudes, defectos y muchas ausencias. Compartió con el diputado Bellolio que el clima es muy importante para mejorar la calidad de la educación, de ahí que pidió al Ejecutivo que elimine los nuevos criterios de selección, ya que sumar dos normas de selección para que los establecimientos sigan segregando va en contra de lo que se pregona.


Destacó que es importante comprometer a los alcaldes y dotar de mayores atribuciones a los Consejos Locales. En materia de gestión expresó que debe quedar muy claro la conformación, competencia, tamaño, etc. de los SLE ya que se carece de información al respecto. Asimismo, pidió claridad respecto de la división de roles y funciones.


Enfatizó que los establecimientos de administración delegada deben estar en SLE. En relación a la educación parvularia no se encuentra convencido si está bien lo que se propone, precisó. En materia de financiamiento, expresó que es urgente cambiar el voucher y que para ello existe viabilidad política y financiera, aseveró. Votó a favor.


El diputado José Antonio Kast expresó que el proyecto centraliza y que las decisiones se tomarán muy alejadas de la realidad educacional de la comuna. Destacó que es un proyecto importante y que respecto a los alcaldes que lo hayan hecho bien, se debe buscar cómo reforzarlos y no quitarles la educación.


Afirmó que este proyecto solo implica un cambio de sostenedor, y no se trata ni a la familia, que es lo más importante y más difícil, ni a la escuela efectiva, sino solo la institucionalidad. 


Además, precisó que la urgencia en votar la iniciativa no dice relación con el interés en la calidad de la educación, sino que se trata de una urgencia política. Expresó que le hubiese gustado que se implementaran planes piloto y se pusieran los recursos donde se necesita, como la calidad de los docentes y la violencia al interior de las escuelas, ya que sin ello, no habrá calidad. Votó en contra.


El diputado Felipe Kast expresó que es una buena noticia para Chile discutir de educación pública, sin embargo, el modelo estructural que se propone no es bueno y no va a cambiar la situación actual, de ahí que hubiese sido bueno implementar modelos o pilotos.


Expresó que dejar todo en manos de un Servicio implica que se va a matar la innovación, y que el diseño en materia de financiamiento en lugar de nivelar hacia arriba hace lo contrario, por ejemplo, quitando recursos a algunas comunas, como Las Condes.


Luego, junto con mostrar una buena disposición al dialogo, se mostró preocupado en materia de educación inicial, ya que la reforma a la educación pública debe ser provechosa para equiparar la situación de los VTF, afirmó. Pidió que se profundice la duplicidad de funciones en el servicio que se genere. Votó en contra.


La diputada Provoste expresó que la desmunicipalización es parte importante de la reforma, y si bien se han enfrentado las situaciones de infraestructura, no así las inequidades que existen entre los diversos municipios. Apuntó que este proyecto debe contribuir a mejorar estas desigualdades, y que espera que Chile sea visto como un gran modelo de la educación.


Expresó que si bien en Chile existe un alto crecimiento, no se hace con igualdad. Y en la educación pasa lo mismo, ya que si bien se ha crecido en cobertura, los niños quedan sujetos a la calidad de la educación que provee su comuna.


Manifestó que confía en que en la discusión en particular se debata sobre aspectos territoriales, de estructura y de financiamiento. Asimismo, afirmó que no es posible retroceder en materia de derechos adquiridos de los trabajadores y valoró el compromiso del Ejecutivo en ese sentido. Votó a favor.


El diputado Robles expresó que vota a favor, porque se trata de una necesidad pura y clara del Estado, porque el año 2006 los estudiantes secundarios le pidieron a la Presidenta Bachelet que desmunicipalizara, y porque el proyecto busca cambiar la educación pública, y esta es la única que puede entregar igualdad a los chilenos.


Precisó que, pese a que algunos alcaldes lo hacen muy bien, otros están preocupados de su electorado y no de la educación. Expresó que la descentralización debe ser bien entendida con una administración del territorio razonable.  Además, expresó que le gustaría que hubiese un gran acuerdo entre los parlamentarios, porque cuando se legisla desde el acuerdo, las reformas tienden a perdurar en el tiempo.


Llamó a mejorar el financiamiento de la educación, ya que no puede estar supeditado al voucher. Afirmó que el Estado debe ser responsable totalmente, en áreas como la salud y la educación, entre otros. Además, expresó que no se debe configurar una nueva deuda histórica.


En materia de educación parvularia realzó que esa es la generación que se puede rescatar -de 0 a 6 años- y ahí hay urgencia.  Sostuvo que la solución del Ejecutivo de traspasar los jardines VTF a los SLE es tecnócrata e inadecuada.


Finalmente, expresó que los únicos establecimientos municipalizados que, en general, en los últimos 10 años están entregando jóvenes para participar en la elite intelectual son los emblemáticos, y pidió que se mantengan.


El diputado Venegas señaló que hay apuro, porque el Gobierno quiere impulsar estos proyectos y porque la nueva mayoría tiene el derecho a cambiar la educación del país, y si a otros no les gusta deben sincerarse y no usar una y otra vez el mismo argumento que se usó en los otros proyectos, esto es, que no se mejora la calidad, pese a que la ley de Inclusión, por ejemplo, hace cambios importantes eliminando el copago, y la Carrera Docente está a punto de aprobarse con el apoyo del gremio.


Precisó que la gradualidad es precisamente un piloto y se comenzará con las comunas más pequeñas. Además, el problema no es que la toma de decisiones esté más lejos o cerca, sino que se adopten buenas para la educación de los niños. Sin embargo, estimó indispensable que en el debate en particular se modifiquen diversos aspectos. Votó a favor.

La diputada Vallejo expresó que vota a favor porque comparte el objetivo del Gobierno y tiene confianza que este también comparte los defectos y debilidades observados, las que espera que se mejoren en el debate.


Expresó que la educación tiene que ver con muchos factores, siendo el más importante el que dice relación con la estructura y modelos del sistema educativo. De ahí que cuando se argumenta que es un mero cambio de sostenedor y, al mismo tiempo, se afirma y critica por qué se le quita la educación a quienes lo ha hecho bien, es contradictorio.


Sostuvo que la evidencia demuestra que la dependencia del ciclo político implica sobredotaciones y no depender de ello es trascendental. Además, los municipios que lo hacen bien son inferiores al 10%, por ende no se puede hacer una excepción a la regla general, precisó.


Expresó que el proyecto obliga a los directores a responder a un instrumento construido con la particularidad de las comunidades de su territorio y responden al nivel central.


Finalmente, expresó que el proyecto debe mejorar varios aspectos, como el financiamiento y lo que dice relación con los derechos adquiridos de los trabajadores.

D) Votación en particular.
Título I Disposiciones Generales

Artículo 1°


El objeto de la ley es crear el Sistema de Educación Pública, establecer las instituciones que lo componen y regular su funcionamiento.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación el artículo 1°, resultó aprobado por mayoría de votos.  Se pronunciaron a favor los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, Jackson, Felipe Kast, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas.  Se abstuvo la diputada Hoffmann (10-0-1).

Artículo 2°

Establece como objeto del Sistema de Educación Pública proveer una educación pública, gratuita y de calidad, laica y pluralista.


La diputada Girardi enfatizó que debe quedar muy claro en el proyecto que es el Estado quien debe proveer la educación pública a través de los establecimientos educacionales.


El diputado Bellolio apuntó que el objetivo de sus indicaciones al artículo 2° y artículos sucesivos, es que el foco de la educación pública debe estar basado en la calidad y que los padres elijan el establecimiento educacional para sus hijos, de ahí que no comparten con el Gobierno que centralizar la educación se traduzca en calidad.


Asimismo, destacó la importancia de lo local y se refirió a la Estrategia Nacional de Educación Pública y la Agencia Nacional de Educación Pública, que se establecen por las indicaciones presentadas en conjunto con los diputados Gahona y Hoffmann a este artículo y en los sucesivos.  Finalmente, afirmó que las indicaciones se basan en diversos estudios y ofreció proporcionarlos a la Comisión.


La Ministra Delpiano, en relación a lo señalado por el diputado Bellolio expresó que está en conocimiento de que existen 25 municipios que cuentan con uno más establecimientos con sobresaliente calidad de la educación, pero el proyecto plantea que en un plazo prudente se termine la administración de los municipios, porque estos son regidos por personas electas por 4 años y nada garantiza que la buena gestión de un alcalde se mantenga en su sucesor.


Además, de que han propuesto que los mejores municipios, en términos educativos, queden al final del traspaso. Precisó que sus indicaciones no son admisibles porque van en contra de una parte esencial del proyecto, y destacó que los SLE serán entes autónomos que van más allá del ciclo político, que solo tendrán como objetivo administrar la educación y que debe garantizarse la calidad de la educación en todo el territorio.


La diputada Provoste manifestó compartir el excesivo centralismo del proyecto de ley y que debe garantizase la calidad de la educación y que los estudiantes deben desarrollar al máximo sus talentos en todo el territorio, sin depender de un municipio.  Estimó que en los términos del proyecto es escuálido el objeto del Sistema de Educación Pública, siendo necesario incorporar otros elementos como los que propone en su indicación.


El diputado Espinoza pidió a la Ministra de Educación que se explique si los SLE tendrán la posibilidad de no regirse por criterios centralistas, por ejemplo, como ocurre con los textos escolares.


Precisó que a pesar de los esfuerzos que se han realizado y la inmensa cantidad de recursos que se han inyectado a la educación pública, los dichos de la Ministra de que solo 25 de 346 municipios tienen excelente calidad de la educación, demuestra que las cosas se están haciendo mal y que se requiere un cambio de administración.


Consultó cómo en el nuevo modelo se va a garantizar que los recursos estén dentro del aula.  En materia de administración delegada, destacó que deben considerarse en este proyecto, además, de entregarles mayores recursos a quienes lo hacen bien, como es el caso del liceo técnico de Río Negro.


La diputada Vallejo expresó que la indicación de la UDI es radicalmente opuesta a lo presentado por el Ejecutivo y consultó si tienen fundamentos para justificar por qué su propuesta puede constituir una mejor alternativa.


El diputado Felipe Kast consultó sobre el Sistema de Alta Dirección Pública.


El diputado Venegas expresó que el proyecto se refiere estrictamente a los establecimientos públicos y que tiene la convicción de que cuando haya un ente con giro único con las características que señala el artículo 2°, se garantizará una educación de calidad para todos. Estimó que el Estado debe preocuparse de los colegios de su propiedad y que no comparte la creación de otros modelos ni estima que sea centralista, porque se crean 67 SLE.


El diputado Jackson consultó al Ministerio si las indicaciones presentadas por la UDI van en contra de las directrices de la OECD.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para reemplazar en las oraciones iniciales desde la palabra: “proveer” hasta “del Estado” por la siguiente expresión: “que el Estado provea, a través de los establecimientos educacionales de su propiedad y administración”, seguido de una coma, y para reemplazar la expresión “dependientes” por la frase “que forman parte”.


La Ministra Delpiano expresó que el artículo 2° es el corazón de la propuesta del Gobierno, y que su redacción, pese a que es diversa a la propuesta por la diputada Girardi, tiene igual objetivo y se conforma con la ley General de Educación.


Puestas en votación la indicación, resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Gahona, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles y Vallejo. Se abstuvieron los diputados Gahona y Venegas (8-0-2).


2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar del artículo 2° la expresión “y administración”.


El Presidente de la Comisión, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en virtud del artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


Puesta en votación la indicación resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. A favor votaron los diputados Bellolio, Gahona y Felipe Kast (3-8-0).


3) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para suprimir del artículo 2° la expresión “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública que son creados en la presente ley,”.


El Presidente de la Comisión, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en virtud del artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


Puesta en votación la indicación resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. A favor votaron los diputados Bellolio, Gahona y Felipe Kast (3-8-0).


4) Del diputado Robles para reemplazar la palabra “que promueva” por “que garantice”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en virtud del artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


5) De la diputada Provoste para agregar un nuevo inciso segundo, del siguiente tenor: 


“El sistema velará por el respeto a las particularidades de cada nivel educativo, considerando la integralidad, pluralidad y el apoyo constante a las y los estudiantes. En particular, deberá considerar las características propias de los establecimientos que imparten el nivel parvulario.”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Felipe Kast, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas (10-0-0).


6) De los diputados Espinoza, Jackson y Vallejo para agregar luego de la palabra “libertad”, la frase: “considerando las particularidades locales y regionales”.


Puesta en votación resultó aprobada por mayoría de votos, con los votos a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Felipe Kast, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. Se abstuvo el diputado Gahona (10-0-1).


7) De las diputadas Girardi y Provoste para agregar un inciso final al artículo 2°, del siguiente tenor:


“Promoviendo un proceso de formación integral y promoción social, una cultura de paz, justicia y solidaridad, participación y democracia, que permita convivir en un ambiente de interculturalidad.”.


El diputado Bellolio consultó si la indicación debería ser objeto del mecanismo de consulta indígena. Asimismo, precisó que debería insertarse en los principios del proyecto.


El diputado Jackson consultó si el vocablo idóneo es el de multiculturalidad o interculturalidad.


La diputada Girardi expresó que si como país no se garantiza que las culturas originarias se mantengan a través de la educación, estas se perderán.


El diputado Venegas expresó que en la ley General de Educación se fijan ampliamente los objetivos de la educación; de ahí que comenzar, en este proyecto, a especificarlos hace correr el riesgo de que persiguiendo un buen fin, se desvirtúe el objetivo del mismo o se dejen afuera algunos.


Las diputadas Girardi y Provoste retiraron la indicación, para presentarla en el artículo 4°.


Puesto en votación el artículo 2°, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, González, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Bellolio, Gahona y Felipe Kast (8-3-0).
Artículo 3°

Fija como integrantes del Sistema al Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, los Servicios Locales de Educación y los establecimientos educacionales.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el artículo 3° por el siguiente nuevo: 


“Artículo 3°.- Integrantes del Sistema. Integran el Sistema, los establecimientos educacionales que dependen de los Servicios Locales de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV de la presente ley; los establecimientos educacionales que dependen de municipalidades y corporaciones municipales; los Servicios Locales de Educación Pública, en adelante también los “Servicios Locales”;  la Agencia Nacional de Educación Pública; y el Ministerio de Educación.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en virtud del artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


2) Del diputado Espinoza para suprimir la conjunción “y” que antecede a la frase “los establecimientos educacionales” y reemplazar la coma (,) que sigue a “éstos”, por la siguiente frase: “conformados por la comunidad educativa, de acuerdo a lo establecido en el artículo 42”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Felipe Kast, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas (11-0-0).


3) De la diputada Girardi para reemplazar la expresión “dependen” por la frase “forman parte de estos”.


La diputada Girardi, expresó que la voz “depender” implica que existe una relación jerárquica.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Gahona, González, Girardi, Jackson, Felipe Kast, Provoste,  Robles,  Vallejo  y  Venegas.  En  contra  votó  el  diputado  Espinoza (10-1-0).


Se facultó a la Secretaría de la Comisión para modificar el orden del artículo 3°, de manera que queden en primer lugar los establecimientos educacionales y, al final, el Ministerio de Educación.


Puesto en votación el artículo 3°, resultó aprobado por mayoría de votos. Se pronunciaron por la afirmativa los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Bellolio, Gahona y Felipe Kast (8-3-0).

Artículo 4°


Consagra como principios del sistema calidad integral, mejora continua de la calidad, cobertura nacional y garantía de acceso, desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades, colaboración y trabajo en red, proyectos educativos inclusivos, laicos y de formación ciudadana, y pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad.


Al respecto, el diputado Bellolio sostuvo que los principios del sistema no pueden ser una mera declaración, sino que un todo coherente con el resto del proyecto de ley, por lo que, planteó una inquietud al Ejecutivo en relación a la garantía de acceso y cobertura. Específicamente consultó qué ocurre con las necesidades especiales, que requieren del apoyo de otros profesionales y como ello puede garantizarse en el sistema, y si los deberes del Estado que se consagran en este artículo pueden ser exigibles a través de un recurso judicial.


El diputado Venegas expresó que el artículo 4° hace un esfuerzo por dibujar los principios rectores del nuevo sistema. 


La diputada Girardi manifestó que hay una mirada crítica de cómo es hoy la educación -basada en el individualismo/consumismo- y cómo mejorarla.


El diputado Robles expresó que los principios que enuncia el artículo 4° generan un marco general respecto del contenido de este proyecto.


La Subsecretaria Quiroga destacó que han puesto atención a las indicaciones parlamentarias y que estas, en general, tienden a enriquecer la propuesta del Ejecutivo.

Letra a)


Se presentó la siguiente indicación:


-Del diputado Robles para reemplazar el literal a) del artículo 4° por el siguiente: 


“a) Calidad integral. El Sistema se orientará hacia la provisión de una educación de calidad que permita a los y las estudiantes acceder a oportunidades de aprendizaje para un desarrollo integral, llevar adelante sus proyectos de vida y participar activamente en el desarrollo social, cultural y económico del país. Para ello, el Sistema promoverá el desarrollo de los y las estudiantes en sus distintas dimensiones, incluyendo la espiritual, ético-moral, cognitiva, afectiva, artística y el desarrollo físico, entre otras, así como las condiciones para implementar y evaluar el cumplimiento del currículum.


El Sistema velará por que el proceso educativo que se desarrolle en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales provea a los y las estudiantes las oportunidades de recibir una educación de calidad, mediante actividades curriculares y extracurriculares, así como a través de la promoción de una buena convivencia escolar que prepare a los y las estudiantes para la vida en sociedad.”.


La Subsecretaria Quiroga expresó que la indicación enriquece el proyecto y va a tono con la propuesta original del Ejecutivo.


El diputado Verdugo estimó que es muy importante involucrar a los actores del proceso educativo y ellos deberían recogerse en esta indicación, tal como los señalaba en su primera indicación el diputado Robles con la frase: “por parte de los actores involucrados en procesos formativos”.


El diputado Jackson propuso agregarle la frase “y las necesidades y adaptaciones que la comunidad educativa convenga, en lo pertinente”, de manera de incorporar lo que sugiere el diputado Verdugo.


Puesta en votación la indicación con la modificación concordada por la Comisión, resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo la diputada Hoffmann (9-0-1).
Letra b)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar la letra b) del artículo 4° por la siguiente:


“b) Mejora continua de la calidad. El Sistema velará por el mejoramiento sostenido de los procesos educativos que se desarrollen en los establecimientos educacionales dependientes de los municipios, corporaciones municipales y de los Servicios Locales, con el objeto de alcanzar una educación de calidad. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos definidos en la Estrategia Nacional de Educación Pública y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades.


El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios Locales y los establecimientos educacionales de su dependencia, alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución de la República.


2) De los diputados González, Girardi y Provoste para agregar en el párrafo segundo, a continuación de la palabra educativo, la siguiente oración, reemplazando el punto final por un punto seguido.


“Tratándose de la educación parvularia, estas acciones comprenderán el apoyo psicosocial y profesional en materias propias de dicho nivel”.


El diputado Venegas expresó que al explicitar solo la educación parvularia se deja afuera el todo el resto del sistema que hoy entrega ayuda psicosocial, como ocurre con la ley SEP. Pidió que se amplíen las acciones en todos los niveles.


La diputada Girardi pidió que en esta ayuda psicosocial se limite la medicación a los niños con la frase “evitando al máximo la medicación”, ya que actualmente el 60% de los menores están siendo medicados, lo que a su juicio, es un “crimen”.


El diputado Bellolio apuntó que el artículo 4° solo habla de principios generales y que estima inadecuado referirse a la medicación en esta parte del articulado, sin perjuicio de que puede verse más adelante, en normas específicas.


Finalmente, la Comisión consensuó en el siguiente texto:


“, en todos los niveles educativos, y especialmente tratándose de la educación parvularia, estas acciones comprenderán el apoyo psicosocial y profesional en materias propias de dichos niveles.”.


La Subsecretaria Quiroga destacó que la indicación en los términos acordados refuerza y enriquece la propuesta del Ejecutivo.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Verdugo (8-0-0).


3) Del diputado Robles para reemplazar el literal b) del artículo 4° por el siguiente: 


“b) Mejora continua de la calidad.  El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios  y los establecimientos educacionales de su dependencia, alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos generales definidos en la ley y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades.”.

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución de la República.


4) De la diputada Girardi para agregar el siguiente inciso final a la letra b) del artículo 4°:


“En consecuencia no podrán existir colegios de elite basados en sistemas de selección arbitrario”.


El diputado Bellolio expresó que los sistemas de selección arbitrarios son contrarios a la Constitución y que la palabra “elite” es innecesaria, por cuanto esta implica ir en contra de algunos proyectos educativos, por ejemplo, en colegios con orientación musical o de excelencia académica.


El diputado Jackson apuntó que los liceos emblemáticos hacen un filtro entre todos los estudiantes que se encuentren en una misma situación y de ahí escogen a los mejores, en conformidad a un método de evaluación determinado. Afirmó que la selección no es una acción positiva, sino una discriminación.


La diputada Girardi expresó que no está en contra de que existan escuelas artísticas, musicales, de educación física, entre otras, siempre y cuando a esa escuela ingresen todos los deseen aprender ese tipo de formación determinada. 


Finalmente, la indicación fue retirada por su autora, para ser presentada en un artículo posterior.

Letra c)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Provoste y Venegas para reemplazar la frase: “propenderá a garantizar” por “asegurando”.


2) De los diputados Provoste y Venegas para reemplazar la frase “debiendo asegurar para ello” por la conjunción “y”.


El diputado Bellolio expresó que de la redacción del Ejecutivo se desprende que una persona, sin importar su edad, puede ingresar a cualquier nivel educativo.


La Subsecretaria Quiroga manifestó que las indicaciones mejoran la redacción del Ejecutivo. En relación a lo señalado por el diputado Bellolio expresó que su preocupación sobre la redacción no debe ser tal, por cuanto la norma consagra expresamente la frase: “en conformidad a la ley”.


Puestas en votación ambas indicaciones, resultaron aprobadas por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Verdugo (8-0-0).


3) De la diputada Provoste para agregar a continuación de la palabra “persona”, la siguiente oración: “en particular, aquellas que tengan necesidades educativas especiales”.


Se acordó por unanimidad de los miembros de la Comisión, una nueva redacción de la indicación, en el siguiente sentido: “incluyendo especialmente a quienes tienen necesidades educativas especiales”.


La Subsecretaria Quiroga estimó que la nueva redacción de la indicación pone énfasis en las necesidades educativas especiales y enriquece el texto.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Verdugo (8-0-0).


4) Del diputado Espinoza para introducir en el literal c), sobre “Cobertura nacional y garantía de acceso”, a continuación de la palabra “acceso”, lo siguiente: “gratuito e inclusivo”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Las siguientes indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


5) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el artículo 4°, literal c), la frase “propenderá a” por la palabra “debiendo”.


6) De los diputados Venegas y Arriagada para reemplazar, en el artículo 4° letra c, la expresión “propenderá” por “deberá”.

Letra d)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo literal d), pasando el actual a ser e), del siguiente tenor: 


“d) Desarrollo Integral Sustentable. El Sistema, se encargará de promover el desarrollo de conocimientos, habilidades y valores, desde la propia identidad, que permitan a las personas y a la comunidad garantizar su supervivencia y bienestar, a través de una adaptación creativa y constructiva en el contexto. El desarrollo sustentable implica generar la capacidad en las y los estudiantes para analizar problemas diversos y complejos, la habilidad para entenderlos y buscarles la mejor solución. Un ser humano con una formación integral, es una persona consciente de su papel individual pero integrado en una comunidad, es una persona con una orientación ética, en función del bienestar global; solidaria, pragmática y con criterio.”.


La diputada Provoste anunció que se reformulará para presentarla en una letra posterior del artículo 4°.


2) Del diputado Espinoza para reemplazar en la letra d) la expresión “acciones” por “medidas de acción positiva” y la expresión “reducir” por “evitar o compensar”.


La Subsecretaria Quiroga precisó que la indicación refuerza el espíritu del proyecto, sin embargo, estimó que sería más adecuado mantener el verbo “reducir”.


La Comisión consensuó, por unanimidad, agregar luego de compensar, la frase: “las consecuencias derivadas de”.


Puesta en votación la indicación modificada, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas), y Verdugo (10-0-0).

Letra e)


Se presentó una indicación del diputado Robles para agregar en la letra e) un párrafo segundo del siguiente tenor:


“Asimismo, los Servicios Locales propenderán a realizar un trabajo colaborativo con órganos pertenecientes a los sectores de salud, deporte, cultura, entre otros, y con sostenedores de la educación particular y particular subvencionada.”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas) y Verdugo (10-0-0).

Letra f)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Robles para incorporar entre las palabras “compromiso de los y las estudiantes con los derechos humanos” la expresión “valores republicanos”.


Fue retirada por su autor.


2) De la diputada Girardi para agregar después de la palabra “responsable” lo siguiente: “promover el cuidado y respeto por el medio ambiente” 


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas) y Verdugo (10-0-0).
Letra g)


Se presentó una indicación del diputado Espinoza para incorporar en el literal g), sobre “Pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad”, las siguientes modificaciones:


-Para introducir a continuación de la palabra “participación” la palabra “vinculante”.


-Para agregar a continuación de la palabra “derecho” lo siguiente: “a voto,”.


La Subsecretaria Quiroga expresó que aprobar la indicación en los términos propuestos, a nivel de principios, puede incluso chocar con otras normas del mismo proyecto u otras leyes, pese a que está dispuesta a discutirlo en ciertos artículos específicos.


Se acordó por unanimidad de los diputados presentes incorporar solo la primera modificación que introduce la palabra “vinculante” en el párrafo segundo de la letra g).


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas (9-0-0).
Letras nuevas


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Robles para incorporar en el artículo 4° Principios del Sistema, una nueva letra h) del siguiente tenor:


“h) Valores Republicanos y Derechos Humanos. El sistema promoverá la educación y difusión de los valores republicanos, entendiéndose por tal aquellos propios de la práctica constante y uniforme de una sociedad democrática, laica y pluralista; tales como la democracia, libertad, igualdad, solidaridad, tolerancia, fraternidad, laicismo, entre otros, así como también la educación en derechos humanos, definidos como aquellos inherentes a toda persona por su condición de tal, y reconocidos en diversos tratados internacionales suscritos por Chile.”.


La Subsecretaria Quiroga expresó que la intención de la indicación es hacer ciertos énfasis en materias que enriquecen el proyecto.


Luego, a iniciativa del diputado Bellolio y por acuerdo unánime de los diputados presentes se acordó agregar a continuación de la palabra “pluralista”, la frase “respetuosa de toda expresión religiosa”.


Puesta en votación en esos términos, resultó aprobada por unanimidad de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Norambuena (en reemplazo de Hoffmann), Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Verdugo (10-0-0).


2) De las diputadas Provoste y Girardi para agregar la siguiente letra i) nueva:


i) Integración con el entorno y la comunidad. El Sistema se encargará de promover el desarrollo de conocimientos, habilidades y valores que permitan a las personas y comunidades contribuir a asegurar, desde sus propias identidades, su supervivencia y bienestar, a través de una relación creativa y constructiva con sus respectivos entornos, reconociendo la interculturalidad, según lo establecido en el artículo 3°, literal m) de la ley N° 20.370 (arreglar referencia si se aprueba).  Para ello, los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales deberán propender a formar personas conscientes de su individualidad, pero integradas en una comunidad y en el entorno, promoviendo una cultura de paz, justicia y solidaridad, participativa y democrática, comprometida con la conservación del medio ambiente.”.

Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Norambuena (en reemplazo de Hoffmann), Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Verdugo (10-0-0).


Puesto en votación el artículo 4° resultó aprobado por unanimidad de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Norambuena (en reemplazo de Hoffmann), Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (11-0-0).

Título II De la Dirección de Educación Pública.


En este título, la Comisión escuchó el planteamiento de dos expertos, en virtud de lo dispuesto en el artículo 223 del Reglamento de la Corporación.


El señor Luis Cordero Vega, profesor de Derecho Administrativo de la Universidad de Chile, asistió a la sesión 174ª, efectuada el día martes 22 de marzo y señaló en su exposición que desde un punto de vista general las últimas leyes aprobadas en el Congreso se caracterizan por separar las definiciones de política pública de las definiciones de diseño institucional. Asimismo, manifestó que un tema central de los últimos 20 años en materia de gestión pública ha sido la gran creación de organismos públicos con el propósito central de lograr resultados públicos en un contexto determinado de implementación de unidades de gestión.


En relación con el diseño institucional, precisó que la particularidad de este proyecto de ley consiste en cómo se garantiza la provisión de educación pública directa; de ahí que, lo más importante es el diseño de los Servicios Locales, más que de la Dirección Nacional, debido a que la estructura gubernamental interna de los SLE está hecha sobre la base de evitar una inadecuada practica en los modelos de implementación de organismos públicos sujetos al sistema de alta dirección pública (ADP).


Enfatizó que constituye el corazón de este proyecto y una buena decisión de política pública colocar énfasis en los SLE e instrumentos de gestión, tratando de neutralizar el ciclo político, sin embargo, cabe preguntarse en la parte de definición general, cuál debe ser el diseño institucional correcto.

Al respecto, apuntó que el Congreso tiene tres opciones: 1) Crear subdivisiones dentro de un Ministerio, aun cuando la mayoría de los Ministerios con divisiones operativas importantes son muy antiguos, muy grandes y con un peso burocrático gigante que entraba la gestión, por ejemplo, Ministerio de Educación y Ministerio de Minería. 2) Crear órganos centralizados. 3) Crear órganos descentralizados.


Afirmó que el proyecto tiene el atributo de garantizar la independencia del Director, especialmente del ciclo político, supliendo lo que no se ha podido hacer con el sistema de ADP, lo que combinado con elementos de gestión, probablemente generaran un buen sistema de rendición de cuentas.


Finalmente, expresó que cabe preguntarse si en el sistema educativo chileno es posible que un consejo de participación pública tenga atribuciones resolutivas, y al respecto respondió que no, porque en el sistema institucional el que adopta una decisión sobre responsabilidad pública debe tener el correlato de esa responsabilidad. Es decir, podría empoderarse a las comunidades, pero analizando la responsabilidad que ello acarrea.

El señor Harald Beyer Burgos, Director del Centro de Estudios Públicos (CEP), asistió a la sesión 175ª, efectuada el día miércoles 23 de marzo y mencionó en su presentación que la calidad de la educación depende críticamente de la “efectividad de las escuelas”. Mencionó que para que ello se logre, la institucionalidad educativa debe promover la autonomía, liderazgo directivo, compromiso docente, atributos que no siempre pueden emerger en sistemas institucionales centralizados. Señaló que, la educación es sobre la formación de ciudadanos, lo que requiere necesariamente el involucramiento de la comunidad, lo que resulta difícil de alcanzar en estructuras poco descentralizadas.


Sostuvo que la elaboración de los planes y programas para la educación pública dependen demasiado del Director Nacional de Educación Pública. Consideró que es difícil que estos planes y programas se traduzcan en una iniciativa nacional ampliamente compartida o que puedan constituirse en un impulso de esta educación. Por ello, propuso que la elaboración de la estrategia nacional de educación pública tenga un procedimiento similar a la elaboración del currículum, es decir, sea elaborada por el Ministerio de Educación con una amplia participación y consulta, con discusión en el Congreso, y con ratificación del Consejo Nacional de Educación. La estrategia tendría un horizonte de 10 años plazo, y debería ser actualizada por cada nuevo Gobierno.

Asimismo, propuso que los Servicios Locales de Educación cuenten con un Consejo Directivo. Sugirió que la mayoría de los miembros del Consejo sean elegidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, y que los otros miembros sean elegidos democráticamente, excluyendo como candidatos a funcionarios de los Servicios Locales de Educación.

En la misma línea, mencionó que en el proyecto de ley hay un nulo aprovechamiento de la experiencia de municipios que están funcionando bien, y que existen nulas posibilidades de que escuelas y liceos de buen desempeño ganen en autonomía. En función de lo anterior, propuso que los municipios de altos estándares de desempeño, medidos por SIMCE, mantengan la administración de establecimientos educacionales estableciendo convenios de largo plazo con el Ministerio de Educación. Estos Municipios deberán organizar su educación de acuerdo a los criterios que establezca el proyecto para los Servicios Locales de Educación.

Por último, señaló que los planteles escolares y equipos directivos de los establecimientos están poco relevados en el proyecto de ley. Consideró que los Directores son actores más bien pasivos, y que tienen una escasa participación en la elaboración de planes estratégicos y anuales. Por lo anterior, propuso establecer formalmente una instancia (Conferencia de Directores) que se reúna al menos dos veces al año con el objeto de revisar junto al director ejecutivo del Servicio Local de Educación y su equipo, los planes educativos y la gestión técnica pedagógica de los establecimientos escolares. Esto permitiría relevar el papel de los Directores y compartir experiencias, con el propósito de mejorar los aprendizajes de los estudiantes.


En conclusión, consideró que si bien el proyecto de ley de desmunicipalización considera algunos aspectos interesantes en su elaboración, la institucionalidad que propone para fortalecer la educación pública es muy débil y difícilmente tendrá la capacidad de satisfacer los objetivos que se propone. Frente a esta observación, propuso un esquema distinto que intenta hacerse cargo, por un lado, del deseo de desmunicipalizar la educación y, por otro, de asegurar una nueva organización que fortalezca los niveles intermedios, que tenga capacidad de aprender de sus errores y promueva procesos de corrección que aseguren un mejoramiento continuo. Sobre todo, que posibilite que los planteles escolares vayan crecientemente haciéndose cargo de los desafíos educacionales que tienen por delante.

El señor Roco expresó que el título II crea una dirección pública, porque aprovecha mejor, por un lado, las capacidades instaladas (menos costos de transacción) y por otro lado, el carácter de ser un servicio público con mejores capacidades administrativas.

Párrafo 1°, nuevo

Se presentó una indicación de los diputados Venegas y Arriagada para agregar a continuación del Título II “De la Dirección de Educación Pública” un nuevo párrafo primero: “Párrafo 1° Objeto, funciones y atribuciones”.


Puesta en votación resultó aprobada por mayoría de votos, con los votos favorables de los diputados Bellolio, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo la diputada Hoffmann (9-0-1).

Artículo 5°


Crea la Dirección de Educación Pública como servicio público descentralizado, dependiente del Ministerio de Educación.


Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el Título II por el siguiente: “Título II De la Agencia Nacional de Educación Pública”.


Artículo 5°.- Definición. Créase la Agencia Nacional de Educación Pública como un organismo autónomo, descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Su domicilio será la ciudad de Santiago.


Artículo 6°.- Objeto. Corresponderá a la Agencia Nacional de Educación Pública, en adelante la Agencia, coordinar y evaluar la implementación de la Estrategia Nacional de Educación Pública, establecida en el artículo 21 de esta ley. Para ello la Agencia se coordinará con los distintos Servicios Locales, con las municipalidades y con las corporaciones municipales para efectos de que los establecimientos de su dependencia desarrollen sus propios mecanismos dirigidos a cumplir los objetivos contenidos en la respectiva Estrategia Nacional a que se refiere el artículo antes citado.


Artículo 7°.- Funciones y atribuciones de la Agencia. La Agencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:


a) Coordinar y evaluar la Estrategia Nacional de Educación Pública a que se refiere el artículo 21 de la presente ley.


b) Coordinar a los municipios, corporaciones municipales y a los Servicios Locales, promoviendo el desarrollo constante de la calidad de la educación.


c) Proponer al Servicio Civil el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal, Secretario Ejecutivo de las Corporaciones Municipales y Director Ejecutivo de los Servicios Locales.


d) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 28 de la presente ley.


e) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los municipios, corporaciones municipales o los Servicios Locales, cuando ellos lo soliciten.


f) Requerir de municipios y los Servicios Locales, toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar y procesar dicha información.


g) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.


h) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales, de conformidad a lo establecido en el artículo 27 de la presente ley.


i) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.


Artículo 8°.- Del Consejo de la Agencia Nacional de Educación Pública. La dirección de la Agencia Nacional de la Educación Pública estará a cargo del Consejo Nacional de la Educación Pública, en adelante el Consejo. El Consejo estará conformado por el Subsecretario de Educación, quien asumirá la presidencia de esta órgano; un representante del Ministerio de Hacienda; dos representantes de las facultades de educación de las universidades creadas por ley o reconocidas por el Estado, siempre que éstas se encentren acreditadas institucionalmente en los términos prescritos en la ley N° 20.129; un representante de los institutos profesionales reconocidos por el Estado y que cuenten con acreditación institucional en los términos prescritos en la ley N° 20.129; un representante de los centros de formación Técnica reconocidos por el Estado y que cuenten con acreditación institucional en los términos prescritos en la ley N° 20.129; y el Secretario Ejecutivo de la Agencia de la Calidad de la Educación.


Le corresponderá al Consejo las siguientes funciones y atribuciones:


a) Dirigir, organizar el funcionamiento de la Agencia, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública.


b) Coordinar el trabajo de la Agencia con los Servicios Locales, las  municipalidades y las corporaciones municipales que tengan establecimientos educacionales de su dependencia.


c) Promover la Estrategia Nacional de Educación Pública.


d) Poner en revisión, cada cuatro años, y proponer al Ministerio de Educación modificaciones a la Estrategia Nacional de Educación Pública.


e) Velar por el correcto funcionamiento de los directorios de los Servicios Locales. En uso de esta facultad.


f) Realizar recomendaciones de buenas prácticas para la gestión de los Servicios Locales.


g) Las demás que las leyes determinen.


Artículo 9°. Organización Interna. La Agencia contará con una Secretaría Ejecutiva quién será su Ministro de Fe y deberá cumplir sus acuerdos, pudiendo, para tales efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios.


El Secretario Ejecutivo actuará como tal en las sesiones del Consejo con derecho a voz. Asimismo, será el jefe superior del servicio y le corresponderá el dirigir el funcionamiento de la Agencia, velando por el cumplimiento de sus objetivos.


Artículo 9° bis. Incompatibilidades para el cargo de Consejero. Además de las normas generales, serán causales de incompatibilidad con la calidad de miembro del Consejo las señaladas en el artículo 93 del decreto con fuerza de ley N° 2, del año 2009, del Ministerio de Educación, a excepción de la letra b) de dicho artículo.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


El diputado Venegas solicitó al Ejecutivo considerar algunos aspectos de esta indicación, especialmente lo relativo a la aprobación de los planes.


La diputada Vallejo expresó que algunos aspectos podrían haberse presentado como indicaciones separadas, y llamó a considerar a algunas leyes recientemente aprobadas a fin de complementar este proyecto.


La diputada Girardi expresó que el artículo 6° se encuentra referido a la política y ahí deben incorporarse algunos aspectos de la exposición del señor Beyer.


La diputada Hoffmann apuntó que es legítimo que los diputados presenten opiniones distintas y que si hay voluntad de recoger algunas de las propuestas del señor Beyer debe hacerse.


El diputado Robles manifestó preferir que la asignación de los recursos a los SLE se discuta por Ley de Presupuestos. Asimismo, expresó que si bien le parece razonable que la Dirección preste asistencia técnica, debe tenerse en cuenta que ya existen otras instancias como es el CPEIP.


Destacó que le gustaría ver más atribuciones en el director de las escuelas y se mostró dudoso frente a la creación de esta Dirección, ya que perfectamente podría asumir sus funciones, que son prácticamente las de un órgano consultor, el Ministerio de Educación.


La Subsecretaria Díaz se mostró dispuesta a incorporar algunos aspectos contenidos en la exposición del señor Beyer y en esta indicación, en el artículo 44 del proyecto de ley, por considerarlos un aporte.


El señor Roco apuntó que el carácter de asistencia técnica no lo presta el CPEIP, ya que esta asistencia es en gestión educacional y no técnica pedagógica.


Puesto en votación el artículo 5°, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Girardi, González, Jackson, Provoste, Vallejo, y Venegas, En contra votaron los diputados Bellolio y Hoffmann y se abstuvieron los diputados Robles y Verdugo (6-2-2).

Artículo 6°

Establece como objeto de la Dirección coordinar a los Servicios Locales, velar por que estos provean una educación de calidad en todo el territorio nacional y proponer la estrategia nacional de educación pública.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para reemplazar la palabra: “proponer”, por la siguiente frase: “proveer a éste los insumos necesarios para dictar”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


La diputada Girardi consultó al Ejecutivo si ven alguna diferencia entre la política nacional de educación pública y la de fortalecimiento y cuál será la forma en que propondrá y ejecutará la política.


Puesta en votación la indicación, resultó rechazada por mayoría de votos.  Se pronunciaron en contra los diputados Bellolio, González, Jackson, Vallejo y Venegas.  A favor votaron los diputados Girardi, Provoste y Robles (3-5-0).


2) De los diputados Provoste y Morano para agregar, en el artículo 6° un nuevo inciso segundo del siguiente tenor:


“Las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación a las que se refiere el inciso anterior, deberán considerar las Estrategias de Desarrollo Regional de cada uno de los territorios en los cuales se apliquen.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


La indicación fue retirada por sus autores, en atención a que la presentarán en el artículo 27 y anunciando que pedirán que se vote su admisibilidad.


Puesto en votación el artículo 6°, resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Girardi, González, Jackson, Provoste, Vallejo y Venegas. Votó en contra el diputado Bellolio y se abstuvo el diputado Robles (6-1-1).

Artículo 7°

Define las funciones y atribuciones que tendrá la Dirección de Educación Pública para el cumplimiento de su objeto.

Letra c)


Se presentó una indicación de los diputados Bellolio y Hoffmann para agregar en el literal c) a continuación del punto aparte que pasa a ser una coma la frase: “de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo tercero del decreto con fuerza ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575”.


Puesta en votación resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Bellolio, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. Se abstuvo el diputado González (7-0-1).

Letra d)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para eliminar la frase: “elaborar y”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


La indicación fue retirada por su autora.

2) De la diputada Girardi para agregar en la letra d) “a continuación de la palabra “proponer”, la frase: “, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 22 de la presente ley.”


La Subsecretaria Díaz expresó que la indicación interpreta bastante bien el espíritu del Ejecutivo.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (9-0-0).
Letra e)


Se presentó una indicación de los diputados Provoste y Morano para agregar, en el artículo 7° literal e), las siguientes modificaciones:


-Para agregar la expresión “las” entre la expresión “los” y la palabra “candidatos”.


-Para agregar la expresión “(as)” entre la palabra “candidatos” y la expresión “al”.


-Para agregar entre las palabras “Director” y “Ejecutivo” el vocablo “(a)”.


-Para agregar entre la palabra “Ejecutivo” y la expresión “de” el vocablo “(a)”.


La Subsecretaria Díaz expresó que la letra debe concordarse con el artículo 14, que establece el perfil profesional del Director Ejecutivo, especialmente el inciso segundo que precisa y salvaguarda criterios objetivos.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (8-0-0).
Letra g)


Se presentó una indicación de la diputada Girardi para reemplazar en la letra g) la expresión: “Proponer al” por la siguiente: “Proveer de insumos para que dicte el”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


La indicación fue retirada por su autora.
Letra i)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para eliminar en la letra i) la frase: “Cuando ello sea necesario”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


El diputado Robles expresó que solo sería auténtica la asistencia técnica en gestión educativa cuando esta es solicitada por el SLE, ya que si la decide el Director Nacional, se trataría de una intervención a una institución autónoma como medio para cogobernar. Destacó que cosa diferente es la supervisión, la que estimó adecuada y aceptable. Realzó que debe quedar claro en el proyecto que dicha asistencia pueda ser solo a solicitud del SLE.


La diputada Girardi hizo una analogía con lo que ocurre actualmente con la Superintendencia de Educación Escolar, institución que pese a que existen serias irregularidades, no ejerce acciones.  Por ello, estimó necesario que sea consignada como una obligación, salvo que se agregue la obligación de supervisión. Destacó que el problema es quién determina cuándo es necesario.


La Subsecretaria Díaz expresó que el rol de supervisión se encuentra implícito en la expresión “coordinación” y en el artículo 6° cuando se refiere a “velar”.


El señor Roco expresó que con esta norma se permite, por ejemplo, que si hay 67 SLE no se necesite para cada uno un software propio y a ello se refiere con asistencia en gestión.


2) Del Ejecutivo para modificar el artículo 7° en el siguiente sentido:


Introdúcese, en el literal i), el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“La Dirección de Educación Pública será la encargada del control y supervisión de la gestión y administración de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica. La Dirección de Educación Pública podrá, al término de la vigencia del respectivo convenio, renovar éste con las entidades administradoras, someter a concurso público dicha administración o traspasarla al Servicio Local de Educación Pública que corresponda.”.


El diputado Bellolio consultó si el Ejecutivo ve una superposición entre la supervisión de la gestión y el rol que tiene la Superintendencia de Educación sobre la misma materia.  Además, propuso que sean los liceos de administración delegada quienes decidan si desean traspasarse o no a los SLE, manteniendo en el último caso su gestión y, solo en el evento de que estos sean mal administrados, el traspaso se transforme obligatorio.


La diputada Provoste expresó que si se entiende que los SLE son la revitalización de la educación pública no tiene por qué marginarse a la educación técnico profesional que ha sido mantenida por largos años por el Estado a través de los establecimientos de administración delegada. 


El diputado Verdugo expresó que le parece absolutamente pertinente la indicación del Ejecutivo.


La diputada Girardi hizo hincapié en que los representantes de la administración delegada pidieron en la discusión en general de este proyecto y ante esta Comisión ser traspasados a los SLE. Además, sostuvo que no entiende por qué liceos que son estatales no fueron contemplados desde un inicio en los SLE, especialmente en consideración a que la iniciativa no efectúa distinción alguna respecto de los establecimientos educacionales en el nivel parvulario, básico y medio, donde también hay municipios que lo hacen bien y otros mal. Destacó que esto dice relación con responder a la pregunta de que si el Estado quiere hacerse cargo o no de la educación pública.


El diputado Espinoza expresó que se deben analizar las características específicas de cada uno de los 70 establecimientos de administración delegada que existen en el país, mostrándose de acuerdo con la indicación del Ejecutivo.

El señor Roco expresó que el sistema de administración delegada es una realidad en la que no existe tanto consenso en Chile, a diferencia de lo que ocurre en la educación municipal, donde los alcaldes (algunos de los cuales lo hacen muy bien), se encuentran de acuerdo con que el sistema está colapsado y debe cambiar. Destacó que realizarán un estudio al respecto y que la indicación abre la puerta para que se entregue la administración de estos liceos a los SLE.


La diputada Vallejo consultó por qué someter a concurso público dicha administración.


El diputado Verdugo precisó que la incorporación de los liceos de administración delegada a los SLE podría ocasionarle un perjuicio a dicha educación, porque los SLE no tienen ninguna expertise al respecto, de ahí que es aceptable que se puedan hacer concursos públicos.


La diputada Provoste apuntó que esta es una oportunidad para revitalizar la educación técnica profesional y el Estado debe definir si entiende que el fortalecimiento de la educación pública comprende o no toda la educación y no solo a la inicial, básica y media.


Se presentaron algunas indicaciones de los diputados a la indicación del Ejecutivo:


a) De las diputadas Girardi, Provoste y Vallejo para eliminar de la indicación del Ejecutivo, lo siguiente:


“, al término de la vigencia del respectivo convenio, renovar éste con las entidades administradoras, someter a concurso público dicha administración o”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó inadmisible por mayoría de votos.


b) De los diputados Provoste y Morano para agregar, en el artículo 7°, literal i), un nuevo párrafo tercero del siguiente tenor: “En un plazo no superior a 5 años, los establecimientos a los que se refiere el párrafo anterior, deberán ser administrados directamente por los Servicios Locales de Educación.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


c) De los diputados Jackson, Robles y Espinoza para eliminar en la indicación del Ejecutivo la frase: “someter a concurso público dicha administración”.


El Presidente, en uso de sus atribuciones, puso en votación la indicación de los diputados Jackson, Robles y Espinoza con la indicación del Ejecutivo y fueron aprobadas por mayoría de votos.  Se pronunciaron a favor los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Bellolio, Hoffmann y Verdugo.  Se abstuvo la diputada Provoste (6-3-1).


El diputado Jackson consultó si es posible que los diputados establezcan plazos máximos para los convenios.


La Subsecretaria Díaz manifestó la disposición del Ejecutivo a estudiar esa posibilidad.

Letra j), nueva)


Se presentó una indicación de la diputada Girardi para intercalar una nueva letra j), pasando la actual j) a ser k) y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“j) Diagnosticar las necesidades financieras de los Servicios Locales de Educación y sus establecimientos, para la elaboración de sus presupuestos anuales”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. 


La diputada Girardi destacó la importancia de que la asignación del presupuesto sea en base a las necesidades diagnosticadas por los SLE junto a los establecimientos educacionales. Afirmó que la asignación de recursos no puede ser arbitraria.


El señor Roco precisó que esa asignación es extraordinaria.
Letra j)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Robles para agregar a la letra j) la palabra “fundadamente” entre las palabras “Asignar recursos” y “a los Servicios Locales”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República, sin embargo, pidió al Ejecutivo considerarla a fin de evitar asignación de recursos arbitrarias.

2) De los diputados Girardi, Espinoza, Jackson, Robles y Vallejo para reemplazarla por la siguiente:


“j) Asignar recursos a los Servicios Locales de Educación, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos del Sector Público. En especial, cada año la Dirección de Educación Pública, conforme a lo que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público, deberá proporcionar recursos, mediante transferencias de capital, para inversiones en infraestructura y equipamiento para la educación técnico profesional, de acuerdo a los objetivos establecidos en la Estrategia Nacional de Educación Pública y en el Plan Estratégico Local de Educación de cada territorio.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65, incisos tercero y cuarto, N° 2, de la Constitución Política de la República.


La Ministra de Educación, señora Delpiano expresó que la Ley de Presupuestos tiene asignado anualmente recursos para infraestructura. Además, cada SLE contará con los recursos para resolver los problemas de infraestructura que sus establecimientos educacionales presenten, y si se requiere hacer algo mayor, como construir un nuevo establecimiento, los fondos serán entregados por otras vías, por ejemplo, través del Ministerio de Educación o en caso de catástrofe por leyes especiales.


3) Del diputado Jackson para incorporar al final de la letra, la frase: “tales como infraestructura y equipamiento”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 inciso tercero de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por el diputado Jackson y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.

Letra k)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para agregar a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“Asimismo, en el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.”.


La abogada señora Vergara precisó que se recogió una indicación del diputado Espinoza en esta materia.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Gahona, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. En contra votó la diputada Provoste (7-1-0).


2) De la diputada Vallejo para incorporar a continuación de la expresión “establecimientos educacionales,” la frase “además de ofrecerles el apoyo técnico pedagógico correspondiente,”.


La indicación fue retirada por su autora.


3) Del Ejecutivo para agregar a continuación de la expresión “Ministerio de Educación”, la frase “y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda”.


La asesora, señora Vergara precisó que la indicación solo tiene un efecto aclaratorio.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. En contra votaron los diputados Gahona y Provoste (6-2-0).


4) Del diputado Espinoza para reemplazar el punto aparte por un punto seguido e introducir la siguiente frase:


“Además, podrá requerir la participación de instituciones de educación superior, centros de estudios y,o profesionales nacionales o extranjeros.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.
Literal nuevo


Se presentó una indicación del Ejecutivo para agregar un literal l), nuevo, pasando el actual l) a ser m) y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“l) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.”.


La abogada señora Vergara apuntó que la indicación pretende explicitar una función con la que ya cuentan todos los servicios públicos, tal como lo consagra la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


A la indicación del Ejecutivo, también se presentaron indicaciones del siguiente tenor:


1) De las diputadas Provoste y Girardi para agregar a continuación de punto aparte, la siguiente frase: “sin fines de lucro y debidamente acreditados”.


La indicación fue retirada por sus autoras.


Los diputados Venegas y Gahona expresaron no compartir la mirada reduccionista de la indicación parlamentaria, porque deja afuera importantes convenios, especialmente en la educación técnica.


2) De las diputadas Provoste y Girardi para agregar a continuación del punto aparte, la siguiente frase: “en caso de traspaso de recursos; esos convenios solo podrán celebrarse con instituciones sin fines de lucro y debidamente acreditadas”.


Puesta en votación la indicación de las diputadas Girardi y Provoste a la indicación del Ejecutivo, resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Silva (en reemplazo de Bellolio), Gahona, Venegas y Verdugo. A favor votaron los diputados Girardi, Provoste y Vallejo, y se abstuvieron los diputados Jackson y Robles (3-4-2).


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo resultó aprobada por mayoría, con los votos a favor de los diputados Silva (en reemplazo de Bellolio), Gahona, Robles, Venegas y Verdugo. En contra votaron los diputados Girardi y Provoste, y se abstuvieron los diputados Jackson y Vallejo (5-2-2).

Letra p, nueva)


Se presentó una indicación del diputado Robles para incorporar una nueva letra p) pasando la actual a ser q) del siguiente tenor:


p) Proponer anualmente, al Ministerio de Educación la dotación de docentes y asistentes de la educación requerida para el ejercicio de las funciones administrativas y pedagógicas necesarias para el desarrollo del proyecto educativo institucional, según corresponda, en cada establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local, la que deberá fundarse en razones técnico-pedagógicas y determinarse sobre la base de, al menos, los siguientes elementos:


i) Matrícula total de cada establecimiento.


ii) Niveles y modalidades de la educación provista por cada uno de estos.


iii) Componentes de los Planes de Mejoramiento Educativo y los proyectos de integración escolar vigentes de dichos establecimientos que tengan relación directa con sus requerimientos de dotación de docentes y asistentes de la educación.


Al proponer la dotación, deberá indicarse si los profesionales docentes corresponden a la función docente, docente-directiva o técnico-pedagógica, según lo establecido en el artículo 5° del decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.”.

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


El diputado Robles pidió la opinión del Ejecutivo sobre este tema, por considerarlo esencial.


El señor Roco expresó que en la discusión de la letra f) quedó establecido que el director de educación pública tiene la facultad de observar los planes anuales, encontrándose por ende resulta la inquietud del diputado Robles.


Puesto en votación el artículo 7° resultó aprobado por mayoría de votos.  Se pronunciaron a favor los diputados  Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. En contra votaron los diputados Silva (en reemplazo de Bellolio) y Gahona (6-2-0).

Párrafo 2°, nuevo

Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar entre el artículo 7° y el artículo 8° un nuevo Párrafo 2°, del siguiente tenor:

“Párrafo 2° Organización de Dirección Nacional de Educación”


La Abogada señora Vergara expresó si bien la indicación es adecuada, entiende que debe referirse a la “Dirección de Educación Pública”.

Puesta en votación la indicación resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Bellolio, Girardi, Norambuena (en reemplazo de Romilio Gutiérrez), Jackson, Robles y Verdugo. Se abstuvo la diputada Provoste (0-6-1).

2) De la diputada Girardi para agregar entre el artículo 7° y el artículo 8° un nuevo Párrafo 2°, del siguiente tenor: 

“Párrafo 2° Organización de la Dirección de Educación Pública”.

Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Norambuena (en reemplazo de Romilio Gutiérrez), Jackson, Provoste, Robles y Verdugo (8-0-0).
Artículo 8°

Establece que el jefe superior del servicio será el Director de Educación Pública, sus funciones y atribuciones.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Robles para reemplazar el artículo 8° por el siguiente:


Artículo 8°.- El Director de Educación Pública. La dirección y administración de la Dirección de Educación Pública estará a cargo de un funcionario denominado Director de Educación Pública, quien será el jefe superior del servicio. El Director de Educación Pública será nombrado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


El diputado Robles destacó que debe quedar claro que la figura del director no debe ser nombrado políticamente, sino que debe ser un funcionario de Estado, lo que necesariamente requiere el concurso del Parlamento.


2) Del diputado Felipe Kast para agregar al artículo 8° el siguiente inciso final:


“El Director de Educación Pública será designado por el Presidente de la República y deberá ser ratificado por dos tercios de los senadores en ejercicio.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


El señor Roco precisó que el sistema de ADP se aplica a los servicios descentralizados. Además, destacó que el Ejecutivo acogerá gran parte de la estrategia de educación pública que propusieron los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann en sus indicaciones.


3) De los diputados Provoste y Morano para agregar, en el artículo 8°, inciso primero, las siguientes modificaciones:


-Para agregar el vocablo “(a)” entre la expresión “un” y la palabra “funcionario”.


-Para agregar el vocablo “(a)” entre las palabras “funcionario” y “denominado”.


-Para agregar el vocablo “(a)” entre las palabras “denominado” y “Director”.


-Para agregar el vocablo “(a)” entre la palabra “Director” y la preposición “de”.


-Para agregar la expresión “(la)” entre la expresión “el” y la palabra “jefe”.


-Para agregar el vocablo “(a)” entre las palabras “jefe” y “superior”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, Norambuena (en reemplazo de Romilio Gutiérrez), Hoffmann, Jackson, Provoste, Robles y Verdugo (10-0-0).


Se acordó por unanimidad de los diputados presentes que la Secretaría de la Comisión efectué, en todo el texto del proyecto, las correcciones formales de género que se requieran, en conformidad a la indicación precedentemente aprobada.


4) De los diputados Bellolio y Hoffmann para agregar en el literal a), a continuación del punto aparte, que pasa a ser una coma, lo siguiente: 


“de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575.”.


Puesta en votación resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, Norambuena (en reemplazo de Romilio Gutiérrez), Jackson, Robles y Verdugo. Se abstuvieron las diputadas Provoste y Vallejo (8-0-2).


5) Del diputado Arriagada para intercalar en el artículo 8° entre la palabra “quien” y la frase “será el jefe superior del servicio” la frase: “estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública determinado por la ley N° 19.882 y”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se mantuvo inadmisible, por mayoría de votos.


Puesto en votación el artículo 8°, resultó rechazado con el voto en contra de los diputados Bellolio, Gahona y Norambuena (en reemplazo de Romilio Gutiérrez). A favor votaron los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste y Vallejo. Se abstuvieron los diputados Verdugo y Robles (5-3-2).

Artículo 9°, que ha pasado a ser 8°

Dispone la organización interna de la Dirección de Educación Pública en materia de personal.

Reapertura del debate

El diputado Espinoza en conformidad a los artículos 266 y 278 del Reglamento de la Cámara de Diputados pidió la reapertura del debate en torno al artículo 8°, toda vez que del estudio del artículo 9° aparece como necesaria.


Puesta en votación la reapertura del debate, para cuya aprobación se requería de los votos de los dos tercios de los diputados presentes, resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Bellolio, Gahona, Norambuena (en reemplazo de Romilio Gutiérrez), Hoffmann, y Verdugo. A favor votaron los diputados Espinoza, González, Jackson, Provoste, Vallejo y Venegas. Se abstuvieron los diputados Girardi y Robles (6-5-2).


El señor Roco expresó que la legislación chilena prevé que para que este tipo de servicios exista un director, sin embargo, manifestó que el Ejecutivo comprende que el rechazo al artículo 8° se trata de una señal política.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Robles para agregar un nuevo artículo 9°, pasando el actual a ser artículo 11.


Artículo 9°.- El Director de Educación Pública gozará de las prerrogativas e inamovilidad que las leyes señalan para los miembros de los Tribunales Superiores de Justicia.


La remoción del Director de Educación Pública corresponderá al Presidente de la República, previa resolución judicial tramitada en la forma establecida para los juicios de amovilidad que se siguen contra los Ministros de los Tribunales Superiores de Justicia y por las causales señaladas para los Ministros de la Corte Suprema.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. 


2) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo inciso primero, pasando el actual a ser segundo, del siguiente tenor:


“Artículo 9°.- Organización Interna. El Servicio deberá contar con una dotación de personal que le permita cumplir con las funciones y atribuciones dispuestas en la presente ley.”.


Puesta en votación resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Bellolio, Gahona, Girardi, González, Norambuena (en reemplazo de Romilio Gutiérrez), Hoffmann, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo el diputado Espinoza (12-0-1).


3) Del diputado Venegas para agregar un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“La Dirección de Educación Pública contará con una unidad responsable de la Enseñanza Media Técnico Profesional, que será la responsable técnica de gestionar y coordinar todos los aspectos relacionados con el funcionamiento de los establecimientos de enseñanza media profesional con los Servicios Locales de Educación, así como la coordinación y colaboración con otros servicios en la implementación de acciones de capacitación, articulación con el sector productivo y con las instancias técnicas del Ministerio de Educación, responsables de la Enseñanza Superior técnico profesional.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. 


El diputado Bellolio solicitó votación separada de los incisos del artículo 9°.


Puesto en votación el inciso primero, resultó aprobado con el voto a favor de los Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Norambuena (en reemplazo de Romilio Gutiérrez), Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo la diputada Hoffmann (12-0-1).


Puesto en votación el inciso segundo, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Bellolio, Gahona, Norambuena (en reemplazo de Romilio Gutiérrez), Hoffmann y Verdugo. Se abstuvo la diputada Girardi (7-5-1).

Artículo nuevo


Se presentó una indicación del diputado Robles para incluir un nuevo artículo 10, del siguiente tenor.


“Artículo 10.- El Director de Educación Pública tendrá las atribuciones y deberes que respecto de él o del Servicio que señalen esta ley y demás disposiciones vigentes o que se dicten.


Le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Dirigir, organizar y administrar el funcionamiento del servicio, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública, considerando las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación.


b) Proponer al Intendente respectivo, la remoción, cuando corresponda, de los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17 de la presente ley.


c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio.


d) Delegar atribuciones, responsabilidades o facultades específicas en funcionarios bajo su dependencia, de conformidad a la ley.


e) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

Título III De los Servicios Locales de Educación Pública.

Párrafo 1° Objeto, funciones y atribuciones.

Artículo 10, que ha pasado a ser 9°

Crea Servicios Locales de Educación Pública en las regiones del país: 16 en la Metropolitana de Santiago; 11 en la del Biobío; 8 en Valparaíso; 6 en O’Higgins; 4 en Coquimbo, el Maule y Los Lagos; 3 en La Araucanía; 2 en Tarapacá, Antofagasta, Atacama y Los Ríos, y 1 en Arica y Parinacota, Aysén y Magallanes.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el inciso tercero, la palabra “podrá” por “deberá”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


2) Del diputado Espinoza para sustituir en el inciso tercero la palabra “podrá” por “deberá”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


3) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el inciso tercero, la expresión “podrá crear” por la palabra “creará”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


El diputado Bellolio enfatizó que ya es tiempo de que el Ejecutivo señale en qué lugares específicos se instalarán los 67 SLE y las oficinas que se crearán.


El diputado Venegas, concordando con el diputado Bellolio, expresó que se deben disipar las dudas respecto de los 67 SLE.


El señor Roco apuntó que el derecho a la educación no está en cuestión (artículo 4° letra c) y que en este artículo se discuten las funciones de la oficinas locales, que deben tender a aproximar a las comunidades, tomando en cuenta la geografía del país.  Por lo tanto, los SLE deben adoptar las medidas necesarias para acercar los establecimientos a las comunidades que se encuentran lejanas, siempre cautelando que no haya uso indiscriminado de los recursos mediante la instalación de oficinas locales.


Precisó que las oficinas locales debieran, en principio, asentarse en las regiones de Antofagasta, Atacama, Araucanía, Los Lagos, Aysén y Magallanes.


4) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el inciso tercero el vocablo “o”, que se encuentra entre las palabras “distancia” y “concentración”, por la expresión “y,o”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


El señor Roco expresó que la indicación es inadmisible porque obliga, a priori, a invertir más recursos.


5) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo inciso cuarto, pasando el actual a ser quinto y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“Los Servicios Locales deberán crear nuevas oficinas locales cuando, cumpliéndose los requisitos establecidos en el inciso anterior, se trate de zonas rurales de dificultoso acceso y exista evidencia de conectividad o comunicaciones deficitarias.”.


La indicación fue retirada por su autora.


6) De los diputados Venegas y Arriagada para reemplazar la conjunción “o” por una coma “,” y para reemplazar el punto aparte “.” por “o cuando el Consejo Local de Educación así lo solicite”.

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


El señor Roco precisó que esta discusión sería más apropiada en el artículo 36 del proyecto, y destacó que el carácter de los SLE es consultivo.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votó la diputada Hoffmann, y se abstuvieron los diputados Bellolio, Gahona y Norambuena (en reemplazo de Romilio Gutiérrez) (8-1-3).


El diputado Bellolio efectuó reserva de constitucionalidad en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


7) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el inciso quinto por el siguiente:


“Los Servicios Locales serán coordinados por la Agencia Nacional de Educación Pública y se relacionará con el Ministerio de Educación por su intermedio.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


8) Del Ejecutivo para agregar, en el inciso final, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 


“Asimismo, estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, sin perjuicio de las materias reguladas en la presente ley.”.


Puesta en la indicación del Ejecutivo, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas (10-0-0).


Puesto en votación el artículo 10, resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Bellolio y Gahona (8-2-0).

Artículo 11, que ha pasado a ser 10

Dispone que el objeto de los Servicios Locales será proveer el servicio educacional y serán los sostenedores de los establecimientos educacionales de su dependencia.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Robles para incorporar entre las frases: “el servicio educacional en los niveles” y “y modalidades que corresponda,” la frase “de educación básica y educación media,”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


2) De los diputados Provoste y Morano para agregar en el inciso segundo, a continuación del punto aparte que sucede a la palabra “Educación”, la siguiente frase: “Así también, como los planes de Desarrollo Regional.”.


La indicación fue retirada por sus autores, anunciando que la presentarán en el artículo 27.

3) De los diputados Bellolio y Hoffmann para agregar en el inciso segundo, a continuación del punto aparte que pasa a ser una coma lo siguiente:


“de acuerdo a los dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575.”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas (10-0-0).


4) De la diputada Girardi para modificar el inciso tercero en el siguiente sentido:


-Para reemplazar la palabra: “sostenedores”, por “responsables”.


-Para agregar una frase después del punto final que pasa a ser seguido, del siguiente tenor: “Sin perjuicio, por el solo ministerio de la ley, los servicios locales de educación, pasan a ejercer  todas las funciones, derechos y atribuciones que correspondían a los sostenedores municipales o de administración delegada en su caso.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Girardi y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


Puesto en votación el artículo 11, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, González, Jackson, Vallejo, y Venegas. En contra votó el diputado Robles y se abstuvo la diputada Girardi (7-1-1).

Artículo 12, que ha pasado a ser 11

Fija sus funciones y atribuciones, las que se entienden sin perjuicio de aquellas que corresponde a los sostenedores de establecimientos educacionales.
Letra a)


Se presentó una  indicación del diputado Robles para incorporar en la letra a) entre las frases “el servicio educacional en los niveles” y “y modalidades que corresponda,” lo siguiente: “de educación básica y educación media,”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

Letra c)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para agregar luego del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: 


“En el caso de la formación técnico profesional propenderá a una debida articulación con la formación técnica de nivel superior, para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los Centros de Formación Técnica estatales que existirán en cada región del país.”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Silva (en reemplazo de Bellolio), Gahona, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (8-0-0).


2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar entre el vocablo “Desarrollar” y el ilativo “y” la frase: “, en conjunto con los municipios y corporaciones municipales cuando corresponda.”.

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

3) Del diputado Robles para reemplazar la palabra “Desarrollar” por “entregar”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.
Letra d)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar en el párrafo segundo de la letra d) entre el vocablo “responder” y la preposición “a” la siguiente frase “a la Estrategia Nacional de Educación Pública y”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  


2) Del diputado Venegas para agregar un párrafo final, nuevo, del siguiente tenor:


“En el caso de la formación técnica profesional deberá considerar además la articulación con la formación técnica de nivel superior, para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica públicos que existirán en cada región del país.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  


Acto seguido, la indicación fue retirada por su autor.


El señor Roco expresó que la esencia de la indicación será incorporada en la letra c) mediante una nueva indicación del Ejecutivo.


3) Del Ejecutivo para agregar, en la letra d), un párrafo final, nuevo, del siguiente tenor:


“En el caso del nivel de educación parvularia, el Servicio Local deberá considerar las políticas elaboradas por la Subsecretaría de Educación Parvularia, en el diseño y prestación de apoyo técnico pedagógico que realice en los establecimientos de su dependencia.”.


Puesta en votación, resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Vallejo y Venegas. Se abstuvieron los diputados Bellolio, Gahona y Robles (6-0-3).

Letra d), nueva


Se presentó una indicación de la diputada Vallejo para agregar un nuevo literal d), pasando el actual a ser e) y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“d) Desarrollar e implementar políticas, planes y programas tendientes a ampliar la provisión de educación pública de carácter artístico según las necesidades territoriales.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  


El señor Roco expresó compartir el fondo de la indicación y que el Ejecutivo presentará una indicación en similares términos.

Letra k)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para reemplazar la frase: “En el caso de cierre de establecimientos educacionales, esta decisión deberá ser aprobada por el Ministro de Educación, previa propuesta de la Dirección de Educación Pública.” por “La decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional, sólo procederá en situaciones excepcionales debidamente fundadas y deberá ser informada a la Dirección de Educación Pública, que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas dentro del plazo de quince días.”.


Puesta en votación resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Silva (en reemplazo de Bellolio), Gahona y Hoffmann, y se abstuvo el diputado Verdugo (6-3-1).

2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el párrafo primero, por el siguiente nuevo: 


“k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. En el caso de la apertura de nuevos establecimientos educacionales, deberá cumplir con las normas requeridas para ello y ceñirse a los recursos que para dicho efecto contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. En el caso de cierre voluntario de establecimientos educacionales, esta decisión deberá ser aprobada por el Ministro de Educación, previa consulta a la Agencia de Educación Pública. En caso de que el cierre sea determinado por la Superintendencia de Educación o la Agencia de la Calidad de la Educación, el Ministerio de Educación deberá velar por la adecuada reubicación de los alumnos afectados.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

3) De la diputada Vallejo para sustituir la expresión “de cierre” por “de intervención” y para reemplazar la frase “, fusión o cierre” por “o intervención”.


La indicación fue retirada por su autora.


4) Del diputado Espinoza para sustituir la palabra “informada al” por “aprobada por el”.


La indicación fue retirada por su autor.


5) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar la palabra “informada” por la siguiente oración: “discutida y aprobada por dos tercios de los integrantes del Consejo Local de Educación en ejercicio.”

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

5) De la diputada Girardi para modificarlo, del siguiente modo:


-Para reemplazar la expresión: “informada al”, por “además, ser aprobada por el”.


-Para agregar un párrafo segundo del siguiente tenor: “la fusión o cierre de establecimientos educacionales sólo podrá efectuarse por razones excepcionalísimas y debidamente fundadas”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

6) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar en el inciso primero, a continuación el punto aparte “.”, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “por medio de un informe dentro de plazo de 30 días”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

7) De los diputados Gahona, Silva y Verdugo para intercalar en el párrafo segundo entre la palabra “Hacienda” y la coma “,”, la frase “visado por el Consejo Nacional de Educación”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.
Letra l), nueva


Se presentó una indicación del Ejecutivo para intercalar el siguiente literal l), nuevo, pasando el actual literal l) a ser m), el actual m) a ser n), el actual n) a ser ñ), y el actual ñ) a ser o):


“l) Determinar la apertura o cierre de especialidades de formación diferenciada en sus establecimientos de enseñanza media técnico profesional, asegurando la existencia de una oferta territorial pertinente a las necesidades de desarrollo locales y debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. Esta decisión deberá ser consultada al Consejo Local respectivo.”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas (9-0-0).

Letra l), que ha pasado a ser m)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar en inciso primero la frase “Dirección de Educación Pública” por “Ministerio de Educación”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  


2) Del diputado Venegas para agregar un inciso final, del siguiente tenor:


“Asimismo, podrá definir la creación de nuevas modalidades y,o niveles en los colegios bajo su administración.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

Letra m), que ha pasado a ser n)


Se presentó una indicación del Ejecutivo para intercalar, en el literal m) que ha pasado a ser n), a continuación de la expresión “Estado,” la frase “tales como la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y las municipalidades,”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad, con los votos a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas (9-0-0).

Letra p), nueva


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para introducir un literal p) nuevo, pasando el actual o) a ser q) y el actual p) a ser r):


“p) Celebrar convenios con las instituciones del sector público o personas jurídicas que no persigan fines de lucro que detenten la administración de los establecimientos de educación técnico profesional, cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, que autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica, para efectos de prestarles apoyo técnico-pedagógico y trabajar en red con los establecimientos de su dependencia. En el caso que la Dirección de Educación Pública ponga término al convenio de administración delegada respectivo, una vez terminada su vigencia y de acuerdo a la normativa vigente, podrá traspasar al Servicio Local la administración de los establecimientos cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, y que se encuentren en el territorio de su competencia.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones a la indicación del Ejecutivo:


a) De la diputada Girardi para agregar después de la palabra “respectivo”, la siguiente frase: “en forma anticipada o”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  


b) De los diputados González y Vallejo para eliminar la expresión “una vez terminada su vigencia y”.


La indicación fue retirada por sus autores.


c) Del diputado Venegas para eliminar la oración:


“que autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica,”.


El diputado Venegas explicó que propone eliminar el nombre del decreto ley en el texto, ya que por su extensión provoca confusión en cuanto al real sentido y alcance de la norma.


Puestas en votación conjunta la indicación del Ejecutivo y la del diputado Venegas, resultaron aprobadas por unanimidad, con los votos a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas (9-0-0).


2) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo literal p) al artículo 12, pasando el actual a ser q), del siguiente tenor:


“p) Corresponderá a cada Servicio Local de Educación la creación e implementación de programas de expresión individual artística, tanto plástica como literaria, musical y filosófica, en todas las escuelas que pertenezcan a su ámbito territorial de influencia. Asimismo les corresponderá la coordinación con las escuelas para la ejecución de dichos programas.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.
Literales nuevos


1) Se presentó una indicación del Ejecutivo para incorporar un nuevo literal r), pasando el actual a ser s), del siguiente tenor: 


“r) Implementar y coordinar acciones tendientes a desarrollar diversas expresiones artísticas en los establecimientos educacionales, cuando ello sea pertinente de acuerdo al proyecto educativo institucional del establecimiento educacional respectivo.”.


La diputada Vallejo expresó que faltó considerar a las escuelas artísticas, y que espera que se recoja crear y potenciar esa oferta educativa.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Silva (en reemplazo de Bellolio), Espinoza, Gahona, Girardi, Hoffmann, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (10-0-0).


2) De la diputada Girardi para agregar en la letra r) a continuación del vocablo “artística”, las expresiones “, actividades físicas, científicas y culturales”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

La Ministra Delpiano asumió el compromiso de potenciar los establecimientos artísticos, experimentales, de ciencia, deporte, entre otros, mediante una indicación más comprensiva de las inquietudes parlamentarias.


3) De los diputados Girardi, Espinoza, Jackson, Robles y Vallejo para agregar en el artículo 12 un nuevo literal, del siguiente tenor:


“x) Diseñar e implementar proyectos de mejoramiento para los establecimientos educacionales de su dependencia, que respondan a las necesidades e iniciativas locales para la mejora continua de sus procesos y resultados educativos.”.


Para agregar un artículo 19 bis, nuevo:


“Artículo 19 bis.- Las funciones descritas en el artículo 12, literales a), g) y x) se realizarán con cargo al aporte fiscal reflejado en la Ley de presupuestos del Sector Público de cada año.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

Los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann solicitaron votación separada de la letra c).


Puesto en votación el artículo 12 con excepción de la letra c), fue aprobado por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Gahona, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo la diputada Hoffmann (8-0-1).


Puesta en votación la letra c), resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. En contra votaron los diputados Gahona y Hoffmann (7-2-0).
Artículo 13, nuevo


Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar un nuevo artículo 13, pasando el actual a ser 13 bis, del siguiente tenor:


“Artículo 13.- Del Directorio de los Servicios Locales. Cada Servicio Local será coordinado y dirigido por un Directorio compuesto por los siguientes miembros:


a) Los alcaldes de las municipalidades cuyos establecimientos hayan sido transferidos, de manera total o parcial, al Servicio Local respectivo. El número de alcaldes por directorio no podrá exceder de seis. 


En caso de que en el territorio de competencia de un Servicio Local determinado hubiere más de seis municipalidades, se deberá elegir de entre sus alcaldes a los seis que formarán parte del directorio, teniendo preferencia aquellos cuyos municipios administraban más establecimientos educacionales o tenían más matrícula.


b) Un representante de los padres y apoderados de los establecimientos dependientes del Servicio Local respectivo.


c) y un representante de los docentes de los establecimientos dependientes del Servicio Local respectivo.


d) Dos miembros elegidos democráticamente. 


Los miembros del directorio durarán seis años en su cargo, con excepción de los alcaldes que durarán mientras se encuentren en el ejercicio de su cargo. Un reglamento del Ministerio de Educación, el que deberá ser visado por la Agencia, regulará lo establecido en el inciso anterior.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


El diputado Bellolio pidió al Ejecutivo considerar la esencia de su indicación, ya que entiende que mientras más lejos esté el responsable de lo que ocurre en un colegio, más se afecta negativamente la calidad.


El señor Roco expresó que la idea de un gobierno corporativo no se encuentra alineada con la pretensión del gobierno de recuperar la educación pública, porque carece de un vínculo claro entre lo local y nacional. Además, destacó que Chile ya tiene una vasta experiencia en gobiernos corporativos, que es precisamente lo que se pretende cambiar con este proyecto.
Párrafo 2° Organización de los Servicios Locales

Artículo 13, que ha pasado a ser 12

Dispone que la dirección y administración de cada Servicio Local esté a cargo de un Director Ejecutivo, que será nombrado por el sistema de Alta Dirección Pública.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar en el inciso primero entre la palabra “servicio” y el punto seguido, la frase “y responderá directamente al Directorio del Servicio Local correspondiente”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


2) De la diputada Girardi para eliminar la expresión “por una sola vez”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


El señor Roco junto con expresar que la indicación es inadmisible, destacó que la redacción del Ejecutivo no impide que el director postule nuevamente. Además, expresó que podría haber renovación automática cuando cuente con buen desempeño, por un máximo de 12 años.


3) Del Ejecutivo para eliminar su inciso segundo.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad, con los votos a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Venegas y Verdugo (10-0-0).


4) De la diputada Provoste para agregar en el inciso segundo a continuación del punto final que pasa a ser una coma, la siguiente frase:


“así como los requisitos e inhabilidades para ser sostenedor establecido en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.”. 


La indicación fue retirada por su autora.


5) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo inciso segundo del siguiente tenor:


“El cargo de Director Ejecutivo será de dedicación exclusiva”.


La indicación fue retirada por sus autores.


6) De los diputados de Provoste y Morano para agregar en el artículo 13 un nuevo inciso segundo del siguiente tenor:


“El cargo de Director Ejecutivo será de dedicación exclusiva y le serán aplicables los requisitos e inhabilidades para ser sostenedor establecidos en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Venegas y Verdugo (10-0-0).


Puesto en votación el artículo 13, resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, González, Provoste, Jackson, Robles, Venegas y Verdugo. Se abstuvieron los diputados Bellolio y Gahona (8-0-2).

Artículo 14, que ha pasado a ser 13

Establece que el perfil profesional del Director Ejecutivo debe considerar experiencia relevante en el ámbito educacional.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 14.- Perfil profesional del Director Ejecutivo. Corresponderá a la Agencia elaborar y proponer al Servicio Civil, el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.


La Agencia podrá considerar, entre otros elementos, las propuestas que para dichos efectos remita el Consejo Local respectivo, de conformidad a lo establecido en la letra e) del artículo 35. Este perfil deberá ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y ser enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


2) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el inciso segundo, la expresión “podrá considerar” por la palabra “considerará”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


La diputada Provoste apuntó que la idea es que el director ejecutivo tenga una relación más estrecha con el Consejo Local, entregándole mayor relevancia en la generación de las propuestas.


La Subsecretaria Quiroga apuntó que el Ejecutivo comparte el espíritu de la indicación, aun cuando estimó que es inadmisible.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Venegas y Verdugo. Se abstuvieron los diputados Bellolio y Gahona (7-0-2).


3) Del diputado Espinoza para sustituir en el inciso segundo la palabra “podrá” por “deberá”.


La indicación fue retirada por su autor.


El diputado Bellolio pidió votación separada de los incisos primero y segundo del artículo 14.


Puesto en votación el inciso primero resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles y Venegas. En contra votó el diputado Bellolio, y se abstuvo el diputado Verdugo (7-1-1).


Puesto en votación el inciso segundo resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles y Venegas. Se abstuvieron los diputados Bellolio y Verdugo (7-0-2). 

Artículo 15, que ha pasado a ser 14


Determina las funciones y atribuciones del Director Ejecutivo.

Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar en la letra a), la expresión “y gestionar” a continuación de la palabra “administrar”, reemplazándose la “y” entre las palabras “organizar” y “administrar” por una coma.


El diputado Venegas propuso utilizar los vocablos “dirigir y gestionar”.


La diputada Provoste puntualizó que la palabra administrar implica gobernanza y llevar adelante una iniciativa.


El diputado Bellolio expresó que se trata de cuatro términos que significan lo mismo.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, González, Provoste, Robles y Venegas. Se abstuvieron los diputados Bellolio, Jackson y Verdugo (6-0-3).


2) De la diputada Girardi para agregar después del punto final de la letra b), que pasa ser punto seguido la siguiente frase: “Con la participación de las comunidades educativas y deberá responder a sus necesidades”.


La indicación fue reformulada por su autora, en el siguiente sentido: para agregar en la letra b), a continuación del punto aparte que pasa a ser una coma lo siguiente:


“con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Venegas y Verdugo (9-0-0).


3) De la diputada Vallejo para introducir un nuevo literal e), pasando el actual a ser f) y así sucesivamente, del siguiente tenor:

 
“e) Desarrollar e implementar políticas, planes y programas tendientes a ampliar la provisión de la educación pública y a mejorar la equidad y calidad del sistema.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


El diputado Robles, estimó indispensable que quede plasmado en la historia de la ley que la delegación de atribuciones contemplada en la letra e) conlleva todas las responsabilidades administrativas y legales que son propias de la delegación.


La Subsecretaria Quiroga expresó que la inquietud del diputado Robles se encuentra contemplada y resuelta en la legislación chilena, en la ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sin perjuicio, de la responsabilidad de quien delega sus facultades.


Puesto en votación el artículo 15, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Venegas y Verdugo (9-0-0).
Artículo 16, que ha pasado a ser 15

Fija como causales de cesación en el cargo de Director Ejecutivo el término del período legal de su designación, renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República, incapacidad, incumplimiento grave del convenio de gestión educacional y negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para modificar el inciso tercero de la letra e) del numeral i) la expresión: “y,o”, por la siguiente frase: “incurra en una o más infracciones graves a la normativa educacional, o bien si”.


La diputada Girardi manifestó que le preocupa que el criterio para determinar cuándo lo está haciendo mal el director ejecutivo sea muy laxo, ya que a su juicio, bastaría que tuviera un establecimiento en categoría deficiente por no haber implementado las medidas necesarias, para que debiera cesar en el cargo. Destacó que debe discutirse que es mal o deficiente desempeño y que no se debe permitir la reiteración de las infracciones graves, lo contrario es una irresponsabilidad, aseveró.


La Subsecretaria Quiroga expresó que los incentivos están puestos para que haya una alta rotación de directores, y este artículo protege la salida excesiva de los mismos. Además, en el artículo 17 se fija quién lo pondera y se plantea un procedimiento que incluye la presentación de descargos, audiencia del afectado e incluso permite su reintegro en caso de que corresponda.


El diputado Bellolio propuso que sea el SLE el que firme el convenio, porque es a la comunidad a quien le duele que se cometan infracciones, cualquiera sea su carácter.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Girardi, Jackson, Vallejo, y Verdugo. En contra votaron los diputados Espinoza y Venegas, y se abstuvo el diputado Robles (5-2-1).


2) De la diputada Girardi para reemplazar en el numeral iii) la frase: “una alta concentración de” por la siguiente: “Mas de un”.


La diputada Girardi expresó que se trata de la situación en que un director que no implementó las medidas y cuenta con una alta concentración de escuelas deficientes.


La Subsecretaria Quiroga, junto con destacar que es muy complejo establecer en esta parte del articulado guarismos, porque dependerá de la realidad local, precisó que el deber del director ejecutivo estará en los convenios.


Puesta en votación la indicación, resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Espinoza y Venegas. A favor votaron los diputados Bellolio, Girardi y Verdugo. Se abstuvieron los diputados Jackson, Robles y Vallejo (3-2-3).


3) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar en el numeral iii) del inciso tercero, la frase “la Dirección de Educación Pública” por “al Directorio del Servicio Local respectivo”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


4) De la Diputada Vallejo para incorporar un nuevo literal f), del siguiente tenor:


“f) Incumplimiento grave del DFL 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la Educación.”.


La diputada Vallejo precisó que la idea de la indicación es incluir en las causales de cesación en el cargo los incumplimientos graves al estatuto docente.


La Subsecretaria Quiroga expresó que todas las autoridades de servicio se encuentran obligadas a cumplir con toda la normativa educacional vigente, existiendo varios organismos encargados de vigilar que esta se cumple, entre ellos, la Contraloría General de la República.


La abogada señora Vergara expresó que en la ley existe un vacío respecto a determinar o definir qué se entiende por incumplimiento grave del estatuto docente, produciéndose con la indicación el peligro de caer en situaciones muy laxas, de ahí que podría entenderse incorporada la indicación haciendo una referencia al incumplimiento de la normativa educacional, en general.


Se acordó por unanimidad de los diputados incorporar la indicación dentro del numeral i) y facultar a la Secretaría de la Comisión para redactarla en ese sentido.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (8-0-0).


5) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo literal f) del siguiente tenor:


f) Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer como Director Ejecutivo quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes N°s 20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4°, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.


En caso de que el Director Ejecutivo sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible.


Puesto en votación el artículo 16, fue aprobado por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo el diputado Bellolio (7-0-1).

Artículo 17, que ha pasado a ser 16

Regula el procedimiento administrativo de remoción del Director Ejecutivo, en los casos que proceda.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para modificarlo en el siguiente sentido:


- Para reemplazar en el inciso primero la frase “Director de Educación Pública” por “Presidente de la Agencia”.


- Para reemplazar en el inciso segundo la frase “Director de Educación Pública” por “Presidente de la Agencia”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


2) Del diputado Espinoza para suprimir en el inciso tercero la frase “de negligencia” e incorporar, a continuación de la palabra “literal”, lo siguiente: “d) y,o”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por el diputado Robles y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


El señor Roco se mostró a favor de incorporar el punto.


Puesto en votación la indicación resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, y Verdugo. Votó en contra el diputado Venegas, y se abstuvo el diputado Bellolio (6-1-1).


Puesto en votación el artículo 17 resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo el diputado Bellolio (7-0-1).

Artículo 18, que pasado a ser 17

Establece la organización interna del Servicio Local, disponiendo que cada uno debe tener, al menos, las unidades de apoyo técnico pedagógico, de planificación y control de gestión y de administración y finanzas.

Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para agregar al actual inciso cuarto que pasa a ser quinto, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“Asimismo, a esta unidad le corresponderá elaborar los proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento a los que se refiere el literal m) del artículo 12, así como velar por la adecuada mantención de los establecimientos educacionales de su dependencia.”.


2) Del Ejecutivo para modificarlo en el siguiente sentido:


-Sustitúyese en el inciso tercero, la frase “y la convivencia escolar” por la frase “la convivencia escolar y el apoyo psicosocial a sus estudiantes,”.


-Agrégase un inciso cuarto nuevo, pasando el actual cuarto a ser quinto y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“Asimismo, todo Servicio Local deberá, en caso de ser pertinente, contar con profesionales especializados en los distintos niveles y modalidades educativas, tales como el nivel parvulario y la educación media técnico profesional.”.


La Ministra Delpiano expresó que con la segunda indicación pretenden hacerse cargo de la inquietud de la diputada Girardi, por cuanto comparten que una mejora sustantiva de la educación requiere de acompañamientos psicosociales. En tanto, la primera indicación responde a la inquietud planteada por varios diputados respecto de las facultades del Servicio para manejar los proyectos de inversión en infraestructura, equipamiento y la adecuada mantención de los establecimientos.


Puestas en votación conjuntas las dos indicaciones del Ejecutivo con el artículo 18, resultaron aprobados por unanimidad de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (9-0-0).


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar en el inciso primero, a continuación de la palabra “unidades”, la frase “según el modelo emanado de la mesa técnica de nueva educación pública correspondiente al ámbito de competencia territorial del servicio, para el caso de la conformación de las plantas que fueran provistas por primera vez en la administración”.


2) De la diputada Vallejo para modificarlo de la siguiente forma:


-Para incorporar en el inciso primero, luego de la palabra “unidades” la frase “en correspondencia con la información emanada de la mesa técnica a que alude el artículo tercero transitorio.”.


-Para eliminar en el inciso segundo la conjunción “y” luego de la expresión “de gestión;” e incorporar luego de la expresión “administración y finanzas”, la frase “y (iv) infraestructura y mantención”.


3) De los diputados Provoste y Morano para agregar en el inciso segundo, a continuación del punto a parte, un nuevo numeral: “iv) infraestructura y mantención.”.


4) Del diputado Espinoza para sustituir en el inciso segundo la conjunción “y”, que antecede a “iii) administración y finanzas”, por un coma (,) e incorporar al final del inciso, lo siguiente: “; iv) infraestructura y mantención.”.


5) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar al final del inciso segundo, a continuación del punto aparte “.” la frase: “iv) infraestructura y mantención”.


6) De la diputada Girardi para modificarlo, del siguiente modo:


-Para agregar en el inciso cuarto después de la palabra “respectivo”, la frase: “la elaboración y gestión de proyectos de inversión e infraestructura”.


-Para agregar al final del inciso quinto, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido la siguiente oración: “ En lo relativo a mantención , las prioridades las determinará, en su caso, cada establecimiento educacional “.


La diputada Girardi expresó que es muy importante que el establecimiento tome las decisiones sobre su mantención, por cuanto son los únicos que conocen su propia realidad y, por ende, los más capaces para tomar decisiones adecuadas al respecto.


7) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo inciso sexto del siguiente tenor:


“A la unidad de infraestructura y mantención le corresponderá, entre otras, las funciones de formular y monitorear proyectos de infraestructura necesarios para el funcionamiento del sistema, junto con el apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales de su dependencia y todo tipo de labor relacionada con la mantención de la infraestructura de los establecimientos educacionales”.

8) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo inciso final del siguiente tenor: 


“A la unidad de infraestructura y mantención le corresponderá, entre otras, la función de desarrollar, evaluar, ejecutar o mandar a ejecutar los proyectos de desarrollo de infraestructura pedagógica para la adecuada provisión de la educación pública; además deberá velar por la correspondencia efectiva de los proyectos de infraestructura y las necesidades técnico pedagógicas que hayan motivado su ejecución.”.


9) Del diputado Espinoza para incorporar el siguiente inciso final: 


“A la unidad de infraestructura y mantención le corresponderá, entre otras, las funciones de formular y monitorear proyectos de infraestructura necesarios para el funcionamiento del sistema, junto con el apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales de su dependencia y todo tipo de labor relacionada con la mantención de la infraestructura de los establecimientos educacionales.”.


10) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar un nuevo inciso sexto al artículo:


“A la unidad de infraestructura y mantención le corresponderá, entre otras, las funciones de formular y monitorear proyectos de infraestructura necesarios para el funcionamiento del sistema, junto con el apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales de su dependencia y todo tipo de labor relacionada con la mantención de la infraestructura de los establecimientos educacionales.”.


11) Del diputado Venegas para modificarlo, en el siguiente sentido:


a) Agregase, un nuevo literal “v) Enseñanza Técnico Profesional”


b) Agregase un nuevo inciso séptimo, del siguiente tenor:


“A la unidad de enseñanza técnico profesional le corresponderá, entre otras, la función de asesorar y asistir a los establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local de Educación que ofrecen formación diferenciada Técnico Profesional, en especial en lo relativo a la implementación curricular, formación por alternancia y articulación con el sector productivo y otros niveles formativos y de capacitación, en concordancia con el Plan de Mejoramiento Educativo local, el Proyecto Educativo de cada establecimiento educacional y las tendencias del desarrollo productivo nacional, regional y local.”.
Artículo 19, que ha pasado a ser 18


Determina la composición del financiamiento y patrimonio de los Servicios Locales.


El diputado Jackson en la sesión 180ª, de fecha 11 de abril de 2016, hizo una presentación respecto de su propuesta para el financiamiento de la educación.  En primer lugar se refirió a los rasgos generales y diferencias básicas entre los modelos de voucher y costos.


En relación con el modelo de voucher, precisó que su estructura se basa en un sistema que asigna un monto igualitario por estudiante o según condición, por ejemplo, en el caso de estudiantes vulnerables, procurando lograr calidad mediante la competencia por el ingreso que aporta cada estudiante. Así, los establecimientos que atraen mayor matrícula tienen mayores ingresos y los establecimientos que cuentan con menor matricula tienen, a su vez, menores ingresos. Es decir, estos últimos evidencian mala calidad y la imposibilidad de sobrevivir.


Expresó que las consideraciones para una forma alternativa de financiamiento se dividen en dos:


1) Parametrización de costos, es decir, el costo por escuela ligado a rangos de matrícula y que involucra la dirección, administración, inversión versus depreciación inclusión.


2) Costos por aula, cuyo costo mínimo basal es el de contar con un docente a tiempo completo y un costo por estudiante extra que sea decreciente, de modo, que se tengan más recursos con cada alumno adicional, pero en el margen y no lineal como en el sistema de voucher.


Precisó que los factores a ponderar son el rural y urbano, la Jornada Escolar Completa (JEC), la vulnerabilidad de la zona, y la educación impartida -técnico profesional, científico humanista o artística-, donde no deben considerarse los mismos basales en atención a las especificidades o particularidades de cada una. En relación con la vulnerabilidad, destacó que se refiere a la zona y no a la condición de los niños.


Luego, expresó que se deben evaluar cuatro subvenciones actuales: la subvención general, la SEP, el aporte de gratuidad y el piso rural, precisando que la SEP lo único que hace es dar más o menos dinero, es decir, mueve la pendiente de ingresos agregados, sin hacer una asignación correcta de recursos.


En cuanto a los efectos esperados de su propuesta, destacó:


a) La redistribución interna, es decir, los establecimientos educacionales que hoy tienen enormes dificultades económicas podrían también llegar a tener superávit como ocurre con aquellos que actualmente tienen mayores recursos.


b) La disminución de déficit y disminución de superávit, o sea, el aporte marginal en calidad en los establecimientos que hoy tienen déficit es mayor que en los que tienen superávit.


c) Mayor calidad de igualdad.


Finalmente, expresó que este debate sobre el financiamiento genera dos preguntas. La primera es si debiera ser aplicado al sistema público o a todo el sistema subvencionado, y la segunda si debiera ser un mecanismo voluntario y de aumento progresivo.  A su juicio, y de modo inicial, estimó que debería aplicarse a todo el sistema en su conjunto, dado que la lógica de mercado opera en todo este, sin perjuicio de la existencia de fondos específicos para la educación pública.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para reemplazar el epígrafe por el siguiente: 


“Del financiamiento y patrimonio:”


Puesta en votación resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Verdugo. Se abstuvieron los diputados Silva (en reemplazo de Bellolio) y Hoffmann (7-0-2).


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Vallejo para introducir en el literal a), luego de la expresión “Sector Público.”, la frase “Con todo, los recursos recibidos por este concepto no serán inferiores al 70% tomando como total los literales a) y b) solamente.”.


2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“Estos recursos anuales no podrán significar una discriminación arbitraria a estudiantes que asistan a establecimientos cuyos sostenedores no sea los Servicios Locales de Educación.”.


3) De la diputada Provoste para agregar en el literal b), a continuación de la palabra “ley”, reemplazando el punto por una coma, la oración “destinando también recursos como subvención basal a los Jardines Infantiles Vía Transferencia de Fondos.”.


La diputada Provoste pidió al Ejecutivo un compromiso con el financiamiento de los jardines VTF, de lo contrario, se continuará con educación parvularia de primera y segunda categoría, afirmó.


4) Del diputado Robles para eliminar la frase: “las subvenciones educacionales y”. 

5) De la diputada Girardi para eliminar en la letra c) la expresión: “y las municipalidades”.


La diputada Girardi expresó que incorporar a los municipios al financiamiento de los SLE es reproducir la inequidad que existe hoy, porque va a depender de la capacidad financiera de cada uno. Por ejemplo, la Municipalidad de Las Condes cuenta con un presupuesto de 203 mil millones y de ellos traspasa 7 mil millones a educación solo para cuatro escuelas, a diferencia de lo que ocurre en Cerro Navia que cuenta con 17 mil millones y de ellos se destinan aproximadamente 1.500 millones a educación para alrededor de 23 establecimientos.


La Subsecretaria Quiroga pidió que conste en acta que el Ejecutivo estima inadmisible la indicación.


El diputado Silva acotó que la indicación de la diputada Girardi es inadmisible desde punto de vista formal, y que en el fondo genera la injustica de privar al sistema educacional en su conjunto de mayores recursos, ya que debe permitirse que los municipios, si pueden, aporten, y luego exista una redistribución de dichos recursos entre los SLE.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Girardi y sometida a votación, se mantuvo inadmisible, por mayoría de votos.


6) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar en la letra d) del inciso primero, la frase “Dirección de Educación Pública” por “Ministerio de Educación”.



7) De la diputada Girardi para agregar un inciso final del siguiente tenor:


“En todo caso, atendido que la estructura de costos de la educación tiene componentes fijos que deben ser proveídos por el Estado, el financiamiento de la dotación de personal, gasto de infraestructura y  de los proyectos educativos no podrán depender de los financiamientos variables y, si imputados aquellos a tales ítems no bastaren, el Estado deberá financiarlo con cargo al tesoro público.”.

La diputada Girardi aseveró que los costos fijos no se pueden financiar con ingresos variables, sino que deben contar con un financiamiento basal.


8) Del diputado Robles para incorporar un inciso segundo nuevo, del siguiente tenor:


“La partida de educación deberá incorporar capítulos y programas por cada uno de los Servicios Locales de Educación en la ley de Presupuestos casa año.”.

La Subsecretaria Quiroga expresó que el objeto no es limitar que los municipios hagan aportes, los que por lo demás no necesariamente serán monetarios. Además, estimó que no serán sustantivos, atendido los múltiples fines de los municipios.


En relación a los jardines VTF, expresó que el Ejecutivo ya firmó un protocolo de acuerdo que se encuentra en desarrollo, con el objeto de equipararlos con la JUNJI.


La diputada Girardi pidió votación separada de la letra b) del artículo 19.


Puesto en votación el artículo 19 con excepción de la letra b), resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste, Robles y Vallejo. En contra votaron los diputados Silva (en reemplazo de Bellolio) y Hoffmann (6-2-0).


Puesta en votación la letra b) artículo 19, resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Jackson, Provoste, Vallejo y Robles.  En contra votaron los diputados Bellolio, Girardi y Hoffmann (5-3-0).
Artículo 20, que ha pasado a ser 19


Establece que los Servicios Locales estarán sujetos a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.


Puesto en votación, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Carvajal (en reemplazo de Girardi), Boric (en reemplazo de Jackson), Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (7-0-0).

Párrafo nuevo

Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar un nuevo Párrafo 3°, pasando el actual artículo 21 a ser 24, y así sucesivamente:

“Párrafo 3°

De la Estrategia Nacional de Educación Pública


Artículo 21.- Estrategia Nacional de Educación Pública.- El Ministerio de Educación elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, en adelante también “la Estrategia”. La Estrategia tendrá una duración de diez años y fijará los objetivos, metas, los correspondientes indicadores y medios de verificación para el desarrollo de la educación pública nacional. 


Una vez publicada la Estrategia, ésta sólo podrá ser modificada durante los primeros seis meses de asumido un nuevo Presidente de la República.


Artículo 22.- Objetivos de la Estrategia. La Estrategia Nacional de Educación Pública deberá considerar, al menos, los siguientes objetivos:


a) Elevar la calidad de la educación pública.


b) Aumentar la retención de los estudiantes en el sistema


c) Disminuir la tasa de repitencia escolar.


d) Elevar la calidad de los docentes.


e) Articular los subsistemas educativos entre sí.


Artículo 23.- Mecanismo de elaboración de la Estrategia. El Ministerio de Educación deberá dictar, a través de un decreto, la Estrategia Nacional de Educación Pública, debiendo enviarla al Consejo Nacional de Educación para su aprobación. En la elaboración de la Estrategia, el Ministerio de Educación deberá contemplar un periodo de consulta ciudadana, de manera de conocer y recoger si resultare pertinente las distintas visiones de sostenedores, tanto públicos como privados, padres y apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, y otras personas u organismos interesado en la materia.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  


El diputado Bellolio expresó que si bien entiende que la indicación es inadmisible, ello no obsta a que sea considerada por el Ejecutivo.


El diputado Venegas destacó compartir la idea que existe tras la indicación y pidió al Gobierno considerarlo, en atención a que constituye un valioso aporte.


El diputado Robles apuntó que le parece muy razonable la estrategia de educación pública.


La diputada Vallejo pidió al Ejecutivo recoger la propuesta en concordancia con los otros instrumentos y plazos establecidos.

La Subsecretaria Quiroga se mostró dispuesta a recoger la propuesta e insertarla en el artículo 44.

Párrafo 3° De los instrumentos de gestión educacional

Artículo 21, que ha pasado a ser 20

Dispone que el convenio de gestión educacional tendrá una duración de seis años y fijará los objetivos del cargo durante su periodo, las metas, y los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa su cumplimiento.


Se presentó una indicación del Ejecutivo para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión “en adelante también “el convenio””, la frase “, que será, para todos los efectos legales, el convenio a que hace referencia el Título VI de la ley N° 19.882”.


Puesta en votación la indicación en conjunto con el artículo, resultaron aprobados por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (7-0-0).
Artículo 22, que ha pasado a ser 21

Establece que corresponde a la Dirección de Educación Pública elaborar la propuesta del convenio de gestión educacional, que será sancionado por el Ministro de Educación.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Espinoza para sustituir en el inciso segundo la frase “los antecedentes” por la siguiente: “estudios, informes y demás antecedentes técnicos.”.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Jackson, Robles, Venegas y Verdugo (5-0-0).


La diputada Provoste expresó que le parece muy adecuada la indicación, por cuanto pretende entregar mayor transparencia. 


La Subsecretaria Quiroga expresó que con el convenio se busca hacer responsable a los gestores públicos de su gestión educacional, mediante el establecimiento de metas e indicadores, a fin de objetivar su gestión, por ejemplo, con el indicador sobre reducción de deserción escolar. Precisó que en el artículo 58 se precisa el punto, siendo innecesario hacerlo en esta parte del articulado.


El diputado Bellolio expresó que parte de la fundamentación del proyecto, recae en las economías de escala y de ámbito, pero no queda claro cómo se hará responsable al Director Ejecutivo, ya que en el artículo 16, letra e), numeral iii), se consagra como causal de cesación en el cargo cuando en un SLE exista un alta concentración de establecimientos en categoría Desempeño Insuficiente, que se deba a la no implementación o implementación deficiente de las medidas específicas de apoyo referidas en el artículo 29 de la ley N° 20.529.


Entonces, preguntó si el Ejecutivo contó con estudios que han demostrado dicha relación de causalidad y si el Director Ejecutivo será provisto de las herramientas para lograr los indicadores, por ejemplo, el de disminuir la deserción escolar.  En definitiva, el grado de responsabilidad de los directores ejecutivos y los directores de escuela, de lo contrario se replicará lo mismo que ocurre ahora, afirmó.


2) De la diputada Carvajal para intercalar un inciso tercero nuevo, pasando el actual a ser cuarto, y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“La propuesta de convenio se remitirá, asimismo, a los establecimientos educacionales, abriéndose un plazo de un mes para que estos formulen sus observaciones, las que a su vez serán consideradas en las prioridades a que se refiere el inciso siguiente”.


Puesta en votación la indicación resultó rechazada con el voto en contra del diputado Venegas. Se abstuvieron los diputados Bellolio, Jackson, Robles y Verdugo (0-1-4).


3) Del diputado Espinoza para introducir en el inciso segundo, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: 


“Además, deberá remitirse un resumen ejecutivo a todos los establecimientos educacionales representados por el respectivo Consejo Local, que podrá ser solicitado por cualquier miembro de la comunidad educativa.”.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Jackson, Robles, Venegas y Verdugo (5-0-0).


4) Del diputado Robles para eliminar la frase: “en conjunto con el Director Ejecutivo que se encuentra en el cargo”. 


La indicación fue retirada por su autor. 


5) Del diputado Venegas para agregar en el inciso tercero a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, lo siguiente:


“En el caso de la renovación de su nombramiento, el Director Ejecutivo no participará en la elaboración de dicho informe, por lo que el Consejo Local enviará directamente su informe a la Dirección de Educación Pública, pudiendo requerir al Servicio Local todos los insumos que estime pertinente.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por el diputado Venegas y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


La Subsecretaria Quiroga expresó que la indicación va en la dirección correcta, ya que por un lado tiende a evitar conflictos de interés y, por otro, permite no perder la experiencia. Destacó que los Consejos no son servicios públicos, pese a que cumplen una función pública.


El diputado Bellolio apuntó que la indicación no es inadmisible, ya que tal como lo dijo la Subsecretaria los SLE no son servicios públicos.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Bellolio, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. En contra votó el diputado Jackson (5-1-0).


6) Del diputado Espinoza para agregar en el inciso final la siguiente frase: “y a todos los establecimientos educacionales representados por éstos.”.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (6-0-0).


Puesto en votación el artículo 22 resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. En contra votó el diputado Bellolio (5-1-0).
Artículo 23, que ha pasado a ser 22


Dispone una revisión anual del convenio de gestión educacional para determinar su grado de cumplimiento y efectuar su seguimiento y evaluación.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “pública”, la siguiente oración: “previa consulta del Consejo de Educación Pública”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


2) De la diputada Vallejo para agregar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “pública”, la siguiente oración: “previa consulta del Consejo Local de Educación”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Vallejo y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


Puesto en votación el artículo 23, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Robles, Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Bellolio y Verdugo (3-2-0).

Artículo 24, que ha pasado a ser 23

Permite, bajo ciertos supuestos, la modificación de las metas, indicadores y medios de verificación del convenio de gestión educacional.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Venegas y Arriagada para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 24.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios podrán ser modificados cumplidos dos años de vigencia, o por caso fortuito o fuerza mayor.


A los dos años de vigencia del respectivo convenio, el Director Ejecutivo, previa aprobación del Consejo Local, y en consideración a las evaluaciones anuales del artículo 23, podrá reestructurar los objetivos del convenio.


Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local una vez que haya sido aprobado.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 23, cuando se produzcan cambios en las circunstancias y/o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


2) De los diputados Provoste y Morano para agregar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “mayor”, la oración “la que deberá ser acreditada y aprobada por el Consejo”, y para suprimir, el inciso tercero.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  


La Subsecretaria Quiroga destacó que el artículo 24 fue trabajado en conjunto con el Servicio Civil.


Puesto en votación el artículo 24, resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Jackson, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votó el diputado Bellolio y se abstuvo el diputado Verdugo (4-1-1).

Artículo 25, que ha pasado a ser 24

Establece la publicidad del convenio de gestión educacional, regulando su publicación y la de los informes anuales elaborados en el sitio electrónico del Servicio Local.

Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar, continuación del punto aparte, la siguiente oración: 


“Así también, como procurar tener una presencia en terreno, informando de los avances del convenio”.

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


2) De la diputada Provoste para agregar entre las palabras “deberá” y “publicar”, la siguiente frase: “informar en el territorio”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


Puesto en votación el artículo 25 resulto aprobado con el voto favorable de los diputados Jackson, Robles, Vallejo y Venegas. Se abstuvieron los diputados Bellolio y Verdugo (4-0-2).

Artículo 26, que ha pasado a ser 25

Dispone la aplicación supletoria de las normas de la ley N° 19.882, en lo relativo a los convenios de desempeño y su evaluación.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (6-0-0).
Artículo 27, que ha pasado a ser 26

Dispone que el Director Ejecutivo elabore un Plan Estratégico Local de Educación Pública y fija sus contenidos mínimos.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Jackson para modificarlo de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “Estratégico” la tercera vez que aparece, la frase “deberá ser aprobado por el Consejo Local respectivo y”.


b) Reemplázase el inciso tercero por los siguientes incisos tercero y cuarto nuevos:


"Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el Director Ejecutivo consultará al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Con todo, el Consejo Local tendrá el plazo de un mes para aprobar el Plan Estratégico desde que éste le haya sido presentado para su aprobación. Transcurrido dicho plazo sin que el Consejo se haya pronunciado, el Plan Estratégico se tendrá por aprobado.


En caso de que el Consejo Local rechace la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo tendrá un plazo de un mes para formular un nuevo plan. Una vez recibida la nueva propuesta, el Consejo Local dispondrá de un plazo de quince días para emitir su pronunciamiento. Transcurrido el plazo sin que el Consejo Local se haya pronunciado, el Plan Estratégico se tendrá por aprobado. De rechazarse la nueva propuesta, se tendrá por aprobado el Plan Estratégico propuesto inicialmente por el Director Ejecutivo.".


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por los diputados Girardi y Jackson y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


El diputado Jackson, junto con expresar que la alineación de los distintos actores supone la participación de toda la comunidad, destacó que se trata solo de un cambio de procedimiento y que no está afecta a vicio de admisibilidad alguno. Además, enfatizó que la importancia de la participación de la comunidad en el Consejo Local es transversal a todos quienes fueron invitados a la Comisión y a los diputados, pidiendo votar favorablemente su indicación, que en el caso de ser considerada inadmisible, obligará al Ejecutivo, si no quiere que sea revisada por el Tribunal Constitucional a patrocinarla en el transcurso del trámite legislativo.


La diputada Girardi expresó que la riqueza de una educación distinta radica en la participación de los distintos actores.


El diputado Bellolio se mostró de acuerdo con la idea de la indicación, y observó que debe existir un mecanismo de resolución entre el director y Consejo Local, lo que no obsta a la inadmisibilidad de la indicación.


La Ministra Delpiano expresó que en el artículo 27 se encuentran todos los elementos de la indicación del diputado Jackson, y que desde el punto de vista del Ejecutivo es inadmisible que el Consejo apruebe el plan.


Puntualizó que se ha buscado con el Consejo la participación del alcalde, gobierno regional, representantes de las unidades educativas, entre otros, y que en ningún caso pretende ser un órgano técnico, por ello, es que entregarle la facultad de aprobar o rechazar genera un tipo de responsabilidad que está siendo recientemente estudiada por el Ministerio.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, Jackson, Vallejo y Verdugo. Se abstuvo el señor Venegas (7-0-1).

2) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo numeral v) del siguiente tenor: 


“v) Las Estrategias Regionales de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en la ley N° 19.175.”.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Jackson, Provoste, Vallejo y Venegas (6-0-0).


3) De la diputada Girardi para agregar después de “en adelante plan estratégico” una coma y la frase: “el que deberá ser elaborado con la participación de las escuelas y las comunidades educativas.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

4) De la diputada Girardi para intercalar un nuevo inciso cuarto, pasando el actual a ser quinto y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“Asimismo, el Director Ejecutivo deberá abrir un plazo para que los consejos escolares de los establecimientos que forman parte del Servicio Local puedan formular observaciones las que integrará en su plan estratégico o bien las rechazará fundadamente.”.

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

5) De la diputada Vallejo para incorporar un numeral v) al inciso segundo, del siguiente tenor:


“v) Un cálculo presupuestario de costos fijos, variables y de inversión en mejoras que requerirá para el cumplimiento del Plan Estratégico elaborado, dividido en los seis años que dura su convenio.”.


La Presidenta Accidental, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por el diputado Jackson y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


La Ministra Delpiano se mostró a favor de la idea tras la indicación, pese a que estimó que debería ser redactada en términos distintos, además, la catalogó de inadmisible. Asimismo, expresó que la idea de contar con una heterogeneidad de establecimientos con niveles distintos, hace indispensable y fundamental contar con flexibilidad de los recursos lo que, a su vez, implica maximizar su uso y trabajar en red.


El señor Roco expresó que el director de servicio tiene un margen importante de flexibilidad, y se hará responsable de la gestión (planes estratégicos y anuales).


La Comisión, por unanimidad, acordó cambiar la redacción de la indicación, reemplazando la frase “Un cálculo presupuestario” por “Una proyección presupuestaria” y reformulando la oración “dividido en los seis años que dura el convenio” por “para los seis años que dura el convenio, desagregado anualmente”.


Puesta en votación la indicación con la modificación consensuada, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio Espinoza, González, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo, Venegas y Verdugo (8-0-0).


6) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo inciso cuarto, pasando el anterior a ser final, del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Consejo Local podrá insistir de manera fundada en sus recomendaciones, las que, de ser rechazadas serán conocidas por el Director de Educación Pública, quien deberá resolver de manera fundada en un término no mayor a 15 días.”.


La indicación fue retirada por su autora.


Puesto en votación el artículo 27, resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Espinoza, González, Jackson, Vallejo y Venegas. En contra votó el diputado Morano (en reemplazo de Provoste), y se abstuvieron los diputados Bellolio y Verdugo (5-1-2).

Artículo 28, que ha pasado a ser 27

Establece los contenidos mínimos del plan anual.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Vallejo para intercalar en el numeral iv) del literal a), a continuación de “plan estratégico local”, la siguiente frase: “y los proyectos educativos institucionales de cada establecimiento de dependencia del Servicio Local”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo, Venegas y Verdugo (9-0-0).


2) De la diputada Vallejo para intercalar en el numeral iv) del literal b), a continuación de “Planes de Mejoramiento Educativo”, la siguiente frase: “, elaborados con la comunidad de cada establecimiento educacional,”.


La Comisión acordó por unanimidad agregarle la siguiente frase: de conformidad a lo establecido en el artículo 56 de esta ley.


Puesta votación la indicación con la modificación, fue aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio Espinoza, Girardi, González, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo, Venegas y Verdugo (9-0-0).


3) De la diputada Girardi para reemplazar en el inciso primero letra c) la expresión: “de dependencia” por “que formen parte”. 


La indicación fue retirada por su autora.


4) Del diputado Jackson para intercalar en el inciso segundo antes del primer punto seguido, el siguiente texto: “y aprobar el contenido correspondiente al literal a) o determinar una nueva redacción.”.


El diputado Jackson expresó que todos los invitados que asistieron a la Comisión pidieron que el Consejo Local tuviera mayores atribuciones, reformulando su indicación en el siguiente sentido: “a éste, y aprobar el contenido correspondiente al literal a) o proponer una nueva redacción”.


La Presidenta Accidental en uso de sus facultades la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por los diputados Girardi y Jackson y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


5) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el inciso segundo la palabra “diez” por “treinta”.


La indicación fue reformulada por sus autores en el sentido de reemplazar la expresión “diez días”, la primera vez que aparece, por “quince días hábiles” y en la segunda, para agregar después de la expresión “diez días” la palabra “hábiles”.


Puesta en votación la indicación reformulada, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo, Venegas y Verdugo (10-0-0).


Puesto en votación el artículo 28, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo y Venegas. Se abstuvieron los diputados Bellolio y Verdugo (8-0-2).
Párrafo 4° Régimen del personal de los Servicios Locales.

Artículo 29, que ha pasado a ser 28

Regula el régimen del personal de los Servicios Locales.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1) De la diputada Provoste para agregar en el inciso primero a continuación de la frase “profesionales de la educación, y”, la siguiente oración: “aquellos profesionales que se desempeñan como asistentes de la educación, técnicos parvularios, auxiliares en servicios menores y”.


La Ministra Delpiano expresó que el Ejecutivo recogiendo el interés de los asistentes de la educación presentó en el Senado un proyecto de ley sobre incentivo al retiro, sin perjuicio, de que prontamente contarán, a través de una ley distinta, con un estatuto propio. Asimismo, afirmó que la indicación es inadmisible.


La Presidenta Accidental en uso de sus facultades la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República. 

2) De los diputados Provoste y Morano para modificarlo de la siguiente forma:


-Para reemplazar, en el inciso primero, la frase “ley N° 19.464”, por la expresión “estatuto propio.”.


- Para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“Cada Servicio Local de Educación Pública podrá tener un Servicio de Bienestar, al cual podrán incorporarse, tanto el personal que desarrolla funciones en el referido Servicio, como asimismo los trabajadores Asistentes de la Educación. Dichos Servicios se regirán de acuerdo con lo establecido en el Decreto Supremo N° 28, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que aprueba el Reglamento General para los Servicios de Bienestar Fiscalizados por la Superintendencia de Seguridad Social y su financiamiento se ajustará a las normas establecidas en el artículo 23 del DL N° 249, de 1974, en relación a lo señalado en el artículo 13 de la ley N° 19.553.”.


La indicación fue retirada por sus autores.

Puesto en votación el artículo 29, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, González, Jackson, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvieron los diputados Girardi y Morano (en reemplazo de Provoste) (7-0-2).
Artículo 30, que ha pasado a ser 29

Dispone que el personal a contrata puede desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura y que el personal que preste servicios a honorarios se considera comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal, que contiene una definición de empleado público para los efectos de los delitos en contra de la probidad.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1) Del diputado Espinoza para suprimir el inciso primero.


2) De la diputada Girardi para eliminar el inciso primero del artículo 30.


3) De la diputada Vallejo para eliminar el inciso primero del artículo 30.


La diputada Girardi expresó no encontrarse de acuerdo con que el personal a contrata desempeñe funciones directivas o de jefatura, salvo que ello ocurra en el período de transición donde podría ser beneficioso, por ejemplo, contratando a prueba por un tiempo determinado, en cuyo caso la norma debería consagrarse en el articulado transitorio.


El diputado Venegas expresó que ello constituye una transgresión flagrante de derechos.


El diputado Bellolio pidió que el Ejecutivo detalle cómo fue pensada la dotación del personal y cómo se refleja en el informe financiero. Además, de que precise si al eliminar el inciso primero se afecta el presupuesto en el sentido de aumentar gastos, ya que implicaría contratarlos de planta.


La Ministra Delpiano expresó que el inciso primero permitirá atraer a los SLE personas especializadas en educación, y que las indicaciones que pretenden eliminarlo son inadmisibles por cuanto involucran más gastos.


Puestas en votación conjunta las tres indicaciones, resultaron aprobadas con el voto a favor de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo el diputado Bellolio (8-0-1).

Puesto en votación el artículo 30, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo, Venegas y Verdugo (9-0-0).
Artículo 31


Establece como causales de cesación del cargo de personal de planta las necesidades del Servicio Local y la evaluación de desempeño en lista condicional.

Se presentaron tres indicaciones para eliminar el artículo 31, de los diputados Espinoza, Jackson y Vallejo.


Puestas en votación conjunta las tres indicaciones, resultaron aprobadas con el voto a favor de los diputados Espinoza, González, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Bellolio y Gahona, y se abstuvieron los diputados Girardi y Verdugo (6-2-2).


Las indicaciones siguientes se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


1) De los diputados Venegas y Arriagada para reemplazar el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- Sobre la cesación del cargo del personal de planta. La cesación del cargo de personal de planta procederá de conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza n° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley n° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


2) De la diputada Girardi para modificar el artículo 31 del siguiente modo:


-Eliminar el literal a) del inciso 1°.


-Eliminar los incisos 2°,3° y 4°.


3) De los diputados Provoste y Morano para modificar el artículo 31 de la siguiente forma:


-Para eliminar el literal a).


-Para agregar un nuevo literal c), del siguiente tenor: 


“c) Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer como personal de planta quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes N°s 20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4°, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.


En caso de que la persona con régimen contractual de planta sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.”.


El diputado Bellolio consultó al Ejecutivo cómo será el traspaso del personal de los municipios y corporaciones a los SLE; cómo serán los concursos, y qué pasará si efectuado el traspaso ejercen deficientemente su función.


El señor Roco expresó que el artículo 31 es consistente con toda la normativa aprobada, por ejemplo, la normativa sobre Superintendencia de Educación Escolar.


La Ministra Delpiano precisó que todo el personal pasa a los SLE, sin solución de continuidad, salvo el personal administrativo donde habrá llamado a concurso y que se encuentra especificado en los artículos transitorios. Destacó que se espera que en los SLE se cuente con el personal más idóneo.


El diputado Morano expresó que se debe proteger la estabilidad en el empleo de los trabajadores.

Párrafo 5° De los Consejos Locales de Educación Pública


Se presentó una indicación de las diputadas Girardi y Provoste para reemplazar el Párrafo 5° propuesto por el siguiente:

“Párrafo 5°

De los Consejos Locales de Educación Pública


Artículo 32.- Definición. Los Consejos Locales de Educación Pública, en adelante “Consejos Locales”, instancia integral, democrática y pluralista, colaborarán con el Director Ejecutivo de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. El Consejo, representará directamente, ante el Director Ejecutivo, los intereses de las comunidades educativas y locales, a fin de que el servicio educacional considere a cabalidad las necesidades y particularidades del territorio.


Artículo 33.- Integración. La forma en la cual se decidan los integrantes del Consejo Local será a través de elección popular. La ciudadanía será la responsable de elegir a los integrantes según lo que se detalla a continuación: 


a) En aquellos Servicios Locales cuyo ámbito de competencia comprenda hasta tres comunas, el Consejo Local estará compuesto por:


i) Los alcaldes que representen a las comunas que formen parte del territorio de competencia del Servicio Local. En caso que el ámbito de competencia territorial del Servicio Local comprenda una sola comuna, la integración corresponderá únicamente al alcalde de dicha comuna.


ii) Un representante de los Centros de Estudiantes que estén matriculados en alguno de los establecimientos parte del Servicio Local. 


iii) Un representante de los Centros de Padres y Apoderados, que se desempeñen como tal en alguno de los establecimientos parte del Servicio Local.


iv) Un representante de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. 


v) Un representante de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. 


vi) Un representante de las universidades estatales de la región acreditadas por cuatro años o más. 


vii) Un representante de los centros de formación técnica estatales o institutos profesionales acreditados, con sede principal en la región. 


viii) Un representante del Gobierno Regional.


ix) Un representante del Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil.


x) Un representante de las Uniones Comunales de Juntas de Vecinos. 


xi) Un representante de los equipos directivos pertenecientes al Servicio Local. 


b) En aquellos Servicios Locales cuyo ámbito de competencia sea de cuatro o más comunas, el Consejo Local estará compuesto por:


i) Los alcaldes que representen a las comunas que formen parte del territorio de competencia del Servicio Local. 


ii) Un representante de los Centros de Estudiantes que estén matriculados en alguno de los establecimientos parte del Servicio Local. 


iii) Un representante de los Centros de Padres y Apoderados, que se desempeñen como tal en alguno de los establecimientos parte del Servicio Local.


iv) Un representante de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. 


v) Un representante de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. 


vi) Un representante de las universidades estatales de la región acreditadas por cuatro años o más. 


vii) Un representante de los centros de formación técnica estatales o institutos profesionales acreditados, con sede principal en la región. 


viii) Un representante del Gobierno Regional.


ix) Un representante del Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil.


x) Un representante de las Uniones Comunales de Juntas de Vecinos. 


Para efectos de lo establecido en este literal, los cargos señalados en los numerales ii), iii), iv) y v) serán provistos en igual cantidad, y de acuerdo a lo establecido en el reglamento señalado en el artículo 41. Con todo, en ningún caso la suma total de representantes establecidos en estos cuatro numerales podrá ser inferior a la totalidad de los alcaldes en ejercicio en el ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local, ni podrá ser superior a dieciséis representantes.


El proceso de elección de los representantes señalados en los numerales ii), iii), iv), v), vi), vii), viii), ix) y x) de los literales a) y b) del presente artículo, deberá elegirse para cada cargo al menos un representante suplente.


La participación del o los alcaldes en el Consejo Local será obligatoria en la primera sesión anual del Consejo, el o los alcaldes podrán designar un representante que asista en su reemplazo a las sesiones del Consejo que se realicen durante el año.


Artículo 33 bis.- Elección de los Consejeros Locales. En virtud de lo dispuesto en el artículo precedente, los Consejeros serán electos vía elección popular, para la cual, la ciudadanía deberá votar por cada uno de los representantes considerados en los numerales ii), iii), iv), v), vi), vii), viii) ix) y x) de los literales a) y b) del artículo 33. 


La votación será regulada por el Servicio Electoral, y se realizará cada dos años.


Será a través de un Reglamento, el establecimiento de los requisitos para ser candidato a Consejero.  


Quedarán exentos del proceso eleccionario, los alcaldes que representen a las comunas parte del Servicio Local de Educación.


Se considerará como Consejero Suplente, a la segunda mayoría del área a la que pertenece. 


Artículo 34.-  Duración en los Cargos. El o los alcaldes que integren los Consejos Locales durarán en el cargo de consejero por la totalidad de su período alcaldicio.


Los Consejeros señalados en los numerales ii), iii), iv), v) vi), vii), viii), ix) y x) de los literales a) y b) del artículo precedente, durarán dos años en sus cargos.


En caso de que el representante sea desvinculado de la institución por la cual fue elegido, deberá asumir la representación el Consejero suplente.


Artículo 35.- Atribuciones del Consejo Local. Al Consejo Local le corresponderán las siguientes atribuciones: 


a) Representar los intereses de la comunidad educativa y la comunidad local ante el Servicio Local respectivo.


b) Comunicar al Director Ejecutivo de cualquier asunto que afecte a la comunidad educativa o la calidad de la prestación del servicio educacional en uno o más de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local. 


c) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.


d) Proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión para el Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con la comunidad local, las organizaciones locales, y las municipalidades, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.


e) Proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional, además de las competencias y aptitudes que deben reunir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14. 


f) Elaborar el informe con una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 22.


g) Hacer las recomendaciones que considere pertinentes respecto del Plan Estratégico Local y Plan Anual del Servicio Local.


h) Requerir por escrito al Director Ejecutivo, los antecedentes de los informes de la Agencia de Calidad de la Educación, de la Superintendencia de Educación y de la Dirección de Educación Pública sobre el desempeño de los establecimientos y el funcionamiento del Servicio Local. 


i) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional.


j) Solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento descrito en el inciso tercero del artículo 17. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario. 


k) Las demás atribuciones que le encomienden las leyes.


l) Discutir y aprobar por dos tercios de los consejeros en ejercicio, la apertura, fusión o cierre de los establecimientos. 


Artículo 36.- Responsabilidad de los integrantes del Consejo. Para todos los efectos legales, los integrantes del Consejo ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de las bases generales de la Administración del Estado.


Artículo 37.- Participación en el consejo. Los integrantes percibirán una remuneración o diete por su participación que será equivalente a la de un Concejal. En lo que respecta a lo dispuesto en el Artículo 39 de la presente ley, no existirá la obligación del pago de la dieta o remuneración.”


Artículo 38.- Causales de cesación en el cargo. Los consejeros cesarán en sus cargos de conformidad con las siguientes causales:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena a pena aflictiva.


d) Infracción a las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 36 de la presente ley. 


e) Inasistencia injustificada a más de dos sesiones dentro de un mismo año calendario.


f) Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer como Consejeros quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes Nos20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4°, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.


En caso de que el Consejero sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.


La vacante generada como consecuencia de la cesación del cargo será integrada por el respectivo consejero suplente.


Artículo 39.- Funcionamiento. El Consejo Local elegirá de entre sus miembros a su Presidente por mayoría simple y se reunirá a lo menos seis veces al año, pudiendo autoconvocarse cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes. 


A las sesiones del Consejo Local asistirá el Director Ejecutivo quien participará en ellas sólo con derecho a voz.


El quórum para sesionar será la mayoría de sus miembros. El quórum para adoptar acuerdos será la mayoría de los asistentes a la sesión respectiva, salvo aquellos casos en que la ley establece un quórum diferente. 


En caso de existir empate en las votaciones, corresponderá al Presidente del Consejo Local emitir el voto dirimente.


Un funcionario designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de Secretario Ejecutivo. Para tal efecto, actuará como ministro de fe y registrará las sesiones. 


Artículo 40.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Consejo Local serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida. 


El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.


Artículo 41.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.


La Presidenta Accidental en uso de sus facultades la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65, incisos tercero y cuarto, N° 2, de la Constitución Política de la República.
Artículo 32, que ha pasado a ser 30

Define los Consejos Locales, estableciendo que representan ante el Director Ejecutivo los intereses de las comunidades educativas y locales, a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente las necesidades y particularidades del territorio respectivo.


El diputado Verdugo expresó que el Consejo no representará a las comunidades educativas y será inútil, ya que no se establece cómo será su relación con ellas, porque no tendrá tiempo para ello -se fijan solo cuatro reuniones al año-, y carecerá de capacidad, experiencia e incentivo -miembros ad honorem-.


La Ministra Delpiano estimó que este consejo ciudadano tendrá el rol de supervisar y velar que el plan se vaya cumpliendo, agregando al currículum y plan nacional los elementos propios de las comunidades, aportando con ello a  la pertinencia local.


Puesto en votación el artículo 32, resultó aprobado por mayoría de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Vallejo y Venegas. Se abstuvieron los diputados Morano (en reemplazo de Provoste) y Verdugo (7-0-2).
Artículo 33, que ha pasado a ser 31

Fija la integración de los Consejos Locales, distinguiendo si su ámbito de competencia comprende hasta tres comunas o si es de cuatro o más comunas.


Se presentaron las siguientes indicaciones:

1) De la diputada Vallejo para incorporar en las letras a) y b) un nuevo numeral iii) pasando el actual a ser iv), y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“iii) un representante de los trabajadores del Servicio Local de Educación, elegido de entre sus miembros.”.


Puesta en votación resultó rechazada por mayoría de votos, con los votos en contra de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Venegas y Verdugo. A favor votaron los diputados Girardi, González y Vallejo, y se abstuvo el diputado Jackson (3-5-1).

2) Del diputado Venegas para reemplazar en los numerales vi) y vii) del literal a), así como en los numerales vi) y vii) del literal b), lo siguiente: “el Intendente respectivo, previo acuerdo de los rectores de dichas instituciones. Para dicho efecto,” por “los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. En caso de no existir acuerdo, la designación será por el Intendente. En ambos casos.”.


El diputado Venegas reformuló la indicación eliminando su parte final: “En caso de no existir acuerdo, la designación será por el Intendente. En ambos casos.”.


Puesta en votación la indicación reformulada, resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, Jackson, Vallejo y Venegas. Se abstuvieron los diputados González y Verdugo (7-0-2).

3) De los diputados Venegas y Arriagada para modificarlo de la siguiente forma:


-Eliminar en el numeral vi) del literal a) la frase “el intendente respectivo, previo” que se encuentra a continuación de la frase “este representante será designado por”.


-Eliminar en el numeral vii) del literal a) la frase “el intendente respectivo, previo” que se encuentra a continuación de la frase “este representante será designado por”.


-Eliminar en el numeral vi) del literal b) la frase “el intendente respectivo, previo” que se encuentra a continuación de la frase “este representante será designado por”.


-Eliminar en el numeral vii) del literal b) la frase “el intendente respectivo, previo” que se encuentra a continuación de la frase “este representante será designado por”.


La indicación se dio por rechazada en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


4) Del diputado Espinoza para modificar el artículo 33 en la siguiente forma:


-Suprimir la frase “el Intendente respectivo, previo acuerdo de” de los numerales vi) y vii) de la letra a) y b).


-Agregar un nuevo numeral ix) en la letra a) y b), del siguiente tenor: 


“ix) Un representante de los trabajadores administrativos del servicio local de educación, elegido de entre sus miembros.”.


La indicación fue retirada por su autor.


5) De los diputados Bellolio y Gahona para modificar el artículo 33 en la siguiente forma:


-Eliminar en el numeral vii) de las letras a) y b) lo siguiente: “para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica estatales acreditados de la región respectiva”.


-Eliminar en el numeral viii) de las letras a) y b) la frase designado por el intendente respectivo.”. 

El diputado Venegas consultó al Ejecutivo qué entiende por representante del gobierno regional.


El diputado Morano expresó compartir la indicación, porque entrega mayor claridad y amplitud.


La Ministra Delpiano expresó que será difícil que los intendentes, por razones de tiempo, tengan voz en esto; de ahí que podrá designar a una persona al efecto, el que perfectamente podría ser un CORE.


El diputado Gahona precisó que Gobierno Regional solo comprende al intendente y a los consejeros regionales.


La Comisión acordó, por unanimidad, modificar la indicación al numeral vii) de las letras a) y b), eliminando la palabra estatales, y agregando la frase “sin fines de lucro”.


La Comisión acordó, por unanimidad, votar por separado las indicaciones a ambos numerales.


Puesta en votación la indicación al numeral vii), resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, González, Morano (en reemplazo de Provoste) y Venegas. En contra votaron los diputados Jackson, Vallejo, y se abstuvieron los diputados Girardi y Robles (6-2-2).


Puesta en votación la indicación al numeral viii), resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo y Venegas. En contra votó el diputado Robles (9-1-0).


6) De la diputada Girardi para modificarlo de la siguiente forma:


-Para agregar un literal ix) en la letra a) del inciso primero del siguiente tenor: “Un representante de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos elegido por sus pares”.


-Para agregar un literal ix) en la letra b) del inciso primero del siguiente tenor: “Un representante de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos elegido por sus pares”.


-Para agregar en el inciso tercero entre la expresión: “viii)” y “de” la siguiente: “ix”.


Puesta en votación, resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Bellolio, Gahona, Girardi, González, Morano (en reemplazo de Provoste) Vallejo y Venegas. En contra votó el diputado Espinoza, y se abstuvieron los diputados Jackson y Robles (7-1-2).


7) De los diputados Provoste y Morano para modificarlo de la siguiente forma.


-Para agregar, en la letra a), numeral vi), a continuación de la palabra “universidades”, la palabra “estatales”.


-Para agregar, en la letra b), numeral vi), a continuación de la palabra “universidades”, la palabra “estatales”.


El diputado Bellolio expresó que la indicación es inconstitucional y absurda, tomando en cuenta en que hay regiones que carecen de universidades estatales con los años de acreditación exigidos.


La diputada Girardi expresó que se está tratando de crear una red pública.


Puesta en votación resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Bellolio, Espinoza, Robles, Venegas y Verdugo. A favor votaron los diputados Girardi, Jackson y Vallejo (3-5-0).


8) De los diputados Jackson y Vallejo para intercalar en el numeral vi) de las letras a) y b), entre las palabras “provenientes de” y “las facultades de educación” la frase “universidades estatales y de”.


Puesta en votación resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Bellolio y Gahona (6-2-0).

El diputado Bellolio efectuó reserva de constitucionalidad, en conformidad al artículo 19 N° 2 de la Constitución la Constitución Política de la República, que establece la igualdad ante la ley.


9) De los diputados Provoste y Morano para modificarlo de la siguiente forma.


-Para agregar en la letra a), un numeral ix) nuevo del siguiente tenor: 


ix) Un representante del Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil.


-Para agregar en la letra b), un numeral ix) nuevo del siguiente tenor: 


ix) Un representante del Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil.


Puesta en votación resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Bellolio, Espinoza, Venegas y Robles. A favor votaron los diputados Girardi y González, y se abstuvieron los diputados Jackson y Vallejo (2-4-2).


10) De los diputados Provoste y Morano para modificarlo de la siguiente forma.

 
- Para agregar en la letra a), un numeral x) nuevo del siguiente tenor: 


x) Un representante de las Uniones Comunales de Juntas de Vecinos. 


- Para agregar en la letra b), un numeral x) nuevo del siguiente tenor: 


x) Un representante de las Uniones Comunales de Juntas de Vecinos.


Puesta en votación, fue rechazada con el voto en contra de los diputados Bellolio, Espinoza, Robles y Venegas. A favor votaron los diputados González y Vallejo, y se abstuvo el diputado Jackson (2-4-1).


11) De la diputada Provoste para modificarlo de la siguiente forma:


-Para agregar en la letra a) un numeral x) nuevo del siguiente tenor: 


x) Un representante del directorio de las asociaciones y,o organizaciones gremiales de trabajadores de Jardines Infantiles Vía Transferencia de Fondos. 


-Para agregar en la letra b), un numeral x) nuevo del siguiente tenor: 


x) Un representante del directorio de las asociaciones y,o organizaciones gremiales de trabajadores de Jardines Infantiles Vía Transferencia de Fondos.


El diputado Robles pidió al Ejecutivo dar relevancia a la educación de párvulos.


La Subsecretaria Díaz se comprometió a buscar mecanismos que aseguren la incorporación de esa visión.


Puesta en votación, resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Bellolio, Robles y Venegas.  A favor votó el diputado González (1-3-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados González, Robles y Venegas. En contra votó el diputado Bellolio (3-1-0).


Las siguientes indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


1) De los diputados Provoste y Morano para modificar el artículo 33 de la siguiente forma.


1.1) Para reemplazar en la letra a), numeral ii), la oración “aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos” por la siguiente: “sus pares en un proceso convocado por el Servicio de Educación Local, a fin de definir la representación del cuerpo estudiantil ante el Consejo Local”.


1.2) Para eliminar en la letra a), numeral ii) la oración “Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos”.


1.3) Para reemplazar en la letra a), numeral iii), la oración “aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos” por la siguiente: “sus pares en un proceso convocado por el Servicio de Educación Local, a fin de definir la representación de los Padres y Apoderados ante el Consejo Local.”


1.4) Para eliminar en la letra a), numeral iii), la oración “Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos”.


1.5) Para agregar en la letra a), numeral vii), a continuación de la palabra “técnica”, la palabra “estatales”.


1.6) Para agregar en la letra a), numeral viii), a continuación de la palabra “regional”, la oración “propuesto por la Gobernación (es) respectiva (s).” 


1.7) Para agregar en la letra a), un numeral nuevo del siguiente tenor:


x) Un representante de los trabajadores administrativos del Servicio Local de Educación.


1.8) Para reemplazar en la letra b), numeral ii), la oración “aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos” por la siguiente: “sus pares en un proceso convocado por el Servicio de Educación Local, a fin de definir la representación del cuerpo estudiantil ante el Consejo Local”.


1.9) Para eliminar en la letra b), numeral ii), la oración “Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos”.


1.10) Para reemplazar en la letra b), numeral iii), la oración “aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos” por la siguiente: 


“sus pares en un proceso convocado por el Servicio de Educación Local, a fin de definir la representación de los Padres y Apoderados ante el Consejo Local.”


1.11) Para eliminar en la letra b), numeral iii), la oración “Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos”.


1.12) Para agregar en la letra b), numeral vii), a continuación de la palabra “técnica”, la palabra “estatales”.


1.13) Para agregar en la letra b), numeral viii), a continuación de la palabra “regional”, la oración “propuesto por la Gobernación (es) respectiva (s).”


1.14) Para agregar en la letra b) un numeral nuevo, del siguiente tenor: 


x) Un representante de los trabajadores administrativos del Servicio Local de Educación.

Artículo 34, que ha pasado a ser 32

Determina la duración en los cargos de los distintos consejeros.  Los alcaldes, la totalidad del período alcaldicio; los representantes de estudiantes y padres y apoderados, 1 año; los representantes de los profesionales y asistentes de la educación, de universidades y de CFT o IP, 2 años, y el representante del Gobierno Regional, 2 años, prorrogables por otros 2.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para modificarlo de la siguiente forma: 


a) Remplázase, en el inciso segundo, la expresión “un año” por “dos años”.


b) Agrégase un inciso final, nuevo, del siguiente tenor: 


“En el caso de los consejeros señalados en los numerales ii), iii), iv) y v) de los literales a) y b) del artículo precedente, la cesación en el cargo de miembro del consejo escolar, producirá la cesación automática en el cargo de consejero del Consejo Local, debiendo la institución implicada reemplazarlo en un plazo no mayor a treinta días. Durante dicho período la representación de la institución será asumida por el representante suplente al que se refiere el artículo anterior.”.


La Subsecretaria Quiroga expresó que con la indicación se recogen las indicaciones de los diputados Provoste y Morano, que a juicio del Ejecutivo, son inadmisibles.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Verdugo (8-0-0).


2) De la diputada Girardi para agregar en el inciso tercero luego de la expresión “vii”, el literal “ix”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas (8-0-0).

Las siguientes indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


1) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar, en el Artículo 34, inciso segundo, la cantidad “un” por “dos”.


2) De la diputada Provoste para agregarle un nuevo inciso cuarto del siguiente tenor: 


“Los Consejeros de los nuevos numerales de las letras a) y b) del artículo precedente, se desempeñarán en sus cargos durante un período de dos años.”.


3) De los diputados Provoste y Morano para agregar un inciso quinto nuevo, del siguiente tenor:


“En el caso de que un Consejero sea desvinculado de la institución a la cual representa, éste cesará automáticamente de su cargo como Consejero, debiendo la institución implicada, reemplazar el nombre en un plazo no mayor a 30 días.”.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas (8-0-0).

Artículo 35, que ha pasado a ser 33

Establece las atribuciones del Consejo Local.
Letra g)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Jackson para reemplazar en el literal g), la frase “Hacer las recomendaciones” por la frase “Proponer las modificaciones”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas (8-0-0).


2) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar a la letra g), luego del punto aparte, la siguiente frase: “Cuando aquellas recomendaciones sean acordadas por la mayoría de los integrantes del Consejo Local los Servicios Locales deberán considerarlas.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  


El diputado González pidió al Ejecutivo tomarla en consideración.
Letra h), nueva


Se presentó una indicación de la diputada Vallejo para incorporar un nuevo literal h), pasando el actual a ser i) y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“h) Proponer al Director Ejecutivo medidas tendientes a evitar la segregación al interior del aula y todas aquellas medidas tendientes a evitar efectos adversos a la equidad y eficacia del Sistema.”.


El diputado Bellolio expresó que el vocablo “segregación” puede generar confusión, ya que muchas veces se hacen grupos dentro de los cursos, por ejemplo, de lectura, conforme sea el avance de los alumnos.


Se acordó por unanimidad de los diputados cambiar la frase: “evitar la segregación” por “propiciar la inclusión”.


El Ejecutivo se mostró a favor de la indicación.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas (8-0-0).

Letra k), nueva


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para introducir un literal k), nuevo, pasando el actual k) a ser l), del siguiente tenor: 


“k) Vincularse con la comunidad local y fomentar el rol de los Consejos Escolares como eje articulador entre ésta y el establecimiento educacional.”.


La Subsecretaria Quiroga expresó que con la indicación se recoge la indicación de la diputada Vallejo a la letra m), por considerar que enriquece el proyecto.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas (8-0-0).


2) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo literal k) pasando el literal j) que ha pasado a ser k) a ser l) y así, del siguiente tenor: 


“k) Proponer al Director Ejecutivo la forma en que ha de estructurarse el gasto en función de las necesidades de la comunidad educativa, atendiendo especialmente a la innovación y experimentación pedagógica. Esto sin perjuicio del pago directo a docentes a través del Servicio Local de Educación.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por el diputado González, y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.
Letras nuevas

Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo literal l) del siguiente tenor: 


“l) Realizar la votación para apertura, fusión o cierre del establecimiento.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


2) De la diputada Girardi agregar un nuevo literal l), del siguiente tenor: 


“l) Pronunciarse sobre la apertura, fusión o cierre del establecimiento.”.


Puesta en votación, fue aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson y Robles (6-0-0).


3) De la diputada Vallejo para introducir un nuevo literal m), pasando el k) que ha pasado a ser m) a ser n), del siguiente tenor: 


“m) Vincularse de manera efectiva con la comunidad local y fomentar el rol de los Consejos Escolares como eje articulador entre ésta y la escuela.”.


La indicación se dio por rechazada en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


4) De la diputada Vallejo para introducir un nuevo literal n), pasando el k) que ha pasado a ser n) a ser ñ), del siguiente tenor: 


“n) Disponer con acuerdo del Director de Educación Pública del fondo creado por el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con los votos a favor de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Robles y Venegas. Se abstuvo el diputado Bellolio (6-0-1).

Artículo 36, que ha pasado a ser 34

Establece la responsabilidad de los integrantes del Consejo, disponiendo que, para todos los efectos legales, ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa.


No fue objeto de indicaciones.


El diputado Bellolio consultó si los integrantes del Consejo, al estar sujetos a las normas de probidad administrativa, están obligados a hacer declaración de intereses y de patrimonio.


La subsecretaria Quiroga explicó que solo los alcaldes y los consejeros regionales están obligados a hacer la declaración; sin embargo, se comprometió a analizar e incorporar, si es necesario, en el próximo trámite legislativo la inquietud del diputado Bellolio relativa a los conflictos de interés de sus integrantes y lo relativo a las declaraciones de interés y patrimonio.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con los votos a favor de los diputados Espinoza, Gahona, González, Girardi, González, Robles, Vallejo y Venegas. Se abstuvieron los diputados Bellolio y Jackson (8-0-2).
Artículo 37, que ha pasado a ser 35

Regula la participación ad honorem de los integrantes del Consejo Local, es decir, que no perciban remuneración o dieta de especie alguna por su participación en el mismo.

Se presentó una indicación del diputado Espinoza para agregar después de la palabra “miembros”, la siguiente frase: “y de una sala o espacio adecuado para la realización de sus sesiones.”.


El diputado Jackson propuso no utilizar la conjunción “y” sino ejemplificar con la expresión “tales como” o similar.


La Subsecretaria Quiroga expresó que la idea tras la indicación ya se encuentra incorporada en el proyecto, de modo que solo la explicita.


Puesta en votación la indicación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas (9-0-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas (9-0-0).

Artículo 38, que ha pasado a ser 36

Fija como causales de cesación en el cargo de los consejeros: a) Expiración del período para el que fue nombrado. b) Renuncia voluntaria. c) Condena a pena aflictiva. d) Infracción a las normas de probidad administrativa. e) Inasistencia injustificada a más de dos sesiones dentro de un mismo año calendario.


Se presentó una indicación de los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo literal f), del siguiente tenor: 


“f) Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer como Consejeros quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes N°s 20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4°, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.


En caso de que el Consejero sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.”.


El diputado Bellolio expresó la indicación debe alinearse o conformarse, en la parte pertinente, con la ley de carrera docente.


La Subsecretaria Quiroga se comprometió a revisarlo e indicó que parte de la propuesta de los diputados Provoste y Morano ya se encuentra contenida en la letra c) del artículo original, y destacó que el acto de nombramiento será regulado en el reglamento de la ley.


El diputado Jackson pidió al Ejecutivo no incorporar la idea de la indicación, ya que está trasgrede la convicción de quienes creen en la reinserción y la rehabilitación de quienes han cometido delitos.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (10-0-0).

Artículo 39, que ha pasado a ser 37

Establece el funcionamiento del Consejo, disponiendo la forma de elegir al Presidente, la convocatoria y los quórum para sesionar y para adoptar acuerdos.

Se presentó una indicación de los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el inciso primero la palabra “cuatro” por la palabra “seis”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (10-0-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (10-0-0).

Artículo 40, que ha pasado a ser 38

Establece la publicidad de las sesiones del Consejo y de sus actas, que deberán ser publicadas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local.

No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (10-0-0).

Artículo 41, que ha pasado a ser 39

Delega en un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, el desarrollo de estas materias

No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con los votos favorables de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas. Se abstuvieron los diputados Bellolio, Gahona y Verdugo (7-0-3).
Título IV De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública

Artículo 42, que ha pasado a ser 40

Dispone que el objeto de los establecimientos educacionales es contribuir a la formación de sus estudiantes y propender a asegurar el logro de aprendizajes en las distintas etapas de la vida de las personas, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico.

Se presentó una indicación de la diputada Girardi para reemplazar en los incisos segundo y tercero, las dos veces que aparece la palabra “dependientes” por la frase “que forman parte”.


La indicación fue retirada por su autora.


El diputado Bellolio consultó si el concepto de comunidad educativa es el mismo que utiliza la ley General de Educación, toda vez que parece que el inciso tercero se aleja de esa definición.


La Subsecretaria Quiroga expresó que el concepto de comunidad educativa se consagra en el artículo 9° de la ley General de Educación, y está a disposición de lo que la Comisión decida en el sentido de replicarlo o hacer una referencia al artículo.


Puesto en votación el artículo resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, González, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (7-0-0). 


Posteriormente, se presentó una nueva indicación de los diputados Bellolio y Verdugo para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“Los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán conformados por una comunidad educativa integrada en la forma prescrita por el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación. Su propósito compartido se expresa en el proyecto educativo institucional.”.

Solicitada la reapertura del debate respecto de este artículo por la diputada Vallejo, en conformidad a los artículos 266 y 278 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se aprobó por unanimidad.

Puesta en votación la indicación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (7-0-0).

Artículo 43, que ha pasado a ser 41

Fija las responsabilidades del Servicio Local respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia.
Letra a)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para reemplazar en el inciso primero, letra a), las 3 veces que aparece la frase: “de su dependencia”, por la expresión: “que forman parte del mismo”.


La indicación fue retirada por su autora.


2) De la diputada Girardi para agregar al final de la letra a) después del punto aparte que pasa a ser seguido el siguiente párrafo: 


“La dotación deberá ser suficiente para garantizar los objetivos señalados en las letras b),c), d) y e) de este mismo artículo

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Girardi y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


La Subsecretaria Quiroga junto con destacar la inadmisibilidad de la indicación, sugirió agregar la frase: “, de conformidad con lo establecido en el artículo 26, letra b) de esta ley”, ya que en el evento de ser aprobada la indicación, dicha frase impedirá interpretaciones en la implementación.


La Comisión, acordó por unanimidad, reemplazar la expresión “garantizar” por “cumplir con” y agregar a continuación del vocablo “artículo”, la frase: “, de conformidad con lo establecido en el artículo 26, letra b) de esta ley.”.

Puesta en votación la indicación con la  modificación concordada, resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Girardi, González, Jackson, Vallejo y Venegas.  En contra votaron los diputados Bellolio y Verdugo (5-2-0).
Letra b)


Se presentó una indicación de la diputada Girardi para intercalar en la letra b), después de la palabra “artística”, el siguiente párrafo: “y la promoción de programas que faciliten el desarrollo físico, psicoafectivo y social, tales como el yoga, danza, meditación, entre otras disciplinas que apuntan a un desarrollo integral”.


El diputado Bellolio se mostró de acuerdo con la indicación, sin embargo, destacó que no está bien ubicada, porque se aleja la normativa vigente, pues nada tiene que ver con la promoción de programas.


La Subsecretaria Quiroga expresó que no debería aludirse a la promoción de programas, sino que se debería hacer alusión a palabra actividades y sin explicitación los ejemplos, ya que esto podría crear confusión.


La diputada Girardi se mostró dispuesta a modificar la palabra “programas” por “actividades”.


Puesta en votación resultó rechazada con el voto en contra del diputado Venegas. Se abstuvieron los diputados Bellolio, Espinoza, Jackson y Verdugo.  A favor votaron los diputados Girardi, González y Vallejo (3-1-4).
Letra c)


Se presentó una indicación de la diputada Girardi para agregar al final de la letra c) después del punto aparte que pasa a ser seguido lo siguiente:


“Dicho sistema velará por la no discriminación de las y los estudiantes, promoviendo una mejora acorde a sus capacidades y a la etapa de desarrollo en que se encuentren, de modo de evitar la exclusión o deserción escolar”.


La indicación fue retirada por su autora.
Letra d)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para agregar al final de la letra d), después del punto aparte que pasa a ser punto seguido los siguientes dos párrafos:


“Estas iniciativas comprenderán la planificación de estrategias metodológicas diversas, así como propiciar ambientes de aprendizaje que permitan atender estas necesidades.


Estas iniciativas de apoyo y atención se circunscribirán al ámbito pedagógico y,o psicopedagógico, privilegiando aquellas medidas que eviten el uso de sustancias psicotrópicas o intervenciones médicas que correspondan al ámbito de la salud pediátrica o adolescente. No se podrá condicionar ni la incorporación ni la asistencia ni la permanencia de los estudiantes en el establecimiento a que estos consuman algún tipo de medicamento.”.


La diputada Girardi fundamentó su indicación destacando que año tras año se han venido presentando preocupaciones por parte de padres y apoderados referentes a “exigencias” de las escuelas de llevar a los niños a especialistas neurólogos o psiquiatras con el fin encubierto de medicarlos. Los test de Conners abreviados que se aplican resaltan las acciones negativas de los niños y niñas, no siendo los docentes o directivos quienes debiesen aplicarlos; de ahí, que una ley de educación debe salvaguardar la labor educativa y no transformar el sistema educativo en una unidad de salud mental, afirmó.


Además, el uso abusivo de fármacos psiquiátricos en la infancia puede gatillar diversos problemas de salud que vienen descritos en los mismos prospectos de los fármacos que se le dan a niños pequeños y a adolescentes, tales como ideación suicida, somnolencia, distonias, anorexia, aumento de peso, síndrome neuroléptico maligno y trastornos cardíacos.


Es por ello que no debe radicar en los servicios educacionales la función de sugerir o incitar a la medicación, sino a los servicios sanitarios, quienes a través del pediatra, profesional que debe derivar a especialista de salud mental, determinarán si la situación de conducta corresponde a una patología psiquiátrica o se aparta del desarrollo del niño o niña.


Entonces, la labor educativa debe centrarse en los modelos pedagógicos y psicopedagógicos correspondientes, salvaguardando la integridad física y mental de los educandos.


A continuación, el diputado Bellolio pidió votación separada de los dos párrafos de la indicación.


Puesto en votación el primer párrafo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (8-0-0).


Puesto en votación el segundo párrafo resultó rechazado con el voto en contra del diputado Robles. A favor votaron los diputados Girardi, González, Jackson y Vallejo, y se abstuvieron los diputados Bellolio, Venegas y Verdugo (4-1-3).


2) De la diputada Girardi para agregar en la letra d) después de la palabra “extracurriculares”, lo siguiente: “tales como yoga, danza, meditación, entre otros.”. 


Puesta en votación la indicación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (7-0-0).

Letras nuevas

Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para agregar un literal f) nuevo, pasando el actual a ser g), y así sucesivamente: 


f) Fomentar y desarrollar actividades que promuevan el conocimiento histórico y cultural de su localidad, región y de la nación, en conformidad a lo dispuesto en el literal g) del numeral 2) del artículo 29 y en el literal j) del numeral 2) del artículo 30, del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.”.


La Subsecretaria Quiroga expresó que se acogió la indicación de los diputados Arriagada y Venegas.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (10-0-0).


2) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar una nueva letra f), pasando la actual a ser g) y así sucesivamente:


“f) Fomentar y desarrollar actividades que promuevan el conocimiento histórico y cultural de su localidad y de la nación.”.


La indicación se dio por rechazada en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


3) De los diputados Provoste y Morano para modificarlo de la siguiente forma:


-Para reemplazar, en el literal f) la palabra “promoviendo” por “garantizando”.


-Para agregar un nuevo literal j) del siguiente tenor: 


“j) Deberá cautelar que los planes y programas correspondientes a cada nivel educativo sea conocido por los estudiantes.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República. 

4) Del Ejecutivo para agregar un literal j), nuevo, del siguiente tenor: 


“j) Coordinar y organizar la ejecución de las políticas, planes, programas o prestaciones realizadas por otros órganos de la Administración del Estado respecto del establecimiento educacional de su dependencia o sus estudiantes, sin perjuicio de las competencias específicas de dichos órganos.”.


Por unanimidad, se acordó dejar pendiente la segunda parte de la indicación, que introduce un inciso segundo y tercero, nuevos, para regular materias relativas al consejo de profesores, materia que se estudiará conjuntamente con la indicación de la diputada Girardi para agregar un artículo 45 bis, nuevo, que establece funciones y atribuciones del consejo de profesores en establecimientos educacionales de dependencias de los Servicios Locales.


Puesta en votación la indicación para agregar una letra j), nueva, resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Gahona, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas. Se abstuvo la diputada Hoffmann (9-0-1).

5) De la diputada Girardi para suprimir los incisos segundo y tercero nuevos introducidos por la indicación del Ejecutivo.


La indicación se dio por rechazada en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (7-0-0).

Artículo 44, que ha pasado a ser 42

Establece que la política nacional de fortalecimiento de la educación pública debe considerar implementación curricular y gestión pedagógica, convivencia escolar, liderazgo escolar, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes y apoyos para el aprendizaje.

Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 44.- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública, en adelante también “la Estrategia”. La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de diez años. 


La Estrategia Nacional de Educación Pública deberá considerar objetivos, metas y acciones, en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación entre los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior, según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.


El Ministerio de Educación presentará un informe, cada dos años, a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados, en el que se describirán las metas y acciones de la Estrategia Nacional de Educación Pública que hayan sido ejecutadas en dicho período, y se evaluarán los avances y mejoras en cada Servicio Local. Dicho informe se remitirá a los Consejos Locales y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.


Una vez establecida la Estrategia, podrá ser modificada por una sola vez en un mismo período de gobierno, por razones fundadas y de acuerdo al procedimiento establecido en el inciso primero.


En la elaboración de la Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública podrá considerar las propuestas que al efecto realicen los Consejos Locales de Educación Pública, sin perjuicio de las consultas que pueda efectuar a sostenedores, padres y apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, según lo dispuesto en el Título IV del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.”.


El diputado Jackson consultó cómo se construirá y validará, si no se incorpora que los integrantes del sistema orienten sus acciones al cumplimiento de dicha Estrategia, sujetándose a lo establecido en la Ley de Presupuestos del Sector Público, manteniéndose así alineado todo el sistema.  Además, expresó dudas respecto de la forma de garantizarlo, porque el inciso segundo supedita la Estrategia a los recursos de que disponga el país, sin comprometer recursos para contar con una calidad base en el sistema.


El diputado Bellolio agradeció al Ejecutivo que haya incorporado su propuesta. Sin embargo, expresó que la Estrategia debe también ser elaborada por los SLE y que le parece lógico que cada Gobierno pueda realizarle cambios adecuatorios.  En relación con el inciso final que aludió el diputado Jackson, expresó entender que ya se encuentra incorporado.


El diputado Venegas expresó que cuando se habla de implementación curricular se busca responder tres preguntas esenciales, estas son: qué, cómo y para qué.


La Subsecretaria Quiroga se mostró a favor de recoger el inciso final aludido por el diputado Jackson. Asimismo, se comprometió a incorporar algunos aspectos planteados por los diputados en el trámite legislativo posterior, y a estudiar la mirada de la diputada Girardi respecto de actividades como el yoga.


Se acordó, por unanimidad, agregar el inciso final que contenía el artículo 44 del proyecto, del siguiente tenor:


“Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberá orientar sus acciones al cumplimento de la Estrategia Nacional de Educación Pública, sujetándose a lo establecido anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público.”.


Puesta en votación la indicación con la modificación acordada, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Gahona, Girardi, Hoffmann, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (9-0-0).


2) Del diputado Jackson para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 44.- Política nacional de educación pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, y mediante decreto supremo que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, establecerá cuatrienalmente una política nacional de educación pública que deberán cumplir los Servicios Locales respecto de sus establecimientos educacionales. Esta política nacional de educación pública consistirá en un conjunto de acciones y/o prestaciones educacionales que estarán a disposición de los y las estudiantes para el desarrollo de sus procesos educativos que busquen mejoras en su calidad. Dichas acciones y/o prestaciones deberán considerar las siguientes áreas:


a) Implementación curricular y gestión pedagógica. Esta área comprenderá acciones y prestaciones tales como apoyo pedagógico en aula; material pedagógico para su uso en sala de clases, entre otras.


b) Convivencia escolar. Esta área comprenderá acciones y prestaciones tales como talleres de formación dirigidos a los padres, madres y apoderados y estudiantes; encargados de convivencia escolar con dedicación exclusiva, en atención a las características y tamaño del establecimiento educacional, entre otras.


c) Inclusión y atención diferenciada a los estudiantes. Esta área comprenderá acciones y prestaciones tales como medidas de apoyo a los estudiantes con necesidades educativas especiales; personal especializado para favorecer la inclusión y la atención a la diversidad, entre otras.


d) Recursos para el aprendizaje y equipamiento educacional. Esta área comprenderá acciones y prestaciones tales como tecnología educativa para los estudiantes; bibliotecas escolares y de aula; equipamiento deportivo, artístico y/o científico, e infraestructura en general, entre otras.


e) Liderazgo escolar. Esta área comprenderá acciones y prestaciones tales como medidas de apoyo para el fortalecimiento del liderazgo directivo de los establecimientos y para los docentes, tales como oportunidades de desarrollo profesional; fomento de evaluaciones formativas, entre otros.


La política nacional de educación pública señalada en el presente artículo, no obstará a lo dispuesto en el artículo 3º de la ley Nº 20.529, y se sujetará a lo establecido anualmente en la ley de presupuestos del sector público.”


La indicación fue retirada por su autor.


3) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo literal f), del siguiente tenor: 


“f) Educación Cívica”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaro inadmisible.

Artículo 45, que ha pasado a ser 43

Determina las funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales, cuya función principal es dirigir y liderar el proyecto educativo institucional.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Vallejo para modificar el literal c) del artículo 45, en el siguiente sentido:


-Intercálase luego de la expresión “y sus modificaciones,”, la frase “el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar,”.


-Intercálase luego de la expresión “consejo escolar”, la locución “y al consejo de profesores respectivo”.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada con los votos favorables de los diputados Gahona, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo la diputada Hoffmann (6-0-1).

2) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo literal l), del siguiente tenor: 


“l) Fortalecimiento de las labores educativas que se realizan en el establecimiento, así también como el mejoramiento de los resultados obtenidos por los estudiantes del establecimiento.”.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada con los votos favorables de los diputados Bellolio, Gahona, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo la diputada Hoffmann (7-0-1).

3) De los diputados Provoste y Morano para agrega un nuevo literal m) del siguiente tenor:


“m) Garantizar la realización de las clases planificadas en el comienzo del año escolar.”.

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaro inadmisible.


Puesto en votación el artículo 45, resultó aprobado con los votos favorables de los diputados Bellolio, Gahona, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo la diputada Hoffmann (7-0-1).

Artículo nuevo, que ha pasado a ser 44

Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para agregar un nuevo artículo 45 bis del siguiente tenor:


“Artículo 45 bis.- Funciones y atribuciones especiales del Consejo de Profesores. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus pronunciamientos se enmarcarán en dicho ámbito.


Sin perjuicio de las funciones y atribuciones que actualmente tengan los Consejos de Profesores, tendrán  especialmente las siguientes:


a) Aprobar, a propuesta del equipo directivo, el reglamento de evaluaciones del establecimiento.


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.


c) Aprobar la aplicación de medidas disciplinarias de conformidad al reglamento  de convivencia escolar.


d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento de acuerdo a la normativa vigente.


e) Aprobar la implementación de acciones remediales en el ámbito pedagógico.


f) Aprobar la implementación de acciones de innovación pedagógica.


g) Elaboración de propuestas para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar. Estas propuestas podrán comprender flexibilizaciones  curriculares, de planes y programas y metodológicas.


h) Establecer prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, en lo que corresponda conforme la legislación vigente.


i) Conocer de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o aquellas que afecte las condiciones laborales. 


j) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.


Las decisiones serán tomadas por simple mayoría de sus miembros, en caso de empate el Director del Establecimiento tendrá  voto dirimente.  Las sesiones serán citadas indicándose las materias a tratar y respecto de cada una si tendrá el carácter de resolutiva, consultiva o simplemente informativa,  según la naturaleza de la materia a tratar.


La indicación fue retirada por su autora.


2) De los diputados Girardi, González y Venegas para agregar un nuevo artículo 45 bis del siguiente tenor: 


“Artículo 45 bis.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito.


Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:


a) Aprobar, a propuesta del equipo directivo, el reglamento de evaluación del establecimiento.


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.


c) Aprobar la aplicación de medidas disciplinarias de conformidad al reglamento de convivencia escolar y la normativa vigente.


d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.


e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.


f) Elaborar propuestas para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.


g) Pronunciarse sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.


h) Conocer de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.


i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.”.


La señora Quiroga se manifestó de acuerdo con esta propuesta y explicó que incorpora también los incisos que habían quedado pendientes de la indicación al artículo 43 del Ejecutivo.


Puesta en votación, resultó aprobada con los votos favorables de los diputados Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. En contra votó la diputada Hoffmann, y se abstuvo el diputado Bellolio (7-1-1).

Título V Otras normas
Artículo 46, que ha pasado a ser 45

Introduce modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, que reglamenta la aplicación del inciso segundo del artículo 38° del decreto ley N° 3.063, de 1979.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminarlo.


La Subsecretaria Quiroga expresó que la indicación no se acomoda a las nuevas propuestas legislativas.


Puesta en votación resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. A favor votaron los diputados Bellolio y Hoffmann, y se abstuvo el diputado Verdugo (2-6-1).


2) Del diputado Robles para eliminar en el inciso segundo, la frase “que realizan prestaciones de salud”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible, por no decir relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto.


El diputado Robles expresó que es imprescindible que se desmunicipalice la salud, especialmente en consideración a que no se necesita crear nuevos servicios, a diferencia de lo que ocurre en educación, y que con ello se mejoraría rápida y notablemente la calidad.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas.  En contra votaron los diputados Bellolio y Hoffmann (7-2-0).

Artículo 47, que ha pasado a ser 46

Modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para suprimirlo.


Puesta en votación resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. A favor votaron los diputados Bellolio y Hoffmann (2-7-0).


2) Del diputado Robles para eliminar la frase “de salud”.

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible, por no decir relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas.  En contra votaron los diputados Bellolio y  Hoffmann (7-2-0).

Artículo 48, que ha pasado a ser 47

Modifica el inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 18.883, que aprueba estatuto administrativo para funcionarios municipales.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 48.- Modifícase el decreto ley N° 3.166, de 1980, que autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica, de la siguiente forma: 


-Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:


a) Agrégase, en el inciso primero, luego de “El Ministerio de Educación Pública” la frase “, a través de la Dirección de Educación Pública,”.


b) Agrégase un nuevo inciso final del siguiente tenor: 


“Asimismo, al término de la vigencia de los convenios, de acuerdo a la presente ley y el convenio respectivo, el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública podrá renovarlos con las entidades administradoras, someter a concurso dicha administración o traspasarla a los Servicios Locales de Educación Pública.”.”.


-Sustitúyese, en el artículo 5°, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por “de la Dirección de Educación Pública”.


Las diputadas Girardi y Provoste presentaron una indicación a la indicación del Ejecutivo para eliminar la frase: “someter a concurso dicha administración”.


Puesta en votación la indicación parlamentaria conjuntamente con la indicación del Ejecutivo, resultó aprobada por mayoría de votos de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Bellolio y Hoffmann (7-2-0).


2) De la diputada Vallejo para sustituir en la frase entrecomillada la palabra “contratado” por “mantenido”.


La indicación se dio por rechazada en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.

Artículo 49, que ha pasado a ser 48

Reforma el decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación.


Se presentó una indicación de la diputada Girardi para agregar al inciso primero del artículo 22 número 4.- del texto legal vigente, a continuación de establecimientos educacionales el vocablo “en situaciones excepcionales”. 


La Subsecretaria Quiroga expresó que se entiende que es en situaciones excepcionales y la indicación solo redunda.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Jackson, Vallejo y Venegas (6-0-0).

El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisible una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el numeral 1) por el siguiente:


“1) Sustitúyese en el artículo 1° la frase “de administración municipal o particular reconocida oficialmente,” por “de administración municipal, administrados por los Servicios Locales de Educación Pública, en adelante también Servicios Locales, o de administración particular reconocida oficialmente,”.


La Presidenta Accidental en uso de sus facultades declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Espinoza para reemplazar la letra a) inciso primero la frase: “un mismo Departamento de Educación Municipal o de una misma Corporación Educacional, según corresponda” por “una misma comuna”.  

La Subsecretaria, señora Quiroga se comprometió a recoger la indicación en un posterior trámite legislativo.

2) De las diputadas Girardi y Provoste para intercalar en el numeral 7), letra a), entre la frase “profesionales de la educación” “docente” y el pronombre “que” lo siguiente: “y asistentes de la educación”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.

La diputada Provoste afirmó que es un error no considerar que los asistentes de la educación son profesionales de la misma.


La diputada Hoffmann expresó que estas indicaciones deben entenderse como una señal para que el Ejecutivo cumpla el compromiso de legislar en torno los asistentes de la educación, que llevan muchos años a la espera de ello.


El diputado Venegas precisó que los únicos asistentes de la educación según la definición legal consagrada en el Estatuto Docente son los docentes, y con esta indicación solo se intenta confundir.  El Ejecutivo se ha comprometido a presentar un proyecto para legislar en esa materia, que no es objeto de esta iniciativa.


3) De la diputada Girardi para intercalar en el numeral 11), letra a), después de la palabra “docentes” la frase: “y la dotación de los asistentes de la educación”.

4) De la diputada Girardi para intercalar en el numeral 11), letra c), inciso final, después de “dotación docente” “y la dotación de los asistentes de la educación”.


5) De la diputada Girardi para intercalar en el numeral 11), inciso segundo, después de la palabra “docente” la siguiente frase: “y dotación de los asistentes de la educación”.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Girardi, Jackson, Vallejo y Venegas. Se obtuvo el diputado Bellolio (4-0-1).


Se acordó por unanimidad facultar a la Secretaría para realizar las adecuaciones formales necesarias a este artículo, en atención a que la ley N° 20.903, que crea el sistema de desarrollo profesional docente y modifica otras normas, publicada el 1 de abril de 2016, también modificó esta normativa.
Artículo 50, que ha pasado a ser 49

Enmienda la ley N° 19.247, que introduce modificaciones a la ley sobre impuesto a la renta; modifica tasa del impuesto al valor agregado; establece beneficio a las donaciones con fines educacionales y modifica otros textos legales.


El diputado Bellolio consultó al Ejecutivo cuál cree que será el rol de los municipios en materia de financiamiento, si se permitirá que reciban donaciones para otras actividades educacionales y si puede el municipio actuar como intermediario entre el donante y el SLE, última opción que, a su juicio, se restringe en el proyecto de ley.


El diputado Venegas expresó que se elimina la posibilidad de que el municipio sea receptor de donaciones con fines educacionales.


La Subsecretaria Quiroga precisó que en materia de financiamiento no se establece ninguna responsabilidad a la municipalidad, sino que solo se le faculta a donar y que en el caso de que un tercero realice una donación para otros fines educacionales, la ley lo permite pero no se establece exención tributaria.


En relación a la pregunta relativa a que el municipio actúe como intermediario, expresó que establecer este triángulo en la ley puede generar confusión. Además, precisó que cuando los donantes se acogen a la exención siempre debe haber un proyecto determinado y ahí podrán precisar los establecimientos que pretenden beneficiar.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Girardi, Jackson, Vallejo y Venegas. En contra votó el diputado Bellolio (4-1-0).
Artículo nuevo, que ha pasado a ser 50


Se presentó una indicación del Ejecutivo para intercalar un artículo 51, nuevo, pasando el actual a ser artículo 52 y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“Artículo 51.- Intercálase, en el artículo 2° de la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor, adecuándose los siguientes,: “Podrán también constituirse asociaciones de funcionarios en los Servicios Locales de Educación Pública.”.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por unanimidad, con los votos favorables de los diputados Bellolio, González, Jackson, Robles, Venegas y Verdugo (6-0-0).

Artículo 51


Introduce enmiendas en la ley N° 19.410, que modifica la ley N° 19.070, sobre estatuto de profesionales de la educación, el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1993, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otorga beneficios.


La Subsecretaria Quiroga expresó que se elimina la creación del Plan Anual de Desarrollo de la Educación Municipal (PADEM) por parte de las municipalidades, con el objeto de ajustar dicha normativa al proyecto. Asimismo, se adecuan las normas de delegación de facultades de parte de los alcaldes a los directores de establecimientos, a petición de estos últimos, para hacerlo coherente con el proyecto.


Además, destacó que se les dan mayores facultades a los directores de establecimientos educacionales en materia de plan de mejoramiento educativo, pudiendo determinar o disponer del 10% de su uso, sin contar con aprobación alguna.  Por otra parte, explicó que hay otros numerales que son meramente formales en que se adecua la palabra municipio por SLE.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votó la diputada Provoste, y se abstuvieron los diputados Bellolio y Verdugo (6-1-2).

Artículo 52


Modifica el artículo 46 del decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales.


La Subsecretaria Quiroga precisó que se trata de una modificación formal y se agrega a los establecimientos dependientes de los SLE.


Puesto en votación resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, González, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (8-0-0).
Artículo 53

Introduce enmiendas en la ley N° 19.464, que establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica.


Se presentó una indicación del Ejecutivo para agregar en el numeral 3), un literal b), nuevo, pasando el actual b) a ser c): 


b) Reemplazase la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


La Subsecretaria Quiroga manifestó que los funcionarios del SLE van a tener una relación similar a la que tienen los funcionarios públicos con sus respectivas autoridades.


El diputado Verdugo consultó qué pasará con los funcionarios de las corporaciones que se rigen por el sector privado y se encuentran en negociaciones.


El señor Roco comentó que la indicación fue conversada con el Consejo Nacional de Asistentes de la Educación y que se ajusta al Estatuto Administrativo.  Asimismo, precisó que la consulta del diputado Verdugo y otros temas de igual índole se encuentran abordados con profundidad y extensión en los artículos transitorios, atendidas las situaciones particulares que existen, ya que no debe olvidarse que el sistema es híbrido y ha generado que trabajadores en situaciones similares cuentan con soluciones e intervenciones distintas, así en algunos casos interviene la Dirección del Trabajo y en otros no.


El diputado Bellolio consultó cómo se fijó el monto de 64 mil millones en indemnizaciones que se consagra en el informe financiero del proyecto (punto 7), cuántas son las personas que se ha estimado que continuarán trabajando en los SLE, y de ellos, cuántos de las corporaciones y cuántos de los DAEM, y con cuántos trabajadores se contará en cada SLE.


El diputado Venegas enfatizó que el artículo 53 solo contiene modificaciones de forma.


El diputado Robles consultó por qué en el artículo 7° de la ley N° 19.464, que establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica, fija el aumento de remuneraciones proporcional como último año el 2015 (en carácter permanente), y qué pasará este 2016.


La diputada Girardi expresó que en la iniciativa se mantiene la lógica de la subvención, pese a que la educación pública debería contar con financiamiento basal.


La Subsecretaria Quiroga expresó que este artículo realiza adecuaciones en la ley N° 19.464 sobre los asistentes de la educación, y que en ningún caso crea o modifica subvenciones. Además, se comprometió a entregar el detalle del informe financiero, tantas veces pedido por la Comisión, durante el transcurso de la jornada, y precisó que es muy difícil entregar cifras sobre el traspaso de los trabajadores actuales de los municipios, porque las conversaciones con los alcaldes han sido diversas y además debe considerarse que en los municipios, especialmente en los pequeños, las personas realizan funciones en diversos ámbitos y no solo en educación.


Destacó que la opinión de las regiones es tremendamente relevante para el Ejecutivo, de ahí que el proyecto plantea un proceso de definición de los lugares en los cuales se emplazarán los SLE, del mismo modo que la ley que creó los centros de formación técnica estatales.

Asimismo, destacó que el Ejecutivo está cumpliendo con sus compromisos y se encuentra en conversaciones con los asistentes de la educación.  Algunas medidas ya se han implementado, como el proyecto de incentivo al retiro, que se encuentra en el Senado y otras se encuentran pendientes, especialmente lo relativo a la normativa, lo que no es fácil debido a la heterogeneidad que presentan.


Puestas en votación conjunta la indicación del Ejecutivo con el artículo 53, resultaron aprobados con el voto a favor de los diputados González, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votó el diputado Bellolio, y se abstuvieron los diputados Girardi, Provoste y Verdugo (5-1-3).
Artículo 54


Sustituye el artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales.


La Subsecretaria Quiroga expresó que solo se trata de una norma adecuatoria para que los SLE se suscriban al sistema de financiamiento vigente, lo que no obsta a que el Ejecutivo se ha comprometido a estudiar un sistema de financiamiento diferente, el que, enfatizó, no será parte de este proyecto.


El diputado González pidió al Ejecutivo el compromiso de contar con una normativa para los asistentes de la educación antes de que terminen los trámites legislativos de este proyecto de ley.


La diputada Girardi manifestó encontrarse confiada que dicha normativa estará antes del término de la tramitación de este proyecto, sin embargo, le caben serias dudas de que ocurra lo mismo respecto del cambio en el sistema de financiamiento.


La diputada Provoste expresó que si el Ejecutivo escuchara a los parlamentarios y actores se lograrían cosas más rápido. Además, enfatizó que el Ejecutivo se comprometió el año pasado con los asistentes de la educación, además de algunos acuerdos de septiembre de 2015 y de los cuales aún no se tienen noticias.


Se presentó una indicación de la diputada Vallejo para agregar un artículo 4° bis nuevo al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, del siguiente tenor: 


“Artículo 4° bis.- Respecto de los establecimientos educacionales cuyo sostenedor sea un Servicio Local de Educación y que cumplan los requisitos enunciados en el artículo 6°, podrán acceder a la subvención establecida en esta ley. El cálculo de la subvención se hará según las reglas contenidas en la misma, sustituyendo el cuantificador asistencia media por el de número de estudiantes matriculados.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65, inciso tercero de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Girardi y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


El diputado Bellolio consultó por qué no se mantiene en el artículo 54, en la parte que sustituye el artículo 4°, la referencia final que impone la obligación de remitir, ahora por los SLE, la información a la Contraloría General de la República.


La Asesora, señora Vergara expresó que no debe olvidarse que rige supletoriamente la ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en atención a que los SLE serán órganos públicos, pero si la Comisión estima conveniente explicitarlo, no habría problema.


Puesto  en  votación  el  artículo  54  resultó  aprobado  con  el  voto  a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, González, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo.  En contra votaron las diputadas Girardi y Provoste (8-2-0).

Artículo 55


Introduce enmiendas en la ley N° 19.979, que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para modificarlo de la siguiente forma:


a) Intercálase un nuevo encabezado, pasando el actual a ser numeral 2): 


“Artículo 55.- Modifícase la ley N° 19.979, que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales en el siguiente sentido:


Introdúcense en el artículo 7° las siguientes modificaciones: 


-Intercálase, entre las locuciones “subvencionado” y “deberá”, la frase “o que reciba aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento,”.


-Incorpórase un nuevo inciso segundo del siguiente tenor: 


“Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo Escolar deberá establecer en su acta constitutiva las instancias para considerar las opiniones de las niñas y niños que asistan al establecimiento en los niveles de educación parvularia y básica, en temas de su interés de acuerdo a sus capacidades y niveles de desarrollo.”.


b) Elimínase en el antiguo encabezado, que ha pasado a ser numeral 2), la frase “de la ley N° 19.979, que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales”.


El Jefe de la División de Educación General, señor Gonzalo Muñoz aclaró que si bien en la ley de Inclusión ya se hizo un cambio en facultades importante de los consejos escolares, por este proyecto se aumentan las atribuciones resolutivas.


La Subsecretaria de Educación Parvularia (S) señora Pamela Godoy explicó que con la modificación también se pretende incorporar a los establecimientos que si bien no son titulares de subvención, reciben aportes regulares del Estado, y que se intenta homologar a la educación parvularia e imponer a la comunidad educativa de la educación inicial la obligación de recoger de algún modo la voluntad de los niños.


La diputada Provoste consultó si esta modificación incorpora a los jardines VTF.


El diputado Bellolio consultó cómo se imaginan la participación de los niños de educación parvularia y en qué materias, para que no sea una mera declaración.


La Subsecretaria Quiroga afirmó que se incluyen a los jardines VTF. 


La señora Godoy expresó que la forma de recoger la opinión de los niños es muy diversa, por ejemplo, conociendo las actividades les gustan más o no, y a través de juegos.


Se presentó a la indicación del Ejecutivo una indicación de las diputadas Girardi y Provoste para agregar al final de la letra a), después de la palabra “desarrollo” la palabra “y cultura”.


Puesta en votación la indicación fue aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (10-0-0).


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo resultó aprobada con los votos favorables de los diputados Bellolio, Espinoza, González, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo, Venegas, Verdugo. Se abstuvo la diputada Girardi (9-0-1).


2) Del diputado Robles y Venegas para agregar un nuevo numeral 2), pasando el actual a ser 3), del siguiente tenor:


2) Agrégase, en el artículo 7°, un nuevo inciso tercero del siguiente tenor:


“En los establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia y que se encuentren incluidos en el inciso primero, estos consejos de denominarán “Consejos de Educación Parvularia.”.


Puesta en votación resultó aprobada con el voto favorable de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo la diputada Provoste (9-0-1).


3) De la diputada Girardi para reemplazar la expresión “subvencionados” por “financiado por el Estado”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


4) De la diputada Girardi para reemplazar en las letras c) y d) del inciso segundo la expresión “municipales” por “dependientes de los servicios locales de educación”.


Puesta en votación resultó aprobada con el voto favorable de los diputados Espinoza, Girardi, González, Jackson. Provoste, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo. Se abstuvo el diputado Bellolio (9-0-1).


5) De la diputada Girardi para agregar un inciso final nuevo del siguiente tenor:


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación, los consejos escolares tendrán las siguientes facultades permanentes, privativas y resolutivas respecto de las siguientes materias:


a) Decidir sobre la base de propuesta del director del establecimiento, sobre el uso de la subvención de mantenimiento.


b) Participar en la elaboración y aprobar el reglamento interno de convivencia escolar.


c) Participar y aprobar el plan de mejoramiento educativo en base a propuesta elaborada por el director del establecimiento, el que deberá recoger, a su vez, las propuestas del consejo de profesores.


d) Elaborar y sancionar propuesta al Servicio Local, vía el director del establecimiento, de variaciones horarias, del período de vacaciones, de recuperación de clases, u otras de similar naturaleza, todo atendidas las particularidades de ubicación geográfica del establecimiento u otras circunstancias especiales.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


Puesto en votación el artículo 55, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, González, Jackson, Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo.  Se abstuvo la diputada Provoste (9-0-1).

Artículo 56


Modifica la ley N° 20.248, sobre subvención escolar preferencial.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para agregar en el numeral 2) letra b) después de la palabra “elaborar” la frase: “con la comunidad educativa”.


El diputado Venegas expresó que es lógico que los programas de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales los elabore el director del mismo, lo que supone consustancialmente que lo hace con la comunidad, porque es imposible pensar que lo haga de otro modo. Además, apuntó que ya se legisló en esa materia en el artículo 45.


La Subsecretaria Quiroga precisó compartir la idea de la participación de la comunidad educativa, la que además se alinea con lo ya aprobado, sin embargo, debe analizarse la redacción del artículo.


La Comisión acordó por unanimidad reformular la indicación de la siguiente forma: “, en conjunto con la comunidad educativa,”.


Puesta en votación la indicación con la modificación acordada, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo, Venegas y Verdugo (8-0-0). 


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo numeral 1), pasando el actual a ser 2) y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“1) Incorpórase un artículo 5° bis nuevo del siguiente tenor:


“Artículo 5° bis.- Respecto de los establecimientos educacionales cuyo sostenedor sea un Servicio Local de Educación y que cumplan los requisitos enunciados en el artículo 6°, podrán acceder a la subvención establecida en esta ley. El cálculo de la subvención se hará según las reglas contenidas en la misma, sustituyendo el cuantificador asistencia media por el de número de estudiantes matriculados.”.


2) De los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles y Vallejo para agregar un nuevo numeral que agregue en la letra e) del artículo 6° el siguiente párrafo segundo nuevo:


“Los Servicios Locales de Educación Pública podrán destinar un máximo del 30% de las subvenciones y aportes recibidos por concepto de esta ley a los fines educativos establecidos en el artículo 3 de la ley N° 20.845, debiendo destinar al menos el 70% restante al desarrollo de los Planes de Mejoramiento Educativo.”.


El diputado Jackson expresó que la indicación pretende hacer más flexible la SEP, entregando al sostenedor la facultad de disponer de una parte de esos recursos para su redistribución entre diversos establecimientos, permitiendo que el SLE destine los recursos de modo más orientado a la vulnerabilidad general y no bajo una lógica individualizada.


El diputado Bellolio consultó por qué se saca a los SLE de la ley N° 20.529, que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Escolar.


La Subsecretaria Quiroga expresó que solo se trata de normas adecuatorias a ley de Aseguramiento de la Calidad.


Puesto en votación el artículo 56, fue aprobado con el voto de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo, Venegas y Verdugo. En contra votó el diputado Bellolio (7-1-0).
Artículo 57


Introduce enmiendas en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 1).


Puesta en votación fue rechazada con el voto en contra de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Vallejo y Venegas. A favor votó el diputado Bellolio, y se abstuvo el diputado Verdugo (1-6-1).


2) Del Ejecutivo para sustituir el numeral 1), que pasa a ser 58, por el siguiente: 


“1) Reemplázase, en el literal a) del artículo 46, la frase “las personas jurídicas de derecho público, tales como municipalidades y otras entidades”, por “, en el caso de órganos pertenecientes a la Administración del Estado, únicamente los Servicios Locales de Educación Pública y la Junta Nacional de Jardines Infantiles. En el caso de entidades que no pertenecen a la Administración del Estado, serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público”.


Puesta en votación fue aprobada con el voto a favor de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Vallejo y Venegas. En contra votó el diputado Bellolio, y se abstuvieron los diputados Morano (en reemplazo de Provoste) y Verdugo (5-1-2).


3) De la diputada Girardi para reemplazar en el primer párrafo de la letra a) del artículo 46 de la ley N° 20.370, desde la palabra: “Tener” hasta “y las”, por lo siguiente:


“a) En el caso de órganos pertenecientes a la administración del Estado, tener dependencia sólo de los Servicios Locales de Educación o de la Junta Nacional de Jardines Infantiles. En el caso de entidades que no pertenecen a la administración del Estado, deberán tener un sostenedor, que será una persona jurídica de derecho público, creadas o reconocidas por ley o”.


La diputada Girardi expresó que se debe eliminar el requisito de contar con un sostenedor para los establecimientos educacionales del Estado, porque es el propio Estado quien debe hacerse cargo. Consultó al Ejecutivo si insistirá en ello.


La Subsecretaria Quiroga expresó que si bien empatiza con la propuesta de la diputada Girardi, toda la legislación está fundada sobre la existencia de una entidad llamada “sostenedor”, sobre la cual se actúa, por lo que no solo implica un cambio de nombre en esta normativa. De ahí que se optó por no innovar en esa materia.


Puesto en votación el artículo 57, fue aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Vallejo y Venegas. En contra votó el diputado Bellolio, y se abstuvieron los diputados Morano (en reemplazo de Provoste) y Verdugo (5-1-2).

Artículo 58


Modifica la ley N° 20.529, que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización.


La Subsecretaria Quiroga expresó que obviar que existe un nivel intermedio que está mandatado para asegurar la calidad, no es coherente con el proyecto de ley y con el sistema de responsabilización que consagra, por ejemplo, a través de los convenios, causales de cesación en el cargo, entre otras. En esa misma línea, se establece que la Agencia de la Calidad tendrá la facultad de proponer reestructuraciones al sistema, en virtud de la información que recoja de los SLE.


Acentuó que se trata de un cambio importante respecto a cómo opera el Sistema de Aseguramiento de la Calidad en el sistema público, ya que actualmente el Ejecutivo solo puede fiscalizar y aplicar sanciones, hoy es impensado cambiar al sostenedor -alcalde- cuando una escuela tiene mal desempeño, pero cuando la responsabilidad pasa a un aparato público sus facultades son mayores, e incluso se podrá destituir a la dirección del Servicio Local. Es decir, se muta hacia un Sistema de Aseguramiento de la Calidad, adecuándolo a la nueva normativa y naturaleza jurídica de los nuevos órganos, lo que en ningún caso implica eliminar las exigencias de lo público sino no por el contrario, elevarlas, aseveró.


El diputado Bellolio consultó qué capacidad real y profunda de reestructuración existirá.


El diputado Morano expresó que de la exposición de la Subsecretaria se desprende que actualmente el sistema carece de facultades, lo que a su juicio, no es tal. En consecuencia, si no hay un cambio de actitud de parte del Ministerio de Educación y de la institucionalidad, en general, no servirá de nada, prueba de ello es que varios municipios mes a mes e incluso por años adeudan impunemente cotizaciones previsionales, afirmó.


La diputada Vallejo consultó si la Agencia de la Calidad cuenta con el recurso humano en materia de asistencia técnico pedagógica.


El diputado Venegas pidió que se explicite si en este nuevo diseño institucional se permitirá aplicar como medida de última ratio la revocación del reconocimiento oficial del Estado.
Numeral 3)

Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar en el numeral 3), a continuación de la expresión “realizará” la palabra “además”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputado Bellolio, Espinoza, Girardi, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (9-0-0).
Numeral 6)

Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 6).


Puesta en votación resultó rechazada por unanimidad de votos de los diputado Bellolio, Espinoza, Girardi, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Robles, Vallejo, Venegas y Verdugo (0-9-0).

Numeral 7)

Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 7).


Puesta en votación resultó rechazada con los votos en contra de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. A favor votaron los diputados Bellolio y Verdugo (2-7-0).

Numeral 9)

Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 9).


El diputado Bellolio expresó que no está bien considerar que porque un establecimiento es del Estado o se le cambie el RUT la educación entregada será de calidad. Estimó que si un establecimiento funciona mal después de la última intervención, deben tomarse medidas de última ratio, porque los niños son los únicos perjudicados.


La Subsecretaria Quiroga manifestó el compromiso del Ejecutivo para mejorar el proyecto, sin cambiar su visión, por ejemplo, aclarando la reestructuración.


Puesta en votación resultó rechazada con los votos en contra de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas. A favor votó el diputado Bellolio (1-7-0).

Numeral 10)

Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 10).


Puesta en votación resultó rechazada con los votos en contra de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles y Venegas. A favor votó el diputado Bellolio, y se abstuvo la diputada Provoste (1-5-1).

Numeral 11)

Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 11).


Puesta en votación resultó rechazada con los votos en contra de los diputados Espinoza, Jackson, Robles y Venegas. A favor votó el diputado Bellolio, y se abstuvieron las diputadas Girardi y Provoste (1-4-2).

El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el numeral 1), por el siguiente:


“1) Agrégase, en la letra d) del artículo 3°, a continuación de la expresión “o de otras entidades creadas por ley,” la frase “tales como los Servicios Locales de Educación Pública,”.


2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el numeral 2) por el siguiente:


“2) Agregase, en la letra g) del artículo 11, a continuación de la expresión “o de otras entidades creadas por ley” la locución “, tales como los Servicios Locales de Educación Pública”.


3) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el numeral 12) por el siguiente:


“12) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 68, a continuación de la frase “o al que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley” por “o al domicilio del Servicio Local de Educación que corresponda.”.


Puestos en votación los numerales del 1) al 12) del artículo 58, resultaron aprobados con el voto a favor de los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles, Vallejo y Venegas. En contra votaron los diputados Bellolio y Provoste.

Numeral 13)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminarlo.


El diputado Bellolio expresó que debe existir un responsable cuando una escuela sistemáticamente tiene malos resultados, y mientras más lejos se encuentra la persona encargada de la escuela, más difícil se hace lograr una buena calidad de la educación impartida.


Puesta en votación resultó rechazada con el voto en contra de los diputados Espinoza, Girardi, Provoste y Robles. A favor votaron los diputados Bellolio y Berger (en reemplazo de Verdugo) (2-4-0).


2) De las diputadas Girardi y Provoste para agregar en la letra b) del numeral 13) un nuevo inciso final, del siguiente tenor:


“En todo caso si el Servicio Local de Educación presenta más de un 10% de establecimientos en categoría insuficiente, ello acarreará la remoción de su Director.”.


La diputada Girardi expresó que, a su juicio, no debe existir ninguna escuela con desempeño insuficiente, sin embargo, propone un 10% de establecimientos a fin de que la Comisión considere su indicación.


Puesta en votación resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Girardi, Provoste, Robles y Berger (en reemplazo de Verdugo).  Se abstuvo el diputado Espinoza (5-0-1).
Numeral nuevo

Se presentó una indicación de la diputada Girardi para agregar un nuevo numeral 13) bis, para modificar el artículo 87 del siguiente modo:


-Para reemplazar en el inciso primero la frase “un establecimiento educacional subvencionado o que reciba aportes del Estado”, por “respecto de uno o más establecimientos educacionales, o de todos ellos, en su caso, si funcionaren en red, subvencionados o que reciban aportes del Estado”.


-Para reemplazar en el inciso segundo la expresión: “salvo”, por la siguiente frase: “prorrogable del mismo modo por períodos anuales y sucesivos, sin perjuicio de”.


El Presidente, en uso de sus atribuciones, la declaró inadmisible, de conformidad con el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La diputada Girardi expresó que con la indicación pretende despejar toda duda, aclarando al Superintendente de Educación Escolar que cuando designa un administrador se interviene al sostenedor y no a la escuela. Además, destacó que debería ser prorrogable la figura del administrador provisional, de lo contrario, no tendría sentido, por ejemplo, cuando el administrador se nombra en agosto no alcanzaría a instalarse cuando debe dejar el cargo, ya que dura en funciones hasta el término del año escolar.


El diputado Bellolio, junto con destacar que la indicación es inadmisible y que es de la esencia de los administradores su carácter provisional, precisó que la intervención se realiza en un establecimiento determinado.


La Subsecretaria Quiroga precisó que se trata de normas adecuatorias y que la indicación del Ejecutivo solo compatibiliza la figura del administrador provisional con la nueva normativa recaída en el sector estatal. Asimismo, destacó la inadmisibilidad de la indicación, fundamentalmente porque la norma afecta también al sector subvencionado y, por ende, se encuentra fuera de las ideas matrices.


Finalmente, apuntó a las dificultades que se han generado en la implementación de la ley N° 20.800, que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de Administración Provisional de Sostenedores Educacionales, en el caso del sector público.

Numeral 14)


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones presentadas a este artículo:


1) De la diputada Girardi para modificarlo en el siguiente sentido:


-Para reemplazar en el inciso primero la palabra “solo”, por la expresión: “Se deberá”.


-Para reemplazar en la letra a) la palabra: “cuatro” por “dos o más”.


-Para eliminar en la letra d) la palabra: “reiterado” y reemplazar la frase: “Se entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago de dos meses consecutivos o de tres en un período de seis meses”, por: “aun cuando ellas se hayan declarado”.


-Para agregar una letra g) final del siguiente tenor: 


“g) Cuando el sostenedor hubiere sido objeto de sanciones administrativas reiteradas, por incumplimiento de la normativa educacional,  o habérsele designado administrador provisional para uno o más establecimientos, durante los tres años lectivos anteriores”.


-Para intercalar en el artículo 90 un inciso cuarto nuevo, pasando el actual a ser quinto, del siguiente tenor:


“En estos informes y, en todo caso, con la debida antelación al término de sus funciones el administrador provisional, con la participación de la comunidad escolar, propondrá al Superintendente y al Ministerio de Educación alguna de las siguientes alternativas:  1.- Proceder a la revocación del reconocimiento del sostenedor y la reubicación de los y las estudiantes; 2.- Aprobar el cambio de sostenedor, (con acuerdo del actual) ; 3.- Proceder a la adquisición del establecimiento por parte del estado conforme el procedimiento establecido en el artículo siguiente, entregando su administración al Servicio Local de Educación que corresponda; 4.- Devolver la administración al sostenedor.”.


-Para agregar un nuevo artículo 90 bis del siguiente tenor: 


“Mediante decreto expedido por el Ministerio de Educación, con la firma del Ministro de Hacienda, y fundado en el informe del administrador provisional, el Estado podrá adquirir aquellos inmuebles en donde funciona el establecimiento educacional, siempre que el sostenedor haya manifestado expresamente al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar prestando el servicio educacional.”.


Para ejercer esta facultad, el Estado deberá considerar criterios tales como la matrícula y capacidad de los establecimientos educacionales subvencionados en el ámbito territorial circundante al establecimiento, en los distintos niveles educativos; el cobro por alumno que realicen dichos establecimientos, cuando corresponda; y la categoría a la que están adscritos de acuerdo al artículo 17 de la ley N° 20.529. Asimismo, considerará la eficiencia del inmueble, entendiendo por tal la infraestructura esencial para la prestación del servicio educativo, constituida por aulas, servicios higiénicos, talleres, oficinas administrativas y otras dependencias esenciales.


La Ley de Presupuestos de cada año dispondrá el monto máximo de recursos que podrá ser destinado a la finalidad prevista en este artículo.


En caso de que el sostenedor haya sido beneficiario del aporte suplementario por costo de capital adicional establecido en la ley N° 19.532, que crea el régimen de jornada escolar completa diurna, el precio de la compraventa no podrá exceder el monto que resulte de restar al valor del inmueble, lo que el sostenedor deberá devolver al Fisco conforme a lo dispuesto en el artículo décimo transitorio.


Para estos efectos, el valor del inmueble será hasta 1,7 veces el avalúo fiscal de éste.


El propietario podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos la revisión del actual avalúo fiscal del inmueble en donde funciona el establecimiento educacional.


Mediante un decreto del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, se regularán las materias de que trata el presente artículo.”.


La diputada Girardi afirmó que la ley debe imponer la obligación de nombrar un administrador provisional cuando concurren las causales, pues se trata de un deber del Estado. Destacó que la ley N° 20.529 debe ser modificada en dicho sentido, si se quiere obtener calidad de la educación.


El diputado Bellolio expresó que pese a que la indicación es inadmisible comparte el fondo de la misma. Consultó al Ejecutivo su opinión al respecto y cuál será el incentivo de los alcaldes para mantenerse sin deudas.


El diputado Robles expresó que el Ejecutivo acogió esta idea en el artículo vigésimo noveno transitorio.


2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para sustituirlo, por el siguiente:


“14) Agrégase en la letra f) del artículo 89, a continuación de la palabra “municipales” la expresión “o dependientes de los Servicios Locales de Educación”.


Por su parte, la diputada Girardi procedió a retirar su indicación para modificar el numeral 14) en el siguiente sentido

-Para eliminar en el inciso primero la palabra “solo”.


-Para eliminar en la letra d) la palabra: “reiterado” y reemplazar la frase: “Se entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago de dos meses consecutivos o de tres en un período de seis meses”, por: “aun cuando ellas se hayan declarado”.


-Para agregar una letra h) final del siguiente tenor:


“h) Cuando el sostenedor hubiere sido objeto de sanciones administrativas reiteradas, por incumplimiento de la normativa educacional, o habérsele designado administrador provisional para uno o más establecimientos, durante los tres años lectivos anteriores.”.

Numeral nuevo, que pasó a ser 15)


Se presentó una indicación de la diputada Girardi para agregar un nuevo numeral, que agrega un nuevo inciso tercero al artículo 91, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto respectivamente, del siguiente tenor:


“El administrador provisional ordenará dentro de los primeros 30 días de haber asumido sus funciones, la realización de una auditoría financiera contable y de gestión, que abarque a lo menos los tres últimos años lectivos anteriores a su nombramiento.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible.


La diputada Girardi expresó que del Fondo de Apoyo a la Educación Pública (FAEP) se destina un porcentaje importante para pagar las deudas con un tope de un 40%, sin embargo, en la letra chica se permite utilizar el 100% para dicho fin, lo que significa que la totalidad de los recursos destinados a mejorar la educación pública se están yendo a pagar las deudas, pese a que debe existir responsabilidad de parte del Estado respecto de que esos dineros se dirijan a mejorar la educación.


A continuación las diputadas Girardi y Provoste reformularon la indicación para incorporar un nuevo numeral, que agrega un nuevo inciso tercero al artículo 91, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto respectivamente, del siguiente tenor:


“El administrador provisional, dentro de los primeros 30 días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución.”.


El diputado Bellolio destacó que la indicación es inadmisible porque impone una obligación a funcionarios públicos, pese a que se encuentra de acuerdo con el fondo. Además, apuntó que dado que ya está la misma idea en el artículo anterior, resulta innecesario repetirla.


La Ministra de Educación, señora Delpiano expresó que dicha obligación se encuentra consagrada en el inciso primero del artículo 90 de la ley N° 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, al prescribir que “Al asumir sus funciones, el Administrador Provisional levantará un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero del establecimiento educacional, que será entregada a la Superintendencia”.


Puesta en votación, resultó aprobada con los votos favorables de los diputados Espinoza, Girardi, Provoste, Robles y Vallejo.  Se abstuvieron los diputados Bellolio y Berger (en reemplazo de Verdugo) (5-0-2).

Numeral 15), que pasó a ser 16)


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para agregar en su letra a) después del  punto aparte que pasa a ser punto seguido la siguiente oración:


“Esta representación legal lo faculta, expresamente, para ejercer la titularidad de las acciones administrativas, civiles y,o penales para perseguir la responsabilidad, en su caso, de los administradores y,o sostenedores.”.


La Ministra Delpiano expresó que pese a compartir el fondo de la indicación, ella resulta redundante en atención a que el artículo 92 de la ley N° 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización ya lo contempla. Además, precisó que si hay algún aspecto que no está cubierto en la ley no ve problema en incorporarlo en este proyecto, y destacó que no debe olvidarse que el administrador provisional, pese a que cumple una función pública, no es funcionario público.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, Provoste, Robles, Vallejo y Berger (en reemplazo de Verdugo) (6-0-0).


2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el literal b).


La Subsecretaria Quiroga realzó que el literal b) obedece a una modificación de forma.


Puesta en votación resultó rechazada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Girardi, Provoste, Robles, Vallejo y Berger (en reemplazo de Verdugo) (0-6-0).


3) De las diputadas Girardi y Provoste para reemplazar la letra h) por la siguiente:


“Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial por parte del Estado corresponderá en conjunto con la Secretaria Regional Ministerial de Educación adoptar todos los medios necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.


La Subsecretaria Quiroga expresó que debe considerarse que con el proyecto se propone un esquema distinto, porque el Estado es el que asume toda la responsabilidad de sus establecimientos, lo que se recoge el artículo 89, ya aprobado.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

Numeral 16), que pasó a ser 17)


Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar en el inciso primero del artículo 94, entre las expresiones “por otras entidades creadas por ley,” y “y no existan establecimientos cercanos”, la locución “tales como los Servicios Locales de Educación,”.


La Subsecretaria Quiroga expresó que en régimen no se permitirá la designación de un administrador para los SLE, lo que en ningún caso implicará que no se adoptarán medidas, de ahí que el Ejecutivo se comprometió a explicitar qué se entenderá por restructuración, que solo será aplicable para el sector municipal. Finalmente, expresó que esta parte del articulado se limita a adecuar normas, sin afectar el fondo.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible.

Numeral 17)


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar en el artículo 95, a continuación de la expresión “otra entidad creada por ley,” la locución “tales como los Servicios Locales de Educación,”.


La Ministra Delpiano afirmó que la reestructuración es una figura que solo es aplicable al sector público y que en el sector particular subvencionado opera la figura del administrador provisional. En consecuencia, si el Director de un SLE no cumple adecuadamente su rol tendrá un reemplazante, sin tener la necesidad de nombrar un administrador provisional.


La diputada Girardi expresó que debe precisarse cuando entrará a jugar el reemplazante, porque a su juicio, no cree que se remuevan los directores de los SLE.


2) De la diputada Vallejo para modificarlo en el siguiente sentido:


-Elimínase la frase “municipalidad, una corporación municipal u otra”.


-Incorpórase un inciso segundo del siguiente tenor: 


“En caso de ser designado un administrador provisional respecto de un establecimiento que se encuentre bajo la dependencia de un Servicio Local de Educación, se procederá a designar un director interino, el que cumplirá sus funciones hasta la designación de un nuevo titular. En estos casos, la Superintendencia de Educación certificará dicha circunstancia e informará, dentro de quinto día, a la Dirección de Educación Pública a fin de que ésta adopte, de conformidad a la ley, las medidas que correspondan. Deberá, asimismo, informarse al Consejo Local de Educación Pública respectivo. ”.


-Incorpórase un inciso tercero del siguiente tenor: 


“Si uno de los establecimientos particulares subvencionados que aceptan gratuitamente a alumnos sin proceso de selección entre 1° y 6° año de educación básica, se encontrare en alguno de los casos descritos en el artículo 89 de esta ley, solo podrá designarse como administrador provisional al Servicio Local de Educación que corresponda bajo un criterio territorial.


La administración provisional podrá extenderse con ocasión del acompañamiento necesario para prevenir recaer en alguna de las causales del artículo 89.”.


La diputada Vallejo expresó que luego de quedar claro que no se podrá nombrar un administrador provisional en establecimientos educacionales dependientes de los SLE, debería acogerse su indicación en la parte en que se refiere al nombramiento de un director interino.


El señor Roco expresó que cuando el Estado genera un administrador provisional, en cualquier ámbito, lo que hace es entregar una garantía, y ello no procede tratándose respecto de servicios del Estado, por ejemplo, dentro de un Ministerio o un SLE, servicios que se encuentran bajo el control de la Contraloría General de la República.

Numeral 18)


Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminarlo.


Puesta en votación, resultó rechazada con los votos en contra de los diputados Espinoza, Girardi, Robles y Vallejo. A favor votaron los diputados Bellolio, Provoste y Berger (en reemplazo de Verdugo) (3-4-0).

Numeral nuevo


Se presentó una indicación de la diputada Girardi para agregar un numeral 19) que modifique el actual artículo 97, agregando un inciso final del siguiente tenor:


“Sin perjuicio, la Superintendencia, mediante resolución fundada, podrá siempre designar un funcionario de la misma, para que se desempeñe como administrador provisional”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


La diputada Provoste pidió votación separada del numeral 17).


El diputado Bellolio pidió votación separada del numeral 18)


Puestos en votación los numerales 13) a 16), resultaron aprobados con el voto a favor de los diputados Espinoza, Girardi, Provoste, Robles y Vallejo.  Se abstuvieron los diputados Bellolio y Berger (en reemplazo de Verdugo) (5-0-2).


Puesto en votación el numeral 17), resultó rechazado con el voto en contra de los diputados Bellolio, Provoste y Berger (en reemplazo de Verdugo). A favor votaron los diputados Espinoza, Robles y Vallejo, y se abstuvo la diputada Girardi (3-3-1).


Puesto en votación el numeral 18), resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza, Girardi, Robles y Vallejo. En contra votaron los diputados Bellolio y Berger (en reemplazo de Verdugo), y se abstuvo la diputada Provoste (4-2-1).

Artículos nuevos


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Jackson para agregar un artículo nuevo, en el título de Disposiciones Finales, del siguiente tenor:


“Artículo nuevo.- Modifícase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, eliminando la frase “para los años 2016 a 2019.”.”.

2) De los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles y Vallejo para agregar un artículo nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo nuevo.- Modifícase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, eliminando la frase “para los años 2016 a 2019.”.”.

El Presidente, en uso de sus facultades, las declaró inadmisibles en conformidad al artículo 65, inciso tercero de la Constitución Política de la República.  Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


3) Del diputado Jackson para agregar un nuevo título VI, pasando el actual título VII a ser VIII, e intercalándose los siguientes artículos nuevos con la numeración correspondiente:
“Título VI

De la Negociación Colectiva por Rama o Sector


Artículo 59.- Derecho a negociar colectivamente por rama o sector. Los trabajadores, funcionarios y el personal del Sistema de Educación Pública tendrán derecho a negociar colectivamente por rama o sector. La organización o asociación más representativa podrá solicitar a la Dirección del Trabajo el establecimiento de una unidad de negociación colectiva por rama o sector de la educación pública.


En dicho caso, la Dirección del Trabajo deberá convocar al Ministerio de Educación y al Servicio Local más representativo para iniciar un proceso de negociación colectiva que tenga como objeto fijar remuneraciones y condiciones de trabajo por rama o sector de la actividad.


Artículo 60.- Organizaciones más representativas. Será considerada como organización o asociación más representativa aquella que tenga el mayor número de funcionarios asociados. No será considerada como tal una asociación que sólo afilie a funcionarios de solo un Servicio Local.


En el caso de los Servicios Locales, será considerado más representativo aquel que tenga el mayor número de funcionarios.


Corresponderá a la Dirección del Trabajo decidir si la organización requirente ostenta la calidad de más representativa y su resolución podrá ser reclamada ante el Juez del Trabajo.


Artículo 61.- Procedimiento de negociación. Requerida y convocado el establecimiento de la unidad de negociación sectorial corresponderá a las partes negociar directamente las condiciones de trabajo para el Sistema de Educación Pública. Para estos efectos, las mismas partes acordarán el procedimiento y las materias a negociar.


Artículo 62.- Efectos del convenio colectivo sector o rama. El convenio colectivo de sector será obligatorio para los Servicios Locales, el Ministerio de Educación, los funcionarios y el personal, y será publicado por el Ministerio de Educación dentro del plazo de 10 días de suscrito por las partes.


Su duración no será inferior a un año y no superior a tres años. Su aplicación comenzará desde el momento que dicho instrumento se publique en el Diario Oficial.”.

El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65, incisos tercero y cuarto, N° 5, de la Constitución Política de la República.


4) Del diputado Bellolio para agregar un nuevo artículo 59, del siguiente tenor: 


“A solicitud de los directores de establecimientos educacionales administrados por los Servicios Locales de Educación Pública, los Directores Ejecutivos de éstos deberán delegar en ellos facultades especiales para percibir y administrar los recursos otorgados por el decreto fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación u otros recursos estatales que se encuentren destinados a los respectivos establecimientos, las atribuciones de celebrar contratos, contratar personal, terminar contratos y, otras facultades para la adecuada administración del establecimiento.


El Director Ejecutivo del Servicio Local de Educación Pública deberá informar la delegación y los fundamentos de la misma a la Dirección de Educación Pública. Con todo, solo podrá denegar esta solicitud con acuerdo del Consejo Local de Educación Pública.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65, inciso cuarto, N° 2, de la Constitución Política de la República.


El diputado Robles expresó que ya se aprobaron las normas referidas a la delegación de facultades, y que no es razonable que en un servicio público, como están concebidos los SLE, se deban delegar facultades a petición del director de un establecimiento.


La diputada Girardi expresó que si no se tiene el presupuesto adecuado, de nada sirve contar, por ejemplo, con la facultad de contratar.


La diputada Provoste se mostró a favor de la indicación, por cuanto la delegación de ciertas facultades en los directores de establecimiento que tienen diversas dificultades ligadas a su ubicación (distancia y falta de comunicación) y que se verían agravadas con la redacción actual del proyecto, simplificaría su labor, pese a que no comparte la delegación de la facultad de contratar o desvincular personal.


La Subsecretaria Quiroga expresó que la indicación es inadmisible y se refiere a temas diversos, por ejemplo, amplía la delegación de facultades en materia del uso de recursos. Además, de extenderse a materias no tratadas, como es la contratación y el término de contratos, lo que, a su juicio, no se condice con lo ya consagrado en el estatuto docente, que permite al director proponer anualmente al sostenedor el término de la relación laboral de hasta un 5% de los docentes del respectivo establecimiento, en las condiciones que indica la norma.


El diputado Bellolio destacó que dado que va a estar centralizada la educación y algunos SLE serán muy grandes, la idea de la indicación es empoderar más a las comunidades y concentrar las decisiones en la comunidad.  Aclaró que, en ningún caso, tiene la intención de incidir en el estatuto docente. Consultó al Ejecutivo si está dispuesto a revisar las facultades o funciones administrativas que tendrán los directores de establecimientos educacionales, lo que se hace más relevante en algunos sectores, como son las escuelas rurales.


5) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar un nuevo artículo 59 del siguiente tenor, pasando el actual 59 a ser 60, y así sucesivamente:


“Artículo 59.- Voluntariedad en el traspaso de establecimientos educacionales de dependencia de municipalidades y corporaciones municipales. Los establecimientos educacionales de dependencia de municipalidades y corporaciones municipales podrán ser entregados por estas a los Servicios Locales de Educación respectivos de la comuna en que se encuentren ubicados los establecimientos. Para hacer efectiva dicha facultad, el Alcalde deberá dar aviso al Ministerio de Educación de este hecho, dentro de los 6 meses anteriores al inicio del año escolar siguiente, y entregar todos los antecedentes que sean requeridos para proceder al traspaso, en los términos establecidos en la presente ley. Asimismo, se deberá dar aviso a los miembros de la comunidad educativa del establecimiento a traspasar, procurando especialmente de informar a las distintas familias cuyos hijos o pupilos se encuentran matriculados en el establecimiento respectivo.


En caso de hacerse efectiva la facultad establecida en el inciso anterior, se procederá al traspaso del personal y de los bienes muebles e inmuebles, de conformidad a los mecanismos establecidos en los artículos transitorios de la presente ley. 


En caso de no proceder al traspaso de los establecimientos, las municipalidades o corporaciones municipales sostenedoras deberán suscribir un convenio con el Ministerio de Educación y comprometerse a cumplir con la Estrategia Nacional de Educación Pública defina por dicha cartera de Estado.


Serán traspasados a los Servicios Locales de Educación respectivos, por el solo ministerio de la ley, los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales que hayan sido ordenadas como establecimientos de Desempeño Deficiente por la Agencia de la Calidad de Educación, de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.529, siempre que no hayan logrado ubicarse en una categoría superior en el plazo de 4 años.”.


El diputado Bellolio insistió en su postura de que debe haber alguna consecuencia para aquellas escuelas que permanentemente tienen un mal desempeño y reiteró que los municipios que desarrollan una buena labor en materia educacional deberían poder mantener la administración de sus establecimientos educacionales.


6) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar un nuevo artículo 59 bis del siguiente tenor:


“Artículo 59 bis.- De la delegación de la administración de establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales. Las municipalidades y corporaciones municipales podrán delegar la administración de los establecimientos de su dependencia a sostenedores particulares subvencionados que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, y las normas contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, por un plazo de hasta 10 años renovables, siempre que el establecimiento se encuentre ordenado por la Agencia de la Calidad de la Educación en categoría de Desempeño Deficiente, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529.


El sostenedor que recibe la administración tendrá todas las facultades y obligaciones propias de los sostenedores para gestionar los establecimientos respectivos. En especial tendrá las siguientes facultades:


a) Asumir la representación legal del establecimiento. 


b) Asegurar la continuidad escolar y procurar la disponibilidad de matrícula para los alumnos del establecimiento. 


c) Percibir y administrar los recursos de que trata el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, la ley N° 20.248, otros aportes regulares que entregue el Estado, así como los que pudiere disponer la Ley de Presupuestos del Sector Público para asegurar la continuidad del servicio educacional del establecimiento correspondiente.


d) Pagar las obligaciones derivadas del servicio educacional desde el momento que asume sus funciones, con el límite de los recursos que reciba para su gestión, de acuerdo a las prioridades que establezca y procurando el buen desempeño del establecimiento educacional. 


e) Devolver la administración de los bienes al sostenedor municipal al término de su gestión. 


El personal de los establecimientos cuya administración se delega mantendrá la calidad jurídica de sus contratos y no podrá, en ningún caso, verse afectado en sus derechos por esta delegación.


El procedimiento para hacer efectiva la facultad prescrita en el inciso anterior se establecerá en un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y suscrito por el Ministerio de Hacienda.”.

El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las dos últimas indicaciones, por encontrarse fuera de las ideas matrices del proyecto.

Artículo 59

Establece preferencia en concursos públicos relativos al personal docente, determinando que deben fijarse criterios de selección que ponderen de manera relevante los mejores niveles de práctica pedagógica y conocimientos disciplinarios, así como la experiencia requerida.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Arriagada y Provoste para agregar en el epígrafe, a continuación de la frase “personal docente”, lo siguiente:


“asistentes de la educación, funcionarios DAEM y trabajadores de jardines VTF.”.


La Subsecretaria Quiroga destacó que el artículo 59 solo trata de los profesores.


La diputada Provoste expresó que se debe establecer la voluntad de que existan preferencias en los concursos, ya que mientras los profesores tienen un marco legal establecido en el estatuto docente, el resto de los trabajadores de la educación se encuentra en la más absoluta indefensión frente al cambio que implica este proyecto, debiendo fijárseles en el mismo, a lo menos, algún tipo de preferencia. Consultó al Ejecutivo por qué solo pueden existir preferencias para los profesores y no para el resto.


El señor Roco expresó que no está en las ideas matrices del proyecto regular las relaciones laborales.  Aclaró que los traspasos serán tratados en las disposiciones transitorias y que no se contemplan concursos, ya que todos los trabajadores pasarán sin solución de continuidad. Además, precisó que este artículo únicamente intenta mantener la concordancia con el artículo 26 del estatuto docente, y que no hay una norma o estatuto vigente respecto de los asistentes de la educación, por lo que no se puede incluir respecto de ellos una norma en igual sentido.


2) De la diputada Provoste para intercalar a continuación de la frase “planta docente” y antes de las palabras “establecimientos educacionales”, lo siguiente: “dotaciones de asistentes de la educación, dotaciones de trabajadores VTF y administrativos”.


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró ambas indicaciones inadmisibles. Cuestionada su declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste, se estimaron admisibles, por mayoría de votos.


Puestas en votación conjunta ambas indicaciones, resultaron aprobadas con el voto a favor de los diputados Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas) y Berger (en reemplazo de Verdugo). Se abstuvieron los diputados Bellolio y Espinoza (7-0-2).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas) y Berger (en reemplazo de Verdugo) (9-0-0).

Artículo 60


Establece un mecanismo de admisión adicional al de la ley de Inclusión para establecimientos educacionales de especial o alta exigencia académica, dependientes de un Servicio Local.


Se presentó una indicación de los diputados Venegas y Arriagada para eliminarlo.


El diputado Arriagada apuntó que con la indicación se está insistiendo en los fundamentos de la ley de Inclusión, pues ya se habló de discriminación, segregación e inclusión. Asimismo, expresó que deben atenderse otros aspectos íntimamente relacionados, tales como vivienda y salud, porque la selección es solo un factor de discriminación. Ejemplifico dicha relación con la situación de niños medicados erróneamente por falta de una adecuada evaluación de salud y otros niños que asisten a escuelas especiales solo por problemas de metodología.


El diputado Mirosevic afirmó que con la indicación no se garantiza que los buenos estudiantes se queden en el sector público.  Instó a aprobar la indicación presentada por el diputado Jackson en este artículo.


El diputado Bellolio expresó que es absurdo suponer que es malo para el sistema que existan escuelas a las que le vaya bien. Además, apuntó que la idea del Ejecutivo, plasmada en el texto del proyecto, es aún más arbitraria en su discriminación, porque solo permitirá el ingreso de alumnos que provengan de escuelas de los SLE, lo que constituye un atentado a la  igualdad ante la ley, afirmó. Llamó a multiplicar las buenas escuelas.


El diputado Robles expresó que de los 100 mejores establecimientos del país solo dos son subvencionados y dos municipales -Liceo Carmela Carvajal e Instituto Nacional-, y que se requieren muchos años para lograr similar calidad en todo el sistema público; sin embargo, no se puede impedir a los niños vulnerables llegar a establecimientos de excelencia, si tienen los talentos necesarios.


La Subsecretaria Quiroga expresó que la ley de Inclusión y normas como esta se fundan en la convicción más profunda de que todas las niñas y todos los niños pueden aprender.


La diputada Girardi expresó que le parece alarmante que para algunos incluir a un niño con dificultades en un colegio con mejor rendimiento signifique nivelar hacia abajo. Afirmó que ni siquiera en establecimientos artísticos deben establecerse exigencias, ya que están precisamente para formar en esa área.


La Ministra Delpiano puntualizó que contar con estos establecimientos podría ser algo transitorio, solo hasta que el resto del sistema público pueda equipararse en calidad.


La diputada Provoste expresó que seleccionar no es reconocer el mérito, ya que el mérito en Chile está condicionado o dado por la condición socioeconómica de la familia.  Destacó que el derecho de los padres a elegir el establecimiento educacional de sus hijos es trascendental, sea cual sea el establecimiento, incluido el artístico.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto favorable de los diputados Espinoza, Girardi, Provoste, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votaron los diputados Bellolio, Robles y Berger (en reemplazo de Verdugo). Se abstuvo el diputado Mirosevic (en reemplazo de Jackson) (5-3-1).


Las siguientes indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley:


1) Del diputado Jackson para modificarlo en el siguiente forma:


-Para reemplazar el inciso primero, desde la frase “un mecanismo de admisión”, por:


 “el mecanismo de admisión allí descrito o proveer hasta ese mismo 30% de sus vacantes únicamente entre aquellos postulantes que pertenezcan al 20% de alumnos de mejor desempeño escolar del establecimiento educacional de proveniencia, únicamente entre aquellos estudiantes que provengan de establecimientos educacionales de dependencia de un Servicio Local y deberá garantizar, asimismo, transparencia, equidad e igualdad de oportunidades entre los postulantes.”.


-Para reemplazar la palabra “adicional” por “alternativo”.


2) Del diputado Bellolio para eliminar la siguiente frase: “deberá desarrollarse únicamente entre aquellos estudiantes que provengan de establecimientos educacionales de un Servicio Local y”.

Artículo 61, que ha pasado a ser 60


Regula que las referencias que se hagan en la normativa vigente a las municipalidades, los departamentos de administración de educación municipal o las corporaciones municipales en tanto sostenedores de establecimientos educacionales, deberán entenderse hechas a los Servicios Locales.


Se presentó una indicación de los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para modificarlo de la siguiente manera:


-Para reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Todas las referencias que las leyes, decretos, reglamentos y, en general, la normativa vigente haga a las municipalidades, los departamentos de administración de educación municipal o las corporaciones municipales creadas antes del 31 de marzo de 1988 conforme a las normas del Código Civil y a los decretos N° 462, de 1981, y N° 110, de 1976, ambos del Ministerio de Justicia en tanto sostenedores de establecimientos educacionales, que no hayan sido suprimidas o adecuadas por la presente ley, deberán entenderse hechas también al o los Servicios Locales de Educación Pública que corresponda conforme a su ámbito de competencia territorial, respecto de los establecimientos que les hayan sido transferidos en virtud de esta ley.”.


-Para suprimir su inciso final.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible por encontrarse fuera de las ideas matrices del proyecto.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con los votos favorables de los diputados Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votaron los diputados Bellolio y Berger (en reemplazo de Verdugo) (7-2-0).

Artículo 62, que ha pasado a ser 61


Dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público.


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles en conformidad al artículo 65, inciso tercero de la Constitución Política de la República, las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para agregar un inciso segundo del siguiente tenor: 


“En todo caso el Estado deberá asegurar con cargo a los mismos recursos de la partida 50 del Tesoro Público, a todo evento,  el costo de remuneraciones de docentes, de asistentes de la educación, de la administración de los servicios locales,  servicios  básicos y de mantención de los establecimientos educacionales, y el proyecto educativo institucional.”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


El diputado Bellolio consultó al Ejecutivo si está dispuesto a especificar el costo de la remuneración de los docentes, de los asistentes de la educación, de la administración de los SLE, de los servicios básicos y de mantención de los establecimientos educacionales, y el proyecto educativo institucional.


2) De las diputadas Girardi, Provoste y Vallejo para intercalar entre la frase “la presente ley” y “se financiará” lo siguiente: “, por concepto de remuneraciones, de la administración de los Servicios Locales, servicios básicos y de mantención de los establecimientos educacionales, y del proyecto educativo institucional”.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Bellolio, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). Se abstuvo la diputada Girardi (6-0-1).

Disposiciones transitorias

Párrafo 1° Disposiciones generales

Artículo primero


Dispone que la entrada en vigencia general de la ley será a partir de la fecha de su publicación.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con los votos favorables de los diputados Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votaron los diputados Bellolio y Berger (en reemplazo de Verdugo) (7-2-0).

Artículo segundo


Establece que las modificaciones que contempla el Título V entrarán en vigencia desde la fecha del traspaso del servicio educacional de las municipalidades o corporaciones municipales al Servicio Local respectivo.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas) y Berger (en reemplazo de Verdugo) (9-0-0).

Artículo tercero


Dispone que la entrada en vigencia de la calidad de sostenedor de los Servicios Locales entrará en vigencia el día 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de cada Servicio Local.


Se presentó una indicación de la diputada Vallejo para incorporar un nuevo inciso segundo:


“Sin perjuicio de lo anterior, ha de constituirse una mesa técnica de apoyo al traspaso de la información disponible al nuevo Sistema de Educación Pública, con no menos de seis meses de anticipación a la entrada en vigencia de la calidad de sostenedor de los Servicios Locales de Educación. La información que deberá ser tenida en consideración será toda aquella de carácter financiero, administrativo y de gestión de las distintas corporaciones municipales, sin perjuicio de la que la mesa técnica tenga a bien agregar.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible.


La Ministra de Educación, señora Delpiano se comprometió a incorporar el espíritu de la indicación durante la tramitación del proyecto.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con los votos favorables de los diputados Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). Se  abstuvieron  los diputados  Bellolio  y Berger  (en reemplazo de Verdugo) (7-0-2).

Artículo cuarto


Traspasa el servicio educacional que prestan las municipalidades a los Servicios Locales de Educación Pública en la oportunidad, forma y condiciones que establecen los siguientes artículos transitorios.


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones, por encontrarse fuera de las ideas matrices del proyecto:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Traspaso del servicio educacional. Traspásese el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de las corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, a los Servicios Locales de Educación Pública creados de conformidad al artículo 10 de esta ley, de acuerdo a lo establecido en el artículo 59 de la presente ley, en la forma y condiciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.


Para estos efectos, se entenderá indistintamente por “corporación municipal” o “corporaciones municipales”, según corresponda, aquellas corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.”.


2) Del diputado Robles para agregar la frase “y de salud” después de la palabra “educacional”.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con los votos favorables de los diputados Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votó el diputado Bellolio, y se abstuvo el diputado Berger (en reemplazo de Verdugo) (6-1-1).
Artículo quinto


Faculta al Presidente de la República para determinar el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales.


No fue objeto de indicaciones.


La Ministra Delpiano expresó que si bien los criterios de competencia territorial, domicilio y la denominación de los SLE se encuentran en la ley, no es posible precisarlos en ella, ya que se requiere de un trabajo conjunto con las regiones, las que deben ser escuchadas, plasmándose su resultado y determinación en un reglamento.


Puesto en votación, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles y Vallejo.  En contra votó el diputado Bellolio y se abstuvo el diputado Verdugo (6-1-1).
Artículo sexto


Faculta al Presidente de la República para determinar la fecha en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales, de conformidad a las reglas que establece.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles y Vallejo. En contra votaron los diputados Bellolio y Verdugo (6-2-0).

Párrafo 2° Del traspaso del servicio educacional

Artículo séptimo


Dispone que el traspaso del servicio educacional entrará en vigencia el día 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de cada Servicio Local.


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo séptimo.- Fecha del traspaso del servicio educacional. El 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local, se le traspasará, de acuerdo a las normas establecidas en el artículo 59 de esta ley, el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de corporaciones municipales, de las comunas en las cuales éste ejerza su competencia, lo cual comprenderá los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos asociados a la prestación de dicho servicio, de conformidad a las disposiciones transitorias siguientes.”.


2) Del diputado Robles para la frase “y de salud” después de la palabra “educacional”.

El diputado Arriagada consultó si procederá la expropiación de bienes municipales.

El señor Roco enfatizó que los especialistas el derecho constitucional consultados por el Gobierno, afirmaron que no corresponde la figura expropiatoria, tal como ocurrió cuando se creó la comuna de Hualpén, utilizándose el traspaso a título gratuito de bienes públicos a servicios públicos. Además, expresó que el bien público superior protegido es la entrega del servicio educacional, por ende, no se vislumbra ninguna figura compensatoria respecto de los inmuebles afectos al servicio, en los cuales los establecimientos presten sus funciones.


También, precisó que actualmente la mayor parte de los bienes se encuentran en manos de los mismos municipios, y que la ley de Inclusión rige para los establecimientos educacionales públicos.  Insistió que para efectos de este artículo se entiende a las corporaciones igualmente tratadas que los municipios.


La Ministra Delpiano expresó que a la fecha el 82% de los establecimientos no tendrían problemas en ser traspasados.  Respecto del resto, es necesario revisar los antecedentes con los propios municipios y con el Ministerio de Bienes Nacionales.

Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles y Vallejo. En contra votaron los diputados Bellolio y Verdugo (6-2-0).

Artículo octavo


Señala que los establecimientos educacionales que al 31 de diciembre de 2014 cuenten con reconocimiento oficial, se traspasarán al Servicio Local que ejerza sus competencias en las respectivas comunas.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles y Vallejo. En contra votaron los diputados Bellolio y Verdugo (6-2-0).

Párrafo 3° Del traspaso de los bienes afectos a la prestación del servicio educacional

Artículo noveno


Norma los bienes muebles e inmuebles que quedan afectos a la prestación del servicio educacional y que deberán ser traspasados.


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisible una indicación del diputado Robles para agregar la frase “y de salud” después de la palabra “educacional”.

Artículo décimo


Dispone la forma de regularizar los bienes inmuebles destinados al funcionamiento de establecimientos educacionales.


No fue objeto de indicaciones.

Artículo undécimo


Establece la forma de regularizar la infraestructura educacional.


No fue objeto de indicaciones.


Puestos en votación conjunta los artículos noveno, décimo y undécimo, resultaron aprobados con los votos favorables de los diputados Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). Se abstuvieron los diputados Bellolio y Verdugo (7-0-2).

Artículo duodécimo


Regula la cesión de contratos y convenios de bienes relativos a la prestación del servicio educacional.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Arriagada, Girardi, Provoste y Vallejo para agregar un nuevo inciso segundo, del siguiente tenor:


“Para todos los efectos legales, en los contratos o convenios celebrados con terceros, se aplicarán las normas de la ley N° 20.845.”.


La Asesora Vergara enfatizó que la ley de Inclusión es aplicable y exigible a todos los establecimientos que reciban subvención del Estado.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas) y Verdugo (9-0-0).


2) De los diputados Arriagada, Girardi, Morano, Provoste y Vallejo para agregar los siguientes incisos nuevos.


“Tratándose de contratos de arriendo vigentes, podrán continuar con ellos en las mismas condiciones en ellos señalados hasta el plazo de tres años. En caso que dichos contratos expiren durante el referido plazo, sólo podrán ser renovados por el tiempo que reste para su cumplimiento, con un canon de arrendamiento que no podrá exceder del 11% del avalúo fiscal del inmueble dividido en doce mensualidades.


Vencidos los plazos anteriormente señalados, dichos sostenedores podrán celebrar nuevos contratos de arrendamiento, los que deberán sujetarse a las siguientes reglas:


1° Deberán estar inscritos en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.


2° Deberán celebrarse con una duración de, a lo menos, ocho años. Tal plazo se renovará automáticamente por igual período, salvo que el arrendador comunique su voluntad de no renovar el contrato antes que resten cuatro años para el término del plazo. Con todo, el arrendatario sólo estará obligado a restituir el inmueble una vez que se cumpla el plazo pactado.


3° La renta máxima mensual de estos contratos no podrá exceder del 11% del avalúo fiscal del inmueble arrendado dividido en 12 mensualidades. Esta renta deberá ser razonablemente proporcionada en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo.”.


La indicación fue retirada por sus autores.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas) y Verdugo (9-0-0).

Artículo décimo tercero


Fija normas sobre cesión de concesiones de los establecimientos educacionales.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminarlo.


Puesta en votación resultó rechazada con los votos en contra de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas) y Verdugo. A favor votaron las diputadas Girardi y Provoste (2-7-0).


2) De las diputadas Girardi y Provoste para agregar la siguiente oración final: “pudiendo poner término a la concesión de acuerdo a los procedimientos vigentes en esta ley.”.


Puesta en votación resultó aprobada con el voto favorable de los diputados Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votó el diputado Espinoza, y se abstuvieron los diputados Bellolio y Verdugo (6-1-2).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con los votos favorables de los diputados Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). Se abstuvieron los diputados Bellolio y Verdugo (7-0-2).

Artículo décimo cuarto


Dispone que los actos, convenios y otras actuaciones que se origen a causa de los traspasos de bienes y servicios, quedarán exentos de todo arancel o tributo.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas) y Verdugo (9-0-0).
Párrafo 4° Del traspaso de establecimientos de educación parvularia

Artículo décimo quinto


Norma el traspaso de establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión “dicho párrafo” la locución “, en concordancia con lo establecido en el artículo 59 de la presente ley”.


Puesta en votación resultó rechazada con los votos en contra de los diputados Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). A favor votó el diputado Bellolio, y se abstuvo el diputado Verdugo (1-7-1).

2) Del Ejecutivo para modificarlo en el siguiente sentido:


-Introdúcese en el inciso primero, luego del punto final que pasa a ser coma, el siguiente párrafo:


“a los cuales no les será exigible contar, a la fecha del traspaso, con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo quinto transitorio de la ley N° 20.529.”.


-Agrégase una nueva oración en el inciso tercero, luego del punto final que pasa a ser punto seguido, del siguiente tenor:


“Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.”.


La Subsecretaria Díaz expresó que se encuentran trabajando en tres ejes: la ampliación de cobertura, la nueva institucionalidad conformando una rectoría de educación parvularia, y en una amplia agenda de la calidad, con nuevas bases curriculares, focalizadas en la pedagogía en educación parvularia, con elementos lúdicos al interior del aula.  Eso despeja la duda respecto de la hiperescolarización de la educación inicial, hasta el 2° año básico.


Sostuvo que también ha habido avances para terminar con la asimetría que existe entre los jardines VTF y los de la JUNJI, mejorando las condiciones laborales de las trabajadoras VTF, con una asignación adicional con efecto retroactivo en materia de remuneraciones. También se ha avanzado en materia de capacitación, tanto a las educadoras como a las asistentes.


Recordó que el reconocimiento oficial de los jardines requiere cumplir con ocho condiciones básicas de funcionamiento, para lo cual se ha iniciado un plan de reconocimiento, para que los más de 1.400 jardines puedan cumplir con todas las exigencias. Para ello, se han solicitado recursos extra a la Dirección de Presupuestos.

Del mismo modo, se están creando las condiciones necesarias para que los Servicios Locales se hagan cargo de este segmento de la educación de la mejor forma posible.  Afirmó, por último, que si la educación pública no incorporara a la educación parvularia en condiciones óptimas, sería mejor no hacerlo.

La Ministra Delpiano reafirmó que el Ejecutivo es contrario a escolarización temprana, pretendiendo por el contrario “parvularizar” el 1° y 2° año básico, atendido la comprobada importancia de lo lúdico a esa edad.

Estimó que la JUNJI debido a su experiencia debería entregar un excelente soporte técnico a los Servicios Locales. Esto permite, además, tener ciclos completos en la educación, esto es, que el niño ingrese al colegio a la educación parvularia y egrese del mismo establecimiento en 4° medio.

Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo, Arriagada (en reemplazo de Venegas) y Verdugo (9-0-0).


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) De las diputadas Girardi y Provoste para eliminar en el inciso primero la parte que dice: “administrados por municipalidades o corporaciones municipales” y agregar luego de la palabra “parvularia”, la frase “vía transferencia de fondos”. 


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se mantuvo inadmisible, por mayoría de votos.


2) De los diputados Arriagada, Girardi, Mirosevic y Robles para reemplazar la frase: “Se entenderán incluidas en el traspaso señalado en el párrafo 2° de las disposiciones transitorias”, por “se traspasaran a la Junta Nacional del Jardines Infantiles”.


El diputado Robles se manifestó contrario a mantener un sistema tripartito de provisión de servicio y que se entregue la educación parvularia a los SLE, porque cuenta con la opinión muy fundada de que podría acarrear la escolarización temprana de los niños, de que los directores de los SLE estarán enfocados en los liceos, y porque existe en Chile una institución especializada con mejores estándares, que es la JUNJI, quien debería hacerse cargo de toda la educación parvularia.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza, Girardi, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votaron los diputados Bellolio, Robles y Verdugo (6-3-0).

A continuación, expuso el Presidente de la Federación Nacional de Trabajadores de Administración Central de Corporaciones Municipales de Chile (FENATRACOM), señor Ricardo Oyarzo Cárcamo, quien expresó que su presentación tiene como objetivo analizar y clarificar cinco puntos relativos al modelo de administración de los nuevos SLE y la situación jurídica administrativa que afectará a los funcionarios del área. 


1) La situación jurídica actual del personal administrativo adscrito al sistema municipal de enseñanza.  Precisó que actualmente el sistema de educación pública es administrado por 346 municipios del país, de ellos 53 son corporaciones municipales, y 293 por Departamentos de Administración de Educación Municipal (DAEM) o Dirección de Educación Municipal (DEM).  En ambos escenarios, los funcionarios que allí se desempeñan son contratados bajo el Código del Trabajo, sin embargo, existe una gran diferencia generada por la capacidad de negociación colectiva de los sindicatos de corporaciones municipales versus las asociaciones de funcionarios de los DAEM y DEM.


2) Los escenarios futuros para el personal administrativo del sistema municipal de enseñanza.  Si se analiza que el sistema de administración de la educación pública cuenta en la actualidad con aproximadamente 11.317 funcionarios, y se considera la creación de 67 SLE, cada uno de ellos, con una dotación promedio de 120 funcionarios, generará 8.040 puestos de trabajo, por lo que 3.050 trabajadores tendrían que ser desvinculados.  Por ello, es necesario plantear algunas alternativas para quienes, por diversos motivos, no deseen o no puedan ser parte de la nueva institución de educación, siempre que ningún funcionario que actualmente este trabajando en las administraciones centrales de los DAEM, DEM y corporaciones municipales sea desvinculado obligatoriamente a propósito del proceso de desmunicipalización.


3) Valoración de la experiencia laboral en el nuevo modelo.  Propuso que en el entendido que el proceso de traspaso a los nuevos SLE está pensado como un modelo progresivo a lo largo del país, debe existir valoración de la experiencia laboral que sintonice con esta idea central en la implementación de la nueva institucionalidad.  Al respecto, estimó razonable que a medida que vaya avanzando el proceso de cambio a lo largo de los años de implementación, debiese también ir aumentando el requisito de experiencia, con el objeto de traspasar personal que cuente con el conocimiento acumulado necesario en materia de administración del sistema y evitar, en lo posible, un ingreso masivo de personal en las administraciones municipales los años anteriores al traspaso.


Continuó con la exposición anterior, el Presidente de la FENFUDEM, señor Edward Conley Candia, quien se refirió a los siguientes puntos:


En lo concerniente a la cooperación entre municipios y Ministerio de Educación durante el traspaso, consideró que es fundamental para el éxito de un proceso de transición que involucra a miles de trabajadores, que se incorpore previo al traspaso del servicio educacional, en cada territorio, la instalación de una mesa técnica de nueva educación pública, con la anticipación necesaria para resolver, por ejemplo, temas de homologación de información remuneracional, reorganización de funciones administrativas según las necesidades del territorio, la determinación de los derechos adquiridos caso a caso, en el entendido que existen gremios que cuentan con contratos o convenios colectivos vigentes, procesos de adquisiciones a través de la ley de compras públicas, etc.


Respecto de la planilla suplementaria que se generará, consideró que la solución se encuentra en contar con una planilla reajustable al igual que el sueldo base, debiendo tanto el Legislador como el Ejecutivo, dejar expresamente mencionado en el debate que la intención de la indicación previamente analizada es que el traspaso y cambio de régimen laboral no podrá significar, bajo ninguna circunstancia, una disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios objeto de dicha medida.

Finalmente, expresó que sus inquietudes y peticiones se pueden sintetizar en los siguientes puntos:


1. Es necesario generar las garantías laborales para todos los trabajadores administrativos que no serán traspasados o que serán incorporados en los llamados a retiro, por estar en edad de jubilar.


2. Debe clarificarse el tratamiento que se dará a la planilla suplementaria en el régimen futuro.


3. El modelo debe asegurar el traspaso del conocimiento acumulado y la experiencia laboral en materias de administración del personal que actualmente trabaja en las administraciones. 


4. Para la historia de la ley es necesario saber cuál es la intención del Legislador en los puntos anteriormente señalados.


5. Constituir una mesa técnica que asegure un traspaso adecuado de los servicios.


A continuación expuso, el Asesor Jurídico del Sindicato de Asistentes de la Educación de la Corporación Municipal de Educación de Punta Arenas, señor Hermes Hein Bozic, quien precisó que las corporaciones municipales no son servicios públicos y no pertenecen a los órganos centralizados del Estado, entendiéndose para efectos laborales como una empresa, de ahí que la ley les entrega expresamente el derecho a negociar colectivamente, contándose con una gran heterogeneidad de derechos de los trabajadores del sector.


A continuación, destacó que si bien los artículos trigésimo séptimo y trigésimo octavo transitorios, referidos al traspaso del personal, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, y que dispone que el traspaso no puede ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, entre otros, salvo que se cuente con consentimiento expreso, respectivamente, carecen de toda implicancia para ese segmento de trabajadores.  Sostuvo que no es posible su traspaso sin infringir la Constitución Política de la República, porque no es dable el traspaso, sin solución de continuidad, desde el derecho privado al público, requiriéndose previamente finiquitar la relación laboral con las corporaciones o efectuar un cambio que necesariamente requiere del consentimiento del trabajador.


Enfatizó que el derecho a la negociación colectiva es un derecho fundamental de los 15.000 trabajadores que podrían verse afectados con esta iniciativa, y que no están objetando la idea que existe tras el proyecto, sino la forma en que se está llevando a cabo, porque se requiere el respeto irrestricto de los derechos de los trabajadores y en los artículos transitorios no se respetan los derechos contractuales, ni individuales ni colectivos.
Párrafo 5° Del procedimiento de traspaso del servicio educacional

Artículo décimo sexto


Dispone que el procedimiento de traspaso debe resguardar siempre la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los y las estudiantes.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación resultó aprobado con los votos favorables de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votó el diputado Bellolio (6-1-0).
Artículo décimo séptimo


Norma la elaboración de un registro de los bienes muebles e inmuebles destinados a la prestación del servicio educacional, que serán traspasados al Servicio Local.


No fue objeto de indicaciones


Puesto en votación resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).
Artículo décimo octavo


Regula la información que las municipalidades deberán remitir al Ministerio de Educación, necesaria para el adecuado traspaso del servicio educacional.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para agregar un inciso final, del siguiente tenor:


“Adicionalmente el Ministerio de Educación, subirá a su página web la información remitida por los municipios, a fin que quienes estimen que ésta se encuentra incompleta o inexacta, puedan efectuar sus reclamaciones o ejercer sus derechos.”.


El diputado Bellolio expresó que la indicación es imprecisa y da lugar a múltiples interpretaciones al utilizar los vocablos “completo o inexacto”, sin perjuicio, de que puede atentar contra la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.


El diputado Robles pidió al Ejecutivo considerar la indicación, mejorando su redacción.


Puesta en votación, resultó rechazada con los votos en contra de los diputados Bellolio y Espinoza. A favor votó la diputada Provoste, y se abstuvieron los diputados Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (1-2-4).


2) De los diputados Morano y Provoste para intercalar a continuación de la palabra “alcaldicio”, la frase: “de acuerdo a la normativa vigente”. 


El diputado Robles pidió que quede expresa constancia de que el decreto alcaldicio deberá pasará por el Concejo Municipal, tal como lo consagra la normativa vigente.


El diputado Bellolio pidió que se explicite qué bienes serán considerados necesarios y en qué normativa se establecerán.


El señor Roco expresó que el primero en decir qué es lo que se estima como bienes necesarios es el municipio.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto favorable de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste y Robles. Se abstuvieron los diputados Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (5-0-2).


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Vallejo para sustituir el inciso cuarto, por el siguiente:


“El Ministerio de Educación deberá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, a través de la participación en la mesa técnica a que alude el artículo tercero transitorio.”.


2) Del diputado Espinoza para reemplazar el inciso final por el siguiente: 


“El Ministerio de Educación deberá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, a través de la conformación de una mesa técnica, que será integrada, a lo menos, por tres representantes de las administraciones de los sostenedores del territorio,  junto a los equipos técnicos que el ministerio de educación destine para los efectos y que además sistematizarán la información remuneracional y laboral del personal afecto al traspaso.”.


La Ministra Delpiano expresó que si bien se han establecido mesas técnicas, estas se encuentran lejos del grado de avance que se proponen mediante las indicaciones.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Robles y Provoste, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).

Artículo décimo noveno


Dispone la dictación de una resolución que individualice los bienes muebles e inmuebles y recursos humanos que serán traspasados.


El diputado Bellolio insistió en su petición al Ejecutivo para que señale cuál es la dotación que se estima necesaria para los SLE, ya que se trata de información que debiera haber sido proporcionada hace tiempo.


La Ministra Delpiano precisó que no se oculta ningún tipo de información y que la dotación de los nuevos SLE dice relación con las necesidades de los estos nuevos servicios, versus lo que ya existe, de ahí que se fijó concurso para los funcionarios.


Se presentó una indicación del diputado Robles para agregar al final del inciso primero, la siguiente frase: “que se encuentren vigentes al 31 de diciembre de 2015.”.


La indicación fue retirada por su autor.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votó el diputado Bellolio (6-1-0).
Artículo nuevo, que ha pasado a ser vigésimo


Se presentó una indicación de los diputados Provoste, Morano y Robles para agregar un nuevo artículo décimo noveno bis, del siguiente tenor:


“Para todos los efectos del traspaso de recursos humanos, las resoluciones que se dicten no deberán ser superiores a la dotación existente al 30 de noviembre del año 2014.”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).
Artículo vigésimo, que ha pasado a ser vigésimo primero


Establece la obligación de levantar un acta de traspaso de bienes y recursos financieros.


No fue objeto de indicaciones


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).

Párrafo 6° Del Plan de Transición.

Artículo vigésimo primero, que ha pasado a ser vigésimo segundo

Regula la suscripción por parte de las municipalidades de un Plan de Transición, de carácter plurianual, para asegurar el adecuado traspaso del servicio educacional.


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República, las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Vallejo para sustituir la expresión “podrán” por “deberán”.


2) De la diputada Girardi para reemplazar en el inciso primero la expresión: “podrán” por “deberán”.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).

Artículo vigésimo segundo, que ha pasado a ser vigésimo tercero


Establece las materias mínimas que deben contener los convenios de ejecución del Plan de Transición.


Se presentó una indicación de los diputados Provoste y Morano para agregar en la letra f) después de la palabra “transferencia” la siguiente frase: “o pago directo”.


El diputado Arriagada consultó cuándo se sabrán los componentes de la subvención escolar y se conocerá en detalle el pago que hace el Estado por cada alumno.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).
Artículo vigésimo tercero, que ha pasado a ser vigésimo cuarto


Define lo que debe entenderse por desequilibrio financiero municipal educacional y regula la transferencia de recursos para contribuir a su reducción.

Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para introducirle las siguientes modificaciones:


-Agrégase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “respectiva municipalidad”, la expresión “o corporación”.


-Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 


“El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis: 


a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.


b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley N° 20.529.”.


-Para agregar el siguiente inciso tercero nuevo:


“Mediante estas auditorías se determinará el desequilibrio financiero municipal educacional y,o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional, conforme a las definiciones establecidas en el presente artículo.”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República, la indicación de las diputadas Girardi y Provoste para modificar la indicación del Ejecutivo, en el siguiente sentido:


A) Para agregar en la letra b)  una letra c)  del siguiente tenor:  


“c) Haber existido investigaciones administrativas, efectuadas por cualquier organismo del Estado o por los propios municipios, judiciales o de comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados que hubieren determinado un mal uso de los recursos recibidos para fines educacionales; o si han incurrido en incumplimientos reiterados en el pago de obligaciones previsionales o remuneracionales.”.


B) Para agregar dos incisos finales del siguiente tenor:  


“En todo caso dichas auditorias deberá ser especializada y el análisis de gestión deberá considerar criterios de eficiencia y eficacia, estableciendo  si el  desequilibrio financiero, corresponde a déficit estructural considerando la matrícula y número de establecimientos.  Lo que dicha auditoria no contemple como déficit estructural no podrá cubrirse mediante la transferencia de recursos a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio letra f).


Sin perjuicio, si como resultado de tales auditorias se derivare alguna eventual  infracción a la ley, el funcionario del ministerio de educación que reciba la información, oficiará con los antecedentes que correspondan a los organismos públicos competentes.  Asimismo, si se tuviere conocimiento de la comisión de un hecho que pudiere revestir caracteres de delito, deberá remitir dichos antecedentes a la autoridad competente, de conformidad con lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del DFL N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).

Artículo vigésimo cuarto, que ha pasado a ser vigésimo quinto


Regula el Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal (PADEM) en lo relativo a sus objetivos financieros.


No fue objeto de indicaciones.

Artículo vigésimo quinto, que ha pasado a ser vigésimo sexto


Establece que el Ministerio de Educación brindará asistencia técnica en la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal.


No fue objeto de indicaciones.

Artículo vigésimo sexto, que ha pasado a ser vigésimo séptimo


Define lo que se entiende por incumplimiento grave de los convenios de ejecución y faculta al Ministerio para ponerles término.


No fue objeto de indicaciones.


Puestos en votación conjunta los tres artículos, resultaron aprobados por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).

Artículo vigésimo séptimo, que ha pasado a ser vigésimo octavo


Determina lo que se entenderá por deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional.


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles en conformidad al artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República, las siguientes indicaciones:


1) De la diputada Girardi para agregar un inciso final, del siguiente tenor:


“Si con posterioridad a la dictación del decreto señalado en el inciso anterior, se determinara que ha existido una sobrevaloración de la deuda, sea por lo que se establezca en virtud de las auditorias y posteriores investigaciones que se deriven de ellas, se rebajará el monto en la parte que corresponda.  Asimismo si aparecieren hechos que aumentaren dicha deuda tales como fallos judiciales o, en general casos fortuitos o de fuerza mayor que no hubieren sido considerados, se aumentará el monto en la parte que corresponda, y se realizarán las acciones legales que procedan para perseguir la responsabilidad.”.


2) De los diputados Provoste y Morano para agregar al final de la letra a) la frase “así como también a las trabajadoras de los jardines VTF.”. 


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


3) De los diputados Provoste y Morano para agregar en la letra d) a continuación de la palabra “intereses” el vocablo “multa”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


La Ministra Delpiano destacó que hay poca responsabilidad por la caída de matrícula en el sector municipal, pese a que en los últimos años ha quedado demostrado que los sostenedores que se han propuesto mejorarla han logrado aumentarla de modo sorprendente.


El diputado Robles pidió al Ejecutivo incorporar a las trabajadoras de los jardines VTF, mediante una nueva indicación, en lo que resta de la tramitación del proyecto.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas. En contra votó la diputada Provoste, y se abstuvo el diputado Bellolio (5-1-1).
Artículo vigésimo octavo, que ha pasado a ser vigésimo noveno


Dispone la condonación de deuda contraída por las municipalidades o corporaciones municipales, originada por anticipo de subvención, una vez traspasado el servicio educacional.


Se presentaron las siguientes indicaciones: 


1) De los diputados Morano y Provoste para agregar al final del artículo lo siguiente: “siempre y cuando no existan deudas con sus funcionarios por ningún concepto”.


El diputado Bellolio consultó que pasará con los municipios que pagaron las deudas y no se endeudaron, siendo doblemente afectados, ya que por un lado pagaron disponiendo del dinero en caja y, por otro, si se hubieran endeudado, ahora se le condonaría la deuda.


La Subsecretaria Quiroga expresó que todas las leyes han tenido distinto financiamiento y que el proyecto establece que todas las deudas por concepto de anticipo de subvención se extinguen con el traspaso. Destacó que la ley no recoge condonar aquellas deudas respecto de las cuales hubo transferencia de dineros por parte del Estado.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


2) De la diputada Vallejo para agregar después del párrafo y reemplazando el punto final por una coma, lo siguiente:


“, siempre y cuando se hayan cumplido las obligaciones y compromisos establecidos en dichas leyes”.


Puestas en votación conjunta la indicación de la diputada Vallejo con el artículo, resultaron aprobados por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas) (6-0-0).

Artículo vigésimo noveno, que ha pasado a ser trigésimo


Faculta a la Superintendencia de Educación para nombrar un administrador provisional respecto de establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, en el caso de incumplimiento grave de los convenios de ejecución.


Se presentó una indicación del Ejecutivo para reemplazarlo por el siguiente: 


“Artículo vigésimo noveno.- Administrador provisional. Previo a la fecha de traspaso del servicio educacional, la Superintendencia de Educación podrá nombrar un administrador provisional en uno o más establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, tanto en los casos del artículo 89 de la ley N° 20.529, como cuando se verifique el término del o los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo segundo transitorio de la presente ley, por incumplimiento grave, conforme a lo establecido en el artículo vigésimo sexto transitorio.


Tratándose de los literales b) y c) del artículo vigésimo sexto transitorio, el administrador provisional ejercerá sus funciones respecto de la totalidad de los establecimientos educacionales de administración municipal o de la corporación municipal, según corresponda.


El administrador provisional regulado en el presente artículo durará en su cargo hasta el término del año laboral docente en curso. Este plazo será prorrogable por períodos iguales y sucesivos, cuando ello sea necesario para garantizar el ejercicio del derecho a la educación de los y las estudiantes, así como la continuidad del servicio educacional en los establecimientos educacionales, y,o facilitar el adecuado traspaso de estos a los Servicios Locales. Con todo, las facultades del administrador provisional cesarán en el momento en que se verifique el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.


Para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, el administrador provisional deberá:


a) ordenar que se realice una auditoría, que abarque al menos los dos últimos años lectivos anteriores a su nombramiento, excepto en los casos en que se hubiera realizado la auditoría contemplada en el artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley, y


b) elaborar anualmente una propuesta que contenga las menciones del plan a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.410, sólo en lo pertinente al o los establecimientos educacionales que administre. Dicha propuesta se entenderá parte integrante, para todos los efectos legales, del plan presentado en conformidad con el inciso primero del artículo 5° de dicha ley, para su respectiva aprobación por el Concejo Municipal.


Asimismo, podrá suscribir con el Ministerio de Educación los convenios de ejecución establecidos en el artículo vigésimo segundo transitorio de la presente ley en relación al o los establecimientos educacionales que administre.


En todo lo no previsto en este artículo, las normas del Párrafo 6°, Título III, de la ley N° 20.529, se aplicarán supletoriamente.”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


Se presentó una indicación de los diputados Provoste y Morano a la indicación del Ejecutivo para reemplazar en el inciso primero la expresión “podrá” por “deberá”. 


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible en conformidad al artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.


La siguiente indicación se dio por rechazada en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley:


De la diputada Girardi para modificar el artículo vigésimo noveno transitorio:


-Para reemplazar en el inciso tercero la frase: “hasta por igual período” por la siguiente: “por períodos iguales y sucesivos”.


-Para agregar los siguientes incisos cuarto y quinto, pasando a ser los actuales cuarto, quinto y sexto, los incisos sexto, séptimo y octavo respectivamente, del siguiente tenor:


“El administrador provisional asumirá la representación legal del o los establecimiento o de la corporación en su caso.  Esta representación legal lo faculta, expresamente, para ejercer la titularidad de las acciones administrativas, civiles y,o penales para perseguir la responsabilidad, en su caso, de los gerentes, administradores y,o directores según corresponda.


A fin de establecer las responsabilidades de rigor, el administrador provisional ordenará dentro de los primeros 30 días de haber asumido sus funciones, la realización de una auditoría financiera contable y de gestión, que abarque a lo menos los tres últimos años lectivos anteriores a su nombramiento.”.

Párrafo 7° Disposiciones transitorias referidas a la Dirección de Educación Pública.

Artículo trigésimo, que ha pasado a ser trigésimo primero

Dispone que la Dirección de Educación Pública entre en funcionamiento en el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de esta ley.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votaron los diputados Bellolio y Robles (5-2-0).

Artículo trigésimo primero, que ha pasado a ser trigésimo segundo


Otorga facultades especiales a la Dirección de Educación Pública durante el lapso entre la entrada en funcionamiento del Servicio Local y el traspaso efectivo del servicio educacional.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votó el diputado Robles, y se abstuvo el diputado Bellolio (5-1-1).

Párrafo 8° Del personal de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales de Educación Pública

Artículo trigésimo segundo, que ha pasado a ser trigésimo tercero

Faculta al Presidente de la República para fijar la planta de personal de la Dirección de Educación Pública, determinar su fecha de entrada en vigencia, determinar su dotación máxima de personal y disponer el traspaso de funcionarios a esa Dirección.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación, resultó aprobado con el voto favorable de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votaron los diputados Provoste y Robles, y se abstuvo el diputado Bellolio (4-2-1).

Artículo trigésimo tercero, que ha pasado a ser trigésimo cuarto


Faculta al Presidente de la República para fijar las plantas de personal de los Servicios Locales, determinar la fecha de su entrada en vigencia y disponer el traspaso de bienes.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del Ejecutivo para modificarlo, en el siguiente sentido:


-Agrégase en el párrafo segundo del numeral 1, a continuación de la expresión “Estatuto Administrativo”, la frase “y determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley Nº 19.882, según corresponda”. 


-Elimínase, en el párrafo segundo del numeral 1, la frase siguiente: "fijar remuneraciones variables para el jefe superior de servicio y". 


-Reemplázase, en el numeral 2, la expresión “y de” por “, y además podrá establecer”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


2) Del diputado Espinoza para agregar en el inciso final, luego de la expresión “concurso público”, la frase: “luego del traspaso del servicio educacional.”.


3) De la diputada Vallejo para agregar al inciso final, luego de la expresión “concurso público”, la frase: “luego del traspaso del servicio educacional.”.


4) De la diputada Girardi para agregar al inciso segundo después del punto final que pasa a ser coma, la siguiente frase: “, después del traspaso del servicio educacional”.


5) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar al término del inciso final, luego de la expresión “concurso público”, la frase, “luego del traspaso del servicio educacional.”.


Puestas en votación las indicaciones 2), 3), 4) y 5) resultaron aprobadas por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisible una indicación de los diputados Morano y Provoste para agregar a continuación de “establecimientos educacionales”, la frase: “así como también a las trabajadoras de los jardines VTF”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por el diputado Bellolio y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas). En contra votó el diputado Bellolio (6-1-0).
Artículo trigésimo cuarto, que ha pasado a ser trigésimo quinto


Regula el procedimiento para el traspaso de personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal y de las corporaciones municipales.


El señor Roco expresó que la fijación de las plantas va de la mano de criterios que permiten construir una propuesta adecuada, por lo tanto, el proyecto permitirá que las plantas de los nuevos SLE se construyan con lo mejor de la experiencia que tiene hoy el sistema, es decir, atrae las capacidades ya instaladas, permite que los municipios mantengan el personal, pero ya no adscrito a educación, y garantiza la indemnización de aquellas personas que ya no quieren estar en el sistema, no continúen en las municipalidades o no sean traspasadas a los SLE por no cumplir con los requisitos.


El diputado Bellolio expresó que necesariamente debe existir un cálculo por establecimiento y otras variables, ya que el informe financiero debió haberse construido en base a diversas variables. Consultó cómo se garantizan las economías de escalas y de ámbito que justifican la decisión del Ejecutivo de optar por el mecanismo que plasma el proyecto.


El señor Roco precisó que se trata de criterios que han sido dados a conocer a los diputados.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Espinoza para agregar en el numeral 1, luego de la expresión “en el cual”, la palabra “solo”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


2) De los diputados Arriagada, Espinoza, Morano, Provoste y Robles para reemplazar la parte que dice: “desde a lo menos tres años antes del traspaso” por “al 30 de noviembre de 2014.”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Arriagada (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


La Ministra Delpiano se comprometió estudiar la fórmula que se usó en el decreto fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican, para fijar la dotación.


3) Del Ejecutivo para agregar, en el literal e) del numeral 1, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 


“El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado  en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.”. 


El diputado Robles consultó cuál será el régimen de contrato de los trabajadores.


La Ministra Delpiano respondió que todos pasarán a regirse por el Estatuto Administrativo.


El señor Roco expresó que las remuneraciones consistirán en montos relevantes y superiores a lo que pagan los municipios, según la información entregada por ellos, y destacó que el reajuste del sector público no constituye merma de las remuneraciones o planilla, constituyendo esta indicación un resguardo macizo para los funcionarios.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson) y Robles y se abstuvieron los diputados Provoste, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas) (4-0-3).


4) Del Ejecutivo para modificar el numeral 2 en el siguiente sentido:


-Reemplázase la palabra “numerales” por “literales”.


-Agrégase, a continuación de la frase “podrá disponer el traspaso de los trabajadores seleccionados”, la frase “a través del concurso realizado en virtud del numeral anterior,”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


5) De los diputados Provoste y Morano para agregar en la letra b) a continuación de la frase “requisitos solicitados” la frase “, teniendo como factor preponderante la experiencia laboral”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


6) Del Ejecutivo para modificarlo de la siguiente forma:


-Para agregar en el inciso segundo, a continuación del punto aparte, que ha pasado a ser punto seguido, la siguiente oración: “Dicho personal continuará afecto al régimen laboral al que se encontraba sujeto con anterioridad al ejercicio de dicha facultad.”. 


-Para agregar un inciso final nuevo del siguiente tenor: 


“El personal traspasado de acuerdo a esta norma se regirá por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 29 de la presente ley.”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:

1) Del diputado Jackson para agregar en el literal e) del artículo trigésimo cuarto transitorio, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.”.


Los diputados presentes coincidieron en que debe aplicarse el reajuste general a la planilla suplementaria, tal como lo plantea el diputado Jackson en su indicación.


El señor Roco expresó que el primer efecto salarial equivalente es que al pasar a los SLE los funcionarios serán encasillados en el estatuto y la planilla constituye un resguardo que no se absorbe por incrementos del sector público, como el reajuste, pero si por otras vías, como un ascenso.


La Ministra Delpiano se comprometió a buscar una solución en la Comisión de Hacienda o en la Sala.


2) De la diputada Vallejo para modificarlo, de la siguiente forma:


-Para incorporar un nuevo inciso segundo, pasando el actual a ser tercero y así sucesivamente, del siguiente tenor: “Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, asisten a los empleados afectados por este artículo las mismas restricciones a que alude el inciso tercero del artículo trigésimo segundo transitorio.”.


-Para incorporar un nuevo inciso tercero, pasando el segundo que ha pasado a ser tercero a ser cuarto y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“El traspaso no significará merma de los derechos sindicales de los trabajadores. Todos los derechos, beneficios y prebendas que hayan sido obtenidos fruto de una negociación colectiva serán mantenidos, así como el derecho a negociar colectivamente.”.


-Para sustituir en el inciso segundo la expresión “estarán facultadas para” por la palabra “deberán”.


-Para eliminar el inciso final.


3) Del diputado Jackson para agregar en el inciso segundo, a continuación del punto aparte, que ha pasado a ser punto seguido, la siguiente oración:

“Dicho personal continuará afecto al régimen laboral al que se encontraba sujeto con anterioridad al ejercicio de dicha facultad, manteniendo su actual régimen y condición laboral, sin significar disminución de remuneraciones, ni la modificación de los derechos estatutarios y previsionales,”.


Las siguientes indicaciones fueron retiradas por sus autores: 


1) Del diputado Robles para reemplazar la frase “desde a lo menos tres años antes del traspaso” por “según lo dispuesto en el artículo décimo noveno bis transitorio”.


2) Del diputado Espinoza para agregar al término de la expresión “cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local”, la frase, “de conformidad a las siguientes reglas:


Con una antigüedad de a lo menos tres años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y 31 de diciembre de 2017.


Con una antigüedad de a lo menos cuatro años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2018 y 31 de diciembre de 2018.


Con una antigüedad de a lo menos cinco años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y 31 de diciembre de 2019.


Con una antigüedad de a lo menos seis años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2020 y 31 de diciembre de 2022.”.


3) Del diputado Espinoza para agregar al término de la expresión “en el cual podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales”, la frase: “que, al 31 de diciembre de 2015, se encontraren incorporados a ellas en calidad de contratados y que se hayan desempeñado en la misma durante, a lo menos, dos años continuos o tres años discontinuos y cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio.''.


4) Del diputado Espinoza para agregar al término de la expresión “en el cual podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales”, la frase: “que, al momento de promulgación de esta ley, se encontraren incorporados a ellas en calidad de contratados y que se hayan desempeñado en la misma durante, a lo menos, dos años continuos o tres años discontinuos y cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local  de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio.''.


5) De la diputada Vallejo para agregar en el numeral 1) del artículo trigésimo cuarto transitorio, c) luego de la locución “sin solución de continuidad”, la palabra “solo”.


La siguiente indicación se dio por rechazada en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley:


1) De los diputados Venegas y Arriagada para modificar el artículo trigésimo cuarto transitorio de la siguiente forma:


-Para agregar en el numeral 1, luego de la expresión “en el cual”, la palabra “solo”.


-Para agregar en numeral 1, al término de la expresión “cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local”, la frase, “de conformidad a las siguientes reglas:


Con una antigüedad de a lo menos tres años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y 31 de diciembre de 2017.


Con una antigüedad de a lo menos cuatro años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2018 y 31 de diciembre de 2018.


Con una antigüedad de a lo menos cinco años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y 31 de diciembre de 2019.


Con una antigüedad de a lo menos seis años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2020 y 31 de diciembre de 2022.”


Puesto en votación el artículo resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas). Se abstuvo el diputado Bellolio (6-0-1).

Artículo trigésimo quinto, que ha pasado a ser trigésimo sexto


Faculta al Presidente de la República para disponer el traspaso de personal que se desempeñe en las municipalidades y corporaciones municipales regido por el Estatuto Docente a los niveles internos de los Servicios Locales.


Se presentó una indicación de la diputada Vallejo para modificarlo de la siguiente forma:


-Incorporar al inciso tercero luego de la expresión “titulares o contratados”, la expresión “conforme al tipo de concurso llevado a cabo”.


-Incorporar en el inciso tercero, luego de la expresión “referidos decretos” el texto del siguiente tenor:


“Dichos decretos se fundarán, tanto para establecimientos públicos y particulares subvencionados, en concurso público mediado por criterios objetivos y comunes a nivel nacional. Los concursos tendrán como base la experiencia del Sistema de Alta Dirección Pública y términos de referencia comunes. Asimismo, considerará aspectos disciplinares, vocacionales e incluso observacionales de clases; explicitará claramente el tipo de docente que se precisa de acuerdo a las condiciones del lugar de trabajo y al territorio y reconocerá en la decisión del cargo la experiencia docente de los profesores y profesoras. La comisión que resuelva los concursos estará integrada por un docente electo por sus pares. El proceso garantizará titularidad en el cargo a los docentes que hayan ganado el concurso. ”.


-Incorporar un nuevo inciso sexto del siguiente tenor:


“El traspaso no significará merma de los derechos sindicales de los trabajadores. Todos los derechos, beneficios y prebendas que hayan sido obtenidos fruto de una negociación colectiva serán mantenidos, así como el derecho a negociar colectivamente.”.


-Incorporar un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, asisten a los empleados afectados por este artículo las mismas restricciones a que alude el inciso tercero del artículo trigésimo segundo transitorio.”.


La indicación fue retirada por su autora.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).

Artículo trigésimo sexto, que ha pasado a ser trigésimo séptimo


Faculta al Presidente de la República para nombrar al primer Director de Educación Pública y, provisoriamente, a los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas).  Se abstuvo el diputado Bellolio (6-0-1).

Artículo trigésimo séptimo, que ha pasado a ser trigésimo octavo


Regula el traspaso, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, de los profesionales y asistentes de la educación de los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades o corporaciones municipales, a los Servicios Locales.


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) Del diputado Espinoza para reemplazar el inciso tercero,  por el siguiente:


“Los asistentes de la educación que cumplen funciones en establecimientos educacionales y todos aquellos que contribuyen y participan del proceso co-educativo, serán traspasados a los Servicios Locales de Educación con un régimen laboral de estatuto propio, el que será promulgado antes del inicio del proceso de traspaso de los establecimientos a los Servicios Locales de Educación.”.


2) De la diputada Álvarez para reemplazar el inciso tercero, por el siguiente:


“Los asistentes de la educación que cumplen funciones en establecimientos educacionales y todos aquellos que contribuyen y participan del proceso co-educativo, serán traspasados a los Servicios Locales de Educación con un régimen laboral de estatuto propio, el que será promulgado antes del inicio del proceso de traspaso de los establecimientos a los Servicios Locales de Educación.”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad de ambas indicaciones por el diputado Espinoza, se estimaron admisibles, por mayoría de votos. 


La Ministra Delpiano efectuó reserva de constitucionalidad, en conformidad al artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Puestas en votación resultaron aprobadas con el voto a favor de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas).  Se abstuvo el diputado Bellolio (6-0-1).


3) De los diputados Morano, Provoste y Girardi para agregar un inciso cuarto del siguiente tenor: 


“Asimismo, los técnicos que actualmente se desempeñen en los jardines VTF se asimilarán a la normativa laboral de los asistentes de la educación”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Espinoza, Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas). Votaron en contra los diputados Bellolio y Mirosevic (en reemplazo de Jackson) (5-2-0).


4) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo inciso cuarto:


“En el evento de todo cambio o modificación a la ley N° 19.464, no se podrán afectar los derechos ya adquiridos por los trabajadores asistentes de la educación y estos tendrán derecho siempre a invocar la norma legal que le sea más favorable. Igualmente, la aplicación supletoria del Código del Trabajo a la relación laboral podrá significar complementar o reconocer nuevos derechos pero dicha supletoriedad no podrá interpretarse en perjuicio del trabajador”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson) Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas). Votó en contra el diputado Bellolio (6-1-0).

Artículo trigésimo octavo, que ha pasado a ser trigésimo noveno


Dispone que el traspaso no puede ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones, pérdida del empleo o término de la relación laboral del personal traspasado, ni significar disminución de sus remuneraciones o modificación de sus derechos estatutarios o previsionales; tampoco puede importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento expreso.


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Morano y Provoste para agregar a continuación de la palabra “cambio” la expresión “fuero y titularidad sindical”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


2) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un inciso final del siguiente tenor: 


“Se reconoce expresamente el derecho a la negociación colectiva de los Asistentes de la Educación, facultándose a cada Servicio Local de Educación para negociar colectivamente.”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


3) De los diputados Bellolio, Robles, Provoste, Morano y Vallejo para agregar un inciso final del siguiente tenor: “como consecuencia del traspaso a los Servicios Locales, ningún trabajador perderá sus derechos adquiridos”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por el diputado Bellolio y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas). Votó en contra el diputado Mirosevic (en reemplazo de Jackson) (6-1-0).


La Ministra Delpiano efectuó reserva de constitucionalidad en conformidad al artículo 65 de la Constitución.


Asimismo, se presentó una indicación de los diputados Morano y Provoste para cambiar la palabra “región” por “comuna”.


La indicación fue retirada por sus autores.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson) Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).

Artículo nuevo, que ha pasado a ser cuadragésimo


Se presentó una indicación del Ejecutivo para intercalar un artículo trigésimo noveno transitorio, nuevo, pasando el actual a ser cuadragésimo y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“Artículo trigésimo noveno.- Asociaciones de funcionarios. Se otorga un plazo de dos años a contar de la fecha del traspaso del servicio educacional, para que los sindicatos que representen al personal traspasado puedan fusionarse y modificar sus estatutos según lo previsto en la ley N° 19.296, pasando a regirse por sus disposiciones para todos los efectos legales a contar de su depósito ante la Inspección del Trabajo. 


Los sindicatos que de conformidad a este artículo pasen a regirse por las reglas de las asociaciones de funcionarios tendrán un año de plazo para cumplir el quórum del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.296, contado desde el depósito de los estatutos antes señalado.”.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Provoste, Robles y Vallejo, y se abstuvieron los diputados Bellolio y Morano (en reemplazo de Venegas) (5-0-2).

Artículo nuevo, que ha pasado a ser cuadragésimo primero


Se presentó una indicación del Ejecutivo para intercalar el siguiente artículo cuadragésimo transitorio, nuevo, adecuándose los siguientes:


“Artículo cuadragésimo.- Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal. Autorízase a las municipalidades cuyo Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya sido nombrado conforme al procedimiento establecido en el artículo 34 D del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, para prorrogar su nombramiento hasta el momento del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo.”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de los diputados Bellolio, Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson) Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas) (7-0-0).

Párrafo 9° Disposiciones finales

Artículo trigésimo noveno


Faculta al Presidente de la República para regular el primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales.


No fue objeto de indicaciones.


Los diputados Bellolio, Robles y Morano coincidieron en que la aprobación del Presupuesto es una de las pocas facultades con las que cuentan los parlamentarios, de ahí que no estuvieron de acuerdo en que sea el Ejecutivo quien deba aprobar el primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales.

Por el contrario, los diputados Espinoza, Mirosevic y Vallejo se mostraron a favor del artículo, por cuanto entendieron que se trata de un mecanismo común cuando se trata de la creación de nuevos servicios públicos, siendo una norma transitoria para poner en funcionamiento del sistema.


Puesto en votación el artículo, resultó rechazado con el voto en contra de los diputados Bellolio, Morano (en reemplazo de Venegas) y Robles. A favor votaron los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson) y Vallejo (3-3-0).
Artículo cuadragésimo, que ha pasado a ser cuadragésimo segundo


Establece que el primer convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo de los Servicios Locales debe contener los elementos necesarios para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales.


No fue objeto de indicaciones.


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas). Se abstuvo el diputado Bellolio (5-0-1).

Artículo cuadragésimo primero, que ha pasado a ser cuadragésimo tercero


Fija el inicio de funciones de los Consejos Locales de Educación Pública una vez que todos sus representantes sean elegidos o designados.


Puesto en votación, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas).  Se abstuvo el diputado Bellolio (5-0-1).

Artículo cuadragésimo segundo, que ha pasado a ser cuadragésimo cuarto


Dispone la dictación de un reglamento que desarrolle las materias establecidas en las disposiciones transitorias.


Puesto en votación, resultó aprobado con el voto a favor de los diputados Espinoza, Mirosevic (en reemplazo de Jackson), Robles y Vallejo, y se abstuvieron los diputados Bellolio, Provoste y Morano (en reemplazo de Venegas) (4-0-3).

Artículo nuevo, que ha pasado a ser cuadragésimo quinto


Se presentó una indicación de los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“Las nóminas que se remitan al Servicio Local de Educación, contendrán la individualización de cada trabajador, con descripción de su función y los derechos adquiridos e incorporados a su contrato de trabajo.”.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Bellolio, Espinoza, Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas). Se abstuvo el diputado Mirosevic (en reemplazo de Jackson) (6-0-1).

Artículo nuevo, que ha pasado a ser cuadragésimo sexto


Se presentó una indicación de los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“Las municipalidades serán solidariamente responsables en todas las deudas y créditos de cualquier clase o naturaleza que resulten exigibles a los antiguos sostenedores, sean corporaciones de educación municipal o direcciones de educación municipal.”.


El Presidente, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto a favor de los diputados Espinoza, Provoste, Robles, Vallejo y Morano (en reemplazo de Venegas). En contra votó el diputado Mirosevic (en reemplazo de Jackson), y se abstuvo el diputado Bellolio (5-1-1).
Artículos nuevos


El Presidente, en uso de sus facultades, declaró inadmisibles las siguientes indicaciones:


1) De los diputados Venegas y Arriagada para incorporar el siguiente artículo transitorio nuevo:


“Todos los reglamentos contenidos en esta ley, tendrán un plazo de 180 días para ser dictados desde la promulgación de la presente ley.”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


2) De la diputada Girardi para agregar los siguientes artículos transitorios nuevos:


“Artículo transitorio.- Se faculta al Presidente de la República para que dentro de un plazo de seis meses desde la publicación de la presente ley, dicte un texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 sobre estatuto de los profesionales de la educación.”.


“Artículo transitorio.- Hasta el segundo período anual, contado desde la instalación del servicio local de educación, además de las causales establecidas en el artículo 31 de la presente ley,  se podrá cesar en el cargo a personal de planta por la causal de necesidades del servicio,  determinadas  por el Director Ejecutivo y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento del servicio.


Para este efecto, anualmente, los funcionarios del servicio que ejerzan cargos directivos, efectuaran en conjunto una evaluación sobre la marcha de la institución y  en función de su misión y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Director Ejecutivo ejerza esta facultad.


Un reglamento fijará el procedimiento de  evaluación.


El personal que cese en sus funciones por aplicación de este artículo, tendrá derecho a la indemnización prevista en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.”.


3) De los diputados Cariola, Girardi, Espinoza, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas para incorporar un nuevo artículo transitorio del siguiente tenor:


“Artículo transitorio.- En el transcurso del primer semestre de 2017, S.E. la Presidenta de la República ingresará a tramitación legislativa en el Congreso Nacional un Mensaje que contenga el proyecto de ley que modifique el sistema de financiamiento de subvención del Estado a los establecimientos educacionales que regula la presente ley, el cual considerará como principios orientadores, al menos, los siguientes:


1. El financiamiento por escuela se determinará según matrícula, remuneraciones de trabajadores de la educación, características de la población que atiende, infraestructura, equipamiento, materiales según las modalidades educativas, distancia y transporte de sus estudiantes.


2. Para asegurar la justicia de los criterios empleados en la asignación de recursos por escuela, el nuevo sistema de financiamiento deberá proponer instrumentos que permitan adaptarse a las situaciones sociales de los establecimientos educacionales, con la finalidad de promover la calidad equitativa en todo el Sistema de Educación Pública.


3. Finalmente, para no erogar gastos excesivos para el presupuesto de la Nación, el nuevo sistema de financiamiento deberá priorizar el objetivo de integrar los diferentes aportes que actualmente reciben los establecimientos educacionales regulados por esta ley, de acuerdo a los criterios generales de fortalecimiento de la educación pública; la corrección positiva de las desigualdades de base; la diversidad de proyectos educativos públicos, inclusión y cohesión social, señalados en los numerales anteriores.”.

Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Vallejo y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


4) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


Recotría“Los departamentos y unidades de educación de la Corporación municipal se entenderán disueltas por el solo ministerio de la ley”.

Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por los diputados Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


5) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“Por el hecho de su disolución el personal dependiente de corporaciones municipales será traspasado con solución continuidad. En consecuencia será indemnizado por los años de servicios trabajados para la corporación. Con todo, dicho personal será traspasado a los nuevos servicios locales, sin disminución en sus remuneraciones y con pleno respeto de los derechos adquiridos en sus contratos individuales y colectivos de trabajo.”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


6) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“El personal docente, asistentes de la educación y de educación parvularia continuarán rigiéndose por las disposiciones especiales que los rigen y supletoriamente por el Código del Trabajo”. 


7) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“El número total de Asistentes de la Educación del Servicio Local de Educación, constituirá la planta de este estamento y será fijada por resolución fundada del Director Ejecutivo, con consulta al Consejo Local de Educación.”.


8) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“Todos los ingresos que perciba cada Servicio Local de Educación, por cualquier concepto, inclusive la subvención a la educación, estarán afectos al embargo para el cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales.”.


9) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“El trabajador Asistente de la Educación, no podrá ser destinado a labores distintas de aquellas que indique su contrato o nombramiento, salvo acuerdo de las partes. En todo caso, el trabajador podrá reclamar conforme al procedimiento que establece el artículo 12 del Código del Trabajo.”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


10) De las diputadas Girardi y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:

“La atención escolar a los estudiantes en situación de enfermedad, es la modalidad  educativa transversal del sistema educativo, que se preocupa de dar continuidad y garantizar el derecho a la educación de los niños, niñas y jóvenes hospitalizados y,o en tratamiento médico ambulatorio y domiciliario, para evitar la deserción y el desfase escolar y mantenerlo vinculado al tejido social, procurando atender sus necesidades pedagógicas y sociales, producidas a partir de su enfermedad. 


El objetivo de esta modalidad es hacer efectivo el derecho a la educación de los estudiantes en situación de enfermedad, para que puedan acceder al sistema educativo, permitiendo así la continuidad de estudios y su reinserción en el sistema educativo regular,  cuando las circunstancias lo ameriten. 


Los establecimientos educacionales hospitalarios, percibirán una subvención por  matrícula mensual por cada alumno/a que asciende a 15 Unidad de Subvención  Educacional (USE), más el respectivo porcentaje correspondiente a la zona geográfica y  otros valores por efectos de subvención educacional. 


Los establecimientos educacionales hospitalarios que tengan una matrícula menor a una matrícula mensual a 10 alumnos/as, se les considerará un piso de 15 alumnos como matrícula mensual, para los efectos del pago de subvenciones, sin perjuicio del cobro de  más subvención en el caso de que el promedio fuera superior al ya indicado en el piso.”.


11) De los diputados Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“El Ministerio de Educación deberá garantizar que aquellos funcionarios de los Departamentos de Administración de Educación Municipal (DAEM) y los Departamentos de Educación Municipal (DEM) sean  traspasados a los Servicios Locales de Educación desempeñando  funciones similares a las que realizan con el actual sostenedor.


En caso de que el funcionario o funcionaria ya se encuentre en edad de jubilar, existirá un Bono de Incentivo al retiro, a efectos de agradecer la labor realizada durante años, la entrega al servicio  público, permitiendo además, que la dotación pueda tener una  renovación.”.


Cuestionada la declaración de inadmisibilidad por la diputada Provoste y sometida a votación, se estimó inadmisible, por mayoría de votos.


Las siguientes indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley:


1) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“El traspaso de los servicios municipales de educación tiene por finalidad sustraer de la administración municipal directa el servicio de educación en su niveles pre básico, educación básica y media y técnica profesional.


El traspaso comprenderá el servicio de educación que se preste a través de los servicios traspasados a corporaciones municipales de educación, aun cuando éstas sean de giro múltiple y estén constituidas conforme al Título XXXIII, Libro I del Código Civil.”.


2) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“El ingreso a la función de Asistente de la Educación, será reglado y sólo procederá por concurso público de antecedentes en que se observe el cumplimiento de los requisitos de ingreso a cualquiera de los estamentos que contempla la ley N° 19.464. No obstante, los trabajadores traspasados se entenderán eximidos de los requisitos de ingreso.”.


3) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“Los beneficios que los Asistentes de la Educación, hubieren obtenido mediante contrato individual o colectivo de trabajo y que resulten exigibles, a la entrada en vigencia de esta ley, tales como bienios, reajustes de remuneraciones, asignaciones especiales por fallecimiento u otros, no podrán ser interpretados, restringidos o disminuidos por ley, reglamento o por resolución administrativa emanados del nuevo servicio de educación. En igual forma, los beneficios otorgados por ley especial como el bono para zonas extremas, no podrá ser restringidos, suprimido o reasignados en virtud de esta ley o leyes posteriores.”.

IV. aRTÍcULos rechazadOs.


Se encuentran en esta situación los artículos 8° y 31, el numeral 17) del artículo 58, el artículo 60 y el artículo trigésimo noveno transitorio del proyecto, que fueron rechazados por la Comisión por mayoría de votos.
V. Indicaciones rechazadas.


Las indicaciones siguientes fueron rechazadas o no se pusieron en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, toda vez que, a juicio del Presidente, eran contradictorias con las ideas ya aprobadas del proyecto de ley.

Artículo 2°


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar del artículo 2° la expresión “y administración”.


2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para suprimir del artículo 2° la expresión “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública que son creados en la presente ley,”.

Ambas fueron rechazadas por mayoría de votos.

Artículo 4°


1) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el artículo 4°, literal c), la frase “propenderá a” por la palabra “debiendo”.


2) De los diputados Venegas y Arriagada para reemplazar, en el artículo 4° letra c, la expresión “propenderá” por “deberá”.

Estas indicaciones no se pusieron en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.
Artículo 6°


1) De la diputada Girardi para reemplazar la palabra: “proponer”, por la siguiente frase: “proveer a éste los insumos necesarios para dictar”.

Fue rechazada por mayoría de votos.

Artículo 7°

1) De las diputadas Provoste y Girardi para agregar a la indicación del Ejecutivo, a continuación del punto aparte, la siguiente frase: “en caso de traspaso de recursos; esos convenios solo podrán celebrarse con instituciones sin fines de lucro y debidamente acreditadas”.

Fue rechazada por mayoría de votos.

Párrafo 2°, nuevo


1) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar entre el artículo 7° y el artículo 8° un nuevo Párrafo 2°, del siguiente tenor:

“Párrafo 2° Organización de Dirección Nacional de Educación”


Fue rechazada por mayoría de votos.
Artículo 16, que ha pasado a ser 15


1) De la diputada Girardi para reemplazar en el numeral iii) la frase: “una alta concentración de” por la siguiente: “Mas de un”.
Artículo 22, que ha pasado a ser 21


1) De la diputada Carvajal para intercalar un inciso tercero nuevo, pasando el actual a ser cuarto, y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“La propuesta de convenio se remitirá, asimismo, a los establecimientos educacionales, abriéndose un plazo de un mes para que estos formulen sus observaciones, las que a su vez serán consideradas en las prioridades a que se refiere el inciso siguiente”.

Fue rechazada por mayoría de votos.
Artículo 31


1) De los diputados Venegas y Arriagada para reemplazar el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- Sobre la cesación del cargo del personal de planta. La cesación del cargo de personal de planta procederá de conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


2) De la diputada Girardi para modificar el artículo 31 del siguiente modo:


-Eliminar el literal a) del inciso 1°.


-Eliminar los incisos 2°,3° y 4°.


3) De los diputados Provoste y Morano para modificar el artículo 31 de la siguiente forma:


- Para eliminar el literal a).


- Para agregar un nuevo literal c), del siguiente tenor: 


“c) Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer como personal de planta quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes N°s 20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4°, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.


En caso de que la persona con régimen contractual de planta sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.”.

Estas indicaciones no se pusieron en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.
Artículo 33, que ha pasado a ser 31


1) De la diputada Vallejo para incorporar en las letras a) y b) un nuevo numeral iii) pasando el actual a ser iv), y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“iii) un representante de los trabajadores del Servicio Local de Educación, elegido de entre sus miembros.”.


2) De los diputados Provoste y Morano para modificarlo de la siguiente forma.


-Para agregar, en la letra a), numeral vi), a continuación de la palabra “universidades”, la palabra “estatales”.


-Para agregar, en la letra b), numeral vi), a continuación de la palabra “universidades”, la palabra “estatales”.


3) De los diputados Provoste y Morano para modificarlo de la siguiente forma.


-Para agregar en la letra a), un numeral ix) nuevo del siguiente tenor: 


ix) Un representante del Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil.


-Para agregar en la letra b), un numeral ix) nuevo del siguiente tenor: 


ix) Un representante del Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil.


4) De los diputados Provoste y Morano para modificarlo de la siguiente forma.


- Para agregar en la letra a), un numeral x) nuevo del siguiente tenor: 


x) Un representante de las Uniones Comunales de Juntas de Vecinos. 


- Para agregar en la letra b), un numeral x) nuevo del siguiente tenor: 


x) Un representante de las Uniones Comunales de Juntas de Vecinos.


5) De la diputada Provoste para modificarlo de la siguiente forma:


-Para agregar en la letra a) un numeral x) nuevo del siguiente tenor: 


x) Un representante del directorio de las asociaciones y,o organizaciones gremiales de trabajadores de Jardines Infantiles Vía Transferencia de Fondos. 


-Para agregar en la letra b), un numeral x) nuevo del siguiente tenor: 


x) Un representante del directorio de las asociaciones y,o organizaciones gremiales de trabajadores de Jardines Infantiles Vía Transferencia de Fondos.


Estas cinco indicaciones fueron rechazadas por mayoría de votos.


6) De los diputados Venegas y Arriagada para modificarlo de la siguiente forma:


-Eliminar en el numeral vi) del literal a) la frase “el intendente respectivo, previo” que se encuentra a continuación de la frase “este representante será designado por”.


-Eliminar en el numeral vii) del literal a) la frase “el intendente respectivo, previo” que se encuentra a continuación de la frase “este representante será designado por”.


-Eliminar en el numeral vi) del literal b) la frase “el intendente respectivo, previo” que se encuentra a continuación de la frase “este representante será designado por”.


-Eliminar en el numeral vii) del literal b) la frase “el intendente respectivo, previo” que se encuentra a continuación de la frase “este representante será designado por”.


7) De los diputados Provoste y Morano para modificar el artículo 33 de la siguiente forma.


-Para reemplazar en la letra a), numeral ii), la oración “aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos” por la siguiente: “sus pares en un proceso convocado por el Servicio de Educación Local, a fin de definir la representación del cuerpo estudiantil ante el Consejo Local”.


-Para eliminar en la letra a), numeral ii) la oración “Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos”.


-Para reemplazar en la letra a), numeral iii), la oración “aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos” por la siguiente: “sus pares en un proceso convocado por el Servicio de Educación Local, a fin de definir la representación de los Padres y Apoderados ante el Consejo Local.”


-Para eliminar en la letra a), numeral iii), la oración “Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos”.


-Para agregar en la letra a), numeral vii), a continuación de la palabra “técnica”, la palabra “estatales”.


-Para agregar en la letra a), numeral viii), a continuación de la palabra “regional”, la oración “propuesto por la Gobernación (es) respectiva (s).” 


-Para agregar en la letra a), un numeral nuevo del siguiente tenor:


x) Un representante de los trabajadores administrativos del Servicio Local de Educación.


-Para reemplazar en la letra b), numeral ii), la oración “aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos” por la siguiente: “sus pares en un proceso convocado por el Servicio de Educación Local, a fin de definir la representación del cuerpo estudiantil ante el Consejo Local”.


-Para eliminar en la letra b), numeral ii), la oración “Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos”.


-Para reemplazar en la letra b), numeral iii), la oración “aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos” por la siguiente: “sus pares en un proceso convocado por el Servicio de Educación Local, a fin de definir la representación de los Padres y Apoderados ante el Consejo Local.”


-Para eliminar en la letra b), numeral iii), la oración “Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos”.


-Para agregar en la letra b), numeral vii), a continuación de la palabra “técnica”, la palabra “estatales”.


-Para agregar en la letra b), numeral viii), a continuación de la palabra “regional”, la oración “propuesto por la Gobernación (es) respectiva (s).”


-Para agregar en la letra b) un numeral nuevo, del siguiente tenor: 


x) Un representante de los trabajadores administrativos del Servicio Local de Educación.

Estas dos indicaciones no se pusieron en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.
Artículo 34, que ha pasado a ser 32


1) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar, en el artículo 34, inciso segundo, la cantidad “un” por “dos”.


2) De la diputada Provoste para agregarle un nuevo inciso cuarto del siguiente tenor: 


“Los Consejeros de los nuevos numerales de las letras a) y b) del artículo precedente, se desempeñarán en sus cargos durante un período de dos años.”.


3) De los diputados Provoste y Morano para agregar un inciso quinto nuevo, del siguiente tenor:


“En el caso de que un Consejero sea desvinculado de la institución a la cual representa, éste cesará automáticamente de su cargo como Consejero, debiendo la institución implicada, reemplazar el nombre en un plazo no mayor a 30 días.”.

Estas indicaciones no se pusieron en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.
Artículo 35, que ha pasado a ser 33

1) De la diputada Vallejo para introducir un nuevo literal m), pasando el k) que ha pasado a ser m) a ser n), del siguiente tenor: 


“m) Vincularse de manera efectiva con la comunidad local y fomentar el rol de los Consejos Escolares como eje articulador entre ésta y la escuela.”.

Esta indicación no se puso en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.
Artículo 43, que ha pasado a ser 41


1) De la diputada Girardi para intercalar en la letra b), después de la palabra “artística”, el siguiente párrafo: “y la promoción de programas que faciliten el desarrollo físico, psicoafectivo y social, tales como el yoga, danza, meditación, entre otras disciplinas que apuntan a un desarrollo integral”.


2) De la diputada Girardi para agregar al final de la letra d), después del punto aparte que pasa a ser punto seguido el siguiente párrafo:


“Estas iniciativas de apoyo y atención se circunscribirán al ámbito pedagógico y,o psicopedagógico, privilegiando aquellas medidas que eviten el uso de sustancias psicotrópicas o intervenciones médicas que correspondan al ámbito de la salud pediátrica o adolescente. No se podrá condicionar ni la incorporación ni la asistencia ni la permanencia de los estudiantes en el establecimiento a que estos consuman algún tipo de medicamento.”.

Ambas fueron rechazadas por mayoría de votos.


3) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar una nueva letra f), pasando la actual a ser g) y así sucesivamente:


“f) Fomentar y desarrollar actividades que promuevan el conocimiento histórico y cultural de su localidad y de la nación.”.


4) De la diputada Girardi para suprimir los incisos segundo y tercero nuevos introducidos por la indicación del Ejecutivo.

Estas dos indicaciones no se pusieron en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.
Artículo 46, que ha pasado a ser 45


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminarlo.

Fue rechazada por mayoría de votos.
Artículo 47, que ha pasado a ser 46


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para suprimirlo.

Fue rechazada por mayoría de votos.
Artículo 48, que ha pasado a ser 47


1) De la diputada Vallejo para sustituir en la frase entrecomillada la palabra “contratado” por “mantenido”.

Esta indicación no se puso en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.

Artículo 57


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 1).

Fue rechazada por mayoría de votos.
Artículo 58


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 6).

Fue rechazada por unanimidad.

2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 7).

Fue rechazada por mayoría de votos.


3) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 9).

Fue rechazada por mayoría de votos.


4) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 10).

Fue rechazada por mayoría de votos.


5) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 11).

Fue rechazada por mayoría de votos.


6) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 13).

Fue rechazada por mayoría de votos.


7) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el literal b) del numeral 15).

Fue rechazada por unanimidad.

8) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminar el numeral 18).

Fue rechazada por mayoría de votos.
Artículo 60


1) Del diputado Jackson para modificarlo en el siguiente forma:


-Para reemplazar el inciso primero, desde la frase “un mecanismo de admisión”, por:


 “el mecanismo de admisión allí descrito o proveer hasta ese mismo 30% de sus vacantes únicamente entre aquellos postulantes que pertenezcan al 20% de alumnos de mejor desempeño escolar del establecimiento educacional de proveniencia, únicamente entre aquellos estudiantes que provengan de establecimientos educacionales de dependencia de un Servicio Local y deberá garantizar, asimismo, transparencia, equidad e igualdad de oportunidades entre los postulantes.”.


-Para reemplazar la palabra “adicional” por “alternativo”.


2) Del diputado Bellolio para eliminar la siguiente frase: “deberá desarrollarse únicamente entre aquellos estudiantes que provengan de establecimientos educacionales de un Servicio Local y”.

Estas indicaciones no se pusieron en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.
Artículo décimo tercero transitorio

1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para eliminarlo.


Fue rechazada por mayoría de votos.

Artículo décimo quinto transitorio


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión “dicho párrafo” la locución “, en concordancia con lo establecido en el artículo 59 de la presente ley”.


Fue rechazada por mayoría de votos.

Artículo décimo octavo


1) De la diputada Girardi para agregar un inciso final, del siguiente tenor:


“Adicionalmente el Ministerio de Educación, subirá a su página Web la información remitida por los municipios, a fin que quienes estimen que ésta se encuentra incompleta o inexacta, puedan efectuar sus reclamaciones o ejercer sus derechos.”.


Esta indicación no se puso en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.

Artículo vigésimo noveno, que ha pasado a ser trigésimo

1) De la diputada Girardi para modificar el artículo vigésimo noveno transitorio:


-Para reemplazar en el inciso tercero la frase: “hasta por igual período” por la siguiente: “por períodos iguales y sucesivos”.


-Para agregar los siguientes incisos cuarto y quinto, pasando a ser los actuales cuarto, quinto y sexto, los incisos sexto, séptimo y octavo respectivamente, del siguiente tenor:


“El administrador provisional asumirá la representación legal del o los establecimiento o, de la Corporación en su caso.  Esta representación legal lo faculta, expresamente, para ejercer la titularidad de las acciones administrativas, civiles y,o penales para perseguir la responsabilidad, en su caso, de los gerentes, administradores y,o directores según corresponda.


A fin de establecer las responsabilidades de rigor, el administrador provisional ordenará dentro de los primeros 30 días de haber asumido sus funciones, la realización de una auditoría financiera contable y de gestión, que abarque a lo menos los tres últimos años lectivos anteriores a su nombramiento.”.

Esta indicación no se puso en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.

Artículo trigésimo cuarto, que ha pasado a ser trigésimo quinto

1) De los diputados Venegas y Arriagada para modificar el artículo trigésimo cuarto transitorio de la siguiente forma:


-Para agregar en el numeral 1, luego de la expresión “en el cual”, la palabra “solo”.


-Para agregar en numeral 1, al término de la expresión “cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local”, la frase, “de conformidad a las siguientes reglas:


Con una antigüedad de a lo menos tres años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y 31 de diciembre de 2017.


Con una antigüedad de a lo menos cuatro años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2018 y 31 de diciembre de 2018.


Con una antigüedad de a lo menos cinco años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y 31 de diciembre de 2019.


Con una antigüedad de a lo menos seis años antes del traspaso del servicio educacional para aquellos servicios que entren en funcionamiento entre el 1 de enero de 2020 y 31 de diciembre de 2022.”.


Esta indicación no se puso en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.

Artículos nuevos


1) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio nuevo:


“El traspaso de los servicios municipales de educación tiene por finalidad sustraer de la administración municipal directa el servicio de educación en su niveles pre básico, educación básica y media y técnica profesional.


El traspaso comprenderá el servicio de educación que se preste a través de los servicios traspasados a corporaciones municipales de educación, aun cuando éstas sean de giro múltiple y estén constituidas conforme al Título XXXIII, Libro I del Código Civil.”.


2) De los diputados Girardi, Provoste y Morano para agregar un nuevo artículo transitorio:


“El ingreso a la función de Asistente de la Educación, será reglado y sólo procederá por concurso público de antecedentes en que se observe el cumplimiento de los requisitos de ingreso a cualquiera de los estamentos que contempla la ley N° 19.464. No obstante, los trabajadores traspasados se entenderán eximidos de los requisitos de ingreso.”.


3) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“Los beneficios que los Asistentes de la Educación, hubieren obtenido mediante contrato individual o colectivo de trabajo y que resulten exigibles, a la entrada en vigencia de esta ley, tales como bienios, reajustes de remuneraciones, asignaciones especiales por fallecimiento u otros, no podrán ser interpretados, restringidos o disminuidos por ley, reglamento o por resolución administrativa emanados del nuevo servicio de educación. En igual forma, los beneficios otorgados por ley especial como el bono para zonas extremas, no podrá ser restringidos, suprimido o reasignados en virtud de esta ley o leyes posteriores.”.

Estas indicaciones no se pusieron en votación, de conformidad con el artículo 296 del Reglamento de la Corporación.

VI. Indicaciones declaradas inadmisibles.


El Presidente de la Comisión, en uso de sus facultades, procedió a declarar inadmisibles las siguientes indicaciones:

Artículo 2°


1) Del diputado Robles para reemplazar la palabra “que promueva” por “que garantice”.
Artículo 3°


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- Integrantes del Sistema. Integran el Sistema, los establecimientos educacionales que dependen de los Servicios Locales de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV de la presente ley; los establecimientos educacionales que dependen de municipalidades y corporaciones municipales; los Servicios Locales de Educación Pública, en adelante también los “Servicios Locales”;  la Agencia Nacional de Educación Pública; y el Ministerio de Educación.”.

Artículo 4°


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar la letra b) del artículo 4° por la siguiente:


“b) Mejora continua de la calidad. El Sistema velará por el mejoramiento sostenido de los procesos educativos que se desarrollen en los establecimientos educacionales dependientes de los municipios, corporaciones municipales y de los Servicios Locales, con el objeto de alcanzar una educación de calidad. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos definidos en la Estrategia Nacional de Educación Pública y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades.


El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios Locales y los establecimientos educacionales de su dependencia, alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo.”.


2) Del diputado Robles para reemplazar el literal b) del artículo 4° por el siguiente: 


“b) Mejora continua de la calidad.  El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios  y los establecimientos educacionales de su dependencia, alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos generales definidos en la ley y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades.”.


3) Del diputado Espinoza para introducir en el literal c), sobre “Cobertura nacional y garantía de acceso”, a continuación de la palabra “acceso”, lo siguiente: “gratuito e inclusivo”.

Título II

1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el Título II por el siguiente: “Título II De la Agencia Nacional de Educación Pública”.


Artículo 5°.- Definición. Créase la Agencia Nacional de Educación Pública como un organismo autónomo, descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Su domicilio será la ciudad de Santiago.


Artículo 6°.- Objeto. Corresponderá a la Agencia Nacional de Educación Pública, en adelante la Agencia, coordinar y evaluar la implementación de la Estrategia Nacional de Educación Pública, establecida en el artículo 21 de esta ley. Para ello la Agencia se coordinará con los distintos Servicios Locales, con las municipalidades y con las corporaciones municipales para efectos de que los establecimientos de su dependencia desarrollen sus propios mecanismos dirigidos a cumplir los objetivos contenidos en la respectiva Estrategia Nacional a que se refiere el artículo antes citado.


Artículo 7°.- Funciones y atribuciones de la Agencia. La Agencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:


a) Coordinar y evaluar la Estrategia Nacional de Educación Pública a que se refiere el artículo 21 de la presente ley.


b) Coordinar a los municipios, corporaciones municipales y a los Servicios Locales, promoviendo el desarrollo constante de la calidad de la educación.


c) Proponer al Servicio Civil el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal, Secretario Ejecutivo de las Corporaciones Municipales y Director Ejecutivo de los Servicios Locales.


d) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 28 de la presente ley.


e) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los municipios, corporaciones municipales o los Servicios Locales, cuando ellos lo soliciten.


f) Requerir de municipios y los Servicios Locales, toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar y procesar dicha información.


g) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.


h) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales, de conformidad a lo establecido en el artículo 27 de la presente ley.


i) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.


Artículo 8°.- Del Consejo de la Agencia Nacional de Educación Pública. La dirección de la Agencia Nacional de la Educación Pública estará a cargo del Consejo Nacional de la Educación Pública, en adelante el Consejo. El Consejo estará conformado por el Subsecretario de Educación, quien asumirá la presidencia de esta órgano; un representante del Ministerio de Hacienda; dos representantes de las facultades de educación de las universidades creadas por ley o reconocidas por el Estado, siempre que éstas se encentren acreditadas institucionalmente en los términos prescritos en la ley N° 20.129; un representante de los institutos profesionales reconocidos por el Estado y que cuenten con acreditación institucional en los términos prescritos en la ley N° 20.129; un representante de los centros de formación Técnica reconocidos por el Estado y que cuenten con acreditación institucional en los términos prescritos en la ley N° 20.129; y el Secretario Ejecutivo de la Agencia de la Calidad de la Educación.


Le corresponderá al Consejo las siguientes funciones y atribuciones:


a) Dirigir, organizar el funcionamiento de la Agencia, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública.


b) Coordinar el trabajo de la Agencia con los Servicios Locales, las  municipalidades y las corporaciones municipales que tengan establecimientos educacionales de su dependencia.


c) Promover la Estrategia Nacional de Educación Pública.


d) Poner en revisión, cada cuatro años, y proponer al Ministerio de Educación modificaciones a la Estrategia Nacional de Educación Pública.


e) Velar por el correcto funcionamiento de los directorios de los Servicios Locales. En uso de esta facultad.


f) Realizar recomendaciones de buenas prácticas para la gestión de los Servicios Locales.


g) Las demás que las leyes determinen.


Artículo 9°. Organización Interna. La Agencia contará con una Secretaría Ejecutiva quién será su Ministro de Fe y deberá cumplir sus acuerdos, pudiendo, para tales efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios.


El Secretario Ejecutivo actuará como tal en las sesiones del Consejo con derecho a voz. Asimismo, será el jefe superior del servicio y le corresponderá el dirigir el funcionamiento de la Agencia, velando por el cumplimiento de sus objetivos.


Artículo 9° bis. Incompatibilidades para el cargo de Consejero. Además de las normas generales, serán causales de incompatibilidad con la calidad de miembro del Consejo las señaladas en el artículo 93 del decreto con fuerza de ley N° 2, del año 2009, del Ministerio de Educación, a excepción de la letra b) de dicho artículo.”.

Artículo 7°


1) De la diputada Girardi para eliminar en la letra i) la frase: “Cuando ello sea necesario”.


2) De las diputadas Girardi, Provoste y Vallejo para eliminar de la indicación del Ejecutivo, lo siguiente:


“, al término de la vigencia del respectivo convenio, renovar éste con las entidades administradoras, someter a concurso público dicha administración o”.


3) De los diputados Provoste y Morano para agregar, en el artículo 7°, literal i), de la indicación del Ejecutivo un nuevo párrafo tercero del siguiente tenor: “En un plazo no superior a 5 años, los establecimientos a los que se refiere el párrafo anterior, deberán ser administrados directamente por los Servicios Locales de Educación.”.


4) De la diputada Girardi para intercalar una nueva letra j), pasando la actual j) a ser k) y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“j) Diagnosticar las necesidades financieras de los Servicios Locales de Educación y sus establecimientos, para la elaboración de sus presupuestos anuales.”.


5) Del diputado Robles para agregar a la letra j) la palabra “fundadamente” entre las palabras “Asignar recursos” y “a los Servicios Locales”.


6) De los diputados Girardi, Espinoza, Jackson, Robles y Vallejo para reemplazarla por la siguiente:


“j) Asignar recursos a los Servicios Locales de Educación, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos del Sector Público. En especial, cada año la Dirección de Educación Pública, conforme a lo que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público, deberá proporcionar recursos, mediante transferencias de capital, para inversiones en infraestructura y equipamiento para la educación técnico profesional, de acuerdo a los objetivos establecidos en la Estrategia Nacional de Educación Pública y en el Plan Estratégico Local de Educación de cada territorio.”.


7) Del diputado Jackson para incorporar al final de la letra, la frase: “tales como infraestructura y equipamiento”.


8) Del diputado Espinoza para reemplazar el punto aparte por un punto seguido e introducir la siguiente frase:


“Además, podrá requerir la participación de instituciones de educación superior, centros de estudios y,o profesionales nacionales o extranjeros.”.


9) Del diputado Robles para incorporar una nueva letra p) pasando la actual a ser q) del siguiente tenor:


p) Proponer anualmente, al Ministerio de Educación la dotación de docentes y asistentes de la educación requerida para el ejercicio de las funciones administrativas y pedagógicas necesarias para el desarrollo del proyecto educativo institucional, según corresponda, en cada establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local, la que deberá fundarse en razones técnico-pedagógicas y determinarse sobre la base de, al menos, los siguientes elementos:


i) Matrícula total de cada establecimiento.


ii) Niveles y modalidades de la educación provista por cada uno de estos.


iii) Componentes de los Planes de Mejoramiento Educativo y los proyectos de integración escolar vigentes de dichos establecimientos que tengan relación directa con sus requerimientos de dotación de docentes y asistentes de la educación.


Al proponer la dotación, deberá indicarse si los profesionales docentes corresponden a la función docente, docente-directiva o técnico-pedagógica, según lo establecido en el artículo 5° del decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.”.
Artículo 8°


1) Del diputado Robles para reemplazar el artículo 8° por el siguiente:


Artículo 8°.- El Director de Educación Pública. La dirección y administración de la Dirección de Educación Pública estará a cargo de un funcionario denominado Director de Educación Pública, quien será el jefe superior del servicio. El Director de Educación Pública será nombrado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado.”.


2) Del diputado Felipe Kast para agregar al artículo 8° el siguiente inciso final:


“El Director de Educación Pública será designado por el Presidente de la República y deberá ser ratificado por dos tercios de los senadores en ejercicio.”.


3) Del diputado Arriagada para intercalar en el artículo 8° entre la palabra “quien” y la frase “será el jefe superior del servicio” la frase: “estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública determinado por la ley N° 19.882 y”.

Artículo 9°, que ha pasado a ser 8°


1) Del diputado Robles para agregar un nuevo artículo 9°, pasando el actual a ser artículo 11.


Artículo 9°.- El Director de Educación Pública gozará de las prerrogativas e inamovilidad que las leyes señalan para los miembros de los Tribunales Superiores de Justicia.


La remoción del Director de Educación Pública corresponderá al Presidente de la República, previa resolución judicial tramitada en la forma establecida para los juicios de amovilidad que se siguen contra los Ministros de los Tribunales Superiores de Justicia y por las causales señaladas para los Ministros de la Corte Suprema.”.


2) Del diputado Venegas para agregar un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“La Dirección de Educación Pública contará con una unidad responsable de la Enseñanza Media Técnico Profesional, que será la responsable técnica de gestionar y coordinar todos los aspectos relacionados con el funcionamiento de los establecimientos de enseñanza media profesional con los Servicios Locales de Educación, así como la coordinación y colaboración con otros servicios en la implementación de acciones de capacitación, articulación con el sector productivo y con las instancias técnicas del Ministerio de Educación, responsables de la Enseñanza Superior técnico profesional.”.

Artículo 10, que ha pasado a ser 9°


1) Del diputado Robles para incluir un nuevo artículo 10, del siguiente tenor:

“Artículo 10.- El Director de Educación Pública tendrá las atribuciones y deberes que respecto de él o del Servicio que señalen esta ley y demás disposiciones vigentes o que se dicten.


Le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Dirigir, organizar y administrar el funcionamiento del servicio, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública, considerando las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación.


b) Proponer al Intendente respectivo, la remoción, cuando corresponda, de los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17 de la presente ley.


c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio.


d) Delegar atribuciones, responsabilidades o facultades específicas en funcionarios bajo su dependencia, de conformidad a la ley.


e) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.”.


2) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el inciso tercero, la palabra “podrá” por “deberá”.


3) Del diputado Espinoza para sustituir en el inciso tercero la palabra “podrá” por “deberá”.


4) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el inciso tercero, la expresión “podrá crear” por la palabra “creará”.


5) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar en el inciso tercero el vocablo “o”, que se encuentra entre las palabras “distancia” y “concentración”, por la expresión “y,o”.


6) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el inciso quinto por el siguiente:


“Los Servicios Locales serán coordinados por la Agencia Nacional de Educación Pública y se relacionará con el Ministerio de Educación por su intermedio.”.

Artículo 11, que ha pasado a ser 10


1) Del diputado Robles para incorporar entre las frases: “el servicio educacional en los niveles” y “y modalidades que corresponda,” la frase “de educación básica y educación media,”.


2) De la diputada Girardi para modificar el inciso tercero en el siguiente sentido:


-Para reemplazar la palabra: “sostenedores”, por “responsables”.


-Para agregar una frase después del punto final que pasa a ser seguido, del siguiente tenor: “Sin perjuicio, por el solo ministerio de la ley, los servicios locales de educación, pasan a ejercer  todas las funciones, derechos y atribuciones que correspondían a los sostenedores municipales o de administración delegada en su caso.”.

Artículo 12, que ha pasado a ser 11


1) Del diputado Robles para incorporar en la letra a) entre las frases “el servicio educacional en los niveles” y “y modalidades que corresponda,” lo siguiente: “de educación básica y educación media,”.


2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar entre el vocablo “Desarrollar” y el ilativo “y” la frase: “, en conjunto con los municipios y corporaciones municipales cuando corresponda.”.


3) Del diputado Robles para reemplazar la palabra “Desarrollar” por “entregar”.


4) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar en el párrafo segundo de la letra d) entre el vocablo “responder” y la preposición “a” la siguiente frase “a la Estrategia Nacional de Educación Pública y”.


5) De la diputada Vallejo para agregar un nuevo literal d), pasando el actual a ser e) y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“d) Desarrollar e implementar políticas, planes y programas tendientes a ampliar la provisión de educación pública de carácter artístico según las necesidades territoriales.”.


6) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el párrafo primero, por el siguiente nuevo: 


“k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. En el caso de la apertura de nuevos establecimientos educacionales, deberá cumplir con las normas requeridas para ello y ceñirse a los recursos que para dicho efecto contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. En el caso de cierre voluntario de establecimientos educacionales, esta decisión deberá ser aprobada por el Ministro de Educación, previa consulta a la Agencia de Educación Pública. En caso de que el cierre sea determinado por la Superintendencia de Educación o la Agencia de la Calidad de la Educación, el Ministerio de Educación deberá velar por la adecuada reubicación de los alumnos afectados.”.


7) De los diputados Provoste y Morano para reemplazar la palabra “informada” por la siguiente oración: “discutida y aprobada por dos tercios de los integrantes del Consejo Local de Educación en ejercicio.”


8) De la diputada Girardi para modificarlo, del siguiente modo:


-Para reemplazar la expresión: “informada al”, por “además, ser aprobada por el”.


-Para agregar un párrafo segundo del siguiente tenor: “la fusión o cierre de establecimientos educacionales sólo podrá efectuarse por razones excepcionalísimas y debidamente fundadas”.


9) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar en el inciso primero, a continuación el punto aparte “.”, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “por medio de un informe dentro de plazo de 30 días”.


10) De los diputados Gahona, Silva y Verdugo para intercalar en el párrafo segundo entre la palabra “Hacienda” y la coma “,”, la frase “visado por el Consejo Nacional de Educación”.


11) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar en inciso primero la frase “Dirección de Educación Pública” por “Ministerio de Educación”.


12) Del diputado Venegas para agregar un inciso final, del siguiente tenor:


“Asimismo, podrá definir la creación de nuevas modalidades y,o niveles en los colegios bajo su administración.”.


13) De la diputada Girardi a la indicación del Ejecutivo para agregar después de la palabra “respectivo”, la siguiente frase: “en forma anticipada o”.


14) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo literal p) al artículo 12, pasando el actual a ser q), del siguiente tenor:


“p) Corresponderá a cada Servicio Local de Educación la creación e implementación de programas de expresión individual artística, tanto plástica como literaria, musical y filosófica, en todas las escuelas que pertenezcan a su ámbito territorial de influencia. Asimismo les corresponderá la coordinación con las escuelas para la ejecución de dichos programas.”.


15) De la diputada Girardi para agregar en la letra r) a continuación del vocablo “artística”, las expresiones “, actividades físicas, científicas y culturales”.


16) De los diputados Girardi, Espinoza, Jackson, Robles y Vallejo para agregar en el artículo 12 un nuevo literal, del siguiente tenor:


“x) Diseñar e implementar proyectos de mejoramiento para los establecimientos educacionales de su dependencia, que respondan a las necesidades e iniciativas locales para la mejora continua de sus procesos y resultados educativos.”.


Para agregar un artículo 19 bis, nuevo:


“Artículo 19 bis.- Las funciones descritas en el artículo 12, literales a), g) y x) se realizarán con cargo al aporte fiscal reflejado en la Ley de presupuestos del Sector Público de cada año.”.

Artículo 13, nuevo


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar un nuevo artículo 13, pasando el actual a ser 13 bis, del siguiente tenor:


“Artículo 13.- Del Directorio de los Servicios Locales. Cada Servicio Local será coordinado y dirigido por un Directorio compuesto por los siguientes miembros:


a) Los alcaldes de las municipalidades cuyos establecimientos hayan sido transferidos, de manera total o parcial, al Servicio Local respectivo. El número de alcaldes por directorio no podrá exceder de seis. 


En caso de que en el territorio de competencia de un Servicio Local determinado hubiere más de seis municipalidades, se deberá elegir de entre sus alcaldes a los seis que formarán parte del directorio, teniendo preferencia aquellos cuyos municipios administraban más establecimientos educacionales o tenían más matrícula.


b) Un representante de los padres y apoderados de los establecimientos dependientes del Servicio Local respectivo.


c) y un representante de los docentes de los establecimientos dependientes del Servicio Local respectivo.


d) Dos miembros elegidos democráticamente. 


Los miembros del directorio durarán seis años en su cargo, con excepción de los alcaldes que durarán mientras se encuentren en el ejercicio de su cargo. Un reglamento del Ministerio de Educación, el que deberá ser visado por la Agencia, regulará lo establecido en el inciso anterior.

Artículo 13, que ha pasado a ser 12


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar en el inciso primero entre la palabra “servicio” y el punto seguido, la frase “y responderá directamente al Directorio del Servicio Local correspondiente”.


2) De la diputada Girardi para eliminar la expresión “por una sola vez”.

Artículo 14, que ha pasado a ser 13


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 14.- Perfil profesional del Director Ejecutivo. Corresponderá a la Agencia elaborar y proponer al Servicio Civil, el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.


La Agencia podrá considerar, entre otros elementos, las propuestas que para dichos efectos remita el Consejo Local respectivo, de conformidad a lo establecido en la letra e) del artículo 35. Este perfil deberá ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y ser enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.”.

Artículo 15, que ha pasado a ser 14


1) De la diputada Vallejo para introducir un nuevo literal e), pasando el actual a ser f) y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“e) Desarrollar e implementar políticas, planes y programas tendientes a ampliar la provisión de la educación pública y a mejorar la equidad y calidad del sistema.”.
Artículo 16, que ha pasado a ser 15


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar en el numeral iii) del inciso tercero, la frase “la Dirección de Educación Pública” por “al Directorio del Servicio Local respectivo”.


2) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo literal f) del siguiente tenor:


f) Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer como Director Ejecutivo quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes N°s 20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4°, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.


En caso de que el Director Ejecutivo sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.”.

Artículo 17, que ha pasado a ser 16


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para modificarlo en el siguiente sentido:


-Para reemplazar en el inciso primero la frase “Director de Educación Pública” por “Presidente de la Agencia”.


-Para reemplazar en el inciso segundo la frase “Director de Educación Pública” por “Presidente de la Agencia”.

Artículo 18, que pasado a ser 17


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar en el inciso primero, a continuación de la palabra “unidades”, la frase “según el modelo emanado de la mesa técnica de nueva educación pública correspondiente al ámbito de competencia territorial del servicio, para el caso de la conformación de las plantas que fueran provistas por primera vez en la administración”.


2) De la diputada Vallejo para modificarlo de la siguiente forma:


-Para incorporar en el inciso primero, luego de la palabra “unidades” la frase “en correspondencia con la información emanada de la mesa técnica a que alude el artículo tercero transitorio.”.


-Para eliminar en el inciso segundo la conjunción “y” luego de la expresión “de gestión;” e incorporar luego de la expresión “administración y finanzas”, la frase “y (iv) infraestructura y mantención”.


3) De los diputados Provoste y Morano para agregar en el inciso segundo, a continuación del punto a parte, un nuevo numeral: “iv) infraestructura y mantención.”.


4) Del diputado Espinoza para sustituir en el inciso segundo la conjunción “y”, que antecede a “iii) administración y finanzas”, por un coma (,) e incorporar al final del inciso, lo siguiente: “; iv) infraestructura y mantención.”.


5) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar al final del inciso segundo, a continuación del punto aparte “.” la frase: “iv) infraestructura y mantención”.


6) De la diputada Girardi para modificarlo, del siguiente modo:


-Para agregar en el inciso cuarto después de la palabra “respectivo”, la frase: “la elaboración y gestión de proyectos de inversión e infraestructura”.


-Para agregar al final del inciso quinto, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido la siguiente oración: “ En lo relativo a mantención , las prioridades las determinará, en su caso, cada establecimiento educacional “.


7) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo inciso sexto del siguiente tenor:


“A la unidad de infraestructura y mantención le corresponderá, entre otras, las funciones de formular y monitorear proyectos de infraestructura necesarios para el funcionamiento del sistema, junto con el apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales de su dependencia y todo tipo de labor relacionada con la mantención de la infraestructura de los establecimientos educacionales”.


8) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo inciso final del siguiente tenor: 


“A la unidad de infraestructura y mantención le corresponderá, entre otras, la función de desarrollar, evaluar, ejecutar o mandar a ejecutar los proyectos de desarrollo de infraestructura pedagógica para la adecuada provisión de la educación pública; además deberá velar por la correspondencia efectiva de los proyectos de infraestructura y las necesidades técnico pedagógicas que hayan motivado su ejecución.”.


9) Del diputado Espinoza para incorporar el siguiente inciso final: 


“A la unidad de infraestructura y mantención le corresponderá, entre otras, las funciones de formular y monitorear proyectos de infraestructura necesarios para el funcionamiento del sistema, junto con el apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales de su dependencia y todo tipo de labor relacionada con la mantención de la infraestructura de los establecimientos educacionales.”.


10) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar un nuevo inciso sexto al artículo:


“A la unidad de infraestructura y mantención le corresponderá, entre otras, las funciones de formular y monitorear proyectos de infraestructura necesarios para el funcionamiento del sistema, junto con el apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales de su dependencia y todo tipo de labor relacionada con la mantención de la infraestructura de los establecimientos educacionales.”.


11) Del diputado Venegas para modificarlo, en el siguiente sentido:


a) Agregase, un nuevo literal “v) Enseñanza Técnico Profesional”


b) Agregase un nuevo inciso séptimo, del siguiente tenor:


“A la unidad de enseñanza técnico profesional le corresponderá, entre otras, la función de asesorar y asistir a los establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local de Educación que ofrecen formación diferenciada Técnico Profesional, en especial en lo relativo a la implementación curricular, formación por alternancia y articulación con el sector productivo y otros niveles formativos y de capacitación, en concordancia con el Plan de Mejoramiento Educativo local, el Proyecto Educativo de cada establecimiento educacional y las tendencias del desarrollo productivo nacional, regional y local.”.

Artículo 19, que ha pasado a ser 18


1) De la diputada Vallejo para introducir en el literal a), luego de la expresión “Sector Público.”, la frase “Con todo, los recursos recibidos por este concepto no serán inferiores al 70% tomando como total los literales a) y b) solamente.”.


2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“Estos recursos anuales no podrán significar una discriminación arbitraria a estudiantes que asistan a establecimientos cuyos sostenedores no sea los Servicios Locales de Educación.”.


3) De la diputada Provoste para agregar en el literal b), a continuación de la palabra “ley”, reemplazando el punto por una coma, la oración “destinando también recursos como subvención basal a los Jardines Infantiles Vía Transferencia de Fondos.”.


4) Del diputado Robles para eliminar la frase: “las subvenciones educacionales y”. 


5) De la diputada Girardi para eliminar en la letra c) la expresión: “y las municipalidades”.


6) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar en la letra d) del inciso primero, la frase “Dirección de Educación Pública” por “Ministerio de Educación”.



7) De la diputada Girardi para agregar un inciso final del siguiente tenor:


“En todo caso, atendido que la estructura de costos de la educación tiene componentes fijos que deben ser proveídos por el Estado, el financiamiento de la dotación de personal, gasto de infraestructura y  de los proyectos educativos no podrán depender de los financiamientos variables y, si imputados aquellos a tales ítems no bastaren, el Estado deberá financiarlo con cargo al tesoro público.”.


8) Del diputado Robles para incorporar un inciso segundo nuevo, del siguiente tenor:


“La partida de educación deberá incorporar capítulos y programas por cada uno de los Servicios Locales de Educación en la ley de Presupuestos casa año.”.

Párrafo nuevo


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar un nuevo Párrafo 3°, pasando el actual artículo 21 a ser 24, y así sucesivamente:

“Párrafo 3°

De la Estrategia Nacional de Educación Pública


Artículo 21.- Estrategia Nacional de Educación Pública.- El Ministerio de Educación elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, en adelante también “la Estrategia”. La Estrategia tendrá una duración de diez años y fijará los objetivos, metas, los correspondientes indicadores y medios de verificación para el desarrollo de la educación pública nacional. 


Una vez publicada la Estrategia, ésta sólo podrá ser modificada durante los primeros seis meses de asumido un nuevo Presidente de la República.


Artículo 22.- Objetivos de la Estrategia. La Estrategia Nacional de Educación Pública deberá considerar, al menos, los siguientes objetivos:


a) Elevar la calidad de la educación pública.


b) Aumentar la retención de los estudiantes en el sistema


c) Disminuir la tasa de repitencia escolar.


d) Elevar la calidad de los docentes.


e) Articular los subsistemas educativos entre sí.


Artículo 23.- Mecanismo de elaboración de la Estrategia. El Ministerio de Educación deberá dictar, a través de un decreto, la Estrategia Nacional de Educación Pública, debiendo enviarla al Consejo Nacional de Educación para su aprobación. En la elaboración de la Estrategia, el Ministerio de Educación deberá contemplar un periodo de consulta ciudadana, de manera de conocer y recoger si resultare pertinente las distintas visiones de sostenedores, tanto públicos como privados, padres y apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, y otras personas u organismos interesado en la materia.”.

Artículo 23, que ha pasado a ser 22


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “pública”, la siguiente oración: “previa consulta del Consejo de Educación Pública”.


2) De la diputada Vallejo para agregar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “pública”, la siguiente oración: “previa consulta del Consejo Local de Educación”.
Artículo 24, que ha pasado a ser 23

1) De los diputados Venegas y Arriagada para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 24.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios podrán ser modificados cumplidos dos años de vigencia, o por caso fortuito o fuerza mayor.


A los dos años de vigencia del respectivo convenio, el Director Ejecutivo, previa aprobación del Consejo Local, y en consideración a las evaluaciones anuales del artículo 23, podrá reestructurar los objetivos del convenio.


Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local una vez que haya sido aprobado.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 23, cuando se produzcan cambios en las circunstancias y/o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.”.


2) De los diputados Provoste y Morano para agregar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “mayor”, la oración “la que deberá ser acreditada y aprobada por el Consejo”, y para suprimir, el inciso tercero.

Artículo 25, que ha pasado a ser 24


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar, continuación del punto aparte, la siguiente oración: 


“Así también, como procurar tener una presencia en terreno, informando de los avances del convenio”.


2) De la diputada Provoste para agregar entre las palabras “deberá” y “publicar”, la siguiente frase: “informar en el territorio”.

Artículo 27, que ha pasado a ser 26


1) De la diputada Girardi para agregar después de “en adelante plan estratégico” una coma y la frase: “el que deberá ser elaborado con la participación de las escuelas y las comunidades educativas.”.


2) De la diputada Girardi para intercalar un nuevo inciso cuarto, pasando el actual a ser quinto y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“Asimismo, el Director Ejecutivo deberá abrir un plazo para que los consejos escolares de los establecimientos que forman parte del Servicio Local puedan formular observaciones las que integrará en su plan estratégico o bien las rechazará fundadamente.”.
Artículo 28, que ha pasado a ser 27


1) Del diputado Jackson para intercalar en el inciso segundo antes del primer punto seguido, el siguiente texto: “y aprobar el contenido correspondiente al literal a) o determinar una nueva redacción.”.

Artículo 29, que ha pasado a ser 28


- De la diputada Provoste para agregar en el inciso primero a continuación de la frase “profesionales de la educación, y”, la siguiente oración: “aquellos profesionales que se desempeñan como asistentes de la educación, técnicos parvularios, auxiliares en servicios menores y”.

Párrafo 5° De los Consejos Locales de Educación Pública


1) De las diputadas Girardi y Provoste para reemplazar el Párrafo 5° propuesto por el siguiente:

“Párrafo 5°

De los Consejos Locales de Educación Pública


Artículo 32.- Definición. Los Consejos Locales de Educación Pública, en adelante “Consejos Locales”, instancia integral, democrática y pluralista, colaborarán con el Director Ejecutivo de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. El Consejo, representará directamente, ante el Director Ejecutivo, los intereses de las comunidades educativas y locales, a fin de que el servicio educacional considere a cabalidad las necesidades y particularidades del territorio.


Artículo 33.- Integración. La forma en la cual se decidan los integrantes del Consejo Local será a través de elección popular. La ciudadanía será la responsable de elegir a los integrantes según lo que se detalla a continuación: 


a) En aquellos Servicios Locales cuyo ámbito de competencia comprenda hasta tres comunas, el Consejo Local estará compuesto por:


i) Los alcaldes que representen a las comunas que formen parte del territorio de competencia del Servicio Local. En caso que el ámbito de competencia territorial del Servicio Local comprenda una sola comuna, la integración corresponderá únicamente al alcalde de dicha comuna.


ii) Un representante de los Centros de Estudiantes que estén matriculados en alguno de los establecimientos parte del Servicio Local. 


iii) Un representante de los Centros de Padres y Apoderados, que se desempeñen como tal en alguno de los establecimientos parte del Servicio Local.


iv) Un representante de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. 


v) Un representante de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. 


vi) Un representante de las universidades estatales de la región acreditadas por cuatro años o más. 


vii) Un representante de los centros de formación técnica estatales o institutos profesionales acreditados, con sede principal en la región. 


viii) Un representante del Gobierno Regional.


ix) Un representante del Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil.


x) Un representante de las Uniones Comunales de Juntas de Vecinos. 


xi) Un representante de los equipos directivos pertenecientes al Servicio Local. 


b) En aquellos Servicios Locales cuyo ámbito de competencia sea de cuatro o más comunas, el Consejo Local estará compuesto por:


i) Los alcaldes que representen a las comunas que formen parte del territorio de competencia del Servicio Local. 


ii) Un representante de los Centros de Estudiantes que estén matriculados en alguno de los establecimientos parte del Servicio Local. 


iii) Un representante de los Centros de Padres y Apoderados, que se desempeñen como tal en alguno de los establecimientos parte del Servicio Local.


iv) Un representante de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. 


v) Un representante de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. 


vi) Un representante de las universidades estatales de la región acreditadas por cuatro años o más. 


vii) Un representante de los centros de formación técnica estatales o institutos profesionales acreditados, con sede principal en la región. 


viii) Un representante del Gobierno Regional.


ix) Un representante del Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil.


x) Un representante de las Uniones Comunales de Juntas de Vecinos. 


Para efectos de lo establecido en este literal, los cargos señalados en los numerales ii), iii), iv) y v) serán provistos en igual cantidad, y de acuerdo a lo establecido en el reglamento señalado en el artículo 41. Con todo, en ningún caso la suma total de representantes establecidos en estos cuatro numerales podrá ser inferior a la totalidad de los alcaldes en ejercicio en el ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local, ni podrá ser superior a dieciséis representantes.


El proceso de elección de los representantes señalados en los numerales ii), iii), iv), v), vi), vii), viii), ix) y x) de los literales a) y b) del presente artículo, deberá elegirse para cada cargo al menos un representante suplente.


La participación del o los alcaldes en el Consejo Local será obligatoria en la primera sesión anual del Consejo, el o los alcaldes podrán designar un representante que asista en su reemplazo a las sesiones del Consejo que se realicen durante el año.


Artículo 33 bis.- Elección de los Consejeros Locales. En virtud de lo dispuesto en el artículo precedente, los Consejeros serán electos vía elección popular, para la cual, la ciudadanía deberá votar por cada uno de los representantes considerados en los numerales ii), iii), iv), v), vi), vii), viii) ix) y x) de los literales a) y b) del artículo 33. 


La votación será regulada por el Servicio Electoral, y se realizará cada dos años.


Será a través de un Reglamento, el establecimiento de los requisitos para ser candidato a Consejero.  


Quedarán exentos del proceso eleccionario, los alcaldes que representen a las comunas parte del Servicio Local de Educación.


Se considerará como Consejero Suplente, a la segunda mayoría del área a la que pertenece. 


Artículo 34.- Duración en los Cargos. El o los alcaldes que integren los Consejos Locales durarán en el cargo de consejero por la totalidad de su período alcaldicio. 


Los Consejeros señalados en los numerales ii), iii), iv), v) vi), vii), viii), ix) y x) de los literales a) y b) del artículo precedente, durarán dos años en sus cargos.


En caso de que el representante sea desvinculado de la institución por la cual fue elegido, deberá asumir la representación el Consejero suplente.


Artículo 35.- Atribuciones del Consejo Local. Al Consejo Local le corresponderán las siguientes atribuciones: 


a) Representar los intereses de la comunidad educativa y la comunidad local ante el Servicio Local respectivo.


b) Comunicar al Director Ejecutivo de cualquier asunto que afecte a la comunidad educativa o la calidad de la prestación del servicio educacional en uno o más de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local. 


c) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.


d) Proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión para el Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con la comunidad local, las organizaciones locales, y las municipalidades, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.


e) Proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional, además de las competencias y aptitudes que deben reunir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14. 


f) Elaborar el informe con una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 22.


g) Hacer las recomendaciones que considere pertinentes respecto del Plan Estratégico Local y Plan Anual del Servicio Local.


h) Requerir por escrito al Director Ejecutivo, los antecedentes de los informes de la Agencia de Calidad de la Educación, de la Superintendencia de Educación y de la Dirección de Educación Pública sobre el desempeño de los establecimientos y el funcionamiento del Servicio Local. 


i) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional.


j) Solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento descrito en el inciso tercero del artículo 17. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario. 


k) Las demás atribuciones que le encomienden las leyes.


l) Discutir y aprobar por dos tercios de los consejeros en ejercicio, la apertura, fusión o cierre de los establecimientos. 


Artículo 36.- Responsabilidad de los integrantes del Consejo. Para todos los efectos legales, los integrantes del Consejo ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de las bases generales de la Administración del Estado.


Artículo 37.- Participación en el consejo. Los integrantes percibirán una remuneración o diete por su participación que será equivalente a la de un Concejal. En lo que respecta a lo dispuesto en el Artículo 39 de la presente ley, no existirá la obligación del pago de la dieta o remuneración.”


Artículo 38.- Causales de cesación en el cargo. Los consejeros cesarán en sus cargos de conformidad con las siguientes causales:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena a pena aflictiva.


d) Infracción a las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 36 de la presente ley. 


e) Inasistencia injustificada a más de dos sesiones dentro de un mismo año calendario.


f) Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer como Consejeros quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes Nos20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4°, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.


En caso de que el Consejero sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.


La vacante generada como consecuencia de la cesación del cargo será integrada por el respectivo consejero suplente.


Artículo 39.- Funcionamiento. El Consejo Local elegirá de entre sus miembros a su Presidente por mayoría simple y se reunirá a lo menos seis veces al año, pudiendo autoconvocarse cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes. 


A las sesiones del Consejo Local asistirá el Director Ejecutivo quien participará en ellas sólo con derecho a voz.


El quórum para sesionar será la mayoría de sus miembros. El quórum para adoptar acuerdos será la mayoría de los asistentes a la sesión respectiva, salvo aquellos casos en que la ley establece un quórum diferente. 


En caso de existir empate en las votaciones, corresponderá al Presidente del Consejo Local emitir el voto dirimente.


Un funcionario designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de Secretario Ejecutivo. Para tal efecto, actuará como ministro de fe y registrará las sesiones. 


Artículo 40.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Consejo Local serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida. 


El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.


Artículo 41.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.”.

Artículo 35, que ha pasado a ser 33


1) De los diputados Venegas y Arriagada para agregar a la letra g), luego del punto aparte, la siguiente frase: “Cuando aquellas recomendaciones sean acordadas por la mayoría de los integrantes del Consejo Local los Servicios Locales deberán considerarlas.”.


2) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo literal k) pasando el literal j) que ha pasado a ser k) a ser l) y así, del siguiente tenor: 


“k) Proponer al Director Ejecutivo la forma en que ha de estructurarse el gasto en función de las necesidades de la comunidad educativa, atendiendo especialmente a la innovación y experimentación pedagógica. Esto sin perjuicio del pago directo a docentes a través del Servicio Local de Educación.”.


3) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo literal l) del siguiente tenor: 


“l) Realizar la votación para apertura, fusión o cierre del establecimiento.”.


4) De la diputada Vallejo para introducir un nuevo literal n), pasando el k) que ha pasado a ser n) a ser ñ), del siguiente tenor: 


“n) Disponer con acuerdo del Director de Educación Pública del fondo creado por el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845.”.

Artículo 38, que ha pasado a ser 36


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo literal f), del siguiente tenor: 


“f) Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer como Consejeros quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes N°s 20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4°, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.


En caso de que el Consejero sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.”.

Artículo 43, que ha pasado a ser 41


1) De los diputados Provoste y Morano para modificarlo de la siguiente forma:


-Para reemplazar, en el literal f) la palabra “promoviendo” por “garantizando”.


-Para agregar un nuevo literal j) del siguiente tenor: 


“j) Deberá cautelar que los planes y programas correspondientes a cada nivel educativo sea conocido por los estudiantes.”.
Artículo 44, que ha pasado a ser 42


1) De los diputados Provoste y Morano para agregar un nuevo literal f), del siguiente tenor: 


“f) Educación Cívica”.

Artículo 45, que ha pasado a ser 43


1) De los diputados Provoste y Morano para agrega un nuevo literal m) del siguiente tenor:


“m) Garantizar la realización de las clases planificadas en el comienzo del año escolar.”.
Artículo 46, que ha pasado a ser 45


1) Del diputado Robles para eliminar en el inciso segundo, la frase “que realizan prestaciones de salud”.

Artículo 47, que ha pasado a ser 46


1) Del diputado Robles para eliminar la frase “de salud”.

Artículo 49, que ha pasado a ser 48


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el numeral 1) por el siguiente:


“1) Sustitúyese en el artículo 1° la frase “de administración municipal o particular reconocida oficialmente,” por “de administración municipal, administrados por los Servicios Locales de Educación Pública, en adelante también Servicios Locales, o de administración particular reconocida oficialmente,”.


2) Del diputado Espinoza para reemplazar la letra a) inciso primero la frase: “un mismo Departamento de Educación Municipal o de una misma Corporación Educacional, según corresponda” por “una misma comuna”.  


3) De las diputadas Girardi y Provoste para intercalar en el numeral 7), letra a), entre la frase “profesionales de la educación” “docente” y el pronombre “que” lo siguiente: “y asistentes de la educación”.


4) De la diputada Girardi para intercalar en el numeral 11), letra a), después de la palabra “docentes” la frase: “y la dotación de los asistentes de la educación”.


5) De la diputada Girardi para intercalar en el numeral 11), letra c), inciso final, después de “dotación docente” “y la dotación de los asistentes de la educación”.


6) De la diputada Girardi para intercalar en el numeral 11), inciso segundo, después de la palabra “docente” la siguiente frase: “y dotación de los asistentes de la educación”.
Artículo 54


1) De la diputada Vallejo para agregar un artículo 4° bis nuevo al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, del siguiente tenor: 


“Artículo 4° bis.- Respecto de los establecimientos educacionales cuyo sostenedor sea un Servicio Local de Educación y que cumplan los requisitos enunciados en el artículo 6°, podrán acceder a la subvención establecida en esta ley. El cálculo de la subvención se hará según las reglas contenidas en la misma, sustituyendo el cuantificador asistencia media por el de número de estudiantes matriculados. ”.

Artículo 55


1) De la diputada Girardi para reemplazar la expresión “subvencionados” por “financiado por el Estado”.


2) De la diputada Girardi para agregar un inciso final nuevo del siguiente tenor:


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación, los consejos escolares tendrán las siguientes facultades permanentes, privativas y resolutivas respecto de las siguientes materias:


a) Decidir sobre la base de propuesta del director del establecimiento, sobre el uso de la subvención de mantenimiento.


b) Participar en la elaboración y aprobar el reglamento interno de convivencia escolar.


c) Participar y aprobar el plan de mejoramiento educativo en base a propuesta elaborada por el director del establecimiento, el que deberá recoger, a su vez, las propuestas del consejo de profesores.


d) Elaborar y sancionar propuesta al Servicio Local, vía el director del establecimiento, de variaciones horarias, del período de vacaciones, de recuperación de clases, u otras de similar naturaleza, todo atendidas las particularidades de ubicación geográfica del establecimiento u otras circunstancias especiales.”.

Artículo 56


1) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo numeral 1), pasando el actual a ser 2) y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“1) Incorpórase un artículo 5° bis nuevo del siguiente tenor:


“Artículo 5° bis.- Respecto de los establecimientos educacionales cuyo sostenedor sea un Servicio Local de Educación y que cumplan los requisitos enunciados en el artículo 6°, podrán acceder a la subvención establecida en esta ley. El cálculo de la subvención se hará según las reglas contenidas en la misma, sustituyendo el cuantificador asistencia media por el de número de estudiantes matriculados.”.


2) De los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles y Vallejo para agregar un nuevo numeral que agregue en la letra e) del artículo 6° el siguiente párrafo segundo nuevo:


“Los Servicios Locales de Educación Pública podrán destinar un máximo del 30% de las subvenciones y aportes recibidos por concepto de esta ley a los fines educativos establecidos en el artículo 3 de la ley N° 20.845, debiendo destinar al menos el 70% restante al desarrollo de los Planes de Mejoramiento Educativo.”.
Artículo 58


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el numeral 1), por el siguiente:


“1) Agrégase, en la letra d) del artículo 3°, a continuación de la expresión “o de otras entidades creadas por ley,” la frase “tales como los Servicios Locales de Educación Pública,”.


2) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el numeral 2) por el siguiente:


“2) Agregase, en la letra g) del artículo 11, a continuación de la expresión “o de otras entidades creadas por ley” la locución “, tales como los Servicios Locales de Educación Pública”.


3) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazar el numeral 12) por el siguiente:


“12) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 68, a continuación de la frase “o al que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley” por “o al domicilio del Servicio Local de Educación que corresponda.”.


4) De la diputada Girardi para agregar un nuevo numeral 13) bis, para modificar el artículo 87 del siguiente modo:


-Para reemplazar en el inciso primero la frase “un establecimiento educacional subvencionado o que reciba aportes del Estado”, por “respecto de uno o más establecimientos educacionales, o de todos ellos, en su caso, si funcionaren en red, subvencionados o que reciban aportes del Estado”.


-Para reemplazar en el inciso segundo la expresión: “salvo”, por la siguiente frase: “prorrogable del mismo modo por períodos anuales y sucesivos, sin perjuicio de”.


5) De la diputada Girardi para modificarlo en el siguiente sentido:


-Para reemplazar en el inciso primero la palabra “solo”, por la expresión: “Se deberá”.


-Para reemplazar en la letra a) la palabra: “cuatro” por “dos o más”.


-Para eliminar en la letra d) la palabra: “reiterado” y reemplazar la frase: “Se entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago de dos meses consecutivos o de tres en un período de seis meses”, por: “aun cuando ellas se hayan declarado”.


-Para agregar una letra g) final del siguiente tenor: 


“g) Cuando el sostenedor hubiere sido objeto de sanciones administrativas reiteradas, por incumplimiento de la normativa educacional,  o habérsele designado administrador provisional para uno o más establecimientos, durante los tres años lectivos anteriores”.


-Para intercalar en el artículo 90 un inciso cuarto nuevo, pasando el actual a ser quinto, del siguiente tenor:


“En estos informes y, en todo caso, con la debida antelación al término de sus funciones el administrador provisional, con la participación de la comunidad escolar, propondrá al Superintendente y al Ministerio de Educación alguna de las siguientes alternativas:  1.- Proceder a la revocación del reconocimiento del sostenedor y la reubicación de los y las estudiantes; 2.- Aprobar el cambio de sostenedor, (con acuerdo del actual) ; 3.- Proceder a la adquisición del establecimiento por parte del estado conforme el procedimiento establecido en el artículo siguiente, entregando su administración al Servicio Local de Educación que corresponda; 4.- Devolver la administración al sostenedor.”.


-Para agregar un nuevo artículo 90 bis del siguiente tenor: 


“Mediante decreto expedido por el Ministerio de Educación, con la firma del Ministro de Hacienda, y fundado en el informe del administrador provisional, el Estado podrá adquirir aquellos inmuebles en donde funciona el establecimiento educacional, siempre que el sostenedor haya manifestado expresamente al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar prestando el servicio educacional.”.


Para ejercer esta facultad, el Estado deberá considerar criterios tales como la matrícula y capacidad de los establecimientos educacionales subvencionados en el ámbito territorial circundante al establecimiento, en los distintos niveles educativos; el cobro por alumno que realicen dichos establecimientos, cuando corresponda; y la categoría a la que están adscritos de acuerdo al artículo 17 de la ley N° 20.529. Asimismo, considerará la eficiencia del inmueble, entendiendo por tal la infraestructura esencial para la prestación del servicio educativo, constituida por aulas, servicios higiénicos, talleres, oficinas administrativas y otras dependencias esenciales.


La ley de Presupuestos de cada año dispondrá el monto máximo de recursos que podrá ser destinado a la finalidad prevista en este artículo.


En caso de que el sostenedor haya sido beneficiario del aporte suplementario por costo de capital adicional establecido en la ley N° 19.532, que crea el régimen de jornada escolar completa diurna, el precio de la compraventa no podrá exceder el monto que resulte de restar al valor del inmueble, lo que el sostenedor deberá devolver al Fisco conforme a lo dispuesto en el artículo décimo transitorio.


Para estos efectos, el valor del inmueble será hasta 1,7 veces el avalúo fiscal de éste.


El propietario podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos la revisión del actual avalúo fiscal del inmueble en donde funciona el establecimiento educacional.


Mediante un decreto del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, se regularán las materias de que trata el presente artículo.”.


6) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para sustituirlo, por el siguiente:


“14) Agrégase en la letra f) del artículo 89, a continuación de la palabra “municipales” la expresión “o dependientes de los Servicios Locales de Educación”.


7) De la diputada Girardi para agregar un nuevo numeral, que agrega un nuevo inciso tercero al artículo 91, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto respectivamente, del siguiente tenor:


“El administrador provisional ordenará dentro de los primeros 30 días de haber asumido sus funciones, la realización de una auditoría financiera contable y de gestión, que abarque a lo menos los tres últimos años lectivos anteriores a su nombramiento.”.


8) De las diputadas Girardi y Provoste para reemplazar la letra h) por la siguiente:


“Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial por parte del Estado corresponderá en conjunto con la Secretaria Regional Ministerial de Educación adoptar todos los medios necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.


9) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para intercalar en el inciso primero del artículo 94, entre las expresiones “por otras entidades creadas por ley,” y “y no existan establecimientos cercanos”, la locución “tales como los Servicios Locales de Educación,”.


10) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar en el artículo 95, a continuación de la expresión “otra entidad creada por ley,” la locución “tales como los Servicios Locales de Educación,”.


11) De la diputada Vallejo para modificarlo en el siguiente sentido:


-Elimínase la frase “municipalidad, una corporación municipal u otra”.


-Incorpórase un inciso segundo del siguiente tenor: 


“En caso de ser designado un administrador provisional respecto de un establecimiento que se encuentre bajo la dependencia de un Servicio Local de Educación, se procederá a designar un director interino, el que cumplirá sus funciones hasta la designación de un nuevo titular. En estos casos, la Superintendencia de Educación certificará dicha circunstancia e informará, dentro de quinto día, a la Dirección de Educación Pública a fin de que ésta adopte, de conformidad a la ley, las medidas que correspondan. Deberá, asimismo, informarse al Consejo Local de Educación Pública respectivo. ”.


-Incorpórase un inciso tercero del siguiente tenor: 


“Si uno de los establecimientos particulares subvencionados que aceptan gratuitamente a alumnos sin proceso de selección entre 1° y 6° año de educación básica, se encontrare en alguno de los casos descritos en el artículo 89 de esta ley, solo podrá designarse como administrador provisional al Servicio Local de Educación que corresponda bajo un criterio territorial.


La administración provisional podrá extenderse con ocasión del acompañamiento necesario para prevenir recaer en alguna de las causales del artículo 89.”.


12) De la diputada Girardi para agregar un numeral 19) que modifique el actual artículo 97, agregando un inciso final del siguiente tenor:


“Sin perjuicio, la Superintendencia, mediante resolución fundada, podrá siempre designar un funcionario de la misma, para que se desempeñe como administrador provisional”.

Artículos nuevos


1) Del diputado Jackson para agregar un artículo nuevo, en el título de Disposiciones Finales, del siguiente tenor:


“Artículo nuevo.- Modifícase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, eliminando la frase ‘para los años 2016 a 2019.”.


2) De los diputados Espinoza, Girardi, Jackson, Robles y Vallejo para agregar un artículo nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo nuevo.- Modifícase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, eliminando la frase ‘para los años 2016 a 2019.”.


3) Del diputado Jackson para agregar un nuevo título VI, pasando el actual título VII a ser VIII, e intercalándose los siguientes artículos nuevos con la numeración correspondiente:

“Título VI

De la Negociación Colectiva por Rama o Sector


Artículo 59.- Derecho a negociar colectivamente por rama o sector. Los trabajadores, funcionarios y el personal del Sistema de Educación Pública tendrán derecho a negociar colectivamente por rama o sector. La organización o asociación más representativa podrá solicitar a la Dirección del Trabajo el establecimiento de una unidad de negociación colectiva por rama o sector de la educación pública.


En dicho caso, la Dirección del Trabajo deberá convocar al Ministerio de Educación y al Servicio Local más representativo para iniciar un proceso de negociación colectiva que tenga como objeto fijar remuneraciones y condiciones de trabajo por rama o sector de la actividad.


Artículo 60.- Organizaciones más representativas. Será considerada como organización o asociación más representativa aquella que tenga el mayor número de funcionarios asociados. No será considerada como tal una asociación que sólo afilie a funcionarios de solo un Servicio Local.


En el caso de los Servicios Locales, será considerado más representativo aquel que tenga el mayor número de funcionarios.


Corresponderá a la Dirección del Trabajo decidir si la organización requirente ostenta la calidad de más representativa y su resolución podrá ser reclamada ante el Juez del Trabajo.


Artículo 61.- Procedimiento de negociación. Requerida y convocado el establecimiento de la unidad de negociación sectorial corresponderá a las partes negociar directamente las condiciones de trabajo para el Sistema de Educación Pública. Para estos efectos, las mismas partes acordarán el procedimiento y las materias a negociar.


Artículo 62.- Efectos del convenio colectivo sector o rama. El convenio colectivo de sector será obligatorio para los Servicios Locales, el Ministerio de Educación, los funcionarios y el personal, y será publicado por el Ministerio de Educación dentro del plazo de 10 días de suscrito por las partes.


Su duración no será inferior a un año y no superior a tres años. Su aplicación comenzará desde el momento que dicho instrumento se publique en el Diario Oficial.”.


4) Del diputado Bellolio para agregar un nuevo artículo 59, del siguiente tenor: 


“A solicitud de los directores de establecimientos educacionales administrados por los Servicios Locales de Educación Pública, los Directores Ejecutivos de éstos deberán delegar en ellos facultades especiales para percibir y administrar los recursos otorgados por el decreto fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación u otros recursos estatales que se encuentren destinados a los respectivos establecimientos, las atribuciones de celebrar contratos, contratar personal, terminar contratos y, otras facultades para la adecuada administración del establecimiento.


El Director Ejecutivo del Servicio Local de Educación Pública deberá informar la delegación y los fundamentos de la misma a la Dirección de Educación Pública. Con todo, solo podrá denegar esta solicitud con acuerdo del Consejo Local de Educación Pública.”.


5) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar un nuevo artículo 59 del siguiente tenor, pasando el actual 59 a ser 60, y así sucesivamente:


“Artículo 59.- Voluntariedad en el traspaso de establecimientos educacionales de dependencia de municipalidades y corporaciones municipales. Los establecimientos educacionales de dependencia de municipalidades y corporaciones municipales podrán ser entregados por estas a los Servicios Locales de Educación respectivos de la comuna en que se encuentren ubicados los establecimientos. Para hacer efectiva dicha facultad, el Alcalde deberá dar aviso al Ministerio de Educación de este hecho, dentro de los 6 meses anteriores al inicio del año escolar siguiente, y entregar todos los antecedentes que sean requeridos para proceder al traspaso, en los términos establecidos en la presente ley. Asimismo, se deberá dar aviso a los miembros de la comunidad educativa del establecimiento a traspasar, procurando especialmente de informar a las distintas familias cuyos hijos o pupilos se encuentran matriculados en el establecimiento respectivo.


En caso de hacerse efectiva la facultad establecida en el inciso anterior, se procederá al traspaso del personal y de los bienes muebles e inmuebles, de conformidad a los mecanismos establecidos en los artículos transitorios de la presente ley. 


En caso de no proceder al traspaso de los establecimientos, las municipalidades o corporaciones municipales sostenedoras deberán suscribir un convenio con el Ministerio de Educación y comprometerse a cumplir con la Estrategia Nacional de Educación Pública defina por dicha cartera de Estado.


Serán traspasados a los Servicios Locales de Educación respectivos, por el solo ministerio de la ley, los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales que hayan sido ordenadas como establecimientos de Desempeño Deficiente por la Agencia de la Calidad de Educación, de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.529, siempre que no hayan logrado ubicarse en una categoría superior en el plazo de 4 años.”.


6) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para agregar un nuevo artículo 59 bis del siguiente tenor:


“Artículo 59 bis.- De la delegación de la administración de establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales. Las municipalidades y corporaciones municipales podrán delegar la administración de los establecimientos de su dependencia a sostenedores particulares subvencionados que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, y las normas contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, por un plazo de hasta 10 años renovables, siempre que el establecimiento se encuentre ordenado por la Agencia de la Calidad de la Educación en categoría de Desempeño Deficiente, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529.


El sostenedor que recibe la administración tendrá todas las facultades y obligaciones propias de los sostenedores para gestionar los establecimientos respectivos. En especial tendrá las siguientes facultades:


a) Asumir la representación legal del establecimiento. 


b) Asegurar la continuidad escolar y procurar la disponibilidad de matrícula para los alumnos del establecimiento. 


c) Percibir y administrar los recursos de que trata el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, la ley N° 20.248, otros aportes regulares que entregue el Estado, así como los que pudiere disponer la Ley de Presupuestos del Sector Público para asegurar la continuidad del servicio educacional del establecimiento correspondiente.


d) Pagar las obligaciones derivadas del servicio educacional desde el momento que asume sus funciones, con el límite de los recursos que reciba para su gestión, de acuerdo a las prioridades que establezca y procurando el buen desempeño del establecimiento educacional. 


e) Devolver la administración de los bienes al sostenedor municipal al término de su gestión. 


El personal de los establecimientos cuya administración se delega mantendrá la calidad jurídica de sus contratos y no podrá, en ningún caso, verse afectado en sus derechos por esta delegación.


El procedimiento para hacer efectiva la facultad prescrita en el inciso anterior se establecerá en un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y suscrito por el Ministerio de Hacienda.”.
Artículo 61, que ha pasado a ser 60


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para modificarlo de la siguiente manera:


-Para reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Todas las referencias que las leyes, decretos, reglamentos y, en general, la normativa vigente haga a las municipalidades, los departamentos de administración de educación municipal o las corporaciones municipales creadas antes del 31 de marzo de 1988 conforme a las normas del Código Civil y a los decretos N° 462, de 1981, y N° 110, de 1976, ambos del Ministerio de Justicia en tanto sostenedores de establecimientos educacionales, que no hayan sido suprimidas o adecuadas por la presente ley, deberán entenderse hechas también al o los Servicios Locales de Educación Pública que corresponda conforme a su ámbito de competencia territorial, respecto de los establecimientos que les hayan sido transferidos en virtud de esta ley.”.


-Para suprimir su inciso final.

Artículo 62, que ha pasado a ser 61


1) De la diputada Girardi para agregar un inciso segundo del siguiente tenor: 


“En todo caso el Estado deberá asegurar con cargo a los mismos recursos de la partida 50 del Tesoro Público, a todo evento,  el costo de remuneraciones de docentes, de asistentes de la educación, de la administración de los servicios locales,  servicios  básicos y de mantención de los establecimientos educacionales, y el proyecto educativo institucional.”.


2) De las diputadas Girardi, Provoste y Vallejo para intercalar entre la frase “la presente ley” y “se financiará” lo siguiente: “, por concepto de remuneraciones, de la administración de los Servicios Locales, servicios básicos y de mantención de los establecimientos educacionales, y del proyecto educativo institucional”.

Artículos transitorios

Artículo tercero


1) De la diputada Vallejo para incorporar un nuevo inciso segundo:


“Sin perjuicio de lo anterior, ha de constituirse una mesa técnica de apoyo al traspaso de la información disponible al nuevo Sistema de Educación Pública, con no menos de seis meses de anticipación a la entrada en vigencia de la calidad de sostenedor de los Servicios Locales de Educación. La información que deberá ser tenida en consideración será toda aquella de carácter financiero, administrativo y de gestión de las distintas corporaciones municipales, sin perjuicio de la que la mesa técnica tenga a bien agregar.”.

Artículo cuarto


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Traspaso del servicio educacional. Traspásese el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de las corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, a los Servicios Locales de Educación Pública creados de conformidad al artículo 10 de esta ley, de acuerdo a lo establecido en el artículo 59 de la presente ley, en la forma y condiciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.


Para estos efectos, se entenderá indistintamente por “corporación municipal” o “corporaciones municipales”, según corresponda, aquellas corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.”.


2) Del diputado Robles para agregar la frase “y de salud” después de la palabra “educacional”.

Artículo séptimo


1) De los diputados Bellolio, Gahona y Hoffmann para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo séptimo.- Fecha del traspaso del servicio educacional. El 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local, se le traspasará, de acuerdo a las normas establecidas en el artículo 59 de esta ley, el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de corporaciones municipales, de las comunas en las cuales éste ejerza su competencia, lo cual comprenderá los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos asociados a la prestación de dicho servicio, de conformidad a las disposiciones transitorias siguientes.”.


2) Del diputado Robles para la frase “y de salud” después de la palabra “educacional”.

Artículo noveno


1) Del diputado Robles para agregar la frase “y de salud” después de la palabra “educacional”.

Artículo décimo quinto


1) De las diputadas Girardi y Provoste para eliminar en el inciso primero la parte que dice: “administrados por municipalidades o corporaciones municipales” y agregar luego de la palabra “parvularia”, la frase “vía transferencia de fondos”. 


2) De los diputados Arriagada, Girardi, Mirosevic y Robles para reemplazar la frase: “Se entenderán incluidas en el traspaso señalado en el párrafo 2° de las disposiciones transitorias”, por “se traspasaran a la Junta Nacional del Jardines Infantiles”.

Artículo décimo octavo


1) De la diputada Vallejo para sustituir el inciso cuarto, por el siguiente:


“El Ministerio de Educación deberá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, a través de la participación en la mesa técnica a que alude el artículo tercero transitorio.”.


2) Del diputado Espinoza para reemplazar el inciso final por el siguiente: 


“El Ministerio de Educación deberá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, a través de la conformación de una mesa técnica, que será integrada, a lo menos, por tres representantes de las administraciones de los sostenedores del territorio,  junto a los equipos técnicos que el ministerio de educación destine para los efectos y que además sistematizarán la información remuneracional y laboral del personal afecto al traspaso.”.

Artículo vigésimo primero, que ha pasado a ser vigésimo segundo


1) De la diputada Vallejo para sustituir la expresión “podrán” por “deberán”.


2) De la diputada Girardi para reemplazar en el inciso primero la expresión: “podrán” por “deberán”.

Artículo vigésimo tercero, que ha pasado a ser vigésimo cuarto


1) De las diputadas Girardi y Provoste para modificar la indicación del Ejecutivo, en el siguiente sentido:


A) Para agregar en la letra b)  una letra c)  del siguiente tenor:  


“c) Haber existido investigaciones administrativas, efectuadas por cualquier organismo del Estado o por los propios municipios, judiciales o de comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados que hubieren determinado un mal uso de los recursos recibidos para fines educacionales; o si han incurrido en incumplimientos reiterados en el pago de obligaciones previsionales o remuneracionales.”.


B) Para agregar dos incisos finales del siguiente tenor:  


“En todo caso dichas auditorias deberá ser especializada y el análisis de gestión deberá considerar criterios de eficiencia y eficacia, estableciendo  si el  desequilibrio financiero, corresponde a déficit estructural considerando la matrícula y número de establecimientos.  Lo que dicha auditoria no contemple como déficit estructural no podrá cubrirse mediante la transferencia de recursos a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio letra f).


Sin perjuicio, si como resultado de tales auditorias se derivare alguna eventual  infracción a la ley, el funcionario del ministerio de educación que reciba la información, oficiará con los antecedentes que correspondan a los organismos públicos competentes.  Asimismo, si se tuviere conocimiento de la comisión de un hecho que pudiere revestir caracteres de delito, deberá remitir dichos antecedentes a la autoridad competente, de conformidad con lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del DFL Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.”.

Artículo vigésimo séptimo, que ha pasado a ser vigésimo octavo


1) De la diputada Girardi para agregar un inciso final, del siguiente tenor:


“Si con posterioridad a la dictación del decreto señalado en el inciso anterior, se determinara que ha existido una sobrevaloración de la deuda, sea por lo que se establezca en virtud de las auditorias y posteriores investigaciones que se deriven de ellas, se rebajará el monto en la parte que corresponda.  Asimismo si aparecieren hechos que aumentaren dicha deuda tales como fallos judiciales o, en general casos fortuitos o de fuerza mayor que no hubieren sido considerados, se aumentará el monto en la parte que corresponda, y se realizarán las acciones legales que procedan para perseguir la responsabilidad.”.


2) De los diputados Provoste y Morano para agregar al final de la letra a) la frase “así como también a las trabajadoras de los jardines VTF.”. 


3) De los diputados Provoste y Morano para agregar en la letra d) a continuación de la palabra “intereses” el vocablo “multa”.

Artículo vigésimo noveno, que ha pasado a ser trigésimo


1) De los diputados Provoste y Morano a la indicación del Ejecutivo para reemplazar en el inciso primero la expresión “podrá” por “deberá”. 

Artículo trigésimo cuarto, que ha pasado a ser trigésimo quinto

1) Del diputado Jackson para agregar en el literal e) del artículo trigésimo cuarto transitorio, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.”.


2) De la diputada Vallejo para modificarlo, de la siguiente forma:


-Para incorporar un nuevo inciso segundo, pasando el actual a ser tercero y así sucesivamente, del siguiente tenor: “Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, asisten a los empleados afectados por este artículo las mismas restricciones a que alude el inciso tercero del artículo trigésimo segundo transitorio.”.


-Para incorporar un nuevo inciso tercero, pasando el segundo que ha pasado a ser tercero a ser cuarto y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“El traspaso no significará merma de los derechos sindicales de los trabajadores. Todos los derechos, beneficios y prebendas que hayan sido obtenidos fruto de una negociación colectiva serán mantenidos, así como el derecho a negociar colectivamente.”.


-Para sustituir en el inciso segundo la expresión “estarán facultadas para” por la palabra “deberán”.


-Para eliminar el inciso final.


3) Del diputado Jackson para agregar en el inciso segundo, a continuación del punto aparte, que ha pasado a ser punto seguido, la siguiente oración:

“Dicho personal continuará afecto al régimen laboral al que se encontraba sujeto con anterioridad al ejercicio de dicha facultad, manteniendo su actual régimen y condición laboral, sin significar disminución de remuneraciones, ni la modificación de los derechos estatutarios y previsionales,”.

Artículo trigésimo séptimo, que ha pasado a ser trigésimo octavo


1) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo inciso cuarto:


“En el evento de todo cambio o modificación a la ley N° 19.464, no se podrán afectar los derechos ya adquiridos por los trabajadores asistentes de la educación y estos tendrán derecho siempre a invocar la norma legal que le sea más favorable. Igualmente, la aplicación supletoria del Código del Trabajo a la relación laboral podrá significar complementar o reconocer nuevos derechos pero dicha supletoriedad no podrá interpretarse en perjuicio del trabajador”.

Artículo trigésimo octavo, que ha pasado a ser trigésimo noveno


1) De los diputados Morano y Provoste para agregar a continuación de la palabra “cambio” la expresión “fuero y titularidad sindical”.


2) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un inciso final del siguiente tenor: 


“Se reconoce expresamente el derecho a la negociación colectiva de los Asistentes de la Educación, facultándose a cada Servicio Local de Educación para negociar colectivamente.”.
Artículos nuevos


1) De los diputados Venegas y Arriagada para incorporar el siguiente artículo transitorio nuevo:


“Todos los reglamentos contenidos en esta ley, tendrán un plazo de 180 días para ser dictados desde la promulgación de la presente ley.”.


2) De la diputada Girardi para agregar los siguientes artículos transitorios nuevos:


“Artículo transitorio.- Se faculta al Presidente de la República para que dentro de un plazo de seis meses desde la publicación de la presente ley, dicte un texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 sobre estatuto de los profesionales de la educación.”.


“Artículo transitorio.- Hasta el segundo período anual, contado desde la instalación del servicio local de educación, además de las causales establecidas en el artículo 31 de la presente ley,  se podrá cesar en el cargo a personal de planta por la causal de necesidades del servicio,  determinadas  por el Director Ejecutivo y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento del servicio.


Para este efecto, anualmente, los funcionarios del servicio que ejerzan cargos directivos, efectuaran en conjunto una evaluación sobre la marcha de la institución y  en función de su misión y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Director Ejecutivo ejerza esta facultad.


Un reglamento fijará el procedimiento de evaluación.


El personal que cese en sus funciones por aplicación de este artículo, tendrá derecho a la indemnización prevista en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.”.


3) De los diputados Cariola, Girardi, Espinoza, Provoste, Robles, Vallejo y Venegas para incorporar un nuevo artículo transitorio del siguiente tenor:


“Artículo transitorio.- En el transcurso del primer semestre de 2017, S.E. la Presidenta de la República ingresará a tramitación legislativa en el Congreso Nacional un Mensaje que contenga el proyecto de ley que modifique el sistema de financiamiento de subvención del Estado a los establecimientos educacionales que regula la presente ley, el cual considerará como principios orientadores, al menos, los siguientes:


1. El financiamiento por escuela se determinará según matrícula, remuneraciones de trabajadores de la educación, características de la población que atiende, infraestructura, equipamiento, materiales según las modalidades educativas, distancia y transporte de sus estudiantes.


2. Para asegurar la justicia de los criterios empleados en la asignación de recursos por escuela, el nuevo sistema de financiamiento deberá proponer instrumentos que permitan adaptarse a las situaciones sociales de los establecimientos educacionales, con la finalidad de promover la calidad equitativa en todo el Sistema de Educación Pública.


3. Finalmente, para no erogar gastos excesivos para el presupuesto de la Nación, el nuevo sistema de financiamiento deberá priorizar el objetivo de integrar los diferentes aportes que actualmente reciben los establecimientos educacionales regulados por esta ley, de acuerdo a los criterios generales de fortalecimiento de la educación pública; la corrección positiva de las desigualdades de base; la diversidad de proyectos educativos  públicos, inclusión y cohesión social, señalados en los numerales anteriores.


4) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“Los departamentos y unidades de educación de la Corporación municipal se entenderán disueltas por el solo ministerio de la ley”.


5) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio:


“Por el hecho de su disolución el personal dependiente de corporaciones municipales será traspasado con solución continuidad. En consecuencia será indemnizado por los años de servicios trabajados para la corporación. Con todo, dicho personal será traspasado a los nuevos servicios locales, sin disminución en sus remuneraciones y con pleno respeto de los derechos adquiridos en sus contratos individuales y colectivos de trabajo.”.


6) De los diputados Girardi, Provoste y Morano para agregar un nuevo artículo transitorio:


“El personal docente, asistentes de la educación y de educación parvularia continuarán rigiéndose por las disposiciones especiales que los rigen y supletoriamente por el Código del Trabajo”. 


7) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio nuevo:


“El número total de Asistentes de la Educación del Servicio Local de Educación, constituirá la planta de este estamento y será fijada por resolución fundada del Director Ejecutivo, con consulta al Consejo Local de Educación.”.


8) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio nuevo:


“Todos los ingresos que perciba cada Servicio Local de Educación, por cualquier concepto, inclusive la subvención a la educación, estarán afectos al embargo para el cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales.”.


9) De los diputados Girardi, Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio nuevo:


“El trabajador Asistente de la Educación, no podrá ser destinado a labores distintas de aquellas que indique su contrato o nombramiento, salvo acuerdo de las partes. En todo caso, el trabajador podrá reclamar conforme al procedimiento que establece el artículo 12 del Código del Trabajo.”.


10) De las diputadas Girardi y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio nuevo:

“La atención escolar a los estudiantes en situación de enfermedad, es la modalidad  educativa transversal del sistema educativo, que se preocupa de dar continuidad y garantizar el derecho a la educación de los niños, niñas y jóvenes hospitalizados y,o en tratamiento médico ambulatorio y domiciliario, para evitar la deserción y el desfase  escolar y mantenerlo vinculado al tejido social, procurando atender sus necesidades pedagógicas y sociales, producidas a partir de su enfermedad. 


El objetivo de esta modalidad es hacer efectivo el derecho a la educación de los estudiantes en situación de enfermedad, para que puedan acceder al sistema educativo, permitiendo así la continuidad de estudios y su reinserción en el sistema educativo regular,  cuando las circunstancias lo ameriten. 


Los establecimientos educacionales hospitalarios, percibirán una subvención por matrícula mensual por cada alumno/a que asciende a 15 Unidad de Subvención Educacional (USE), más el respectivo porcentaje correspondiente a la zona geográfica y otros valores por efectos de subvención educacional. 


Los establecimientos educacionales hospitalarios que tengan una matrícula menor a una matrícula mensual a 10 alumnos/as, se les considerará un piso de 15 alumnos como matrícula mensual, para los efectos del pago de subvenciones, sin perjuicio del cobro de más subvención en el caso de que el promedio fuera superior al ya indicado en el piso.”.


11) De los diputados Morano y Provoste para agregar un nuevo artículo transitorio nuevo:


“El Ministerio de Educación deberá garantizar que aquellos funcionarios de los Departamentos de Administración de Educación Municipal (DAEM) y los Departamentos de Educación Municipal (DEM) sean  traspasados a los Servicios Locales de Educación desempeñando  funciones similares a las que realizan con el actual sostenedor.


En caso de que el funcionario o funcionaria ya se encuentre en edad de jubilar, existirá un Bono de Incentivo al retiro, a efectos de agradecer la labor realizada durante años, la entrega al servicio público, permitiendo además, que la dotación pueda tener una  renovación.”.
VII. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.


En mérito de las consideraciones anteriores y por las que, en su oportunidad, pudiere añadir el diputado informante, la Comisión de Educación recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY

Título I

Disposiciones Generales


Artículo 1°.- Objeto de la ley. La presente ley crea el Sistema de Educación Pública, en adelante también el “Sistema”, establece las instituciones que lo componen y regula su funcionamiento.


Artículo 2°.- Objeto del Sistema de Educación Pública. El Sistema tiene por objeto que el Estado provea, a través de los establecimientos educacionales de su propiedad y administración, que formen parte de los Servicios Locales de Educación Pública que son creados en la presente ley, una educación pública, gratuita y de calidad, laica y pluralista, que promueva la inclusión social y cultural, la equidad, la tolerancia, el respeto a la diversidad y la libertad, considerando las particularidades locales y regionales, garantizando el ejercicio del derecho a la educación de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en todo el territorio nacional.


El Sistema velará por el respeto a las particularidades de cada nivel educativo, considerando la integralidad, pluralidad y el apoyo constante a las y los estudiantes. En particular, deberá considerar las características propias de los establecimientos que imparten el nivel parvulario.


Artículo 3°.- Integrantes del Sistema. Integran el Sistema, los establecimientos educacionales que forman parte de los Servicios Locales de Educación Pública, conformados por la comunidad educativa, de acuerdo a lo establecido en el artículo 40; los Servicios Locales de Educación Pública, en adelante también los “Servicios Locales”, y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV de la presente ley.


Artículo 4°.- Principios del Sistema. El Sistema y sus integrantes se regirán por los principios señalados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y por los principios que se establecen a continuación:


a) Calidad integral.  El Sistema se orientará hacia la provisión de una educación de calidad que permita a los y las estudiantes acceder a oportunidades de aprendizaje para un desarrollo integral, llevar adelante sus proyectos de vida y participar activamente en el desarrollo social, cultural y económico del país. Para ello, el Sistema promoverá el desarrollo de los y las estudiantes en sus distintas dimensiones, incluyendo la espiritual, ético moral, cognitiva, afectiva, artística y el desarrollo físico, entre otras, así como las condiciones para implementar y evaluar el cumplimiento del currículum, y las necesidades y adaptaciones que la comunidad educativa convenga, en lo pertinente.


El Sistema velará por que el proceso educativo que se desarrolle en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales provea a los y las estudiantes las oportunidades de recibir una educación de calidad, mediante actividades curriculares y extracurriculares, así como a través de la promoción de una buena convivencia escolar que prepare a los y las estudiantes para la vida en sociedad.


b) Mejora continua de la calidad. El Sistema velará por el mejoramiento sostenido de los procesos educativos que se desarrollen en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, con el objeto de alcanzar una educación de calidad integral e inclusiva. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos generales definidos en la ley y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades. 


El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios Locales y los establecimientos educacionales de su dependencia, alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo, en todos los niveles educativos, y especialmente tratándose de la educación parvularia, estas acciones comprenderán el apoyo psicosocial y profesional en materias propias de dichos niveles.


c) Cobertura nacional y garantía de acceso. El Sistema, con el objeto de resguardar el ejercicio del derecho a la educación reconocido por la Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, asegurará la prestación del servicio educacional en todo el territorio nacional, y el acceso de todas las personas, incluyendo especialmente a aquellas que tengan necesidades educativas especiales, de conformidad a la ley, a los distintos niveles educativos, considerando las formaciones diferenciadas que ellos incluyen, y las distintas modalidades educativas, velando además por la continuidad del servicio. 


d) Desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades. Los integrantes del Sistema deberán ejecutar medidas de acción positiva que, en el ámbito educacional, se orienten a evitar o compensar las consecuencias derivadas de las desigualdades de origen o condición de los y las estudiantes, velando particularmente por aquellos que requieran de apoyos especiales y una atención diferenciada, con el propósito de que puedan desarrollar al máximo sus potencialidades.


e) Colaboración y trabajo en red. El Sistema y sus integrantes basarán su funcionamiento en la colaboración, fomentando la cooperación permanente y sistemática entre las instituciones que lo componen, con el objeto de propender al pleno desarrollo de la educación pública. Para ello, deberán realizar un trabajo colaborativo y en red, basado en el desarrollo profesional, el intercambio de información, el acceso común a servicios e instalaciones, la generación de redes de aprendizaje entre los integrantes de las comunidades educativas, el fomento del trabajo conjunto de sus diversos profesionales y el intercambio de buenas prácticas pedagógicas y de gestión educativa, promoviendo el desarrollo de estrategias colectivas para responder a sus desafíos comunes.


Asimismo, los Servicios Locales propenderán a realizar un trabajo colaborativo con órganos pertenecientes a los sectores de salud, deporte, cultura, entre otros, y con sostenedores de la educación particular y particular subvencionada.


f) Proyectos educativos inclusivos, laicos y de formación ciudadana. El Sistema debe favorecer la expresión y valoración de las diferencias entre los y las estudiantes y sus particularidades. Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, promoviendo activamente la eliminación de la segregación social, étnica, religiosa, política, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades.


Para estos efectos, el Sistema deberá asegurar especialmente el respeto por la libertad de conciencia, garantizando un espacio de convivencia abierto a todos los cultos y creencias religiosas, fomentar la convivencia democrática y el ejercicio de una ciudadanía crítica y responsable, promover el cuidado y respeto por el medio ambiente y el conocimiento, comprensión y compromiso de los y las estudiantes con los derechos humanos.


g) Pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad. El Sistema deberá contar con proyectos educativos diversos y pertinentes a la identidad, necesidades e intereses de la comunidad, respetando siempre los derechos humanos y la convivencia democrática. 


En la formulación y desarrollo de los proyectos educativos de los establecimientos educacionales se deberá garantizar y promover la participación vinculante de las comunidades educativas, asegurando el derecho a la información, organización y expresión de sus opiniones en los asuntos que les afectan, de conformidad a la legislación vigente.


h) Formación ciudadana y valores republicanos. El Sistema promoverá en los estudiantes la comprensión del concepto de ciudadanía y los derechos y deberes asociados a ella, entendidos estos en el marco de una república democrática, con el propósito de formar una ciudadanía activa en el ejercicio y cumplimiento de estos derechos y deberes. En particular, propenderá a difundir los valores republicanos, entendiéndose por tales aquellos propios de la práctica constante de una sociedad democrática, laica y pluralista, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y de los derechos humanos, reconocidos en la Constitución Política de la República y en tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile.


i) Integración con el entorno y la comunidad. El Sistema se encargará de promover el desarrollo de conocimientos, habilidades y valores que permitan a las personas y comunidades contribuir a asegurar, desde sus propias identidades, su supervivencia y bienestar, a través de una relación creativa y constructiva con sus respectivos entornos, reconociendo la interculturalidad, según lo establecido en el artículo 3°, literal m) del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.  Para ello, los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales deberán propender a formar personas conscientes de su individualidad, pero integradas en una comunidad y en el entorno, promoviendo una cultura de paz, justicia y solidaridad, participativa y democrática, comprometida con la conservación del medio ambiente.

Título II

De la Dirección de Educación Pública

Párrafo 1°

Objeto, funciones y atribuciones


Artículo 5°.- Definición. Créase la Dirección de Educación Pública como servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Educación. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que disponga para el cumplimiento de su objeto y por razones de buen servicio. 


Artículo 6°.- Objeto. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública coordinar a los Servicios Locales; velar por que éstos provean una educación de calidad en todo el territorio nacional considerando las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación, y proponer la estrategia nacional de educación pública establecida en el artículo 42 de esta ley, de conformidad con lo establecido en los principios consagrados en el artículo 4° de la presente ley.


Artículo 7°.- Funciones y atribuciones. La Dirección de Educación Pública tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto: 


a) Coordinar a los Servicios Locales, promoviendo su trabajo colaborativo y en red.


b) Orientar a los Servicios Locales para el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional.


c) Proponer al Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública provista a través del Sistema, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


d) Elaborar y proponer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 21 de la presente ley, al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional señalados en el párrafo 3° del Título III, así como realizar su seguimiento, evaluación y revisión de conformidad a lo dispuesto en dicho párrafo. 


e) Proponer al Ministro de Educación el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos y las candidatas al cargo de Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 13 de esta ley. 


f) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 27 de la presente ley. 


g) Proponer al Ministerio de Educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 42, la estrategia nacional de educación pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema.


h) Proponer a los Servicios Locales planes de innovación, propendiendo a la mejora continua de la calidad del servicio educacional provisto a través del Sistema, en concordancia con las políticas del Ministerio de Educación.


i) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario para el cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 4° de la presente ley.


La Dirección de Educación Pública será la encargada del control y supervisión de la gestión y administración de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada establecido en el decreto ley Nº 3.166, de 1980, que autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica. La Dirección de Educación Pública podrá, al término de la vigencia del respectivo convenio, renovar éste con las entidades administradoras o traspasarla al Servicio Local de Educación Pública que corresponda.


j) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


k) Realizar estudios, diagnósticos y evaluaciones de la situación educativa de cada Servicio Local y sus establecimientos educacionales, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. Asimismo, en el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.


l) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.


m) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.


n) Requerir de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia, toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar y procesar dicha información. 


ñ) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación, y coordinarse con ellas, en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.


o) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.


p) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales, de conformidad a lo establecido en el artículo 26 de la presente ley. 


q) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.

Párrafo 2°

Organización de la Dirección de Educación Pública


Artículo 8°.- Organización Interna. El Servicio deberá contar con una dotación de personal que le permita cumplir con las funciones y atribuciones dispuestas en la presente ley.


El personal de la Dirección de Educación Pública estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.


El Director de Educación Pública, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, establecerá la organización interna del servicio y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades que se establezcan, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.

Título III

De los Servicios Locales de Educación Pública

Párrafo 1°

Objeto, funciones y atribuciones


Artículo 9°.- Definición. Créanse los Servicios Locales de Educación Pública que se señalan a continuación, como servicios públicos funcional y territorialmente descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, los que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación, en las siguientes regiones:


a) Región de Arica y Parinacota: un Servicio Local.


b) Región de Tarapacá: dos Servicios Locales.


c) Región de Antofagasta: dos Servicios Locales.


d) Región de Atacama: dos Servicios Locales.


e) Región de Coquimbo: cuatro Servicios Locales.


f) Región de Valparaíso: ocho Servicios Locales.


g) Región Metropolitana de Santiago: dieciséis Servicios Locales.


h) Región del Libertador General Bernardo O’Higgins: seis Servicios Locales.


i) Región del Maule: cuatro Servicios Locales.


j) Región del Biobío: once Servicios Locales.


k) Región de la Araucanía: tres Servicios Locales.


l) Región de Los Ríos: dos Servicios Locales.


m) Región de Los Lagos: cuatro Servicios Locales.


n) Región Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo: un Servicio Local.


ñ) Región de Magallanes y de la Antártica Chilena: un Servicio Local.


El ámbito de competencia territorial de cada uno de los Servicios Locales, su denominación y domicilio se determinará de conformidad a lo dispuesto en el artículo quinto transitorio de esta ley. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, cada Servicio Local podrá crear oficinas locales, mediante decreto fundado del Ministerio de Educación, cuando se justifique por razones de distancia y concentración de matrícula en un determinado sector del territorio de su competencia, cuando excepcionalmente ello sea necesario por razones de buen servicio para el adecuado cumplimiento de sus funciones o cuando el Consejo Local de Educación así lo solicite.


En cada Servicio Local existirá un Consejo Local de Educación Pública, en adelante también Consejo Local, de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° de este título.


Los Servicios Locales serán coordinados por la Dirección de Educación Pública y se relacionarán con el Ministerio de Educación por su intermedio.  Asimismo, estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, sin perjuicio de las materias reguladas en la presente ley.


Artículo 10.- Objeto. El objeto de los Servicios Locales será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de la educación pública establecidos en el artículo 4° de esta ley. Para ello, velarán especialmente por la mejora continua de la calidad del servicio educacional, atendiendo a las particularidades de su territorio y promoviendo el desarrollo equitativo de todos los establecimientos de su dependencia.


Para el cumplimiento de su objeto, los Servicios Locales deberán cumplir con las políticas, planes y programas que establezca el Ministerio de Educación. 


Para todos los efectos legales, los Servicios Locales serán sostenedores de los establecimientos educacionales de su dependencia y se regirán por las disposiciones de la presente ley y sus disposiciones reglamentarias, además de las normas comunes aplicables a éstos, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 11.- Funciones y atribuciones. Los Servicios Locales tendrán las siguientes funciones y atribuciones, las cuales se entienden sin perjuicio de aquellas que corresponden a los sostenedores de establecimientos educacionales:


a) Proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda de conformidad a la ley. 


b) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales del servicio y los establecimientos educacionales de su dependencia.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, respecto de las funciones y atribuciones propias de los directores de establecimientos educacionales o de las funciones y atribuciones que les sean especialmente delegadas a éstos por el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva de conformidad a la ley.


c) Desarrollar la oferta de educación pública en el territorio que le corresponda. Para ello velará por la cobertura del servicio educacional, de acuerdo a las particularidades del territorio, y por la continuidad en la trayectoria educativa de los y las estudiantes. En el caso de la formación técnico profesional, propenderá a una debida articulación con la formación técnica de nivel superior, para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica estatales que existirán en cada región del país.


d) Diseñar y prestar apoyo técnico-pedagógico y a la gestión de los establecimientos educacionales de su dependencia. En particular, diseñarán y prestarán apoyo a los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de dichos establecimientos. 


El apoyo técnico-pedagógico deberá orientarse y responder a las necesidades de cada comunidad educativa, para lo cual deberá considerar los contenidos establecidos en los proyectos educativos institucionales y los planes de mejoramiento educativo de cada establecimiento. 


En esta labor, los Servicios Locales deberán considerar las características territoriales, modalidades, niveles educativos y las formaciones diferenciadas de sus establecimientos educacionales, poniendo especial atención a los establecimientos de educación especial, de adultos, interculturales bilingües y rurales uni, bi y tri docentes, así como aquellos que ofrezcan formaciones diferenciadas técnico-profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley, adaptando sus acciones de apoyo en función de sus particularidades.


En el caso del nivel de educación parvularia, el Servicio Local deberá considerar las políticas elaboradas por la Subsecretaría de Educación Parvularia, en el diseño y prestación de apoyo técnico-pedagógico que realice en los establecimientos de su dependencia.


e) Implementar iniciativas de desarrollo profesional para los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como de los funcionarios del servicio, siempre y cuando digan relación con los desafíos y necesidades propias de los establecimientos educacionales y del servicio en general, y con arreglo a su disponibilidad presupuestaria. 


f) Desarrollar sistemas de seguimiento, información y monitoreo, que consideren la evaluación de procesos y resultados de los establecimientos educacionales de su dependencia, con el objeto de propender a la mejora continua de la calidad de la educación provista por dichos establecimientos. 


g) Fomentar el trabajo colaborativo y en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, podrá agruparlos sobre la base de criterios tales como proximidad territorial, pertenencia comunal, características de los proyectos educativos y nivel educativo, considerando sus formaciones diferenciadas, o sus modalidades educativas. 


h) Promover y fortalecer el liderazgo directivo en los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva podrá delegar en los directores de los establecimientos educacionales las atribuciones que faciliten la gestión educacional, debiendo proveer las condiciones necesarias para el adecuado ejercicio de las atribuciones delegadas.


i) Ejecutar acciones orientadas a fomentar la participación de los miembros de la comunidad educativa y de las comunidades locales, en las instancias que promueva el propio Servicio Local o los establecimientos de su dependencia, de conformidad a la ley. 


j) Elaborar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 26 y 27 de esta ley. 


k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. En el caso de la apertura de nuevos establecimientos educacionales, deberá ceñirse a los recursos que para dicho efecto contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. La decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional, sólo procederá en situaciones excepcionales debidamente fundadas y deberá ser informada a la Dirección de Educación Pública, que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas dentro del plazo de quince días. La decisión sobre la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales deberá ser informada al Consejo Local. 


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará las materias señaladas en el presente literal.


l) Determinar la apertura o cierre de especialidades de formación diferenciada en sus establecimientos de enseñanza media técnico profesional, asegurando la existencia de una oferta territorial pertinente a las necesidades de desarrollo locales y debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. Esta decisión deberá ser consultada al Consejo Local respectivo.


m) Elaborar y proponer a la Dirección de Educación Pública, u otros organismos públicos a través de ella, proyectos de inversión en equipamiento e infraestructura educacional u otros ítems relacionados con su objeto y fines para desarrollar en el territorio de su competencia, de conformidad a la ley.


n) Coordinar y apoyar la ejecución de planes y programas de otros órganos de la Administración del Estado, tales como la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y las municipalidades, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia.


ñ) Celebrar convenios con municipalidades en todas las materias que resulten relevantes para el cumplimiento de su objeto. Se entenderán incluidos entre estos convenios aquellos que permitan facilitar el acceso de los y las estudiantes de los establecimientos educacionales de dependencia del respectivo Servicio Local a los servicios provistos por municipalidades. Igualmente se entenderán incluidos aquellos convenios que permitan el uso compartido de los establecimientos educacionales a fin de realizar actividades comunitarias, de conformidad con las funciones de las municipalidades establecidas en la ley, resguardando, en todo caso, de manera preferente el derecho a la educación de los y las estudiantes.


o) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común. En particular, podrá vincularse con las Instituciones de Educación Superior para, entre otros, favorecer la formación inicial docente y el desarrollo profesional, la innovación pedagógica y la investigación educativa. 


p) Celebrar convenios con las instituciones del sector público o personas jurídicas que no persigan fines de lucro que detenten la administración de los establecimientos de educación técnico profesional, cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, para efectos de prestarles apoyo técnico pedagógico y trabajar en red con los establecimientos de su dependencia. En el caso que la Dirección de Educación Pública ponga término al convenio de administración delegada respectivo, una vez terminada su vigencia y de acuerdo a la normativa vigente, podrá traspasar al Servicio Local la administración de los establecimientos cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, y que se encuentren en el territorio de su competencia.


q) Mantener un registro actualizado de los bienes inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales de su dependencia.


r) Implementar y coordinar acciones tendientes a desarrollar diversas expresiones artísticas en los establecimientos educacionales, cuando ello sea pertinente de acuerdo al proyecto educativo institucional del establecimiento educacional respectivo.


s) Ejercer las demás funciones y atribuciones que establezcan las leyes.

Párrafo 2°

Organización de los Servicios Locales


Artículo 12.- El Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva. La dirección y administración de cada Servicio Local estará a cargo de un funcionario o funcionaria denominado Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva, quien será el jefe o la jefa superior del servicio. Será nombrado por el Presidente de la República, mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previsto en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882. Durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.


El cargo de Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva será de dedicación exclusiva y le serán aplicables los requisitos e inhabilidades para ser sostenedor establecidos en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


Artículo 13.- Perfil profesional del Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública elaborar y proponer al Ministro de Educación, el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos o candidatas. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional. 


El Director o Directora de Educación Pública considerará, entre otros elementos, las propuestas que para dichos efectos remita el Consejo Local respectivo, de conformidad a lo establecido en la letra e) del artículo 33. Este perfil deberá ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y ser enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.

Artículo 14.- Funciones y atribuciones del Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva. Al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva le corresponderán especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


a) Dirigir, organizar, administrar y gestionar el servicio local, velando por la mejora continua de la calidad de la educación pública en el territorio de su competencia.


b) Elaborar e implementar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 26 y 27 de esta ley, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.


c) Celebrar convenios de desempeño con los directores de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo 33 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.


d) Contratar y designar, así como poner término a las funciones del personal del Servicio Local y de los profesionales de la educación, asistentes de la educación y otros profesionales de los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la normativa vigente, según corresponda. 


e) Delegar en los directores de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como en funcionarios del Servicio Local, las atribuciones que estime conveniente, de conformidad a la ley. 


f) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio Local.


g) Participar en las sesiones del Consejo Local con derecho a voz. 


h) Rendir cuenta pública de la gestión del Servicio Local, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública.


i) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes. 


Artículo 15.- Cesación en el cargo de Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva. El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación.


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad.


d) Incumplimiento grave del convenio de gestión educacional establecido en el artículo 20 de la presente ley.


e) Negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones.


En el caso de la causal señalada en la letra c) precedente, la incapacidad deberá ser declarada por el Director de Educación Pública en base a lo dispuesto en las letras a) y b) del artículo 150 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.


En caso de la causal señalada en el literal e) precedente, se entenderá que ésta concurre cuando el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva realice conductas que impliquen una grave falta de cuidado en el desempeño de su cargo y que incidan negativamente en el funcionamiento del servicio. Así se entenderá, especialmente, en los siguientes casos:


i) Cuando un Servicio Local de Educación Pública incurra en una o más infracciones graves a la normativa educacional, o bien si los establecimientos de su dependencia incurren en reiteración de infracciones graves a la normativa educacional, incluyendo dentro de ésta el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, informadas por la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 76 de la ley N° 20.529.


ii) Cuando el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva incurra en acciones que pongan en riesgo la continuidad del servicio educacional en uno o más establecimientos educacionales del Servicio Local respectivo. Se entenderá que revisten dicha calidad, entre otras, aquellas informadas por la Superintendencia de Educación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 95 de la ley N° 20.529.


iii) Cuando en un Servicio Local exista una alta concentración de establecimientos en categoría Desempeño Insuficiente que se deba a la no implementación o implementación deficiente de las medidas específicas de apoyo referidas en el artículo 29 de la ley N° 20.529. Para estos efectos, la Agencia de Calidad de la Educación deberá informar a la Dirección de Educación Pública y al Consejo Local cada vez que un establecimiento de dependencia del Servicio Local respectivo sea ordenado en categoría Desempeño Insuficiente. 


Artículo 16.- Procedimiento de remoción del Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva. La remoción por las causales señaladas en las letras d) y e) del artículo precedente será dispuesta por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministro de Educación, previo procedimiento administrativo que deberá instruir el Director o Directora de Educación Pública. En dicho procedimiento deberán acreditarse las causales que justifiquen la remoción, y deberá contemplarse, al menos, audiencia previa del interesado, período de prueba y derecho a interponer recursos administrativos de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado. Lo anterior es sin perjuicio del reclamo de ilegalidad establecido en el artículo 160 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. 


Una vez acreditada la o las causales indicadas en el inciso anterior, el Director o Directora de Educación Pública deberá proponer al Ministro de Educación la remoción del Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva respectivo.


El Consejo Local podrá solicitar que se instruya el procedimiento indicado en los incisos precedentes cuando se funde en la causal dispuesta en los literales d) y,o e) del artículo 15. Esta solicitud sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario. En estos casos, la Dirección de Educación Pública podrá acoger la solicitud e instruir dicho procedimiento, o desecharla fundadamente.


En caso que el cargo de Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva quedara vacante, podrá ser provisto de conformidad con lo establecido en el artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882. 


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el presente artículo.


Artículo 17.- Organización interna del Servicio Local. El Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de bases generales de la Administración del Estado, determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a los niveles y unidades que se establezcan en la organización interna del servicio para el cumplimiento de sus fines, como asimismo el personal adscrito a tales niveles y unidades. 


Sin perjuicio de lo anterior, cada Servicio Local dispondrá, al menos, de las siguientes unidades: i) apoyo técnico pedagógico; ii) planificación y control de gestión; y iii) administración y finanzas.


A la unidad de apoyo técnico pedagógico le corresponderá, entre otras, la función de asesorar y asistir a los establecimientos educacionales y comunidades educativas de su dependencia, en especial en lo relativo a la implementación curricular, la gestión y liderazgo directivo, la convivencia escolar y el apoyo psicosocial a sus estudiantes, de acuerdo al Plan de Mejoramiento Educativo y el Proyecto Educativo de cada establecimiento educacional. 


Asimismo, todo Servicio Local deberá, en caso de ser pertinente, contar con profesionales especializados en los distintos niveles y modalidades educativas, tales como el nivel parvulario y la educación media técnico profesional.


A la unidad de planificación y control de gestión le corresponderán, entre otras, las funciones de colaborar con el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva en la planificación estratégica y presupuestaria para la provisión del servicio educacional por parte del Servicio Local respectivo, junto con monitorear el cumplimiento de las metas e indicadores contemplados en los instrumentos de gestión del Servicio Local y sus establecimientos. Asimismo, a esta unidad le corresponderá elaborar los proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento a los que se refiere el literal m) del artículo 11, así como velar por la adecuada mantención de los establecimientos educacionales de su dependencia.


A la unidad de administración y finanzas le corresponderá, entre otras, la función de administrar los recursos humanos, materiales y financieros del Servicio Local, y de apoyar, en el ámbito que le competa, a los equipos directivos de los establecimientos educacionales de su dependencia, especialmente en la preparación de los informes solicitados por la Superintendencia de Educación.


Artículo 18.- Financiamiento y patrimonio. El patrimonio de los Servicios Locales estará compuesto por:


a) Los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público.


b) Las subvenciones educacionales y aportes que perciban por los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la ley.


c) Los recursos y los bienes que los Gobiernos Regionales y las municipalidades les transfieran.


d) Los recursos y los bienes que reciban por concepto de la celebración de convenios con la Dirección de Educación Pública.


e) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se les transfieran o adquieran a cualquier título.


f) Los frutos, rentas e intereses de los bienes que les pertenezcan.


g) Las donaciones que se les hagan y las herencias y legados que acepten, lo que deberán hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.


h) Todo otro aporte que reciban de otros órganos que forman parte de la Administración del Estado.


i) Los aportes de cooperación internacional que reciban a cualquier título.


Artículo 19.- Administración financiera del Estado. Los Servicios Locales estarán sujetos a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y sus disposiciones complementarias.
Párrafo 3°

De los instrumentos de gestión educacional


Artículo 20.- Convenio de gestión educacional. Dentro del plazo máximo de tres meses contados desde su nombramiento, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva suscribirá con el Ministro de Educación un “convenio de gestión educacional”, en adelante también “el convenio”, que será, para todos los efectos legales, el convenio a que hace referencia el Título VI de la ley N° 19.882. El convenio tendrá una duración de seis años y fijará los objetivos del cargo durante su periodo, las metas, y los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento del mismo. 


Los objetivos del cargo tendrán en consideración las políticas nacionales de educación pública establecidas por el Ministerio de Educación, así como las especificidades del territorio del Servicio Local respectivo, considerando al menos la calidad y eficiencia, equidad y cobertura del servicio educacional. Una vez suscrito el convenio de gestión educacional, estos objetivos no podrán modificarse a menos que concurra alguna de las causales establecidas en el artículo 23 de la presente ley. 


Artículo 21.- Elaboración de propuesta del convenio de gestión educacional. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública elaborar las propuestas de convenios, que serán sancionados por el Ministro de Educación.


Para ello, antes de cuatro meses de la convocatoria al concurso público de selección del Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva, el Director o Directora de Educación Pública deberá remitir una propuesta de convenio al Consejo Local respectivo y los estudios, informes y demás antecedentes técnicos que se tuvieron en consideración para dicha propuesta. Además, deberá remitirse un resumen ejecutivo a todos los establecimientos educacionales representados por el respectivo Consejo Local, que podrá ser solicitado por cualquier miembro de la comunidad educativa.


Por su parte, el Consejo Local, en conjunto con el Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva que se encuentre en el cargo, tendrá un plazo de dos meses para evacuar un informe en el cual se propongan prioridades para dicha propuesta de convenio.  En el caso de la renovación de su nombramiento, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva no participará en la elaboración de dicho informe, por lo que el Consejo Local enviará directamente su informe a la Dirección de Educación Pública, pudiendo requerir al Servicio Local todos los insumos que estime pertinentes.


La Dirección de Educación Pública deberá sancionar la propuesta de convenio de gestión educacional a fin de que ésta forme parte de los antecedentes del concurso público de selección del nuevo Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva, para lo cual tendrá a la vista el informe del Consejo Local. 


Una vez suscrito el convenio por el Ministro de Educación y el Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva, la Dirección de Educación Pública deberá enviar una copia de éste al Consejo Local respectivo para su conocimiento y a todos los establecimientos educacionales representados por éstos.

Artículo 22.- Revisión del convenio de gestión educacional. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, la determinación del grado de cumplimiento del convenio de gestión educacional, así como también efectuar el seguimiento y la evaluación de éste. La revisión del convenio se realizará anualmente. 


Los Directores Ejecutivos o Directoras Ejecutivas de cada Servicio Local informarán, al menos una vez por año, a la Dirección de Educación Pública del grado de cumplimiento de las metas establecidas en el convenio de gestión educacional, así como de las alteraciones o modificaciones que se hubieren producido en los supuestos acordados. Dicha comunicación se efectuará dentro de los dos meses siguientes al término del año escolar.


La evaluación definitiva del cumplimiento de las metas deberá realizarse una vez entregado el informe a que hace referencia el inciso precedente. Teniendo en vista este informe preliminar, el Director o Directora de Educación Pública dispondrá la elaboración de un informe final que deberá determinar el grado de cumplimiento de las metas contenidas en cada convenio de gestión educacional, y los cambios en las circunstancias y supuestos básicos de tales metas, a fin de evaluar su posible adecuación. Con todo, dicha adecuación de las metas del convenio deberá ser fundada. 


Artículo 23.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios no podrán modificarse salvo caso fortuito o fuerza mayor. 


Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local una vez que haya sido aprobado. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 22, cuando se produzcan cambios en las circunstancias y,o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.


Artículo 24.- Publicidad del convenio de gestión educacional. El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva deberá publicar en el sitio electrónico del Servicio Local su convenio y los informes anuales elaborados para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo. 


Artículo 25.- Aplicación supletoria. Serán aplicables las normas contenidas en el párrafo 5° del Título VI de la ley N° 19.882 y su reglamento, en lo que fuere pertinente y no contravenga lo dispuesto en la presente ley y su reglamento.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará las materias de que trata el presente párrafo.


Artículo 26.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva elaborará, dentro del plazo de seis meses contados desde la suscripción del convenio, un Plan Estratégico Local de Educación Pública, en adelante “Plan Estratégico”. Este Plan Estratégico deberá ser aprobado por el Consejo Local respectivo y contendrá lo siguiente:


a) Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia.


b) Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional y la estrategia nacional que, para estos efectos, elabore el Ministerio de Educación. 


c) Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.


El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva considerará, para la elaboración del Plan Estratégico, los siguientes elementos:


i) Proyectos educativos institucionales.


ii) Planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.


iii) Informes emanados de la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, referidos a establecimientos educacionales de su dependencia.


iv) Estrategia nacional de educación pública, según lo dispuesto en el artículo 42 de esta ley.


v) La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en la ley N° 19.175.


vi) Una proyección presupuestaria de costos fijos, variables y de inversión en mejoras, que requerirá para el cumplimiento del Plan Estratégico elaborado, para los seis años que dura su convenio, desagregado anualmente.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva consultará al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Con todo, el Consejo Local tendrá el plazo de un mes para aprobar el Plan Estratégico desde que éste le haya sido presentado para su aprobación. Transcurrido dicho plazo sin que el Consejo se haya pronunciado, el Plan Estratégico se tendrá por aprobado.


En caso de que el Consejo Local rechace la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva tendrá un plazo de un mes para formular un nuevo plan. Una vez recibida la nueva propuesta, el Consejo Local dispondrá de un plazo de quince días para emitir su pronunciamiento. Transcurrido el plazo sin que el Consejo Local se haya pronunciado, el Plan Estratégico se tendrá por aprobado. De rechazarse la nueva propuesta, se tendrá por aprobado el Plan Estratégico propuesto inicialmente por el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva.


Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para su conocimiento y registro.


Artículo 27.- Plan Anual. El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva presentará al Consejo Local, a más tardar el 15 de octubre de cada año, un plan anual para el año siguiente, que contenga, a lo menos, los siguientes elementos: 


a) Estado de avance de los objetivos y metas contenidas en el convenio de gestión educacional, así como aquellos contenidos en el plan estratégico local y los proyectos educativos institucionales de cada establecimiento de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo anterior.


b) Dotación de docentes y asistentes de la educación requerida para el ejercicio de las funciones administrativas y pedagógicas necesarias para el desarrollo del proyecto educativo institucional, según corresponda, en cada establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local, la que deberá fundarse en razones técnico-pedagógicas y determinarse sobre la base de, al menos, los siguientes elementos:


i) Matrícula total de cada establecimiento.


ii) Niveles y modalidades de la educación provista por cada uno de estos.


iii) Plan de estudios de cada uno de ellos o proyecto educativo institucional en el caso de la educación parvularia.


iv) Componentes de los Planes de Mejoramiento Educativo, elaborados con la comunidad de cada establecimiento educacional, de conformidad a lo establecido en el artículo 56 de esta ley, y los proyectos de integración escolar vigentes de dichos establecimientos que tengan relación directa con sus requerimientos de dotación de docentes y asistentes de la educación.


Al consignar la dotación en el plan, deberá indicarse si los profesionales docentes corresponden a la función docente, docente directiva o técnico pedagógica, según lo establecido en el artículo 5° del decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación. 


c) Acciones de apoyo técnico pedagógico a desarrollar para cada uno de los establecimientos educacionales de dependencia del servicio, determinando la periodicidad y contenidos generales de éstas. La planificación y ejecución de dichas acciones considerará el plan estratégico del servicio y propenderá al trabajo colaborativo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para su elaboración, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva consultará a los equipos directivos de los respectivos establecimientos educacionales teniendo en consideración las acciones definidas en los planes de mejoramiento educativo de éstos y en los convenios de desempeño suscritos con cada director o directora de establecimiento educacional.


Una vez presentado el Plan Anual, el Consejo Local contará con un plazo de quince días hábiles para realizar recomendaciones. El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva integrará las recomendaciones en su plan anual o las rechazará de manera fundada. Posteriormente, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva remitirá el plan anual a la Dirección de Educación Pública, la cual podrá realizar recomendaciones dentro de un plazo de diez días hábiles, que el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva podrá rechazar de manera fundada. 


El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva sancionará el plan a más tardar el 15 de diciembre de cada año. En todo caso, el plan sancionado deberá ajustarse a los recursos y dotaciones totales de docentes y asistentes de la educación del Servicio Local, definidos por la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año siguiente.


Una vez sancionado, el plan deberá estar disponible en el sitio electrónico respectivo.

Párrafo 4°

Régimen del personal de los Servicios Locales


Artículo 28.- Ámbito de aplicación. Las reglas contenidas en el presente párrafo sólo aplican al personal que desarrolla sus funciones en los niveles y unidades internas del Servicio Local a que se refiere el artículo 17 de la presente ley. Con todo, los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales se regirán por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y los asistentes de la educación de los referidos establecimientos se regirán por la ley N° 19.464.


Cada Servicio Local de Educación Pública podrá tener un Servicio de Bienestar, al cual podrán afiliarse tanto el personal que desarrolla funciones en el referido Servicio, como los asistentes de la educación, regidos por la ley N° 19.464, de los establecimientos educacionales dependientes del respectivo Servicio Local.


El personal de los Servicios Locales se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos y por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. En materia de remuneraciones se regulará por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que fija la escala única de sueldos y su legislación complementaria. 


Artículo 29.- Personal a honorarios. El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.
Párrafo 5°

De los Consejos Locales de Educación Pública


Artículo 30.- Definición. Los Consejos Locales de Educación Pública, en adelante también “Consejos Locales”, colaborarán con el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. Para ello, representarán ante el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva los intereses de las comunidades educativas y locales a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente las necesidades y particularidades del territorio respectivo.


Artículo 31.- Integración. La integración de los Consejos Locales se sujetará a las siguientes disposiciones:


a) En aquellos Servicios Locales cuyo ámbito de competencia comprenda hasta tres comunas, el Consejo Local estará compuesto por:


i) Los alcaldes que representen a las comunas que formen parte del territorio de competencia del Servicio Local. En caso que el ámbito de competencia territorial del Servicio Local comprenda una sola comuna, la integración corresponderá únicamente al alcalde de dicha comuna.


ii) Un representante de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


iii) Un representante de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


iv) Un representante de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos. 


v) Un representante de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos. 


vi) Un representante de las universidades de la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las universidades estatales y de facultades de educación. 


vii) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica acreditados y sin fines de lucro, de la región respectiva. 


viii) Un representante del Gobierno Regional.


ix) Un representante de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegido por sus pares.


b) En aquellos Servicios Locales cuyo ámbito de competencia sea de cuatro o más comunas, el Consejo Local estará compuesto por:


i) Los alcaldes que representen a las comunas que formen parte del territorio de competencia del Servicio Local. 


ii) Representantes de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


iii) Representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


iv) Representantes de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos. 


v) Representantes de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


vi) Un representante de las universidades de la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las universidades estatales y de facultades de educación. 


vii) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica acreditados y sin fines de lucro, de la región respectiva. 


viii) Un representante del Gobierno Regional.


ix) Un representante de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegido por sus pares.


Para efectos de lo establecido en este literal, los cargos señalados en los numerales ii), iii), iv) y v) serán provistos en igual cantidad, y de acuerdo a lo establecido en el reglamento señalado en el artículo 39. Con todo, en ningún caso la suma total de representantes establecidos en estos cuatro numerales podrá ser inferior a la totalidad de los alcaldes en ejercicio en el ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local, ni podrá ser superior a dieciséis representantes.


En el proceso de elección de los representantes señalados en los numerales ii), iii), iv), v), vi), vii), viii) y ix) de los literales a) y b) del presente artículo, deberá también elegirse para cada cargo al menos un representante suplente.


La participación del o los alcaldes en el Consejo Local será obligatoria. Con todo, en la primera sesión anual del Consejo, el o los alcaldes podrán designar un representante que asista en su reemplazo a las sesiones del Consejo que se realicen durante el año.

Artículo 32.- Duración en los cargos. El o los alcaldes que integren los Consejos Locales durarán en el cargo de consejero por la totalidad de su periodo alcaldicio. 


Los consejeros señalados en los numerales ii) y iii) de los literales a) y b) del artículo precedente, durarán en sus cargos el período de dos años.


Los consejeros previstos en los numerales iv), v) vi), vii) y ix) de los literales a) y b) del artículo precedente, durarán dos años en sus cargos.


Finalmente, los consejeros señalados en el numeral viii) de los literales a) y b) del artículo precedente, durarán dos años en sus cargos, prorrogables por igual periodo. 


En el caso de los consejeros señalados en los numerales ii), iii), iv) y v) de los literales a) y b) del artículo precedente, la cesación en el cargo de miembro del consejo escolar, producirá la cesación automática en el cargo de consejero del Consejo Local, debiendo la institución implicada reemplazarlo en un plazo no mayor a treinta días. Durante dicho período la representación de la institución será asumida por el representante suplente al que se refiere el artículo anterior.


Artículo 33.- Atribuciones del Consejo Local. Al Consejo Local le corresponderán las siguientes atribuciones: 


a) Representar los intereses de la comunidad educativa y la comunidad local ante el Servicio Local respectivo.


b) Comunicar al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva de cualquier asunto que afecte a la comunidad educativa o la calidad de la prestación del servicio educacional en uno o más de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local. 


c) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva someta a su consideración.


d) Proponer al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva iniciativas de mejora en la gestión para el Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con la comunidad local, las organizaciones locales, y las municipalidades, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.


e) Proponer al Director o Directora de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional, además de las competencias y aptitudes que deben reunir los candidatos o candidatas al cargo de Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva del respectivo Servicio Local, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13. 


f) Elaborar el informe con una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 21.


g) Proponer las modificaciones que considere pertinentes respecto del Plan Estratégico Local y Plan Anual del Servicio Local.


h) Proponer al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva medidas tendientes a propiciar la inclusión al interior del aula y todas aquellas medidas tendientes a evitar efectos adversos a la equidad y eficacia del Sistema.


i) Requerir por escrito al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva, los antecedentes de los informes de la Agencia de Calidad de la Educación, de la Superintendencia de Educación y de la Dirección de Educación Pública sobre el desempeño de los establecimientos y el funcionamiento del Servicio Local. 


j) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional.


k) Solicitar fundadamente al Director o Directora de Educación Pública la realización del procedimiento descrito en el inciso tercero del artículo 16. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario.


l) Vincularse con la comunidad local y fomentar el rol de los Consejos Escolares como eje articulador entre ésta y el establecimiento educacional.


m) Pronunciarse sobre la apertura, fusión o cierre del establecimiento.


n) Las demás atribuciones que le encomienden las leyes. 


Artículo 34.- Responsabilidad de los integrantes del Consejo. Para todos los efectos legales, los integrantes del Consejo ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de las bases generales de la Administración del Estado.


Artículo 35.- Participación ad honorem. Los integrantes del Consejo Local no percibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en el mismo. Sin perjuicio de lo anterior, el Servicio Local dispondrá de los recursos necesarios para el adecuado funcionamiento del Consejo Local, de conformidad a la disponibilidad presupuestaria, incluyendo aquellos necesarios para la asistencia de sus miembros y de una sala o espacio adecuado para la realización de sus sesiones.


Artículo 36.- Causales de cesación en el cargo. Los consejeros cesarán en sus cargos de conformidad con las siguientes causales:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena a pena aflictiva.


d) Infracción a las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 34 de la presente ley. 


e) Inasistencia injustificada a más de dos sesiones dentro de un mismo año calendario.


La vacante generada como consecuencia de la cesación del cargo será integrada por el respectivo consejero suplente.


Artículo 37.- Funcionamiento. El Consejo Local elegirá de entre sus miembros a su Presidente por mayoría simple y se reunirá a lo menos seis veces al año, pudiendo autoconvocarse cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes. 


A las sesiones del Consejo Local asistirá el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva quien participará en ellas sólo con derecho a voz.


El quórum para sesionar será la mayoría de sus miembros. El quórum para adoptar acuerdos será la mayoría de los asistentes a la sesión respectiva, salvo aquellos casos en que la ley establece un quórum diferente. 


En caso de existir empate en las votaciones, corresponderá al Presidente del Consejo Local emitir el voto dirimente.


Un funcionario o funcionaria designado por el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva cumplirá las funciones de Secretario Ejecutivo. Para tal efecto, actuará como ministro de fe y registrará las sesiones. 


Artículo 38.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Consejo Local serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida. 


El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.


Artículo 39.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo. 

Título IV 

De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública


Artículo 40.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, en virtud de la cual se orienta la acción de sus integrantes, de conformidad a las funciones y atribuciones que esta ley les confiere. 


El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es contribuir a la formación de sus estudiantes y propender a asegurar el logro de aprendizajes en las distintas etapas de la vida de las personas, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


Los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán conformados por una comunidad educativa integrada en la forma prescrita por el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación. Su propósito compartido se expresa en el Proyecto Educativo Institucional. 


Los establecimientos educacionales formarán parte de una red local que, a través del trabajo coordinado, la colaboración y el intercambio de prácticas, favorecerá el desarrollo de las comunidades educativas, mejorando continuamente el proceso educativo. 


Al Sistema le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos.


Artículo 41.- Responsabilidades del Servicio Local respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia. Corresponderá especialmente a los Servicios Locales, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, entre otros:

a) Velar por que cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia cuente con un equipo directivo y docente en permanente desarrollo profesional y que participe en un trabajo colaborativo constante. La dotación deberá ser suficiente para cumplir con los objetivos señalados en las letras b),c), d) y e) de este mismo artículo, de conformidad con lo establecido en el artículo 26, letra b) de esta ley.


b) Proveer una oferta curricular acorde a las definiciones del currículum nacional y los principios establecidos en el artículo 4° de la presente ley. La oferta deberá ser pertinente al contexto local y permitirá que los y las estudiantes tengan oportunidades de aprendizaje y desarrollo en los distintos ámbitos de una formación integral, cautelando la existencia, cuando corresponda, de formaciones diferenciadas humanístico científica, técnico profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley. 


c) Implementar un sistema de monitoreo y seguimiento del progreso de los aprendizajes de cada uno de los y las estudiantes, que fomente una cultura orientada al aprendizaje, la autoevaluación y la mejora educativa permanente. 


d) Desarrollar iniciativas de apoyo y atención diferenciada a los y las estudiantes en las actividades curriculares y extracurriculares, tales como yoga, danza, meditación, entre otras, en función de sus necesidades, atendiendo a las diversas capacidades que posean y acorde a la etapa del aprendizaje en que se encuentren, con especial énfasis en los estudiantes con necesidades educativas especiales. Estas iniciativas comprenderán la planificación de estrategias metodológicas diversas, así como propiciar ambientes de aprendizaje que permitan atender estas necesidades.

e) Velar por que los y las estudiantes tengan acceso a recursos para el aprendizaje, tecnología y bibliotecas que faciliten su formación integral. 


f) Fomentar y desarrollar actividades que promuevan el conocimiento histórico y cultural de su localidad, región y de la nación, en conformidad a lo dispuesto en el literal g) del numeral 2) del artículo 29 y en el literal j) del numeral 2) del artículo 30, del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


g) Fomentar la participación de la comunidad educativa, promoviendo una cultura democrática y un adecuado clima escolar. 


h) Velar por la existencia y mantención de una adecuada infraestructura y equipamiento educativo, en el marco de la normativa vigente.


i) Promover la calidad y pertinencia de las especialidades de los establecimientos de educación media técnico profesionales del territorio respectivo, vinculándolas con las necesidades del entorno productivo y social, con el objeto de promover el acceso a oportunidades laborales y a la continuidad de estudios de sus estudiantes. 


j) Velar por el adecuado funcionamiento del Consejo de Profesores y su participación en materias técnico pedagógicas, de conformidad a lo establecido en la normativa vigente.


k) Coordinar y organizar la ejecución de las políticas, planes, programas o prestaciones realizadas por otros órganos de la Administración del Estado respecto del establecimiento educacional de su dependencia o sus estudiantes, sin perjuicio de las competencias específicas de dichos órganos.


Artículo 42.- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública, en adelante también “la Estrategia”. La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de diez años. 


La Estrategia Nacional de Educación Pública deberá considerar objetivos, metas y acciones, en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación entre los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior, según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.


El Ministerio de Educación presentará un informe, cada dos años, a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados, en el que se describirán las metas y acciones de la Estrategia Nacional de Educación Pública que hayan sido ejecutadas en dicho período, y se evaluarán los avances y mejoras en cada Servicio Local. Dicho informe se remitirá a los Consejos Locales y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.


Una vez establecida la Estrategia, podrá ser modificada por una sola vez en un mismo período de gobierno, por razones fundadas y de acuerdo al procedimiento establecido en el inciso primero.


En la elaboración de la Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública podrá considerar las propuestas que al efecto realicen los Consejos Locales de Educación Pública, sin perjuicio de las consultas que pueda efectuar a sostenedores, padres y apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, según lo dispuesto en el Título IV del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575.


Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la estrategia nacional de educación pública, sujetándose a lo establecido anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo 43.- Funciones y atribuciones especiales de los directores o directoras de establecimientos educacionales. La función principal del director o directora de un establecimiento educacional del Sistema es dirigir y liderar el proyecto educativo institucional. A fin de llevar a cabo esta función, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en los artículos 7 y 7 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:


a) Coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.


b) Orientar el desarrollo profesional de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, podrán proponer al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional.


c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.


d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente. Este plan incluirá metas institucionales y de aprendizaje, además de acciones tendientes a los logros de dichas metas. 


e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente. 


f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional. 


g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en el literal e) del artículo 4° de la presente ley. 


h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local. 


i) Participar en las comisiones calificadoras de concursos para proveer cargos titulares para docentes, o en la selección de los docentes a contrata, de acuerdo a la normativa vigente.


j) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.


k) Rendir cuenta anual de su gestión al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva respectivo, al Consejo Escolar y la comunidad educativa del establecimiento.


l) Fortalecer las labores educativas que se realizan en el establecimiento, así también como el mejoramiento de los resultados obtenidos por los estudiantes del establecimiento.


Artículo 44.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito.


Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:


a) Aprobar, a propuesta del equipo directivo, el reglamento de evaluación del establecimiento.


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.


c) Aprobar la aplicación de medidas disciplinarias de conformidad al reglamento de convivencia escolar y la normativa vigente.


d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.


e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.


f) Elaborar propuestas para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.


g) Pronunciarse sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.


h) Conocer de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.


i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.

Título V

Otras normas


Artículo 45.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, que reglamenta aplicación del inciso segundo del artículo 38° del decreto ley N° 3.063, de 1979:


1) Suprímense, en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “educacionales y a los” y la frase “de uno y otro género,”.


2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “de educación,”. 


Artículo 46.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en el siguiente sentido:


1) Elimínase, del literal g) del artículo 5°, la expresión “de educación,”. 


2) Modifícase, el artículo 23, en el siguiente sentido:


a) Elimínase, en su inciso primero, la expresión “, educación”.


b) Elimínase, en el literal a) de su inciso segundo, la expresión “educación, y”.


3) Elimínase, en el artículo 47, la expresión “educación y”. 


4) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 56, la expresión “educación y”. 


5) Sustitúyese, en el literal a) del artículo 65, la expresión “los presupuestos de salud y educación” por “el presupuesto de salud”. 


6) Sustitúyese, el literal g) del artículo 67, por el siguiente: 


“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de salud cuando estos sean de administración municipal, tales como la situación previsional del personal vinculado al área, el grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal, y”.


Artículo 47.- Modifícase el decreto ley N° 3.166, de 1980, que autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica, de la siguiente forma: 


1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:


a) Agrégase, en el inciso primero, luego de “El Ministerio de Educación Pública” la frase “, a través de la Dirección de Educación Pública,”.


b) Agrégase un nuevo inciso final:


“Asimismo, al término de la vigencia de los convenios, de acuerdo a la presente ley y el convenio respectivo, el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública podrá renovarlos con las entidades administradoras o traspasarla a los Servicios Locales de Educación Pública.”.


2) Sustitúyese, en el artículo 5°, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por “de la Dirección de Educación Pública”.


Artículo 48.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación: 


1) Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido: 


a) Sustitúyese la frase “de administración municipal o particular reconocida oficialmente,” por “administrados por los Servicios Locales de Educación Pública, en adelante también Servicios Locales, o de administración particular reconocida oficialmente,”. 


b) Elimínase la frase “, como también quienes ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en los departamentos de administración de educación municipal que por su naturaleza requieran ser servidos por profesionales de la educación”.


2) Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “del sector municipal incluyendo a aquellos que ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en sus órganos de administración” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 5°, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


4) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “el sector municipal, entendido en los términos del artículo 19Y de esta ley,” por “los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación”.


5) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 7° bis, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 


6) Reemplázase, en el título del Título IV, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales”.


7) Modificase el artículo 19 de la siguiente forma:


i) Reemplazase en el inciso segundo, el punto y coma (;) que sigue a la frase “Ministerio de Educación”, por la letra “y”. 


ii) Eliminase en el inciso segundo del artículo 19, la frase “, y a los que ocupan cargos directivos y técnicos-pedagógicos en los Departamentos de Administración Educacional de cada municipalidad, o de las corporaciones educacionales creadas por estas”.


8) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19Y:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 19 Y.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen funciones en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública integrando la respectiva dotación docente.”


b) Elimínase el inciso segundo.


9) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20: Se entiende por dotación docente el número total de profesionales de la educación que sirven funciones de docencia, docencia directiva y técnico-pedagógica, que requiere el funcionamiento de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local en su respectivo ámbito territorial, expresada en horas cronológicas de trabajo semanales.”.


10) Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 21: La dotación docente de los establecimientos educacionales de cada Servicio Local, incluyendo a quienes desempeñen cargos y horas directivos y técnico-pedagógicos en los Servicios Locales respectivos, será fijada a más tardar el 15 de diciembre del año anterior a aquel en que comience a regir, de conformidad a lo señalado el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública respectivo.”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la palabra “municipio” por “Servicio Local respectivo”.


11) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la frase “La Municipalidad o Corporación que fija la dotación docente de cada comuna” por “El Servicio Local, al fijar su dotación docente”.


ii) Sustitúyese el numeral 1 por el siguiente:


“1.- Variación en el número de alumnos del Servicio Local en su ámbito territorial de competencia.”


iii) Agrégase una conjunción “, y” al final del numeral 3.


iv) Reemplázase, en el numeral 4.- la conjunción “, y” por la siguiente frase: “en situaciones excepcionales.


v) Elimínase el numeral 5.


b) Suprímese, en el inciso segundo, la expresión “de una comuna,”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 


“Todas estas causales para la fijación o la adecuación de la dotación docente deberán estar fundamentadas en el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública. En todo caso, estas modificaciones deberán estar basadas en razones de carácter técnico-pedagógico.”. 


12) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “docente de un Servicio Local”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva del Servicio Local”.


13) Modifícase el inciso primero del artículo 26 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la frase “una misma Municipalidad o Corporación Educacional” por “un mismo Servicio Local”.


b) Reemplázase la expresión “la comuna” por “el ámbito territorial de competencia del Servicio Local”.


14) Sustitúyese, en el artículo 27, la frase “Departamento de Administración de la Educación o por la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local respectivo”.


15) Modifícase el artículo 29 de la siguiente manera: 


a) Elimínase la expresión “o contratados”.


b) Reemplázase la expresión “un decreto alcaldicio o un contrato de trabajo, según corresponda, documentos que contendrán” por “una resolución administrativa, documento que contendrá”. 


c) Reemplázase, en el primer literal, la expresión “Municipalidad o Corporación” por “Servicio Local”. 


d) Reemplázase, en el tercer literal, la expresión “a la Municipalidad o Corporación” por “al Servicio Local”.


e) Elimínase, en el último literal, la frase “y período de vigencia, si se tratare de contratos”.


16) Reemplázase, en el artículo 30, la expresión “comuna” por “Servicio Local”.


17) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 31:


a) Sustitúyese el literal a) del inciso primero del artículo 31 por el siguiente:


“a) El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva del Servicio Local o a quien éste designe en su reemplazo.”. 


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Un funcionario o funcionaria designado por el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva del Servicio Local será secretario de actas de la Comisión y tendrá derecho a voz”. 


18) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 31 bis:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda” por “Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva del Servicio Local”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, inmediatamente después del segundo punto y coma, la frase “y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo” por “y un director o directora de establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo.”.


c) Elimínase, en el inciso segundo, la oración “En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar reconocido en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, del desarrollo profesional docente, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.”.


d) Elimínase el inciso tercero.


e) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente: 


“Los concursos a los que hace referencia este artículo serán convocados y administrados por los respectivos Servicios Locales, los cuales pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.”.


19) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 32: 


a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva del Servicio Local”. 


ii) Elimínasela oración “Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor.”.


b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva del Servicio Local”.

ii) Reemplázase la frase “de la respectiva municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.


20) Elimínase el inciso cuarto del artículo 32 bis.


21) Suprímese, en el inciso primero del artículo 33, la frase “o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal”.


22) Introdúcense, en el artículo 34, las siguientes modificaciones: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Consejo Local de Educación Pública”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda,”, por “Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva del Servicio Local”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor” por “Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva”.


23) Modifícase el artículo 34 A de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.


b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 


c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


24) Introdúcense al artículo 34 B las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.


b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 


c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


25) Modifícase el artículo 34 C en el siguiente sentido: 


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “de la comuna respectiva” por “del Servicio Local respectivo”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 34 C, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal” por “del mismo Servicio Local”.


26) Deróganse los artículos 34 D, 34 E, 34 F, 34 G, 34 H, 34 I, y 34 J.


27) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 37, la frase “las Municipalidades o Corporaciones Educacionales” por “los Servicios Locales”.


28) Reemplázase, en el artículo 39 la frase “las Municipalidades o Corporaciones municipales empleadoras” por “los Servicios Locales empleadores”.


29) Reemplázase en el artículo 41 bis la frase “municipio o corporación municipal” por “Servicio Local”.


30) Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Departamento de Administración de Educación Municipal o de una misma Corporación Educacional, según corresponda” por “Servicio Local”.


b) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Plan de Desarrollo Educativo Municipal” por “Plan Anual del Servicio Local”. 


c) Elimínase, en el inciso segundo, la expresión “o municipal” todas las veces que aparece.


31) Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma:


i) Reemplázase la referencia a la expresión “Las municipalidades” por “Los Servicios Locales”.


ii) Reemplázase la referencia a la palabra “otras” por “otros”.


iii) Reemplazase la referencia a la palabra “municipalidades” por “Servicios Locales”.


iv) Reemplázase la referencia a la expresión “la municipalidad” por “el Servicio Local”.


b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:


i) Reemplázase la palabra “municipio” por “Servicio Local”.


ii) Reemplázase la expresión “la Municipalidad” por “el Servicio Local”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “municipio” por “Servicio Local”.


32) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 44, la expresión “cualquiera comuna” por “cualquier Servicio Local”.


33) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 46, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 


34) Introdúcense, en el artículo 47, las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de la respectiva Municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.


35) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 51, la frase “Departamento de Administración de la Educación o la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local”.


36) Modificase el artículo 52, en el siguiente sentido: 


a) Reemplazase la frase “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”. 


b) Reemplazase la frase “otra comuna” por “otro Servicio Local”.


37) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62: 


a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 62, la expresión “una dotación comunal” por “la dotación de un Servicio Local”.


b) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:


i) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.


ii) Agrégase, antes de la expresión “particular subvencionado” la palabra “sector”.


38) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 64, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios locales”. 


39) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 70: 


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente al interior de cada Servicio Local”. 


b) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente de los Servicios Locales”.


c) Sustitúyese, en el inciso noveno, la frase “Jefe del Departamento de Administración Municipal de Educación o el Director de la Corporación Municipal respectivo” por “Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva”.


d) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “de la comuna correspondiente” por “del Servicio Local respectivo”.


40) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 70 bis, la frase “Departamentos de Administración de Educación Municipal” por “Servicios Locales”.


41) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 71, la expresión “el sector municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


42) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 72:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “de una dotación docente del sector municipal” por “de la dotación docente de un Servicio Local”.


b) Reemplázase, en el literal b), la frase “en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883” por “en los artículos 129 al 145 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 


c) Reemplázase, en el párrafo segundo del literal b) del artículo 72, la frase “de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor”, por “del respectivo Servicio Local”.


d) Sustitúyese, en el literal h), la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


e) Reemplázase, en el inciso final, la frase “el artículo 134 de la ley N° 18.883” por “el artículo 136 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 


43) Introdúcense, en el artículo 73, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Alcalde de una Municipalidad o el representante de una Corporación” por “Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva de un Servicio Local”.


b) Elimínase, en el inciso primero, la frase “de Desarrollo Educativo Municipal”.


c) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:


i) Sustitúyese la oración “El decreto alcaldicio o la resolución de la Corporación deberán ser fundados y notificados”, por “La resolución del Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva del Servicio Local deberá ser fundada y notificada”.


ii) Reemplázase la frase “la respectiva Municipalidad o Corporación”, por “el Servicio Local respectivo”. 


iii) Reemplázase la expresión “otra Municipalidad o Corporación” por “otro Servicio Local”. 


44) Modifícase, el artículo 73 bis, en el siguiente sentido: 


a) Reemplázase, en el literal a), la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Sustitúyese, en el inciso final, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


45) Introdúcense, al artículo 74, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación” por “del mismo Servicio Local”. 


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “la misma Municipalidad o Corporación” por “el mismo Servicio Local”.


46) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 75, la frase “la Municipalidad o Corporación, según corresponda,” por “el Servicio Local”.


47) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 76, la frase “los decretos alcaldicios o los contratos, según corresponda” por “las resoluciones correspondientes”.


Artículo 49.- Modifícase la ley N° 19.247, que introduce modificaciones a la ley sobre impuesto a la renta; modifica tasa del impuesto al valor agregado; establece beneficio a las donaciones con fines educacionales y modifica otros textos legales que indica, de la siguiente manera: 


1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:


a) Modifícase el literal A de la siguiente manera:


i) Reemplázase la frase “las Municipalidades o por sus Corporaciones” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


ii) Reemplázase la expresión “las Municipalidades” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Sustitúyese en el literal C la frase “la Municipalidad respectiva, si se tratare de establecimientos administrados por ella o por su Corporación” por “el Servicio Local respectivo, si se tratare de establecimientos administrados por éste”. 


2) Modifícase el inciso final del artículo 7° de la Ley de Donaciones con Fines Educacionales, contenido en el artículo 3° que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con fines Educacionales, de la siguiente forma:


a) Reemplázase la frase “propiedad de la Municipalidad” por “propiedad del Servicio Local”.


b) Reemplázase la expresión “Esta” por “Este”.


c) Reemplázase la frase “dentro de la comuna” por “dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local”.


Artículo 50.- Intercálase, en el artículo 2° de la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor, adecuándose los siguientes,:


“Podrán también constituirse asociaciones de funcionarios en los Servicios Locales de Educación Pública.”.


Artículo 51.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.410, que modifica la ley N° 19.070, sobre estatuto de profesionales de la educación, el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1993, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otorga beneficios que señala: 


1) Deróganse los artículos 4°, 5° y 6°. 


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 21: 


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “administrados por municipalidades o corporaciones municipales de educación, los alcaldes”, por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, los Directores Ejecutivos o Directoras Ejecutivas de éstos”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva deberá consultar previamente sobre esta solicitud al Consejo Local de Educación Pública respectivo, y sólo podrá denegarla por motivos fundados.”. 


3) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Elimínase el literal a), pasando el actual literal b) a ser el literal a), y así sucesivamente los demás literales.


b) Agrégase un literal h) nuevo del siguiente tenor:


“h) Hasta un 10% de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial establecida en la ley Nº 20.248.” 


4) Sustitúyese, en el artículo 24, la expresión “a la Municipalidad respectiva” por “al Servicio Local respectivo”. 


5) Reemplázase, en el artículo 25, la voz “alcalde” por “Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva del Servicio Local” y la expresión “un decreto alcaldicio” por “una resolución”.


6) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 26:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “a la respectiva Municipalidad” por “al Servicio Local respectivo”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la Municipalidad respectiva” por “el respectivo Servicio Local”. 


Artículo 52.- Modifícase el artículo 46 del decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales, en el siguiente sentido:


1) Reemplázase, en el literal a) del inciso cuarto, la expresión “Establecimientos educacionales, hogares” por “Hogares”.


2) Agrégase, en el literal a) del inciso cuarto, después del punto aparte, que pasa a ser una coma, la expresión “y establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.”.


Artículo 53.- Modifícase la ley N° 19.464, que establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica, de la siguiente forma: 


1) Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 1°, la frase “tanto del sector municipal como del particular” por “tanto del sector particular como dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


2) Modifícase el artículo 2° de la siguiente forma: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “las municipalidades, o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”. 


b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”. 


3) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 4°:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Reemplazase la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


c) Sustitúyese la expresión “Las municipalidades o corporaciones” por “Los Servicios Locales”. 


4) Reemplázase, en el artículo 5°, la expresión “las municipalidades o corporaciones municipales” por “los Servicios Locales”. 


5) Sustitúyese, en el artículo 7°, la frase “departamentos de administración educacional de las municipalidades, cualquiera sea su denominación” por “Servicios Locales de Educación Pública”. 


Artículo 54.- Sustitúyese el artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, por el siguiente:


“Artículo 4°.- Los Servicios Locales de Educación Pública podrán acogerse al beneficio de la subvención que establece esta ley, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, siempre que éstos cumplan con los requisitos fijados en el artículo 6°.”.


Artículo 55.- Modifícase la ley N° 19.979, que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales en el siguiente sentido:


1) Introdúcense en el artículo 7°, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, entre las locuciones “subvencionado” y “deberá”, la frase “o que reciba aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento,”.


b) Incorpórase un nuevo inciso segundo del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo Escolar deberá establecer en su acta constitutiva las instancias para considerar las opiniones de las niñas y niños que asistan al establecimiento en los niveles de educación parvularia y básica, en temas de su interés de acuerdo a sus capacidades, niveles de desarrollo y cultura.”.


c) Incorpórase un nuevo inciso tercero del siguiente tenor:


“En los establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia y que se encuentren incluidos en el inciso primero, estos consejos de denominarán “Consejos de Educación Parvularia”.”.


2) Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en las letras c) y d) del inciso segundo, la expresión “municipales” por “dependientes de los servicios locales de educación”.


b) Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:


“En los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, el Consejo Escolar tendrá facultades resolutivas respecto de las cuestiones señaladas en los literales citados.”.


Artículo 56.- Modifícase la ley N° 20.248, sobre subvención escolar preferencial, de la siguiente forma:


1) Elimínase el segundo párrafo del literal f) del artículo 7º. 


2) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el numeral 4 del inciso segundo, la frase “municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 


b) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto, y así sucesivamente:


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, le corresponderá a sus directores o directoras elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26 de la presente ley, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento. Con todo, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva podrá introducir modificaciones a la propuesta del director o directora mediante resolución fundada.”.


3) Elimínase, en el inciso final del artículo 11, la frase “El Ministerio de Educación, a solicitud de los municipios, deberá promover y apoyar, cuando así se lo soliciten, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas.”. 


4) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 2) del artículo 26, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la frase “En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, corresponderá únicamente al Servicio Local, a través del director o directora del establecimiento educacional respectivo, elaborar y cumplir este Plan.”.


5) Reemplázase el inciso tercero de artículo 28 por el siguiente:


“En el caso de no lograrse los resultados educativos señalados en el inciso primero, los establecimientos estarán afectos a los mecanismos establecidos en los artículos 30, 31 y 31 bis de la ley Nº 20.529, según corresponda.”.


6) Reemplázase la letra e) del artículo 29 por la siguiente:


“e) Mantener un sistema de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° ter de la ley N° 18.956;”. 


7) Reemplázase en el inciso primero del artículo 33 bis la frase “municipios, corporaciones municipales” por “Servicios Locales de Educación Pública”. 


Artículo 57.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, de la siguiente forma:


1) Reemplázase, en el literal a) del artículo 46, la frase “las personas jurídicas de derecho público, tales como municipalidades y otras entidades”, por “, en el caso de órganos pertenecientes a la Administración del Estado, únicamente los Servicios Locales de Educación Pública y la Junta Nacional de Jardines Infantiles. En el caso de entidades que no pertenecen a la Administración del Estado, serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público”.


2) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 89: 


a) Sustitúyese, en el literal b), la expresión “el ámbito municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Agrégase, en el literal b), antes de la voz “particular” la frase “en el sector”.


c) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la educación municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”. 


Artículo 58.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.529, que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización:


1) Reemplázase, en la letra d) del artículo 3°, la expresión “así como los sostenedores del sector municipal o de otras entidades creadas por ley,” por “así como los Servicios Locales de Educación Pública”.


2) Reemplázase, en la letra g) del artículo 11, la frase “y los sistemas de evaluación complementarios del sector municipal, de corporaciones municipales o de otras entidades creadas por ley.” por “, así como los Servicios Locales de Educación Pública que desarrollen sistemas de evaluación complementarios.”.


3) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo en el artículo 12, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto y así sucesivamente:


“Para el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia realizará además una evaluación integral de la gestión de estos servicios que incluya recomendaciones indicativas para el mejoramiento de la gestión del Servicio Local.”. 


4) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 13: 


“Para efectos de lo señalado en el inciso cuarto del artículo 12, la Agencia definirá, a partir de su planificación anual, los Servicios Locales que serán evaluados, considerando para ello el nivel de cumplimiento de los estándares establecidos en esta ley. Con todo, la totalidad de los Servicios Locales deberá ser evaluada con una periodicidad no superior a seis años.”.


5) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 14:


“En el caso de los informes referidos a los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia deberá remitir copias de dichos informes a la Dirección de Educación Pública y al Consejo Local respectivo.”.


6) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 26 la frase “El Ministerio de Educación podrá”, por “El Ministerio de Educación o los Servicios Locales de Educación Pública podrán”.


7) Sustitúyense los actuales incisos tercero y cuarto del artículo 27, por los siguientes: 


“Corresponderá al Servicio Local de Educación Pública respectivo proporcionar el apoyo técnico pedagógico que sea necesario a los establecimientos educacionales de su dependencia.


El apoyo brindado de conformidad a este artículo deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos ordenados en las categorías c) y d) del artículo 17, en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico, y en los establecimientos públicos y gratuitos.”.


8) Reemplázase el artículo 29 por el siguiente: 


“Artículo 29.- Los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello, podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio directamente o a través de una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación. 


En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local de Educación Pública que tengan Desempeño Insuficiente, dicho Servicio deberá incorporar en su Plan Anual, medidas específicas de apoyo técnico pedagógico que tiendan al mejoramiento de los resultados educativos del establecimiento afectado.


Las medidas señaladas en los incisos precedentes deberán brindarse hasta que dicho establecimiento abandone la categoría Desempeño Insuficiente o por un plazo máximo de 4 años. Con todo, si el establecimiento no logra ubicarse en una categoría superior, pero muestra una mejora significativa, podrá seguir sujeto a las medidas señaladas en los incisos precedentes hasta por un año más. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 31 y 31 bis de esta ley.


La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la mejora significativa de un establecimiento educacional. Estos criterios deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares y con los otros indicadores de calidad educativa.”.


9) Introdúcese el siguiente artículo 31 bis, nuevo del siguiente tenor:


“Artículo 31 bis.- En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local de Educación Pública, el certificado señalado en el artículo anterior no dará lugar a la pérdida del reconocimiento oficial de pleno derecho. En este caso, se procederá a la reestructuración del establecimiento en categoría Desempeño Insuficiente. 


Para ello la Agencia, conjuntamente con la certificación señalada en el artículo precedente, y previa visita especial al establecimiento, emitirá un informe en el cual deberá tomar en consideración, entre otros, los resultados educativos de aquél, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos y de los otros indicadores de calidad educativa y los estándares indicativos de desempeño de establecimientos y sus sostenedores. En este Informe, la Agencia deberá recomendar medidas de reestructuración atendidas las características del establecimiento y las deficiencias detectadas en los procesos evaluativos. Copia del informe se le entregará a la Dirección de Educación Pública y al Consejo Local de Educación Pública que corresponda.


El informe le será notificado al Servicio Local de Educación Pública respectivo, el que deberá implementar las medidas de reestructuración que sean necesarias a más tardar al inicio del año escolar siguiente. Estas medidas podrán ser aquéllas que indique la Agencia en su informe u otras diversas, pero en éste último caso el Servicio Local de Educación Pública deberá señalar fundadamente y por escrito las razones por las cuales no procede conforme indica la Agencia.”.


10) Agrégase al literal d) del artículo 35, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente frase:


“Deberá aprobar también el informe y las medidas de reestructuración que se señalan en el artículo 31 bis de esta ley.”.


11) Sustitúyese el literal h) del artículo 41, por el siguiente:


“h) Certificar, según lo que establecen los artículos 31 y 31 bis, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. La certificación deberá contar con la aprobación del Consejo de la Agencia de Calidad de la Educación.


Asimismo, deberá elaborar el informe a que hace referencia el artículo 31 bis.”.


12) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 68, la frase “o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate o al que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley” por “o al domicilio del Servicio Local de Educación que corresponda.”.


13) Modifícase el artículo 76 en los siguientes sentidos:


a) Agrégase, en la letra d) del artículo 76, a continuación del punto aparte que pasa a ser una coma, la frase “sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final de este artículo.”.


b) Agréganse los siguientes incisos finales:


“En caso de infracciones que tengan el carácter de graves, cometidas por establecimientos o sostenedores pertenecientes al Sistema de Educación Pública, estas solo podrán dar origen a las sanciones contempladas en las letras a), b) y c) del artículo 73, y deberán, en cada caso, informarse al Director o Directora de Educación Pública y al Consejo Local respectivo una vez que la resolución que las imponga se encuentre firme y ejecutoriada.


En todo caso, si el Servicio Local de Educación presenta más de un 10% de establecimientos en categoría insuficiente, ello acarreará la remoción de su director o directora”.


14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 89:


a) Suprímese la letra f), pasando la actual g) a ser f).


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “, f) y g)” por “y f)”.


15) Agrégase un nuevo inciso tercero al artículo 91, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto respectivamente, del siguiente tenor:


“El administrador provisional, dentro de los primeros 30 días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que de cuenta del estado administrativo en que recibe la institución.”.


16) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el literal a) por el siguiente:


“a) Asumir la representación legal del establecimiento. Esta representación legal lo faculta, expresamente, para ejercer la titularidad de las acciones administrativas, civiles y,o penales para perseguir la responsabilidad, en su caso, de los administradores y,o sostenedores.”.


b) Elimínase del párrafo primero del literal h) la frase “por renuncia o revocación,”.


17) Reemplázase el artículo 94 por el siguiente:


“Artículo 94.- Para los efectos de lo dispuesto en este Párrafo, se entiende por establecimientos cercanos aquellos que se encuentren en la misma comuna y cuyo sostenedor sea un Servicio Local de Educación Pública o los establecimientos particulares subvencionados gratuitos.”.


18) Derógase el artículo 96.

Título VI

Disposiciones finales


Artículo 59.- Preferencia en concursos públicos relativos al personal docente, asistentes de la educación, funcionarios de las Direcciones de Administración de Educación Municipal y trabajadores de jardines vía transferencia de fondos. Los concursos públicos, que de conformidad al artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, se desarrollen para completar la planta docente, la dotación de asistentes de la educación, de trabajadores de jardines vía transferencia de fondos y administrativos de establecimientos educacionales de dependencia de un Servicio Local, deberán incluir criterios de selección que ponderen de manera relevante los mejores niveles de práctica pedagógica y conocimientos disciplinarios, de conformidad a la normativa vigente al momento de su realización.


Sin perjuicio de lo anterior, podrán realizarse concursos específicos para determinados grupos de docentes, de acuerdo a las necesidades del o los establecimientos educacionales cuyas vacantes requieran proveerse, y en los cuales podrá considerarse la experiencia requerida para dichos cargos.


Artículo 60.- Referencias. Todas las referencias que las leyes, decretos, reglamentos y, en general, la normativa vigente haga a las municipalidades, los departamentos de administración de educación municipal o las corporaciones municipales creadas antes del 31 de marzo de 1988 conforme a las normas del Código Civil y a los decretos N° 462, de 1981, y N° 110, de 1976, ambos del Ministerio de Justicia en tanto sostenedores de establecimientos educacionales, que no hayan sido suprimidas o adecuadas por la presente ley, deberán entenderse hechas al o los Servicios Locales de Educación Pública que corresponda conforme a su ámbito de competencia territorial. 


Asimismo, cada vez que la normativa señalada en el inciso anterior se refiera al Jefe del Departamento de Administración de la Educación Municipal, debe entenderse referido el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva de los Servicios Locales. En aquellos casos en que dichas normas aludan a los establecimientos del sector municipal, la referencia debe entenderse hecha, a su vez, a los establecimientos dependientes de los Servicios Locales. 


Se excepcionarán de lo dispuesto en los incisos precedentes aquellos casos en que aparezca de manifiesto que la disposición cuya referencia se prescribe adecuar resulta inaplicable a los Servicios Locales o al Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva, atendida la naturaleza del servicio o el cargo, respectivamente. 


Finalmente, sin perjuicio de las modificaciones efectuadas en el presente Título, se entenderá que será siempre el Servicio Local el que diseñará, coordinará y prestará el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia. 


Artículo 61.- Imputación del gasto. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 del Tesoro Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo primero.- Entrada en vigencia general. La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones establecidas en los siguientes artículos transitorios. 


Artículo segundo.- Entrada en vigencia de derogaciones y modificaciones a otras leyes. Lo dispuesto en el Título V de esta ley, entrará en vigencia desde la fecha del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio. En consecuencia, las modificaciones legales establecidas en dicho Título no surtirán efectos respecto de aquellas municipalidades o corporaciones municipales que continúen prestando el servicio educacional. 


Se exceptuará de lo dispuesto en el inciso anterior, el numeral 3) del artículo 58, que entrará a regir una vez transcurridos tres años desde la fecha de traspaso del servicio educacional, respecto de cada Servicio Local.


Artículo tercero.- Entrada en vigencia de la calidad de sostenedor de los Servicios Locales. Lo establecido en el inciso tercero del artículo 10 de la presente ley, entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local, en lo relativo a su calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.


Artículo cuarto.- Traspaso del servicio educacional. Traspásese el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de las corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, a los Servicios Locales de Educación Pública creados de conformidad al artículo 9° de esta ley, en la oportunidad, forma y condiciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.


Para estos efectos, se entenderá indistintamente por “corporación municipal” o “corporaciones municipales”, según corresponda, aquellas corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.


Artículo quinto.- Determinación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determine el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 9° de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas. 


Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad; y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad. 


Artículo sexto.- Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determine la fecha en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales, de conformidad a las siguientes reglas:


El Servicio Local de la región de Magallanes y la Antártica Chilena deberá entrar en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2017. 


Los Servicios Locales de la región de Atacama deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y el 30 de junio de 2018.


Los Servicios Locales de la región de Coquimbo deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y el 30 de junio de 2020.


Los Servicios Locales de las regiones Metropolitana de Santiago y del Biobío deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y el 30 de junio de 2022.


El Servicio Local de la región de Arica y Parinacota deberá entrar en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018.


Los Servicios Locales de las regiones de Tarapacá y de Antofagasta deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2018 y el 30 de junio de 2019.


Los Servicios Locales de la región de Valparaíso deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2018 y el 30 de junio de 2021.


El Servicio Local de la región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo deberá entrar en funcionamiento entre el 1 el enero y el 30 de junio de 2019.


Los Servicios Locales de la Región de Los Ríos deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y el 30 de junio de 2020.


Los Servicios Locales de las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins y de la Araucanía deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y el 30 de junio de 2021.


Los Servicios Locales de las regiones del Maule y de Los Lagos deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y el 30 de junio de 2022.


Con todo, los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional. 

Párrafo 2°

Del traspaso del servicio educacional


Artículo séptimo.- Fecha del traspaso del servicio educacional. El 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local, se le traspasará, por el solo ministerio de la ley, el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de corporaciones municipales, de las comunas en las cuales éste ejerza su competencia, lo cual comprenderá los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos asociados a la prestación de dicho servicio, de conformidad a las disposiciones transitorias siguientes.


Artículo octavo.- Traspaso de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, que cuenten con reconocimiento oficial al 31 de diciembre de 2014 ya sea que se encuentren en funcionamiento o en receso, así como aquellos que se creen a partir de dicha fecha hasta el momento del traspaso, se traspasarán al Servicio Local que ejerza sus competencias en las correspondientes comunas, de conformidad a los artículos siguientes, y en la misma forma y oportunidad señalada en el artículo anterior. 


El Servicio Local será el sucesor legal, de la municipalidad o la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado. 

Párrafo 3°

Del traspaso de los bienes afectos a la prestación del servicio educacional


Artículo noveno.- Bienes afectos al servicio educacional. Para los efectos del traspaso del servicio educacional establecido en estas disposiciones transitorias, estarán afectos a la prestación de dicho servicio los bienes inmuebles pertenecientes a órganos de la Administración del Estado o a sus órganos dependientes, tales como las corporaciones municipales, en los cuales, al 31 de diciembre de 2014, desarrollan sus funciones los establecimientos educacionales, así como aquellos que se encuentren en receso o autorizados sin matrícula, que se traspasen de conformidad al artículo anterior.


Asimismo, se entenderán afectos a la prestación del servicio educacional los bienes muebles que perteneciendo a los órganos señalados en el inciso anterior, se encuentren en alguno de los siguientes casos:


a) Bienes muebles que guarnecen los inmuebles señalados en el inciso primero de este artículo.


b) Bienes muebles no comprendidos en el literal anterior que resultan necesarios para la prestación del servicio educacional de conformidad a la ley.


c) Bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales, para la prestación del servicio educacional.


Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el traspaso del servicio educacional, dichos órganos de la Administración del Estado, así como los órganos que dependan de éstos, destinarán los bienes señalados en este artículo exclusivamente a la prestación del servicio educacional, no pudiendo, en todo o en parte, destinarlos a una finalidad distinta.


Los bienes señalados en el presente artículo se traspasarán, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Local con competencia en la comuna en el cual se encuentren emplazados, en la forma y oportunidad señalada en el artículo séptimo transitorio.


Artículo décimo.- Regularización de inmuebles destinados al funcionamiento de establecimientos educacionales. Para la regularización de la propiedad de los inmuebles afectos al funcionamiento de establecimientos educacionales, señalados en el artículo noveno transitorio y en el literal b) del artículo décimo octavo transitorio de esta ley, se estará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 8° del decreto ley N° 2.695, sin resultar aplicable, para estos efectos, la restricción respecto al avalúo fiscal de dichos inmuebles que establece el artículo 1° del mismo decreto ley.


Artículo undécimo.- Regularización de la infraestructura. Las construcciones o ampliaciones de infraestructura educacional en inmuebles comprendidos en el artículo noveno transitorio y en el literal b) del artículo décimo octavo transitorio de esta ley, construidas con o sin permiso de edificación y las que no cuenten con recepción final a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán ser regularizadas de conformidad a lo establecido en el presente artículo.


Podrá solicitar su regularización el sostenedor del establecimiento educacional cuya infraestructura se encuentre en alguna de las situaciones señaladas en el inciso anterior, acompañando los siguientes antecedentes:


a) Aquellos especificados en el artículo 5.1.6 N°s. 6, 7 y 9 del decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, suscritos por un profesional competente, en que consten las características de la edificación que se regulariza.


b) Certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentra ubicada la construcción o ampliación.


c) Informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para sus usuarios.


d) Certificado de higiene ambiental expedido por la autoridad de salud competente.


e) Informe técnico de un instalador autorizado sobre el buen estado de las instalaciones de electricidad, de agua potable y de alcantarillado.


f) Informe del sostenedor sobre las condiciones generales de seguridad, en especial, las de evacuación.


g) Certificado del Secretario Regional Ministerial de Educación o la Dirección Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles competente, según corresponda, de la utilización de las construcciones, ampliaciones o habilitaciones para impartir el servicio educacional.


Sólo podrán acogerse a lo establecido en el presente artículo las edificaciones o las ampliaciones, o ambas según el caso, construidas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, siempre que durante los treinta días siguientes a esta misma fecha no se formularen reclamaciones de los vecinos por incumplimiento de normas, y en la medida en que se respeten las líneas oficiales de edificación establecidas por los planes reguladores respectivos.


Las regularizaciones acogidas a esta ley estarán exentas del pago de derechos de edificación.


La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, se tendrá por aprobada.


Si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, en un plazo de quince días contado desde la notificación del rechazo, la que deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue en tal caso el permiso o la recepción, o ambos, según se trate.


Artículo duodécimo.- Cesión de contratos y convenios. Con el exclusivo fin de asegurar la continuidad del servicio educacional, los Servicios Locales serán sucesores legales de las municipalidades o corporaciones municipales en aquellos contratos o convenios que hubieren celebrado con terceros, que tengan por objeto el uso o goce de los bienes inmuebles en que funcione el establecimiento educacional respectivo, la prestación de servicios, o la entrega de bienes para la prestación del servicio educacional, que resulten necesarios para la continuidad del mismo.


Para todos los efectos legales, en los contratos o convenios celebrados con terceros, se aplicarán las normas de la ley N° 20.845.


Artículo décimo tercero.- Cesión de concesiones. Sin perjuicio del traspaso del servicio educacional y los bienes afectos al mismo, los Servicios Locales serán sucesores legales de aquellas municipalidades que hubieren concesionado el servicio educacional respecto de uno o más establecimientos educacionales, pudiendo poner término a la concesión de acuerdo a los procedimientos vigentes en esta ley.


Artículo décimo cuarto.- Exención de derechos e impuestos. Los actos, convenios, publicaciones, inscripciones, subinscripciones o actuaciones de cualquier otro tipo que se originen a causa de los traspasos de bienes y servicios dispuestos en la presente ley, estarán exentos de todo arancel o tributo, incluyendo cualquier tipo de impuesto, tasa o derecho a favor del fisco o del patrimonio de cualquier órgano del Estado.

Párrafo 4°

Del traspaso de establecimientos de educación parvularia


Artículo décimo quinto.- Traspaso de establecimientos de educación parvularia. Se entenderán incluidos en el traspaso señalado en el párrafo 2° de estas disposiciones transitorias, los establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, en la misma forma y oportunidad señalada en dicho párrafo, a los cuales no les será exigible contar, a la fecha del traspaso, con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo décimo quinto transitorio de la ley N° 20.529.

Sin perjuicio de lo anterior, se excluirán del traspaso de bienes regulado en el párrafo 3° de estas disposiciones transitorias aquellos inmuebles en los cuales se emplacen los establecimientos de educación parvularia y que no estén destinados exclusivamente a la prestación del servicio educacional, así como los bienes muebles destinados a su funcionamiento. Respecto de estos últimos, sólo se traspasarán al Servicio Local aquellos bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos fiscales o de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

La Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de los 90 días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, dictará una resolución en la cual se individualizarán los establecimientos de educación parvularia respecto de los cuales tenga convenio de transferencia de fondos vigente con municipalidades o corporaciones municipales, que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento a la fecha de publicación de esta ley. Además, dentro del mismo plazo, deberá remitir al Ministerio de Educación toda información relevante para el traspaso del servicio educacional, por cada establecimiento educacional, tal como matrícula, transferencias corrientes y de capital, documentos en que consten fiscalizaciones que hayan sido realizadas, estado de avance del cumplimiento de los requisitos para la obtención del reconocimiento oficial del Estado, entre otras. Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.

Párrafo 5°

Del procedimiento de traspaso del servicio educacional


Artículo décimo sexto.- Del procedimiento de traspaso. Los traspasos dispuestos en los párrafos anteriores se efectuarán de conformidad al procedimiento de traspaso regulado en este párrafo, el que deberá resguardar siempre la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los y las estudiantes.


Artículo décimo séptimo.- Registro de bienes destinados a la prestación del servicio educacional. El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado, desde la entrada en vigencia de esta ley, en el cual se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que serán traspasados a cada Servicio Local de Educación Pública, de conformidad a lo establecido en el párrafo 3° del presente Título.


Para estos efectos, a su vez, cada municipalidad deberá elaborar un registro actualizado de estos bienes, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación, dentro de los 90 días siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley. Asimismo, deberá oficiar a dicho Ministerio cualquier hecho relevante relacionado con los bienes destinados a la prestación del servicio educacional que se encuentren en su comuna, de conformidad a lo que establezca el reglamento.


Artículo décimo octavo.- De las obligaciones de las municipalidades. Las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, deberán remitir al Ministerio de Educación toda la información que sea necesaria para el adecuado traspaso, con una anticipación de al menos seis meses antes de la entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional. Esta información deberá considerar al menos lo siguiente:


a) Una nómina de los profesionales de la educación y asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales que, de conformidad a la presente ley, serán traspasados a los Servicios Locales. Deberá indicarse el respectivo régimen legal y,o contractual, señalándose entre otros antecedentes que requiera el Ministerio, el nombre, función que realiza, antigüedad, lugar en que se desempeña, situación previsional y remuneración desagregada, y las asignaciones que le correspondan percibir.


b) Un inventario de los bienes muebles e inmuebles que deberán ser traspasados de conformidad a los párrafos 3° y 4° de estas disposiciones transitorias, individualizándolos y señalando el estado de conservación en el cual se encuentran. Respecto de los inmuebles y vehículos motorizados, deberán expresarse todas las menciones exigidas por la ley y reglamentación respectiva para su inscripción en los registros pertinentes.


c) Copia de los contratos o convenios vigentes con terceros proveedores de bienes y servicios.


d) Cualquier otra información que sea procedente para el adecuado traspaso del servicio educacional. 


El Ministerio de Educación, mediante resolución, podrá establecer otros antecedentes que resulten necesarios para el adecuado traspaso del servicio educacional, así como determinar el formato en que éstos deberán remitirse. 


Para los efectos de lo establecido en el presente artículo, la municipalidad deberá dictar un decreto alcaldicio, de acuerdo a la normativa vigente, al cual se acompañará el inventario de bienes y la nómina de personal. 


El Ministerio de Educación podrá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo. 


Artículo décimo noveno.- Resolución de traspaso. Dos meses antes de la entrada en funcionamiento de un Servicio Local, el Ministerio de Educación deberá dictar una resolución que individualice los bienes muebles e inmuebles y recursos humanos que le serán traspasados, la cual deberá contener, a lo menos, lo señalado en los literales a), b), c) y d) del inciso primero del artículo anterior.


Dicha resolución deberá ser remitida al Servicio Local respectivo, dentro de los diez días hábiles siguientes a su entrada en funcionamiento, y ésta servirá de título suficiente para las inscripciones y subinscripciones que correspondan respecto a los bienes sujetos a registro.


Artículo vigésimo.- Límite a la dotación de personal. Para todos los efectos de traspaso de recursos humanos, las resoluciones que se dicten no podrán contener una dotación superior a la existente al 30 de noviembre del año 2014.


Artículo vigésimo primero.- Acta de traspaso. Dentro de los sesenta días siguientes al traspaso del servicio educacional, se constituirá en cada establecimiento traspasado un funcionario del Servicio Local respectivo, quien deberá levantar un acta de traspaso de bienes y recursos financieros, y que será, para estos efectos, ministro de fe.


En dicha acta se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que le hayan sido materialmente traspasados, indicando el estado de conservación en que se encuentran, cotejándose con la respectiva resolución de traspaso señalada en el artículo décimo noveno transitorio.


En caso que existan diferencias entre la resolución de traspaso y el levantamiento del acta, y de ello se derivare alguna eventual infracción a la ley, se oficiarán los antecedentes que correspondan a los organismos públicos competentes. Asimismo, si se tuviere conocimiento de la comisión de un hecho que pudiere revestir caracteres de delito, deberán remitirse dichos antecedentes a la autoridad competente de conformidad con lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. 

Párrafo 6°

Del Plan de Transición


Artículo vigésimo segundo.- Del Plan de Transición. Desde la entrada en vigencia de esta ley, las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, podrán suscribir un Plan de Transición, de carácter plurianual, que el Ministerio de Educación pondrá a su disposición. Este tendrá por objeto asegurar el adecuado traspaso del servicio educacional, así como el fortalecimiento y mejora de dicho servicio y su equilibrio financiero, hasta su total traspaso, de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.


El plan señalado en el inciso anterior, considerando la situación educacional, administrativa y financiera de la respectiva municipalidad o corporación municipal deberá contemplar, a lo menos, lo siguiente:


a) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el fortalecimiento y mejora del servicio educacional, orientadas a la calidad de la educación que se imparte. 


b) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el adecuado traspaso del servicio educacional, en especial respecto de sus bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos.


c) Objetivos financieros a alcanzar por la respectiva municipalidad, hasta antes del traspaso del servicio educacional, los cuales deberán desagregarse en objetivos anuales, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 


d) Incorporación de un compromiso del Ministerio de Educación para colaborar y asistir a la respectiva municipalidad en los objetivos señalados en el literal anterior, transfiriendo recursos con dicho fin, de conformidad a la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público y lo establecido en los artículos vigésimo cuarto y vigésimo quinto transitorios.


Este plan se ejecutará de conformidad a los recursos que establezca para estos efectos la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público, mediante los convenios señalados en el artículo siguiente.


Artículo vigésimo tercero.- De los convenios de ejecución del Plan de Transición. El Plan de Transición se ejecutará mediante la suscripción de uno o más convenios de ejecución entre el Ministerio de Educación y la municipalidad o corporación municipal respectiva los que, individualmente o en su conjunto, deberán considerar, a lo menos, las siguientes materias:


a) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para fortalecer y mejorar el servicio educacional que presta, en especial, respecto al mantenimiento y conservación de sus establecimientos educacionales y la calidad del servicio educacional que brindan. 


b) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de mantener en funcionamiento los establecimientos educacionales de su dependencia.


c) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para equilibrar financieramente la prestación del servicio educacional. Para estos efectos, se deberá coordinar la planificación y los instrumentos de gestión del sistema educativo con el financiamiento que establezca la ley, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de esta ley.


d) Obligación de la municipalidad o corporación municipal de entregar al Ministerio de Educación la información que este requiera para el adecuado traspaso del servicio educacional.


e) Asistencia técnica que el Ministerio de Educación brindará a la respectiva municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para la elaboración de los instrumentos de planificación y gestión, en concordancia con lo señalado en la letra c) de este artículo, contemplándose a lo menos la asistencia técnica para la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo sexto transitorio.


f) La transferencia o pago directo de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional y,o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional, de conformidad a lo establecido en los artículos vigésimo cuarto y vigésimo octavo transitorios, respectivamente. El monto y forma de la transferencia de dichos recursos se determinará de conformidad a lo que establezca la Ley de Presupuestos del Sector Público. El Ministerio de Educación estará facultado para pagar directamente a terceros por estos conceptos.


Una vez suscritos los convenios de ejecución, estos deberán ser remitidos a la Superintendencia de Educación para su conocimiento. Asimismo, a ésta le corresponderá fiscalizar, de conformidad a la ley, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en cada convenio y, en general, el correcto uso de los recursos transferidos de acuerdo a este artículo.


Artículo vigésimo cuarto.- Transferencia de recursos para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo anterior, se entenderá por desequilibrio financiero municipal educacional el de una municipalidad determinada ocasionado por la prestación del servicio educacional, directamente o a través de una corporación municipal, hasta antes de su traspaso a un Servicio Local, de conformidad a estas disposiciones transitorias. Se determinará calculando la diferencia entre ingresos por concepto de subvenciones y aportes educacionales, así como otros aportes del Estado, exceptuando los aportes de capital, y los gastos operacionales por la prestación de dicho servicio.


Los recursos transferidos de conformidad a lo señalado en el inciso anterior, sólo podrán utilizarse para financiar aquellos gastos incurridos y que hayan sido necesarios para la prestación del servicio educacional, siempre y cuando estén debidamente justificados. El Ministerio de Educación determinará dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos. El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis:


a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.


b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley Nº 20.529.


Mediante estas auditorías se determinará el desequilibrio financiero municipal educacional y,o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional, conforme a las definiciones establecidas en el presente artículo.


Artículo vigésimo quinto.- Del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal. Para efectos de alcanzar los objetivos financieros establecidos en el literal c) del artículo vigésimo segundo transitorio, los convenios de ejecución señalados en dicho artículo establecerán obligaciones específicas que deberán ser consideradas en el Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. En particular, dichos convenios establecerán expresamente que la municipalidad dará cumplimiento a las observaciones que el Ministerio de Educación realice al proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal, de conformidad a la asistencia técnica que le brinde según lo dispuesto en el artículo siguiente, como requisito habilitante para acceder a los recursos que prevé el literal f) del artículo vigésimo tercero transitorio.


Artículo vigésimo sexto.- De la asistencia técnica al Plan de Desarrollo Educativo Municipal. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y en el literal e) del artículo vigésimo tercero transitorio, el o los respectivos convenios establecerán que el Ministerio de Educación brindará asistencia técnica en la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal regulado en el artículo 4° de la ley N° 19.410.


Asimismo, los convenios establecerán el plazo en el cual se remitirá al Ministerio de Educación el proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal y la oportunidad en la cual el Ministerio enviará sus observaciones o propuestas de modificaciones, si corresponde, lo cual deberá ser previo a la presentación del plan al Concejo Municipal para su respectiva aprobación.


Artículo vigésimo séptimo.- Del incumplimiento de los convenios. En caso que una municipalidad incumpla gravemente los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo tercero transitorio, el Ministerio de Educación podrá ponerles término, mediante resolución fundada, sobre la base de un informe emanado de la Superintendencia de Educación. 


Se entenderá por incumplimiento grave de los convenios de ejecución:


a) Incumplimiento de la obligación establecida en el literal b) del artículo vigésimo tercero transitorio.


b) Uso de los recursos transferidos de acuerdo a lo dispuesto en el literal f) del artículo vigésimo tercero transitorio para actividades distintas a las acordadas en los convenios.


c) Incumplimiento de las observaciones que el Ministerio de Educación realice respecto del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. 


En caso de término de un convenio, de conformidad a lo señalado en el presente artículo, no se podrán celebrar los restantes convenios referentes a la transferencia de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional y,o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional que correspondan de conformidad al Plan de Transición que se hubiere suscrito.


Artículo vigésimo octavo.- De la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo vigésimo tercero transitorio, se entenderá por deuda municipal originada por la prestación del servicio educacional, aquellas obligaciones de una municipalidad o de una corporación municipal que sean exigibles al 31 de diciembre de 2014 y que a continuación se señalan:


a) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, correspondientes a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales.


b) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, con el personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en las corporaciones municipales. Respecto a estas últimas, sólo se entenderán comprendidas aquellas obligaciones del personal que se desempeña o se haya desempeñado en la gestión educacional.


c) Obligaciones contraídas con terceros proveedores de bienes y servicios directamente necesarios para la prestación del servicio educacional en los establecimientos de su dependencia o de las corporaciones municipales a su cargo, según corresponda. Se excluirán aquellas adquiridas por concepto de asistencia técnica educativa, prestada por entidades pedagógicas y técnicas de apoyo, reguladas en la ley N° 20.248. 


d) Intereses y reajustes que correspondan, de las obligaciones señaladas en los literales anteriores.


Las municipalidades o corporaciones municipales deberán remitir al Ministerio de Educación un informe desagregado por cada una de las obligaciones establecidas en el inciso anterior dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. 

Un decreto del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, fijará el monto total al que asciende la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, que será considerada para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo vigésimo tercero transitorio y la de cada municipio en particular. Este decreto deberá ser expedido dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley. 


Artículo vigésimo noveno.- Condonación de deuda por anticipo de subvención. Traspasado el servicio educacional se extinguirá, para todos los efectos legales y por el solo ministerio de la ley, la deuda contraída por las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, originada por anticipos de subvención, de conformidad a las leyes N° 20.158, 20.159, 20.244, 20.501, 20.652 y 20.822, siempre y cuando no existan deudas con sus funcionarios por ningún concepto y se hayan cumplido las obligaciones y compromisos establecidos en dichas leyes.


Artículo trigésimo.- Administrador provisional. Previo a la fecha de traspaso del servicio educacional, la Superintendencia de Educación podrá nombrar un administrador provisional en uno o más establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, tanto en los casos del artículo 89 de la ley N° 20.529, como cuando se verifique el término del o los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley, por incumplimiento grave, conforme a lo establecido en el artículo vigésimo séptimo transitorio.


Tratándose de los literales b) y c) del artículo vigésimo séptimo transitorio, el administrador provisional ejercerá sus funciones respecto de la totalidad de los establecimientos educacionales de administración municipal o de la corporación municipal, según corresponda.


El administrador provisional regulado en el presente artículo durará en su cargo hasta el término del año laboral docente en curso. Este plazo será prorrogable por períodos iguales y sucesivos, cuando ello sea necesario para garantizar el ejercicio del derecho a la educación de los y las estudiantes, así como la continuidad del servicio educacional en los establecimientos educacionales, y,o facilitar el adecuado traspaso de estos a los Servicios Locales. Con todo, las facultades del administrador provisional cesarán en el momento en que se verifique el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.


Para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, el administrador provisional deberá:


a) Ordenar que se realice una auditoría, que abarque al menos los dos últimos años lectivos anteriores a su nombramiento, excepto en los casos en que se hubiera realizado la auditoría contemplada en el artículo vigésimo cuarto transitorio de la presente ley, y


b) Elaborar anualmente una propuesta que contenga las menciones del plan a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.410, sólo en lo pertinente al o los establecimientos educacionales que administre. Dicha propuesta se entenderá parte integrante, para todos los efectos legales, del plan presentado en conformidad con el inciso primero del artículo 5° de dicha ley, para su respectiva aprobación por el Concejo Municipal.


Asimismo, podrá suscribir con el Ministerio de Educación los convenios de ejecución establecidos en el artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley en relación al o los establecimientos educacionales que administre.


En todo lo no previsto en este artículo, las normas del Párrafo 6°, Título III, de la ley N° 20.529, se aplicarán supletoriamente.

Párrafo 7°

Disposiciones transitorias referidas a la Dirección de Educación Pública


Artículo trigésimo primero.- Entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública. La Dirección de Educación Pública iniciará sus funciones en el plazo de un año contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo trigésimo segundo.- Facultades especiales de la Dirección de Educación Pública. Durante el período que media entre la entrada en funcionamiento de los Servicios Locales, según lo establecido en el artículo sexto transitorio, y el momento en que se haga efectivo el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio, la Dirección de Educación Pública coordinará y apoyará la instalación de dichos servicios, especialmente en lo que se refiere al traspaso de los establecimientos educacionales, de los derechos y obligaciones derivados de la calidad de sostenedor, y el traspaso del personal que se desempeña en las municipalidades o corporaciones municipales, de acuerdo a lo establecido en estas disposiciones transitorias. 


Durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, le corresponderá a la Subsecretaría de Educación ejercer las funciones establecidas en el inciso precedente. 

Párrafo 8°

Del personal de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales de Educación Pública

Artículo trigésimo tercero.- De la planta de personal de la Dirección de Educación Pública y sus traspasos. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias: 


1. Fijar la planta de personal de la Dirección de Educación Pública. 


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije. En especial, podrá determinar el número de cargos y grados para ésta, los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Asimismo, determinará las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. 


Además, establecerá las normas complementarias al artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para el encasillamiento en la planta que fije, la que podrá incluir a los funcionarios que se traspasen del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio.


2. Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique. 


3. Determinar la dotación máxima de personal de la Dirección de Educación Pública, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 


4. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata, desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación.


El uso de las facultades señaladas en el numeral 4) de este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco importará cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, a menos que se lleve a cabo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


e) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Dirección de Educación Pública, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, según corresponda.


5. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública.


Artículo trigésimo cuarto.- Plantas de personal de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias:


1.- Fijar las plantas de personal de los Servicios Locales, en lo que se refiere a los funcionarios que, conforme al artículo 28 de la presente ley, desarrollarán sus funciones en los niveles y unidades internas del respectivo Servicio. Dichas plantas no incluirán a los profesionales de la educación ni a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales, así como tampoco a las trabajadoras de los jardines vía transferencia de fondos.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.


2.- Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal que practique. 


3.- El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a los Servicios Locales.


Las plantas de personal de los Servicios Locales que se fijen de acuerdo a la atribución señalada en este artículo, serán provistas por primera vez, mediante los procedimientos a que se refieren los artículos siguientes. Los cargos que no se provean conforme a los mismos, se proveerán mediante concurso público, luego del traspaso del servicio educacional.


Artículo trigésimo quinto.- Traspaso de personal municipal. El traspaso a los Servicios Locales, del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal y de las corporaciones municipales, creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional se ajustará al siguiente procedimiento:


1.- Una vez nombrado en su cargo, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva del Servicio Local llamará a concurso, en el cual solo podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local, al 30 de noviembre de 2014, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio. El concurso se regirá por las normas del Párrafo I, Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de lo que se señala a continuación:


a) El concurso será preparado y realizado por un comité de selección, conformado por el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva del Servicio Local o su representante; un representante del Ministerio de Educación y un representante de la Dirección de Educación Pública.


b) El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva del Servicio Local convocará a los concursos a través de los sitios web del Ministerio de Educación, Dirección Nacional del Servicio Civil y de los municipios respectivos y en otros sitios web que para estos efectos se creen, donde se dará información suficiente, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación, entre otras materias. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados, teniendo como factor preponderante la experiencia laboral.


c) En la convocatoria se especificarán los cargos de planta y a contrata que se proveerán mediante el concurso, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.

d) En un solo acto, se postulará a uno o más cargos de la planta del respectivo Servicio Local de Educación Pública.

e) La provisión de los cargos de planta de cada Servicio Local se efectuará, sin solución de continuidad, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, resolverá el Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva.  El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


f) El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva del Servicio Local respectivo dispondrá el traspaso de los funcionarios seleccionados, mediante resolución dictada al efecto, debiendo comunicar a la respectiva entidad empleadora el personal que ha resultado seleccionado. La fecha de la resolución antedicha, fijará la fecha de traspaso de los funcionarios seleccionados.

2.- Por el solo mérito de cesar una municipalidad o corporación municipal en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, se entenderán traspasados los funcionarios seleccionados, según lo dispuesto en los literales anteriores. No obstante ello, mientras una municipalidad o corporación municipal no haya cesado en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, el Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva podrá disponer el traspaso de los trabajadores seleccionados a través del concurso realizado en virtud del numeral anterior, que resultaren imprescindibles para la puesta en marcha del respectivo Servicio Local, no pudiendo, en ningún caso, disponer el traspaso anticipado de más de un tercio de los seleccionados que se encuentren prestando servicios en una misma municipalidad y en las corporaciones municipales cuyo personal esté siendo traspasado, consideradas conjuntamente.


3.- El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado, que de acuerdo a su estatuto laboral tenga derecho a ello, se entenderá postergado por causa que otorgue derecho a percibirlo hasta el cese de servicios en el respectivo Servicio Local de Educación Pública. En tal caso, la indemnización correspondiente se determinará computando el tiempo servido, de acuerdo al Código del Trabajo, en las municipalidades y corporaciones municipales, con el límite a que se refiere el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo. La remuneración que se considerará para estos efectos será el promedio de las últimas doce remuneraciones percibidas por el trabajador en las respectivas municipalidades o corporaciones municipales, con los respectivos reajustes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 18.883, sobre estatuto de funcionarios municipales, excepcionalmente las municipalidades estarán facultadas para reubicar en otras funciones a los trabajadores que por cualquier causa no hubieren sido traspasados al Servicio Local correspondiente, de acuerdo a las normas del presente artículo. Dicho personal continuará afecto al régimen laboral al que se encontraba sujeto con anterioridad al ejercicio de dicha facultad.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, en caso que a consecuencia de lo establecido en el presente artículo se produjese la desvinculación de trabajadores municipales que se desempeñen en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o en corporaciones municipales que estén prestando servicios desde a lo menos tres años antes del traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio, y que no fueren traspasados a los Servicios Locales de conformidad a las reglas precedentes, serán indemnizados de acuerdo a los contratos de trabajo respectivos, con cargo fiscal. La Ley de Presupuestos del Sector Público fijará los recursos que anualmente podrán destinarse a estos efectos, así como los requisitos y procedimientos necesarios para que el Fisco solvente el pago de tales indemnizaciones.


El personal traspasado de acuerdo a esta norma se regirá por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 28 de la presente ley.


Artículo trigésimo sexto.- Traspaso de personal municipal regido por el Estatuto Docente a los niveles internos de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga, sin solución de continuidad, el traspaso de los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que se desempeñen en las municipalidades y corporaciones municipales creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, y que desempeñen cargos directivos o técnicos pedagógicos como parte de una dotación docente, a los Servicios Locales. En el respectivo decreto con fuerza de ley, se determinará el número máximo de dotación docente que será traspasada. A contar de la fecha de traspaso, la dotación docente se disminuirá en el mismo número del traspaso.


En el caso del Jefe del Departamento de Educación Municipal que haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, podrá continuar desempeñándose en ella si existe disponibilidad en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma municipalidad o corporación municipal. Lo anterior, será sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G del decreto con fuerza de ley ya citado. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o no pertenecía a ella, tendrá derecho a una indemnización de cargo fiscal equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.


A través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, se fijará el número de dotación docente a traspasar de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización de los profesionales de la educación que se traspasarán, indicando su calidad, sea de titulares o contratados, se realizará a través de los referidos decretos.


El personal traspasado en virtud de este artículo continuará desempeñándose en el Servicio Local respectivo bajo las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. 


El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de los Servicios Locales, los profesionales de la educación traspasados podrán afiliarse o continuar afiliados a los servicios de bienestar que le correspondían antes del traspaso.


Artículo trigésimo séptimo.- Nombramiento anticipado de Directores Ejecutivos o Directoras Ejecutivas de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República, para nombrar al primer Director o Directora de Educación Pública y provisoriamente, si procediere, a los primeros Directores Ejecutivos o Directoras Ejecutivas de los Servicios Locales, a contar de la fecha de publicación de la presente ley, fijando su remuneración y el grado de la Escala Única de Sueldos, que les corresponderán. Mientras no entren en funcionamiento dichas instituciones las remuneraciones se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. A los jefes de servicio antes señalados, les corresponderá especialmente realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de las instituciones antedichas.


Artículo trigésimo octavo.- Traspaso del personal de los establecimientos educacionales. Traspásese a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, los profesionales de la educación y asistentes de la educación, regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación y la ley N° 19.464, respectivamente, que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de municipalidades o corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, que se encuentren prestando servicios en los establecimientos educacionales ubicados en el ámbito de competencia territorial de dichos Servicios Locales, en la fecha establecida en el artículo séptimo transitorio de la presente ley. 


Los profesionales de la educación que desarrollan funciones en establecimientos educacionales traspasados a los Servicios Locales, de conformidad al inciso anterior, continuarán rigiéndose, para todos los efectos legales, por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación y sus respectivas modificaciones.


Los asistentes de la educación que cumplen funciones en establecimientos educacionales y todos aquellos que contribuyen y participan del proceso coeducativo, serán traspasados a los Servicios Locales de Educación con un régimen laboral de estatuto propio, el que será promulgado antes del inicio del proceso de traspaso de los establecimientos a los Servicios Locales de Educación.


Los técnicos que actualmente se desempeñan en los jardines vía transferencia de fondos se asimilarán a la normativa laboral de los asistentes de la educación.


Asimismo, traspásase a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, el personal que se desempeñe en los establecimientos de educación parvularia indicados en el inciso segundo del artículo decimoquinto transitorio de la presente ley, en la fecha establecida en el artículo séptimo transitorio de la misma. Este personal continuará rigiéndose, para todos los efectos, por las disposiciones legales y contractuales que lo regulen al momento de su traspaso.


Artículo trigésimo noveno.- Protección de derechos del personal. El traspaso al que alude este párrafo, en ningún caso, podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones, pérdida del empleo o término de la relación laboral del personal traspasado. Asimismo, no podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de los derechos estatutarios o previsionales de dicho personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento expreso.


La individualización del personal traspasado se llevará a cabo por decretos del Ministerio de Educación, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


Como consecuencia del traspaso a los Servicios Locales, ningún trabajador perderá sus derechos adquiridos.


Artículo cuadragésimo.- Asociaciones de funcionarios. Se otorga un plazo de dos años a contar de la fecha del traspaso del servicio educacional, para que los sindicatos que representen al personal traspasado puedan fusionarse y modificar sus estatutos según lo previsto en la ley N° 19.296, pasando a regirse por sus disposiciones para todos los efectos legales a contar de su depósito ante la Inspección del Trabajo. 


Los sindicatos que de conformidad a este artículo pasen a regirse por las reglas de las asociaciones de funcionarios tendrán un año de plazo para cumplir el quórum del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.296, contado desde el depósito de los estatutos antes señalado.


Artículo cuadragésimo primero.- Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal. Autorízase a las municipalidades cuyo Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya sido nombrado conforme al procedimiento establecido en el artículo 34 D del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los profesionales de la educación, para prorrogar su nombramiento hasta el momento del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo.
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Artículo cuadragésimo segundo.- Del primer convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo o Directora Ejecutiva de los Servicios Locales. Los convenios de gestión educacional celebrados entre directores ejecutivos o directoras ejecutivas de los Servicios Locales y el Ministro de Educación, antes del traspaso de la totalidad de los establecimientos educacionales señalados en el artículo octavo transitorio ubicados en el territorio de su competencia, contendrán, además de los elementos señalados en el artículo 20 de la presente ley, los objetivos, metas e indicadores específicos relativos al inicio de funciones del respectivo servicio, la oportuna realización de los concursos referidos en esta ley, y otras acciones para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales que en cada caso corresponda.


Artículo cuadragésimo tercero.- Inicio de funciones de los Consejos Locales de Educación Pública. Los Consejos Locales de Educación Pública iniciarán sus funciones una vez que todos los representantes establecidos en el artículo 31 sean electos o designados, según corresponda. Los procesos tendientes a tal fin, deberán iniciarse una vez instalado el respectivo Servicio Local de Educación Pública, de conformidad con la gradualidad establecida en el artículo sexto transitorio. 


Mientras los Consejos Locales no se hayan constituido legalmente, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales ejercerán sus funciones con prescindencia de las atribuciones que la ley le otorga a dichos consejos. El Director Ejecutivo o la Directora Ejecutiva de cada Servicio Local, de conformidad a las atribuciones que le otorga la ley, adoptará las medidas necesarias para el oportuno inicio de funciones de este consejo.


Artículo cuadragésimo cuarto.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, desarrollará las materias establecidas en las presentes disposiciones transitorias.


Artículo cuadragésimo quinto.- Nóminas de trabajadores. Las nóminas que se remitan al Servicio Local de Educación contendrán la individualización de cada trabajador, con descripción de su función y los derechos adquiridos e incorporados a su contrato de trabajo.


Artículo cuadragésimo sexto.- Responsabilidad de las municipalidades. Las municipalidades serán solidariamente responsables de todas las deudas y créditos de cualquier clase o naturaleza que resulten exigibles a los antiguos sostenedores, sean corporaciones de educación municipal o direcciones de educación municipal.
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Se designó diputado informante al señor ALBERTO ROBLES PANTOJA.

SALA DE LA COMISIÓN, a 2 de mayo de 2016.


Acordado en sesiones de fecha 3, 10, 16, 23 y 24 de noviembre; 7, 10, 14, 15, 17, 21 y 22 de diciembre de 2015; 4, 5, 11, 12, 13, 14, 18, 19 y 26 de enero, de 1, 15, 21, 22 y 23 de marzo, de 4, 5, 6, 7, 11, 12, 13 y 19 de abril, y 2 de mayo de 2016, con la asistencia de las diputadas Cristina Girardi Lavín, María José Hoffmann Opazo, Yasna Provoste Campillay y Camila Vallejo Dowling (Presidenta) y los diputados Jaime Bellolio Avaria, Fidel Espinoza Sandoval, Sergio Gahona Salazar (quien reemplazo en forma permanente al diputado José Antonio Kast), Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, Giorgio Jackson Drago, José Antonio Kast Rist, Felipe Kast Sommerhoff, Alberto Robles Pantoja (Presidente a contar del 15 de marzo de 2016), Mario Venegas Cárdenas y Germán Verdugo Soto (quien reemplazo en forma permanente al diputado Felipe Kast).

Por la vía del reemplazo asistieron las diputadas Jenny Álvarez Vera y Loreto Carvajal Ambiado y los diputados Claudio Arriagada Macaya, Bernardo Berger Fett, Gabriel Boric Font, Felipe Letelier Norambuena, Vlado Mirosevic Verdugo, Juan Morano Cornejo, Iván Norambuena Farías, Ernesto Silva Mendez, Osvaldo Urrutia Soto y Enrique Van Rysselberghe Herrera.

Asimismo, asistieron las diputadas Karol Cariola Oliva y Marcela Hernando Pérez y el diputado José Manuel Edwards Silva.
María Soledad Fredes Ruiz

Abogada Secretaria de la Comisión.
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� En este proyecto de ley, el Consejo tenía solo carácter consultivo, sin embargo, indicaciones aprobadas durante su tramitación legislativa en la Comisión de Educación le dieron un carácter resolutivo.


� Parte de este costo será financiado con reasignaciones del Presupuesto de la Subsecretaría de Educación.


� No se considera el potencial incremento de costos producto del pago de la Planilla Suplementaria, ya que mientras no ocurra el traspaso del servicio educacional no se tendrá certeza sobre el personal que será traspasado a los Servicios Locales de Educación.


� Antecedentes expuestos ante la Comisión en la sesión 165ª, celebrada el día lunes 18 de enero de 2016, por los Investigadores de la Sección Asesoría Técnico Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, señores Mauricio Holz Guerrero y Pamela Cifuentes Vidal.  Copia íntegra de su � HYPERLINK "https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=43469&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION" �presentación� y del � HYPERLINK "https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=43468&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION" �informe� “Institucionalidad de la educación escolar pública. Legislación comparada: Canadá, Francia y Holanda”, se encuentran disponibles para consulta.


� En sesiones de fecha 3 y 10 de noviembre de 2015.


� Trabajo elaborado por los investigadores de la Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, señores Mauricio Holz y Pamela Cifuentes.





